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Encontrándome  hoy  al  frente  del  Despacho  de 
Relaciones  Exteriores,  en  virtud  de  la  distinción  con 
que  me  honró -el  Primer  Magistrado  de  la  República, 
vengo  á rendiros  cuenta  de  los  trabajos  efectuados 
por  el  Ministerio  de  mi  cargo  en  el  lapso  de  tiempo 
comprendido  entre  el  día  de  la  techa  y aquel  en  que 
uno  de  mis  honorables  antecesores  se  dirigió  á voso- 
tros en  las  sesiones  del  año  último.  Al  cumplir  con 
el  deber  que  me  impone  el  Pacto  Federal,  me  es  sa- 
tisfactorio felicitaros  por  vuestra  reunión  en  Congreso 
y hacer  votos  porque  vuestras  deliberaciones  se  ins- 
piren siempre,  para  bien  de  la  República  y gloria 
vuestra,  en  los  supremos  dictados  de  la  justicia. 
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Publicación  del  libro 
Asuntos  Internaciona- 
les.” 


RECLAMACIONES 


Atento  al  reclamo  de  la  opinión  pública  y en 
cumplimiento  del  Decreto  Ejecutivo  de  6 de  marzo 
del  año  próximo  pasado,  el  Ministerio  hizo  circular 
el  libro  que  contiene  la  correspondencia  por  él  lle- 
vada con  algunas  Legaciones  aquí  establecidas,  á 
intento  de  sostener  los  principios  en  que  se  basa 
el  Estado,  al  dictar,  en  ejercicio  de  sus  prerroga- 
tivas, las  reglas  á que  han  de  someterse,  así  en 
lo  que  se  refiere  á sus  personas,  como  en  lo  que 
dice  relación  con  sus  bienes,  los  extranjeros  que 
de  modo  estable  ó transitoriamente  se  encuentren  den- 
tro de  los  límites  de  su  territorio.  Con  la  exposición 
de  derecho  que  en  toda  esa  correspondencia  llevó 
á cabo  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  quedó 
de  manifiesto  cuán  grande  es  el  respeto  que  la  Re- 
pública ha  tenido  en  su  trato  con  las  demás  Nacio- 
nes por  esos  incontrovertibles  principios,  al  amparo 
de  los  cuales  solamente  es  posible  la  comunidad 
internacional.  La  insistencia  conque  Venezuela, 
á ejemplo  de  otros  países,  ha  venido  sosteniendo 
los  principios  jurídicos  que  privan  en  esa  correspon- 
dencia, principios  ilustrados  y definidos  por  las 
más  altas  autoridades,  no  puede  atribuirse  sino  al 
deseo  vehemente  de  fiar  á los  dictados  y proscrip- 
ciones de  la  justicia,  cuantas  diferencias  puedan 
presentársele  con  aquellas  naciones  cuya  amistad 
cultiva.  Apartarse  de  la  atmósfera  serena  en  donde 
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abundan  las  soluciones  que  la  equidad  dicta,  y va- 
lerse de  aquellos  medios  que  la  civilización  vivo 
condenando,  es  hacer  obra  ingrata  do  la  cual  no 
puede  derivarse  ejemplo  provechoso,  ni  hábito  ó 
costumbre  que  en  lo  sucesivo  puedan  servir  de  norma 
á unas  relaciones  que  han  menester  para  su  des- 
arrollo de  aquellos  elementos  que,  al  apartar  todo 
motivo  de  enojo,  toda,  causa  de  discordia,  lian  de 
asegurar  el  respeto  ó igualdad  de  los  Estados.  Más 
que  conveniente,  necesario  es,  en  casos  de  esta  ín- 
dole, hacer  un  llamamiento  á la  conciencia  univer- 
sal, porque  á la  causa  de  la  justicia  le  importa  sobre- 
manera, que  la  defensa  de  aquellos  principios  que 
son  fuente  y razón  de  los  intereses  creados  por  ella, 
no  se  descuide  un  momento,  á fin  de  que,  sin  con- 
tradicción alguna,  lleguen  á privar  un  día  entre  los 
Estados  las  puras  y saludables  enseñanzas  del  De- 
recho. 


* , 
* * 


Conforme  al  acuerdo  que  dictásteis  en  28  de  coios  con  Inglaterra, 
marzo  del  año  pasado,  el  Ejecutivo  Federal  dió  curso  Alemanaeltal,a- 
á los  Protocolos  que  el  Agente  de  la  República 
ajustó  en  Washington  con  los  Representantes  de 
Alemania,  Inglaterra  ó Italia.  La  primera  de  las 
obligaciones  que  dichos  pactos  le  imponen  á la  Na- 
ción, consiste  en  la  entrega  de  una  cantidad  de  di- 
nero con  que  satisfacer  reclamaciones  de  súbditos 
alemanes  é ingleses,  é indemnizar  á Italia,  á título 
de  satisfacción  del  punto  de  honor.  Lo  que  por 
tal  respecto  se  satisfizo  oportunamente,  alcanza  á 
B 2.001.073,35,  de  los  cuales  corresponden  á Ale- 
mania B 1.718.815,65,  B 143.382,70  á Inglaterra  y 
B 138.875  á Italia. 

Con  la  misma  escrupulosidad  ha  venido  la  Repú- 
blica entregando  al  Agente  del  Banco  de  Inglaterra 
la  suma  que  representa  el  30  p§  de  las  entradas  adua- 
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lleras  ele  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  afecto,  según 
los  protocolos,  al  pago  de  los  reconocimientos  hechos 
por  las  Comisiones  Mixtas.  Lo  entregado  hasta  31  de 
diciembre  de  1903  alcanza  á B 4.183.804,90,  los  cuales 
serán  distribuidos  entre  los  reclamantes  tan  pronto 
como  se  conozca  el  fallo  que  en  punto  al  reparto  de 
dicho  30  pg  ha  de  dictar  la  Corte  Permanente  de  Ar- 
bitraje de  La  Haya. 


Como  se  os  anunció  en  la  Exposición  del  año  an- 
terior, el  Agente  de  Venezuela  celebró  en  Washington 
sendos  pactos  con  los  Representantes  de  Francia,  Ho- 
landa, Bélgica,  Suecia  y Noruega.  España,  Estados 
Unidos  y Méjico,  con  el  objeto  de  someter  á un 
procedimiento  arbitral  análogo  al  convenido  con  Ita- 
lia, Inglaterra  y Alemania,  las  reclamaciones  que 
los  ciudadanos  ó súbditos  de  esos  países  poseyeran 
contra  la  República.  El  deseo  de  evitarle  á la  Nación 
nuevas  complicaciones,  tanto  como  el  propósito  de 
dejar  sellado  de  una  vez  el  difícil  y doloroso  pro- 
ceso en  que  la  Nación  se  ha  visto  envuelta,  determi- 
naron al  Gobierno  de  la  República  á suscribir  estos 
pactos. 

Como  para  la  fecha  en  que  se  clausuraron  vues- 
tras sesiones  del  año  pasado,  no  habían  llegado  aún 
á la  Cancillería  los  pactos  referidos,  el  Ejecutivo, 
en  vista  de  la  urgencia  del  asunto  y de  las  facul- 
tades de  que  se  hallaba  investido,  creyó  conveniente 
ponerlos  desde  luego  en  ejecución,  entre  otros  mo- 
tivos, porque  la  fecha  indicada  para  la  reunión  de 
las  comisiones  estaba  muy  próxima,  y porque  eran 
incalculables  las  dificultades  y perjuicios  que  su 
aplazamiento  habría  producido.  En  la  sección  de 
documentos  hallaréis  esos  pactos,  hacia  los  cuales 
llamo  especialmente  vuestra  atención,  á fin  de  que 
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os  sirváis  apreciar  la  conducta  que,  tocante  á su 
ejecución,  observó  el  Ejecutivo. 


* 


* 


* 


El  día  1?  de  junio  del  año  pasado,  se  instalaron 
en  esta  ciudad,  de  acuerdo  con  las  prescripciones 
de  los  protocolos,  las  diferentes  Comisiones  Mixtas, 
llamadas  á conocer  de  las  reclamaciones  contra  la 
República.  Sólo  una  de  ellas,  la  Venezolano-Ita- 
liana, está  aún  en  actividad,  habiendo  las  demás 
terminado  definitivamente  sus  trabajos,  excepción 
hecha  de  la  Americano- Venezolana  y de  la  Ve- 
nezolano-Británica, en  las  cuales  se  ocupan  aún  los 
respectivos  Terceros  en  discordia,  de  examinar  y 
decidir  algunas  reclamaciones  sobre  las  cuales  no 
recayó  decisión  conforme  de  los  comisionados. 

Por  este  motivo,  sólo  me  es  dable  rendiros  cuenta 
del  resultado  final  de  los  trabajos  de  siete  Comisiones, 
que  consigno  en  esta  forma  : 


RECLAMANTE 

CANTIDAD 

RECLAMADA 

CANTIDAD 

RECONOCIDA 

Francia 

B 17.891.613,54 
7.376.685,78 
2.944.380,48 
1.047.701,35 
14.921.805,11 
5.307.627,54 
1.069.552,31 

B 2.667.079,51 
2.091.906,50 
2.577.328,10 
174.359,08 
10.898.643,86 
1.974.818,41 

Alemania 

México 

Suecia  y Noruega . . 

Bélgica 

España 

Holanda 

544.301.47 

B 50.559.366,11 

B 20.928.466,93 

Adviértese,  á primera  vista,  una  grandísima 
diferencia  entre  las  sumas  reconocidas  y las  recla- 
madas, diferencia  que  es  aún  mayor,  si  se  tiene  en 
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cuenta  que  en  el  total  de  las  adjudicaciones  que- 
daron comprendidas  las  cantidades  que  Venezuela 
debía  á varias  naciones  por  derechos  de  tránsito  de 
su  correspondencia  y que  no  habían  sido  satisfechos 
en  razón  del  estado  excepcional  de  nuestra  Hacienda 
en  los  años  últimos. 

He  creído  conveniente  llamar  vuestra  ilustrada 
atención  sobre  este  particular,  que  conceptúo  im- 
portante, porque  el  solo  examen  de  los  guarismos 
viene  á ser  una  nueva  confirmación  de  cuanto  hasta 
la  fecha  ha  venido  diciéndose  acerca  del  doloso  pro- 
ceder de  algunos  extranjeros,  por  quienes  el  expe- 
diente de  las  reclamaciones  es  considerado  como  vía 
segura  y fácil  que  conduce  al  bienestar  y á las  riquezas. 
La  República  no  ha  tratado  nunca  de  sustraerse 
á las  responsabilidades  que  en  derecho  puedan  ca- 
berle para  con  los  particulares,  así  sean  éstos  vene- 
zolanos ó extranjeros ; mas,  á intento  de  evitarlos 
abusos  de  todo  género  que  ep  punto  á reclamos 
se  observan,  señaladamente  cuando  se  trata  de  ex- 
tranjeros, fue  que  el  Estado  sometió  el  ejercicio 
de  las  acciones  que  pudieran-  intentarse  contra  él 
á un  procedimiento  que,  al  asegurar  la  claridad  y 
precisión  á todo  proceso  necesario,  fuera  compa- 
tible con  los  atributos  de  la  soberanía.  El  siste- 
ma de  las  Comisiones  Mixtas  es,  sin  duda  alguna, 
en  estos  casos,  un  desconocimiento  de  la  potestad 
que 'legítimamente  tienen  los  Estados  de  organizar- 
ía administración  de  la  justicia  dentro  de  su  terri- 
torio ; y no  valdría  alegar  que  la  Nación  extran- 
jera, en  cambio  de  la  obediencia  y sujeción  que  sus 
nacionales  le  deben,  tiene  la  obligación  de  prote- 
gerlos cada  vez  que  hayan  de  ventilar  un  asunto 
con  una  soberanía  extraña.  Los  casos  de  protección 
están  perfectamente  limitados  por  el  Derecho  Inter- 
nacional ; y si  á los  Gobiernos  extranjeros  les  fuera 
lícito  juzgar  por  sí,  y ante  sí,  con  absoluta  pres- 
cindencia  de  los  Tribunales  ordinarios  competentes, 
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do  los  asuntos  do  sus  regnícolas,  quizás  so  verían  los 
listados  on  la  dolorosa  necesidad  de  no  permitir 
que  en  territorio  suyo  vinieran  ellos  á establecerse. 
Si  en  los  asuntos  que  entre  sí  ventilan  los  par- 
ticulares, no  se  desconoce  nunca  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  organizados  conforme  á las  prescrip- 
ciones que  dicta  el  Soberano  local,  no  se  alcanza 
á comprender,  por  qué  razón  ha  de  acudí  use  á una 
especialísima  organización  judicial,  cuando  en  vez  de 
un  simple  individuo,  sea  la  Nación  la  demandada. 
Si  esta  se  negase  á indemnizar,  cuando  fuere  de 
justicia,  los  perjuicios  que  causare;  si  por  la  le- 
gislación local  so  negase  el  medio  de  hacer  efec- 
tivos los  derechos  derivados  de  semejantes  hechos  ; 
si  los  Tribunales  llamados  á aplicar  la  ley,  desco- 
nociesen notoria  y abiertamente  la  justicia  que 
asiste  al  que  gestiona  contra  el  Estado,  bien  podría 
concebirse  la  protección  del  extranjero  y el  pro- 
pósito de  someter  las  diferencias  que  de  este  modo 
nacieran  á la  decisión  de  un  Tribunal  arbitral.  No 
será,  pues,  estéril,  sino  que  por  el  contrario  ha  de 
ser  altamente  provechoso,  que  la  República  prosiga, 
con  el  mismo  afán  y diligencia  de  otras  épocas,  la 
tarea  de  defender  uno  de  sus  atributos  soberanos 
de  mayor  importancia,  como  quiera  que  el  desco- 
nocimiento de  sus  Tribunales  y la  aceptación  de  un 
tratamiento  de  favor  para  los  extranjeros,  la  colo- 
carían en  situación  por  extremo  precaria  y deshon- 
rosa. De  aquí  también  que,  el  proceso  á que  hemos 
asistido  no  deba  mirarse  sino  como  una  consecuencia 
de  las  vicisitudes  porque  últimamente  hemos  atrave- 
sado, y que  sus  mismos  caracteres  anormales  nos 
sirvan  de  fundamento  para  rechazar,  desde  ahora  que 
está  asegurada  definitivamente  la  paz,  nuevas  y aná- 
logas pretensiones. 


* 


-*  * 
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ños  causados  por  revolu  - La  República,  que  en  el  seno  de  las  distintas 

cionarios. 

Comisiones  Mixtas  ha  estado  representada  por  ju- 
risconsultos que  con  mucho  celo  han  procedido  en 
el  desempeño  de  sus  delicadas,  funciones  y dado 
muestras  de  ilustración  y de  idoneidad,  no  puede 
menos  de  manifestar  la  complacencia  con  que  ha 
visto  confirmada  en  las  decisiones  de  algunos  Ter- 
ceros en  discordia,  la  doctrina  que  ella  lia  venido 
sosteniendo  en  punto  á reclamaciones  provenientes 
de  daños  causados  por  facciosos. 


Publicación  de  los  tra- 
bajos de  las  Comisiones 
Mixtas. 


Este  Despacho  se  propone  dar  á conocer  los  tra- 
bajos todos  de  las  distintas  Comisiones  Mixtas,  y,  al 
efecto,  se  ocupa  de  ordenar  las  actas,  alegatos  y deci- 
siones que  han  de  formar  la  parte  correspondiente  á 
cada  Tribunal  Arbitral. 


X 


X 


X 


Protesta  contra  el  laudo 
de  un  tercero  en  dis- 
cordia. 


El  hecho  de  que  Venezuela  suscribiera  los  pactos 
de  que  se  ha  dado  cuenta,  y que  en  virtud  de  ellos 
hayan  entrado  á conocer  de  las  reclamaciones  de 
súbditos  extranjeros  las  Comisiones  Mixtas,  no  le 
imponía  el  deber  de  aceptar  indistintamente  los  fa- 
llos que  dictaran.  En  estos  casos,  la  fe  misma  que 
los  tratados  merecen,  bien  así  como  la  importancia 
que  en  la  solución  de  los  litigios  internacionales 
le  corresponde  al  arbitraje,  constituyen  á los  Go- 
biernos que  se  sirven  de  él,  en  celosos  guardianes 
de  los  procederes  de  aquellas  personas  á quienes 


Ií\  l'uSHUÚN 


XIII 


con fítiii  la  alta  misión  do  resolver  sus  cuestiones. 
La  presunción  de  que  los  árbitros  han  de  desem- 
peñar debidamente  sus  funciones,  puede,  en  veces, 
desaparecer,  y entonces  los  laudos  no  deben  me- 
recer el  respeto  ni  tienen  la  autoridad  que  el  com- 
promiso les  acuerda.  El  carácter  do  decisión  deíi 
ni  ti  va  no  puede  otorgársele  siempre  á los  laudos 
arbitrales  por  el  solo  motivo  de  emanar  de  las 
personas  designadas  para  constituir  la  Comisión  Ar- 
bitral, pues  si  el  tratado  los  atribuye  do  antemano 
aquel  carácter,  no  es  sino  en  el  concepto  de  que 
semejantes  decisiones  uo  adolecerán  de  ningún  vicio 
que  las  llaga  ineficaces.  La  causa  del  arbitraje  su- 
friría gravísimo  perjuicio  si  llegara  á aceptarse 
el  principio  de  que  toda  decisión  arbitral  debe  cum- 
plirse, cualquiera  que  ella  sea.  Ya  los  publicistas 
se  han  pronunciado  unánimemente  en  favor  del  de- 
recho que  le  asiste  á los  Estados  para  solicitar  la 
invalidación  de  ciertos  laudos,  y bien  conocidas  son 
las  causas  que,  en  opinión  do  ellos,  pueden  dar 
lugar  al  ejercicio  do  ese  recurso.  Conforme  á estas 
ideas,  el  Agente  de  la  República  ante  la  Comisión 
Mixta  Venezolano-Belga,  formuló  oportunamente  la 
protesta  que  hallaréis  en  la  sección  correspondiente, 
contra  la  sentencia  dictada  por  el  Tercero  en  dis- 
cordia de  dicha  Comisión,  en  el  reclamo  intentado 
por  la  Compagnie  Genérale  des  Eaux  de  Cara- 
cas. Esa  protesta,  que  fue  elevada  ála  categoría 
de  documento  público,  se  remitió  á los  Agentes 
de  Venezuela  en  el  Exterior  y á los  Ministros  Di- 
plomáticos residentes  en  Caracas.  El  Gobierno  se 
ocupa  actualmente,  por  medio  de  nuestro  Ministro 
en  Bélgica,  en  darle  al  asunto  el  curso  conveniente, 
v á fin  de  poner  á salvo  los  intereses  que  ese  fallo 

lesiona. 


* * 


La  cuestión  de  preferencia 
cisión  de  la  Corte  de  Arbitraje 


SOmetida  a la  de-  Tribunal  de  La  Haya. 

de  La  Haya  y de 
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que  estáis  ya  en  cuenta  por  la  memoria  del  año 
anterior,  será  decidida  de  un  momento  á otro.  Los 
protocolos  que  á este  respecto  suscribió  nuestro 
Representante  con  los  de  Inglaterra,  Alemania  é 
Italia  y que  corren  insertos  entre  los  documentos 
que  siguen  á esta  exposición,  fueron  aceptados  pol- 
las demás  naciones  que  presentaron  reclamos  contra 
Venezuela. 

Constituido  el  alto  tribunal  con  los  juriscon- 
sultos que  al  efecto  se  sirvió  nombrar  el  Emperador 
de  Rusia,  á quien  las  partes  contratantes  designa- 
ron de  común  acuerdo  para  ejercer  semejante  fa- 
cultad, los  agentes  de  las  diversas  naciones  presen- 
taron sus  respectivos  alegatos,  terminados  los  cuales, 
la  Corte  suspendió  temporalmente  sus  sesiones  en 
noviembre  próximo  pasado.  La  República  estuvo 
representada  en  aquel  alto  Tribunal  por  los  señores 
Herbert  W.  Bowen,  William  L.  Penfield,  General 
Waynne,  Me  Veagli  y Doctor  José  de  Jesús  Paúl. 

De  esperarse  es  que  la  decisión  de  los  ilus- 
trados jurisconsultos  á quienes  se  confió  la  tarea 
de  decidir  el  más  grave  de  los  litigios  de  que  basta 
abora  ba  tenido  que  conocer  la  Corte  de  La  Haya, 
liabrá  de  ser  favorable  á la  causa  de  la  justicia, 
esforzadamente  defendida  por  los  agentes  de  Ve- 
nezuela. Sólo  así  podría  cobrar  fama  merecida  ese 
Tribunal  y con  él,  la  generosa  tendencia  á que  debe 
su  nacimiento,  cual  es  la  de  resolver  por  medio  del 
arbitraje  los  litigios  internacionales.  Como  las  de- 
más Repúblicas  latino-americanas,  México  excep- 
tuada, Venezuela  no  tomó  parte  en  la  Conferencia 
que  por  iniciativa  del  Emperador  de  Rusia  se  reunió 
en  la  capital  de  Holanda  mediado  el  año  de  1899 ; 
y aun  cuando  basta  la  fecba  no  se  ba  adherido  á 
la  Convención  que  para  el  arreglo  pacífico  de  las 
dificultades  internacionales  suscribieron  en  la  men- 
ciouada  ciudad,  el  29  de  junio  de  ese  año,  los  man- 
datarios de  las  Naciones  allí  representadas,  se  creyó 
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que  el  interés  y decisión  <|uo  en  distintas  ocasiones  ba 
manifestado  ella  por  el  arbitraje,  bien  así  como 
su  empeño  en  valerse  para  la  defensa  de  sus  pre- 
rrogativas do  aquellos  medios  quo  el  derecho  acon- 
seja, dejarían  satisfactoriamente  explicado  el  paso 
que  realizaba,  al  someterse,  en  el  presente  asunto,  á 
las  estipulaciones  de  aquella  Convención. 


Nueva  Legación  en 
Caracas. 


Nombramiento  de  un 
agregado  naval. 


Demarcación  limítrofe 
con  Demerara. 
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Pocos  días  después  de  haberse  restablecido 
nuestro  trato  diplomático  con  la  Gran  Bretaña,  lle- 
gó á Caracas,  investido  con  el  carácter  de  Ministro 
Residente,  el  Señor  Outram  Bax-Ironside,  con  quien 
se  lian  llevado  las  más  cordiales  relaciones,  que 
sin  duda  han  de  redundar  en  beneficio  de  ambas 
Naciones. 


Hace  ya  algunos  meses  que  la  Legación  se  sir- 
vió participar  al  Ministerio,  que  el  Capitán  Dudley 
R.  de  Chair,  de  la  Marina  Real,  había  sido  nom- 
brado adjunto  naval  de  la  Embajada  Británica  en 
Washington  y de  las  Legaciones  Británicas  esta- 
blecidas en  la  América  del  Sur,  inclusive  la  de 
Caracas.  Aun  no  ha  llegado  á esta  Ciudad  el  Agre- 
gado Naval,  el  cual  se  propone,  según  se  dijo  en 
la  nota  de  participación  de  su  nombramiento,  visi- 
tar las  capitales  en  donde  está  acreditado,  á inter- 
valos regulares  que  variarán  de  dos  á cuatro  años. 


Por  Resolución  Ejecutiva  de  8 de  junio  de 
1903,  quedó  reconstituida  la  Comisión  encargada 
de  representar  á Venezuela  en  el  deslinde  con  la 
Guayana  Británica,  de  acuerdo  con  el  Laudo  de 
París,  de  3 de  octubre  de  1899.  Inmediatamente 


salieron  do  esta,  ciudad  los  comisionados  que  so 
nombraron,  los  cuales  so  encuentran  desdo  hace  me- 
ses en  el  terreno  y prosiguen  con  interés  los  tra- 
bajos comenzados. 


A fines  do  diciembre  último,  falleció  en  la  ciudad  "XT 
de  Demerara  el  Señor  Doctor  Armando  Blanco,  uno 
do  loslngenieros  déla  Comisión,  y con  motivo  de  este 
doloroso  suceso,  el  Gobernador  de  la  Colonia,  que 
tributó  al  difunto  toda  clase  de  honores,  significó 
al  Gobierno,  por  el  órgano  del  Representante  Di- 
plomático de  Su  Majestad,  la  expresión  de  sus  sen- 
timientos de  condolencia.  Inmediatamente  se  le  con- 
testó al  Ministro  Residente  manifestándole  nuestra 
gratitud  por  esa  muestra  de  alto  aprecio  que  el 
Gobierno  de  la  República  lia  sabido  estimar. 


Poco  tiempo  después  de  restablecida  la  Legación  moque, 

L L ocupados 

en  esta  ciudad,  manifestó  el  Representante  de  In- narios- 
glaterra,  que  deseando  su  Gobierno  saber  si  el  De- 
creto de  Bloqueo  dictado  por  la  República  en  7 
de  marzo  de  1903  era  considerado  como  un  bloqueo 
jure  gentium  aplicable  á naves  extranjeras  mer- 
cantes, se  había  dirigido  á su  Embajada  en  Washing- 
ton, por  la  cual  supo  que  el  referido  Decreto  se 
había  expedido,  según  declaración  de  nuestro  Go- 
bierno,, conforme  á antecedentes  de  antiguo  esta- 
blecidos en  casos  análogos.  ■ Agregaba  el  Ministro 
de  Inglaterra  que,  en  concepto  de  ésta,  la  medida 
en  referencia  implicaba  un  estado  de  guerra  y la 
beligerancia  de  los  revolucionarios;  y que  las  razones 
alegadas  por  Venezuela  no  la  satisfacían,  porque 
estaban  en  oposición  con  el  principio  general  sos 
tenido  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  según  el  cual,  el 
establecimiento  de  un  bloqueo  jure  gentium  soloes 


n un  comido 
Venezuela. 


de  los  pu  u tos 
por  revo'iucio- 
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compatible  con  la  existencia  de  un  estado  de  gue- 
rra y lleva  consigo  el  reconocimiento  de  la  belige- 
rancia de  aquellos  contra  quienes  va  dirigido. 


Como  la  medida  á que  se  refería  el  Ministro 
Inglés  había  sido  derogada  el  11  del  propio  mes  en 
que  fue  sancionada,  la  contestación  del  Ministerio 
se  limitó  á recordarle  que  el  Decreto  en  referencia 
había  sido  expedido  en  la  misma  forma  y condi- 
ciones de  otras  veces,  como  había  de  constar  de 
los  archivos  de  la  Legación;  y á significarle  que, 
suspendidos  como  estaban  los  efectos  de  la  deter- 
minación tomada  por  el  Gobierno  de  Venezuela,  el 
asunto  debía  estimarse  terminado.  Posteriormente, 
volvió  á dirigirse  la  Legación  al  Ministerio,  y en 
esta  vez,  luego  de  reproducir  las  consideraciones  de 
la  nota  á que  se  ha  hecho  referencia,  expresó  el 
deseo  de  su  Gobierno  de  que  se  le  diese  una  res- 
puesta pormenorizada  acerca  de  los  precedentes  en 
que  Venezuela  se  apoyaba  para  sostener  que  le  era 
lícito  bloquear  aquellos  de  sus  puertos  ocupados  por 
revolucionarios,  sin  que  este  acto  acarrease  el  re- 
"con ocimiento  de  ellos  como  beligerantes. 

De  buen  grado  se  accedió  á la  solicitud  del 
Representante  de  Inglaterra,  y en  la  comunicación 
de  fecha  6 de  junio  del  año  pasado  que  hallaréis 
en  la  Sección  de  Documentos,  sé  hizo  la  justa  apre- 
ciación jurídica  del  asunto  cuestionado. 

En  sentir  de  los  publicistas,  la  práctica  de  los 
bloqueos  en  casos  de  insurrección  ó de  guerra  civil, 
no  debe  mirarse  sino  como  una  de  las  tantas  me- 
didas de  represión  que  el  Gobierno  legítimo  pone 
por  obra,  con  el  objeto  de  someter  á los  rebeldes. 
Cuando  el  Instituto  de  Derecho  Internacional  dis- 
cutió definitivamente  el  año  de  1900,  en  su  sesión 
de  Neuchatcl,  el  reglamento  concerniente  á los  de- 
deberes  de  las  potencias  extranjeras  hacia  el  Gobier- 
no que  combate  una  insurrección,  los  jurisconsultos 
que  tomaron  parte  en  el  debate,  clara  y precisamen- 
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te  manifestaron  que  el  bloqueo  tío  los  puertos  ó 
costas  que  se  hallaren  en  poder  de  los  rebeldes  era 
asunto  extraño  al  Derecho  Internacional,  dado  que 
no  podía  considerársele  sino  como  una  medida  de 
policía  interna.  Esta  opinión,  tan  respetable  por 
la  autoridad  délas  personas  que  la  emitieron,  está  en 
un  todo  de  acuerdo  con  la  práctica  observada  por  las 
Naciones.  No  es  esta  la  primera  vez  que  Venezuela 
lia  declarado  el  bloqueo  de  sus  puertos  en  épocas 
de  guerra  civil,  siendo  de  advertir  que  su  determi- 
nación no  lia  motivado  protesta  alguna  por  parto  de 
los  Gobiernos  extranjeros.  Bueno  es  recordar,  que 
cuando  el  Secretario  de  Estado  de  Negocios  Ex- 
tranjeros do  Inglaterra  manifestó  en  el  seno  de  la 
Cámara  de  los  Comunes  el  27  de  junio  de  1861,  que 
cuando  en  un  país  estalla  una  insurrección  ó la 
guerra  civil,  no  corresponde  ya  á la  competencia 
del  Gobierno  cerrar  los  puertos  que  están  de  fado 
en  manos  de  los  insurrectos,  porque  esto  equival- 
dría á una  violación  de  las  reglas  concernientes  al 
bloqueo,  implícitamente  dió  á entender  que  la  negati- 
va del  Gobierno  Inglés  á reconocer  el  Decreto  por 
virtud  del  cual  la  Nueva  Granada  declaró  simplemente 
cerrados  algunos  de  sus  puertos  del  Caribe,  no  reco- 
nocía otra  causa  que  la  de  no  haber  hecho  esa  Nación 
uso  del  bloqueo  para  asegurar  la  medida  que  tra- 
taba de  llevar  á cabo  contra  los  revolucionarios. 
Si  los  confederados  del  Sur,  cuyos  puertos  había 
bloqueado  el  Presidente  de  la  Unión  por  Decreto 
de  19  de  abril  de  1861,  fueron  reconocidos  más 
tarde  como  beligerantes,  está  fuera  de  duda  que 
la  citada  determinación  del  Presidente  Lincoln  no 
puso  á los  confederados,  ipso  fado , en  la  condición 
de  comunidad'beligerante. 

“Cuando  los  Estados  Unidos  bloquearon  á Char- 
leston,  dice  Geffcken,  ó impidieron  á los  buques 
extranjeros  que  entrasen  en  él,  sin  declarar  la  gue- 
rra, fue  porque  podían  sostener  que  obraban  con- 
tra un  puerto  que  se  hallaba  en  estado  de  rebelión 
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y que  ejercían  su  derecho  de  soberanía  en  sus 
propias  aguas  por  un  acto  de  legislación  inte- 
rior.” 

En  los  últimos  años  se  ha  visto  ejercido  sin 
reparo  alguno  el  derecho  que  se  le  ha  discutido  pol- 
la Gran  Bretaña  á Venezuela ; y bastara  recordar, 
en  prueba  de  este  aserto,  que  en  1895  la  República 
Francesa,  en  su  carácter  de  Estado  protector,  de- 
claró en  estado  de  bloqueo  varios  puertos  de  Ma- 
dagascar.  No  se  tiene  noticia  de  que  Inglaterra 
reclamara  contra  la  legitimidad  de  esa  medida,  no 
obstante  que  en  el  curso  de  la  lucha  siempre  sos- 
tuvo Francia  que  las  hostilidades  existentes  entre 
ella  y la  isla  mencionada,  no  revestían  el  carácter 
de  guerra  internacional. 

El  reconocimiento  de  beligerancia  no  puede 
ocurrir  sino  en  casos  excepcionales,  conforme  á las 
reglas  que  sobre  el  particular  tiene  establecidas  el 
Derecho  Internacional ; y es  punto  que  está  fuera 
de  toda  duda  que  el  reconocimiento  tácito  no  puede 
considerarse  c$mo  efectuado  por  parte  del  Gobier- 
no legítimo  sino  en  virtud  de  una  serie  de  actos 
que  no  dejen  la  menor  duda  cuanto  á sus  verda- 
deras intenciones.  Ahora  bien,  el  Gobierno  de  Ve- 
nezuela, que  expresamente  no  consideró  nunca  á 
los  revolucionarios  como  beligerantes,  tampoco  dió 
á entender  el  propósito  de  tenerlos  como  tales.  Y 
como  quiera  que,  la  Gran  Bretaña,  por  su  parte, 
jamás  hizo  declaración  alguna  por  donde  hubiera 
llegado  á saberse  que  ella  le  otorgaba  á los  rebeldes 
un  carácter  semejante,  no  es  posible  comprender 
como  pudo  una  Nación  amiga  de  Venezuela  ver 
en  un  acto  de  simple  soberanía  interior,  tendente 
á asegurar  la  paz  pública,  una  medida  de  aquella 
trascendencia.  Mientras  las  potencias  extranjeras 
y el  Gobierno  legítimo  no  le  hayan  reconocido  pú- 
blicamente á la  insurrección  la  calidad  de  comuni- 
dad beligerante,  los  individuos  que  la  fomentan  no 
pueden  mirarse  sino  como  meros  facciosos,  sujetos 
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únicamente  á las  proscripciones  (lo  la  ley  local.  No 
puedo  entonces  hablarse  de  neutralidad  ni  do  los 
deberos  y derechos  que  ella  implica,  sino  do  la  obli- 
gación en  que  están  los  Gobiernos  do  las  naciones 
amigas  do  no  impedir  las  medidas  que  la  autoridad 
soberana  con  la  cual  tratan  haya  dictado  para  resta- 
blecer el  orden  y la  tranquilidad. 


Algunos  días  más  tarde,  participó  el  Ministro 
Británico  al  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  que 
su  Gobierno  no  podía  reconocer  el  derecho  do  Ve- 
nezuela á confiscar  y capturar  naves  británicas  que 
se  dirigieran  á Ciudad  Bolívar,  en  razón  de  hallarse 
este  puerto  ocupado  por  fuerzas  revolucionarias,  á 
no  ser  que  la  República  declarase  y sostuviese  un 
bloqueo  efectivo  de'  ese  puerto.  Se  decía,  además, 
en  la  comunicación  á que  me  refiero,  que  Ingla- 
terra publicaría  el  texto  dol  Decreto  de  27  de  mayo 
y que  prevenía  al  Gobierno  cuanto  á los  efectos 
de  ese  acto,  dado  que  los  insurrectos  que  poseían 
á Ciudad  Bolívar  no  habían  sido  reconocidos  como 


Inhabilitación  del 
puerto  de  Ciudad  I ¡oli- 
var para  el  comercio  ex- 
terior. 


• beligerantes. 


Como  las  notas  en  que  el  Ministerio  había  tra- 
tado con  la  Legación  el  asunto  del  bloqueo  estaban 
íntimamente  relacionadas  con  la  que  contenía  esta 
otra  manifestación  del  Gobierno  Inglés,  y puesto 
que  la  respuesta  contenida  en  aquellas  notas  ha- 
bía dejado  elucidada  la  materia,  se  juzgó  innece- 
saria una  nueva  réplica,  y así  se  le  significó  al  Agente 
Diplomático. 

Si  se  compara  esta  apreciación  que  el  Gobierno 
Inglés  hizo  del  Decreto  Ejecutivo,  por  el  cual  que- 
daron inhabilitadas  algunas  Aduanas  de  la  Repú- 
blica para  hacer  el  comercio  exterior  de  importación 
y exportación,  con  el  propósito  antes  manifestado 
por  el  mismo  Gobierno  en  punto  á bloqueo  de  los 
puertos  que  los  revolucionarios  ocupaban,  se  ad- 
vertirá, á la  simple  vista,  una  gran  contradicción. 
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Si  en  el  concepto  del  Gobierno  de  la  Gran  Bre- 
taña, Venezuela  no  podía  impedir  el  tráfico  con  los 
lugares  caídos  en  poder  de  los  alzados  sino  por 
medio  del  bloqueo,  no  se  explica  entonces  su  ne- 
gativa á reconocer  el  que  con  anterioridad  so  había 
establecido  en  algunos  puertos  de  la  región  oriental. 
Y como  la  medida  dictada  por  el  Ejecutivo  en  27 
de  mayo  se  refería  única  y exclusivamente  á un 
punto  expresamente  previsto  en  la  legislación  fiscal 
de  la  República,  no  se  alcanza  á comprender  por 
qué  razón  quería  atribuírsele  otros  efectos  de  los 
que  legítimamente  tenía.  Si  los  Estados  que  se  ven 
en  la  necesidad  de  combatir  una  insurrección  no 
tuvieran  la  facultad  de  impedir  las  comunicaciones 
con  los  alzados  sino  mediante  un  acto  que  les  ase- 
gurase á éstos  las  ventajas  que  el  reconocimiento 
de  beligerancia  lleva  consigo  y por  el  cual  quedasen  al 
mismo  tiempo  libertadas  las  naciones  extranjeras  de 
la  obligación  que  tienen  de  no  favorecer  los  actos  de 
hostilidad  que  se  dirijan  contra  un  Gobierno  amigo, 
vendríamos  á descubrir  con  verdadera  sorpresa,  y no 
sin  cierta  alarma,  que  los  principios  del  Derecho  de 
Gentes,  que  hasta  la  fecha  no  han  servido  sino 
para  contribuir  al  aseguramiento  de  la  soberanía  de 
los  Estados  y á alejar  de  la  esfera  internacional 
todo  asunto  que  guarde  relación  con  los  intereses 
privados  de  los  pueblos,  habíase  convertido,  sin 
saberse  por  qué,  en  fuente  segura  de  peligrosas  di- 
ficultades para  la  tranquilidad  y el  sosiego  de  las 
naciones. 


* ■* 


Retiro  del  exequátur 
al  vicecónsul  inglés  en 
La  Guaira. 


El  17  de  abril  del  año  pasado,  y en  vista  de 
que  el  señor  Rudolif  Shunck  quebrantaba  con  mar- 
cada frecuencia  los  deberes  de  neutralidad  que  están 
obligados  á observar  los  funcionarios  consulares,  el 
Presidente  de  la  República  se  vió  en  la  necesidad 
de  retirarle  el  permiso  que  fue  expedido  al  ex- 
presado señor  con  fecha  25  de  noviembre  de  1889 
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para  que  ejercióse  en  el  puerto  do  La  Guaira  las 
funciones  de  Vicecónsul  do  la  Gran  Bretaña. 

La  Legación  do  Inglaterra,  á la  cual  se  lo  hizo 
saber  lo  resuelto  por  el  Ejecutivo,  pareció  extrañar 
que  la  medida  se  hubiera  dictado  sin  ningún  aviso 
previo  y sin  que  so  le  hubiera  dado  cuenta  do  las 
razones  que  la  determinaron.  Como  muestra  de  de- 
ferencia hacia  el  Representante  de  S.  M.,  pues  el 
punto  ha  sido  definido  en  varias  ocasiones  con  la 
Legación,  so  le  indicaron  los  principales  motivos 
que  el  Gobierno  consideró  antes  de  retirar  el  Exe- 
quátur. 

La  conducta  del  señor  Shunck,  venía,  an- 
tes de  dictarse  la  providencia  «mencionada,  com- 
prometiendo seriamente  la  buena  armonía  que 
entre  los  empleados  locales  y los  Cónsules  debe 
existir.  El  Ministerio  había  impuesto  privadamente 
al  Jefe  de  la  Legación  de  los  inconvenientes  á que 
daba  margen  el  proceder  del  Vicecónsul.  Posterior- 
mente, ese  proceder  se  acentuó  más  y más  con  la 
participación  que  el  funcionario  tomaba  en  cues- 
tiones relativas  á la  política  interna  del  país  ; con 
su  empeño  en  querer  mezclar  frecuentemente  su  ca- 
rácter de  Cónsul  y su  condición  de  comerciante,  no 
menos  que  con  la  actitu  1 que  asumía  al  dirigirse  á 
las  autoridades  locales. 


Así  como  el  Gobierno  de  una  Nación  no  se 
encuentra  obligado  á exponer  las  causas  que  lo  mue- 
ven á negarle  el  exequátur  á la  persona  designada 
para  desempeñar  un  cargo  consular,  dado  que  se- 
mejante derecho  no  está  sometido,  por  su  misma 
naturaleza,  á restricciones  de  ningún  linaje,  del  mismo 
modo  no  podría  imponérsele  el  deber  de  dar  cuenta 
de  sus  determinaciones  cada  vez  que  se  juzgare  opor- 
tuno suspender  los  efectos  del  permiso  que  otorgó. 
En  uno  y otro  caso  se  procede  en  virtud  del  de- 
recho de  soberanía ; y como  quiera  que  la  seme- 
janza existente  entre  uno  y otro  no  puede  ocultar - 
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sele  á nadie,  las  limitaciones  que  en  el  segundo 
se  alegaren,  forzosamente  habrían  de  aplicársele  al 
primero.  Esto  vendría  á alterar  la  práctica  cons- 
tantemente seguida  por  las  naciones  y á arrebatarle 
toda  su  fuerza  al  artículo  10  del  Tratado  de  1825, 
según  el  cual  el  nombramiento  de  Cónsules  hecho 
por  Venezuela  ó por  Inglateira  queda  siempre  so- 
metido á la  aprobación  del  Gobierno  al  cual  fueren 
enviados.  Tal  ha  sido  el  principio  que  la  Repú- 
blica ha  defendido  en  esta  discusión,  tanto  porque  se 
conforma  á los  usos  de  las  Naciones,  como  porque 
él  ha  servido  siempre  para  ilustrar  el  criterio  con 
que  en  más  de  una  ocasión  se  ha  considerado  el 
asunto  por  la  Cancillería  Venezolana. 


Las  objeciones  que  la  Legación  de  S.  M.  for- 
muló contra  la  ley  que  define  los  derechos  y de- 
beres de  los  extranjeros,  sancionada  por  el  Con- 
greso en  sus  sesiones  de  1903,  están  fundadas,  sin 
duda  alguna,  en  un  error  de  apreciación,  como  cor- 
tesmente  se  le  demostró  en  la  nota  que  hallaréis  en 
los  documentos  que  se  insertan  en  seguida. 


Poco  tiempo  después  de  restablecido  el  imperio 
del  orden  en  Ciudad  Bolívar,  cuyo  puerto  se  ha- 
bilitó por  el  Decreto  de  27  de  mayo  de  1903  para 
sólo  el  comercio  de  cabotaje,  la  Legación  inglesa 
trasmitió  al  Gobierno  ciertos  informes  referentes  al 
tráfico  con  aquel  puerto,  tráfico  que,  en  su  forma 
actual,  conceptuaba  el  Ministro  como  perjudicial  á 
los  intereses  de  los  súbditos  británicos  establecidos 
en  Guayana.  Dado  que  por  el  puerto  de  Campano, 
expresamente  facultado  al  efecto,  ha  venido  hacién- 
dose el  trasbordo  de  las  mercancías  destinadas  á 
Ciudad  Bolívar,  y que  constantemente  se  comunica 
este  puerto  con  los  demás  de  la  República,  hubo 
de  considerarse  como  inexactos  los  informes  reci- 
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bidos  *por  id  Agrillo  I )iplomátir<>,  vislo  que  no  existe 
fundamento  alguno  [tara  afirmar  que  las  compañías 
minoras  hayan  suspendido  sus  trabajos,  como  tam- 
poco quo  el  comercio  haya  paralizado  nunca  sus 
transacciones  con  perjuicio  do  los  particulares,  ni 
por  virtud  del  Decreto  do  mayo,  ni  por  otro  mo- 
tivo. 

Nada  más  lia  dicho  la  Legación  sobre  el  par- 
ticular, que  á la  fecha  carece  do  todo  intoiós,  puesto 
que  el  mencionado  puerto  de  Ciudad  Bolívar  que- 
dará dentro  de  poco  habilitado  para  el  comercio 
exterior,  conforme  al  Decreto  Ejecutivo  de  7 de  di- 
ciembre de  11)0)1. 


Nuevas  gestiones  so  han  hecho  por  la  Legación 
en  el  sentido  do  obtener  la  abolí  ción_jrlel  derecho**»  uímwMdS pí 

/ ; . f de  las  antillas. 

adicional  á que  están  sujetas  las  mercancías  que 
se  importan  de  las  Antillas.  El  asunto  fue  so- 
metido al  Congreso,  cuerpo  llamado  á resolverlo^ 
en  sus  sesiones  de  1902.  En  esta  ocasión,  el  Gobierno 
inglés  ha  manifestado  estar  dispuesto,  en  cambio 
de  la  derogatoria  del  Decreto  do  1881,  á cooperar 
con  el  de  la  República  en  la  supresión  del  tráfico 
de  contrabando;  á poner  punto  al  comercio  de  armas 
con  Trinidad  y á abolir  los  derechos  impuestos  en 
esa  autillo  al  ganado  de  Venezuela. 

* 

% * 

Deseando  separarse  de  esta  ciudad  el  señor 
Frank  Plumley,  tercero  en  discordia  de  la  Comí-  Ptrml““iturnoSuper- 
sión  Mixta  Venezolano-Británica,  se  convino  con 
la  Legación  de  Su  Majestad  en  que  dicho  señor 
pudiera  fallar  en  su  domicilio  de  los  Estados  Uni- 
dos las  distintas  cuestiones  que  le  fueron  some- 
tidas últimamente  por  los  comisarios  de  Venezuela 
é Inglaterra. 
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Legación 


Legación  ( 


Convención 


FRANCIA 


La  representación  diplomática  de  la  República 
Francesa  continúa  á cargo  del  Señor  Charles  Wie- 
ner, cuyas  gestiones  oficiales  lian  encontrado  siem- 
pre efi  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores  aquella 
acogida  que  nace  del  sincero  deseo  de  hacer  du- 
raderas las  relaciones  de  dos  pueblos  amigos. 


El  Señor  General  José  Antonio  Yelutini,  que 
desde  'el  mes  de  noviembre  de  1902  había  sido  de- 
signado para  representar  en  Francia  á la  República, 
presentó  sus  credenciales  en  abril  del  año  último; 
y en  la  audiencia  que  á tal  fin  le  concedió  el  Jefe 
de  la  nación  francesa,  se  pusieron  de  manifiesto, 
por  parte  de  ambos  funcionarios,  los  cordiales  sen- 
timientos que  animan  nuestro  trato  político. 


* * 

La  Convención  comercial  que  el  Agente  de  la 
República  ajustó  con  el  Ministro  de  Negocios  Ex- 
tranjeros de  Francia  el  19  de  febrero  de  1902  y 
que  vosotros  aprobasteis  en  las  sesiones  legislativas 
de  ese  mismo  año,  fue  aprobada  por  las  Cámaras 
francesas  en  el  mes  de  julio  próximo  pasado.  Ha- 
biendo convenido  los  dos  Gobiernos,  con  fecha  21 
de  febrero  <le  1900,  en  prorrogar  por  seis  meses  el 
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lapso  fijado  en  el  artículo  2?  de  dicha  Convención 
para  que  fuese  ratificada  y canjeada,  el  acto  del 
Canje  de  las  ratificaciones  so  efectuó  en  esta  ciu- 
dad el  día  8 de  agosto  último. 


La  Comisión  Arbitral  que  de  conformidad  con 
las  estipulaciones  del  protocolo  de  París  de  19  do 
febrero  de  1902  se  instaló  en  esta  ciudad,  clausuró 
sus  sesiones  el  28  de  agosto  del  año  pasado.  La 
referida  Comisión  examinó  75  reclamos  provenien- 
tes de  hechos  anteriores  al  23  de  mayo  de  1899, 
asendientes  á la  suma  de  B 61. 334.353, 05,  habién- 
dose declarado  incompetente  para  conocer  de  dos 
de  ellos  por  valor  de  B 22.311.  Una  reclamación 
de  B 336.000  fue  retirada  por  el  presentante  de 
ella ; y veinte  y siete  más,  quince  de  las  cuales 
alcanzaban  á B 9.068.908,08,  se  rechazaron  de  co- 
mún acuerdo  por  los  comisionados,  quienes  admi- 
tieron por  la  suma  de  B 1.437.021,01,  treinta  y 
siete  reclamaciones  que  habían  sido  presentadas  por 
B 8.919.085,87.  Ocho  reclamos,  de  los  cuarenta  y cin- 
co que  la  Comisión  no  rechazó  y que  alcanzan  á 
B 42.988.047,50,  se  sometieron  á la  decisión  del 
Tercero  en  discordia,  en  razón  de  no- haberse  acor- 
dado los  árbitros. 


* * 

El  Excelentísimo  Señor  F.  de  León  y Castillo, 
Marqués  del  Muni,  á quien  habían  designado  los 
Gobiernos  de  Venezuela  y de  Francia  para  que 
conociera  de  las  reclamaciones  sobre  las  cuales  no 
pudieran  acordase  los  árbitros,  manifestó  al  Go- 
bierno de  Venezuela  por  el  órgano  del  Ministro  de 
la  República  en  Francia,  las  razones  que  lo  obli- 
gaban á renunciar,  á última  hora,  el  cargo  men- 
cionado. Aceptada  la  sensible  determinación  del 
distinguido  Diplomático,  las  dos  naciones  convinie- 
ron eu  elegir  para  el  desempeño  de  esas  mismas 


Comisión  mista. 


\ 


Renuncia  del  Super- 
árbitro. 
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Reclarnac’ones  france- 
sas de  1892. 


) 


Cumplimiento  de  los 
fallos  de  la  Comisión 
Mixta. 


Publicación  de  los  dic- 
támenes del  Comisio- 
nado de  Venezuela 


/ 


funciones  al  publicista  ilustre,  honor  de  la  América 
española,  (pie  tiene  hoy  la  Representación  Diplo- 
mática de  la  República  Argentina  cu  Francia.  Muy 
á su  pesar,  según  lo  lia  manifestado,  el  señor  Cal- 
vo no  lia  podido  aceptar,  por  graves  motivos  de 
salud,  el  nombramiento  en  él  recaído. 


La  Legación  de  Francia  en  esta  ciudad  acep- 
tó la  proposición  del  Gobierno  de  satisfacer  con 
un  millón  de  bolívares  en  Deuda  Diplomática  del 
3 p§  anual,  todas  las  reclamaciones  emanadas  de 
daños  sufridos  por  ciudadanos  franceses  durante 
los  sucesos  revolucionarios  de  1892.  Esta  solución 
estaba  indicada  en  el  parágrafo  3?,  artículo  1? 
del  Protocolo  de  1902  ; y,  al  acogerla,  el  Gobierno 
creyó  beneficiar  los  intereses  de  la  República.  La 
Legación  recibió  inmediatamente  un  certificado  pro- 
visional de  un  millón  de  bolívares,  que  será  cam- 
biado por  igual  suma  en  títulos  de  la  deuda  refe- 
rida, después  de  conocida  circunstanciadamente  por 
la  Legación,  la  manera  como  se  ha  de  distribuir 
esa  cantidad  entre  los  reclamantes. 


Conforme  al  artículo  3?  del  Protocolo  citado, 
el  Gobierno  ha  venido  entregando  en  títulos  de  la 
Deuda  Diplomática,  las  sumas  acordadas  á cada 
uno  de  los  reclamantes  por  la  Comisión  Mixta. 

* 

* * 

El  Gobierno  juzgó  oportuno  dar  á conocer  los 
trabajos  realizados  en  el  seno  de  la  Comisión  Mix- 
ta por  el  distinguido  jurisconsulto  á quien  la  Re- 
pública confirió  el  carácter  de  árbitro.  De  este  modo 
podrán  apreciarse,  junto  con  la  labor  del  Juez,  los 
principios  que  privaron  en  la  decisión  de  los  di- 
ferentes reclamos  discutidos,  así  como  el  resultado 
que  se  obtuvo. 
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3 <iri>í<-ir 
Venezuela 


Venezuela  pueda  gozar  en  Francia,  -sin  dificultad 
alguna,  de  las  ventajas  de  la  tarifa  mínima,  el 
Ministerio  se  dirigió  al  Despacho  do  Hacienda  á 
virtud  de  una  cortés  insinuación  del  Ministro  Di- 
plomático do  Francia,  exigiéndole  hiciese  saber  á los 
exportadores  del  fruto  que,  según  la  ley  francesa, 
se  requiere  un  certificado  de  origen  para  que  los 
cafés  importados  aprovechen  el  mencionado  privi- 
legio.. 
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ALEMANIA 


La  Representación  del  Imperio  Alemán  en  la 
República,  le  fué  confiada,  luego  de  reanudado  el 
trato  diplomático,  al  señor  Pelldram,  con  quien  lian 
venido  cultivándose  desde  el  día  de  su  recibimiento 
por  el  Presidente  de  la  República,  provechosas  y cons- 
tantes relaciones. 


•X* 
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Retiro  del  exequátur  á 
los  cónsules  alemanes 
en  Valencia  y Mara- 
caibo. 


Por  creerlo  necesario  á los  intereses  de  la  Re- 
pública, el  Gobierno  resolvió  con  fecha  de  17  de 
abril  del  año  pasado,  retirar  el  Exequátur  que  en  5 
de  noviembre  de  1897  y en  15  de  febrero  de  1898 
se  había  expedido  á los  señores  Th.  Gosewisch  y 
Eduardo  von  Jess  para  que  respectivamente  ejer- 
cieran funciones  consulares  en  Valencia  y Mara- 
caibo. 


La  apreciación  que  de  la  conducta  observada 
por  dichos  señores  hizo  el  Ejecutivo,  se  ajustó,  co- 
mo natural  es  pensarlo,  á los  deberes  que  las  leyes 
le  imponen  de  conservar  y defender  la  tranquilidad 
y el  reposo  públicos. 


Indudable  es  que  cuando  un  Gobierno  autoriza 
á un  individuo  para  que  dentro  de  los  límites  de  su 
jurisdicción  ejerza  funciones  consulares,  lo  hace 
sólo  atendiendo  á ciertas  consideraciones  que  le 
permiten  juzgar  de  antemano  que  la  persona  admi- 
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tida  so  ceñirá  extrictamente  á sus  al  rilmcioups 
oficiales  y obsorvrará  escrupulosamente  los  deberes  do 
neutralidad  qué  su  cargo  supone.  Esa  creencia,  de 
ordinario  fundada  en  ciertas  circunstancias  que  el 
Gobierno  aprecia  libremente,  puede,  corno  éstas, 
cambiar  y hasta  desaparecer  por  completo  ; y como 
el  permiso  por  él  otorgado  es  obra  exclusiva  de  su 
voluntad  soberana,  su  existencia  ó duración  depen- 
derán do  la  permanencia  ó variación  de  aquellas  cir- 
cunstancias. 

“Por  lo  mismo  que  la  admisión  de  los  Cónsules 
“está  subordinada  á una  solicitud  de  exequátur , dice 
“Calvo,  es  evidente  que  el  soberano  territorial  es 
“dueño  absoluto  para  negar  ese  exequátur  si  la  pre- 
sencia en  el  País  ó los  antecedentes  del  agente 
“para  el  cual  es  solicitado,  le  parecen  ofrecer  ciertos 
“inconvenientes.  Por  lo  demás,  la  negativa  á acordar 
“el  exequátur  á una  persona  no  tiene  necesidad  de 
“ser  motivada.” 

Tal  es  la  opinión  general  de  los  expositores  y 
la  que  Venezuela  ha  seguido  invariablemente  hasta 
el  día. 

Todo  permiso  es  revocable  por  su  misma  natu- 
raleza; y como  quiera  que  la  admisión  de  los  cón- 
sules está  sometida  á una  autorización  que  puede 
ó no  concederse  según  el  caso,  la  Autoridad  Supre- 
ma del  país  no  está  obligada,  una  vez  que  las  cir- 
cunstancias no  sean  las  mismas,  á continuar  acep- 
tando un  orden  de  cosas  que  á un  tiempo  hacen 
imposible  la  conducta  ulterior  del  funcionario  extra- 
ño y el  deber  que  al  Estado  le  corresponde  de 
velar  por  la  inmanencia  de  sus  fueros. 

Las  relaciones  consulares  exigen,  para  ser  fruc- 
tíferas, que  la  aqu  i esencia  del  Gobierno  local,  for- 
malmente declarada  en  el  exequátur , no  llegue  á 
cambiar,  pues  de  otro  modo  no  se  comprenderían  ni 
el  sentido  ni  el  alcance  del  principio  que  exige  el 
previo  permiso  á fin  de  que  el  funcionario  pueda 
entrar  en  el  desempeño  de  sus  atribuciones. 
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Si  el  Gobierno  de  quien  depende  el  Cónsul 
estuviera  facultado  para  apreciar  los  motivos  en 
virtud  de  los  cuales  se  retira  ó se  niega  un  exequá- 
tur y pudiera  legítimamente  pedir  cuenta  de  seme- 
jante determinación,  aquel  principio  quedaría  com- 
pletamente desconocido  y se  daría  el  caso  de  que  un 
gobierno  extendiese  su  jurisdicción  más  allá  de  sus 
fronteras,  nombrando  funcionarios  suyos  que,  sin 
la  autorización  del  poder  local,  ejerciesen  funciones 
públicas  de  cualquiera  especie. 


■* 

* * 

A mediados  del  año  último  participó  el  Repre- 
sentante Alemán  al  Ministerio,  que  en  el  pueblo  do 
Caripe  se  había  cometido  un  crimen  en  la  persona 
del  súbdito  Eduardo  Meyer,  y al  solicitar  informes 
acerca  detestado  del  proceso  incoado  contra  el  autor 
del  hecho  pedía  que,  por  medio  de  este  Despacho,  se 
ordenase  una  amplia  averiguación  del  delito ; que  se 
procurase  á los  herederos  del  finado  una  indemni- 
zación adecuada  y se  mandasen  librar  prevenciones 
enérgicas  contra  la  repetición  de  eventuales  actos 
criminales. 

Con  la  natural  sorpresa  que  despiertan  exigen- 
cias de  esta  índole  se  impuso  el  Ministerio  de  la 
nota  referida,  y como  no  se  poseía  la  menor  noticia 
del  suceso,  fue  necesario  solicitar  de  las  autoridades 
competentes  los  informes  necesarios  con  ayuda  de 
los  cuales  pudiesen  apreciarse  las  circunstancias  del 
caso. 

Así  se  le  manifestó  al  funcionario  diplomático, 
á quien,  además,  se  le  hizo  presente  que  el  Minis- 
terio no  podía  asentir  á la  solicitud  hecha  por  él 
con  el  propósito  de  que  el  Despacho  de  Relaciones 
Exteriores  obtuviese  para  la  familia  de  Meyer  una 
reparación  pecuniaria.  Tampoco  pudo  aceptarse  la 
petición  relativa  al  libramiento  de  excepcionales  me- 
didas que  previniesen  actos  criminales  análogos. 
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Dividido  como  so  encuentra,  en  Venezuela  el 
ejercicio  del  poder  público,  al  Ejecutivo  no  le  es 
dable,  sin  invadir  atribuciones  extrañas,  mezclarse 
de  algún  modo  en  asuntos  relacionados  con  la  apli- 
cación de  la  ley;  y tal  norma  de  conducta,  no 
sujeta  á atenuaciones  de  ninguna  clase,  como  quiera 
que  figura  en  el  número  de  las  bases  cardinales  do 
nuestra  organización  política,  no  podría  lícitamente 
derogarse  por  el  solo  hecho  de  tratarse  de  un  ex- 
tranjero. La  ley  penal  tiene,  como  ninguna  otra, 
marcado  carácter  territorial;  y del  mismo  modo  que 
los  actos  delictuosos  realizados  por  el  extranjero 
fuera  de  su  nación  quedan  sujetos  únicamente  á 
las  prescripciones  vigentes  en  el  lugar  donde  se  veri- 
ficaron, del  propio  modo  no  debe  atenderse  á otra 
ley  cuando  el  dañado  es  ciudadano  de  otro  país. 

La  negativa  del  Ejecutivo  estaba  tanto  más 
fundada  cuanto  que  la  ley  local,  sumamente  previ- 
sora y sabia,  indica  los  medios  de  que  pueden  va- 
lerse los  particulares  para  conseguir  indemnización 
por  los  perjuicios  padecidos.  Raro  sería,  por  decir 
lo  menos,  que  los  funcionarios  del  Ministerio  Pú- 
blico ejerciesen  una  acción  que,  como  la  civil,  es  de 
la  sola  incumbencia  de  los  particulares,  y mucho 
más  aún  si  la  consideración  á que  semejante  paso 
obedeciera  no  fuera  otra  que  la  de  ser  extranjero  el 
lesionado.  Junto  con  la  alteración  de  principios 
elementales  y de  universal  observancia,  como  sin 
duda  lo  es  el  de  que  hacemos  referencia,  se  vería 
convertida  la  Nación  en  agente  obligado  de  intereses 
puramente  personales. 

Cuanto  á la  posibilidad  de  que  ciertas  medidas 
como  las  que  solicitaba  el  Representante  alemán, 
lleguen  á prevenir  seguramente  la  repetición  de  actos 
cviminales,  es  cosa  casi  imposible.  Si  el  Estado 
estuviese  en  capacidad  de  advertir  la  consumación 
de  los  hechos  punibles,  sin  duda  alguna  que  ellos  no 
llegarían  jamás  á efectuarse ; pero  como  la  natura- 
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leza  misma  de  estas  acciones  hace  nula  toda  pre- 
visión, el  Poder  público  se  limita,  forzosamente,  á 
dictar,  como  sucede  en  Venezuela,  aquellas  medidas 
que  por  medio  indirecto  se  dirigen  á eliminar  la 
tendencia  ó la  oportunidad  de  delinquir.  Fuera  de 
esto,  todo  es  ilusorio,  y los  diarios  sucesos  de  los 
países  más  adelantados,  están  allí  para  fortalecer 
nuestra  opinión. 

El  Ministerio  ha  sostenido,  pues,  como  en  otras 
ocasiones,  que  su  papel,  en  estos  casos,  está  limitado 
á suministrar  á los  Ministros  Públicos  los  datos  que 
por  su  medio  desearen  obtener  acerca  del  curso  de 
una  causa  en  la  cual  están  interesados  los  ciuda- 
danos ó súbditos  del  Estado  cuya  representación 
ejercen.  Otra  cosa  sería  convertir  el  Ministerio, 
con  grave  perjuicio  de  las  funciones  que  le  están 
encomendadas,  en  simple  agencia  de  asuntos  de  par- 
ticulares. 

Posteriormente,  y al  solicitar  nuevos  informes 
conexionados  con  la  fuga  del  reo,  la  Legación  expre- 
só algunos  conceptos  relativos  á la  responsabilidad 
que  pueda  corresponderle  al  Estado  por  razón  de 
los  crímenes  cometidos  en  la  ■ persona  de  un  extran- 
jero. Por  la  documentación  que  se  inserta  en  segui- 
da, es  fácil  ver  cómo  rebatió  el  Ministerio,  apoyado 
en  los  buenos  principios,  la  teoría  que  se  quiso 
sentar. 

No  hace  mucho  que  las  autoridades  competen- 
tes lograron  efectuar  la  captura  del  fugitivo,  hecho 
este  que  hacían  presumible  las  oportunas  órdenes 
que,  conforme  á la  ley,  hubieron  de  dictarse  con  tal 
fin.  El  Ministerio  ha  visto  con  sumo  agrado  que  el 
honorable  diplomático  alemán  haya  reconocido  el  Celo 
délos  funcionarios  de  Venezuela  y manifestara  al 
cabo  que  sus  gestiones  en  el  asunto  no  obedecían  á 
otra  causa  que  al  deseo  de  que  se  hiciese  cumplida 
justicia. 


Por  encargo  del  Gobierno  Imperial,  la  Legación 
li izo  llegar  á conocimiento  del  Gobierno  la  noticia 
do  que  en  el  plan  de  viajes  de  la  división  de  cruce- 
ros do  la  marina  de  guerra  alemana,  entraba  el  pro- 
pósito de  visitar  algunos  puertos  de  la  República. 
Como  so  indicara  que  uno  de  los  buques  de  la  divi- 
sión visitaría  á Ciudad  Bolívar,  hubo  do  hacérsele 
saber  á la  Legación,  en  vista  del  estado  presente  de 
ese  puerto,  que  siempre  que  un  buque  de  guerra  ne- 
cesitase visitar  un  puerto  no  habilitado,  debe  pe- 
dirse permiso  especial  al  Presidente  de  la  República, 
según  lo  establece  el  artículo  3?  de  la  Ley  de  11  de 
mayo  de  1882  concerniente  á la  admisión  de  buques 
de  guerra  extranjeros  en  tiempo  de  paz.  Poco  des- 
pués se  supo,  por  la  misma  vía,  que  á consecuencia 
de  un  retardo  sufrido  por  algunas  de  las  naves  el 
proyectado  viaje  á Ciudad  Bolívar  quedaba  apla- 
zado. Nada  lia  objetado  la  Legación  respecto  á la 
advertencia  que  se  le  dirigió  en  punto  á permiso  para 
visitar  un  puerto  no  habilitado  de  la  República,  y 
no  es  de  dudar,  llegado  el  caso,  que  las  prescripciones 
de  nuestra  ley  serán  debidamente  observadas. 


V¡HÍta  de  una  encuadra 
alemana  A puerto*  de 
Venezuela. 
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Legación  en  Caracas. 


Admisión  de  estudian- 
tes extranjeros  en  las 
Universidades  del 
Reino. 


ITALIA 


El  señor  Barón  Carlos-Aliotti  continúa  al  frente 
de  la  Legación  de  Italia.  El  trato  cordial  que  se  ha 
llevado  con  este  caballero  es  prenda  segura  del  buen 
estado  de  la  amistad  de  los  dos  pueblos. 


Con  suma  cortesía  se  sirvió  el  Encargado  de 
Negocios  elevar  al  conocimiento  del  Gobierno,  con 
el  fin  de  que  se  le  participase  á los  interesados,  que 
conforme  al  reglamento  de  las  Universidades  del 
Reino,  los  extranjeros  que  deseen  inscribirse  en  el 
primer  año  de  los  cursos  que  se  leen  en  dichos  Ins 
titutos  pueden  hacerlo  sin  necesidad  de  exámenes  ni 
de  licencia  liceal,  y con  sólo  presentar  la  certifi- 
cación de  haber  hecho  los  estudios  requeridos  para 
la  admisión  de  los  cursantes  en  las  Universidades 
de  su  propio  país.  Manifestábase  también  que  si  el 
estudiante  solicitaba  su  inscripción  en  año  ulterior 
al  primero,  por  haber  verificado  fuera  los  estudios 
correspondientes,  le  tocaría  á la  respectiva  Facultad 
designar  el  año  en  que  debía  ser  inscrito  el  peticio- 
nario. 

Por  el  Despacho  de  Instrucción  Publica,  al  cual 
se  le  trasmitió  en  copia  la  comunicación  del  fun- 
cionario diplomático,  se  llevó  á conocimiento  de  los 
particulares  tan  útil  como  ptovechosa  información  • 
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Como  ol  señor  Jackson  H.  Ralston  expresara  a 
los  Gobiernos  de  Venezuela  y do  Italia  el  deseo  de 
trasladarse  á la  ciudad  de  Washington  y de  desempe- 
ñar en  dicha  ciudad  las  funciones  de  tercero  en  dis- 
cordia do  la  Comisión  Mixta  que  actualmente  se 
ocupa  en  conocer  de  las  últimas  reclamaciones  de  súb- 
ditos italianos  contra  la  República,  hubo  de  convenir- 
se, por  medio  de  notas  cruzadas  al  efecto,  en  las  reglas 
que  le  permitieran  á dicho  señor  separarse  de  esta 
ciudad  y decidir  en  los  Estados  Unidos  las  cuestio- 
nes que  puedan  serle  sometidas  por  los  comisarios 
de  los  dos  países. 


Arreglo  relativo  ú la 
partida  de  un  tercero 
en  dincordia. 


* 

* * 


En  el  año  último,  según  veréis  en  la  sección  de  w ^ extranjeros, 
documentos,  objetó  la  Legación  de  Italia  la  Ley  que 
define  los  derechos  y deberes  de  los  extranjeros  en 
Venezuela.  Aun  cuando  el  Tratado  de  19  de  junio 
de  1861,  temporalmente  en  vigor,  no  lo  dijese  de 
modo  expreso,  los  italianos,  al  igual  de  los  demás 
extranjeros,  quedan  sujetos  á las  Leyes  de  la  Repú- 
blica por  el  solo  hecho  de  pisar  su  territorio.  Palabra 
vana  sería  lo  que  hasta  ahora  ha  venido  conociéndose 
con  el  nombre  de  soberanía,  si  un  Estado  que  se 
encuentra  libre  de  todo  lazo  de  sujeción,  no  pudiese 
dictar  leyes  concernientes  á la  condición  de  los 
extranjeros  que  viven  dentro  de  sus  límites  jurisdic- 
cionales. Eximir  á los  extraños  del  deber  de  respe- 
tar la  ley  local  sería  la  más  peligrosa  de  las  tenta- 
tivas que  pudiera  en  contra  suya  soportar  una 
nación,  pues  con  sobra  de  fundamentos  debería  con- 
tarse en  la  categoría  de  país  sin  autonomía  exterior 
al  que  tal  cosa  tolerase.  “ Cada  Estado,  según  la 
elocuente  y nunca  olvidada  opinión  de  Portalis,  tiene 
v el  derecho  de  velar  por  su  conservación,  y es  en 
este  derecho  donde  reside  la  soberanía.  Y ¿ cómo  po- 
dría un  Estado  conservarse  y sostenerse  si  existiesen 
en  su  seno  hombres  que  impunemente  pudiesen 
infringir  su  policía  y turbar  su  tranquilidad  % El 
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poder  soberano  no  podría  realizar  el  fin  para  que  fue 
establecido  si  hombres  extranjeros  ó nacionales  fue- 
sen independientes  de  ese  poder.  El  no  puede  ser 
limitado  ni  cuanto  á las  cosas  ni  cuanto  á las  per- 
sonas. 'No  es  él  nada  si  no  lo  es  todo.” 

Las  observaciones  del  Gobierno  italiano  revis- 
ten en  el  caso  actual  extrema  gravedad,  por  cuanto 
se  dirigen  en  primer  término  á desconocer  el  prin- 
cipio universalmente  aceptado  de  que  el  extranjero 
no  puede  reclamar,  mientras  conserva  su  naciona- 
lidad, aquellos  beneficios  que,  como  los  llamados 
derechos  políticos,  se  derivan  directa  y exclusiva- 
mente de  la  condición  de  ciudadano.  Semejante 
pretención  es  tanto  más  inaceptable  cuanto  que  la 
ley  venezolana  le  brinda  al  extranjero  lo  que  le- 
gítimamente puede  solicitar  y cuanto  hasta  ahora  se 
le  ha  acordado  por  las  naciones  más  adelantadas  en 
la  materia,  Italia  entre  ellas,  á saber:  la  perfecta 
igualdad  con  el  regnícola  en  todo  lo  que  á dere- 
chos civiles  diga  relación. 

Los  extranjeros  que  en  el  hecho  se  colocan  á 
la  altura  de  los  nacionales  y toman,  cómo  ellos, 
parte  activa  en  la  vida  política  del  país,  renuncian 
por  este  mismo  . motivo  á su  condición  de  simples 
neutrales  y quedan,  por  lo  tanto,  en  la  misma  si- 
tuación que  las  leyes  le  asignan  á los  primeros. 
A igualdad  de  derechos  debe  necesariamente  co- 
rresponder igualdad  de  deberes;  y así  como  los  de- 
rechos cívicos  representan  un  beneficio  excepcional, 
quien  esté  favorecido  por  ellos,  al  propio  tiempo 
ha  de  soportar  las  cargas  que  le  sean  anexas.  Si 
el  extranjero  que  se  sirve  de  aquellos  atributos  lla- 
mados á establecer  una  línea  de  demarcación  entre 
su  campo  natural  de  actividad  y aquel  que  le  co- 
rresponde al  nacional,  pudiera  luego  recobrar  aque- 
llas prerrogativas  que  le  asegura  su  condición  de 
extraño,  debería  entonces  considerarse  como  ilusorio 
todo  propósito  de  diferenciación  entre  una  y otra  cla- 
se de  individuos,  y se  daría  el  sorprendente  ejemplo 


KXI'ONM'IÓN 


XXXIX 


do  que,  dentro  do  la  jurisdicción  do  un  Estado,  exis- 
tieran personas  determinadas  para  quienes  todo 
derecho  sería  lícito  y ninguna  obligación  efectiva. 
¡Si  á esto  se  agrega  el  desorden  que  para  la  vida 
interior  y para  la  seguridad  nacional  representa 
semejante  estado  de  cosas,  fácil  es  presumir  qué 
llegaría  á ser  de  la  soberanía  y de  la  independen- 
cia, no  menos  que  de  la  reputación  y del  valer 
moral  del  país  donde  ocurrieran  tales  cosas. 
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ESPAÑA 


Por  haberse  ausentado  á fines  del  año  último  el 
señor  Gaitán  de  Ayala,  Jefe  de  la  Legación  de  España 
en  Y enezuela,  se  encuentra  lioy  al  frente  de  ella,  inte- 
rinamente, el  señor  Don  José  Gil  Delgado  y Olázabal, 
cuya  prudencia  y fino  trato  se  encaminan  á asegurar 
los  vínculos  de  amistad  que  de  antiguo  nos  unen 
con  la  nación  española. 


* 

* X 


Nacimiento  de  un  In-  yy  . 

fante-  ov  el  organo  de  la  Legación  se  recibió  la  carta 

autógrafa  en  que  S.  M.  Don  Alfonso  XIII  se  sirvió 
participar  al  Presidente  de  la  República  el  nacimiento 
de  un  Infante  que  recibió  en  el  bautismo  los  nom- 
bres de  Fernando,  María,  Antonio,  Alfonso,  Carlos, 
Victoriano,  Federico,  hijo  de  S.  A.  R.  la  Princesa  de 
Asturias  y de  S.  A.  R.  el  Príncipe  Carlos  de  Borbón 
y Borbón.  Al  corresponder  á tan  espontánea  prueba 
de  amistad,  el  Presidente  de  la  República  se  asoció 
al  regocijo  de  la  Familia  Real. 


* * 


L1  Cónsul  de  Ciudad 
de  Cura. 


En  atención  á la  queja  que  por  conducto  del 
Ministro  de  Relaciones  Interiores  elevó  á este  Des- 
pacho el  señor  Presidente  del  Estado  Aragua,  se  le 
hizo  saber  al  Representante  de  España  que  el  señor 
Pedro  Garriga,  con  el  carácter  de  Cónsul  de  dicho 
país,  se  ocupaba  en  gestionar  personalmente  la  for- 
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mación  <lo  expedientes  de  reclamaciones,  no  sólo 
de  súbditos  españoles,  sino  do  otros  extranjeros. 
Conforme  á los  deseos  del  funcional io  diplomático, 
quién  significó  al  Ministerio  el  disgusto  y la  sorpresa 
que  el  proceder  del  referido  individuo  le  causaba, 
el  Despacho  de  Relaciones  Interiores  interpuso  sus 
buenos  oficios  para  que  la  autoridad  política  de  Ciu- 
dad de  Cura  recibiera  de  Garriga, — destituido  de  su 
cargo  de  tiempo  atrás  y por  ocurrencias  semejantes, 
según  informes  del  señor  Gaitán, — el  sello  y el  archivo 
del  Consulado,  los  cuales  le  fueron  remitidos  oportu- 
na y prontamente  á la  Legación. 


El  Ministro  de  S.  M.  sometió  á la  consideración  sobre  reconocimiento 

, , r-j  , • de  titules  académicos. 

del  Despacho,  por  orden  expresa  de  su  Gobierno, 
un  proyecto  de  convenio  relativo  al  reconocimiento 
mutuo  de  validez  de  títulos  académicos  y de  incor- 
poración de  estudios.  La  importancia  del  convenio, 
cuyo  fin  no  es  otro  que  el  de  fomentar  los  lazos  inte- 
lectuales entre  dos  países  de  idéntico  origen  y procu- 
rar por  tan  loable  medio  el  afianzamiento  y la  consoli- 
dación de  intereses  no  menos  importantes  para  los 
Estados  de  habla  española,  llevó  á este  Ministerio, 
animado  como  se  encuentra  de  los  mejores  deseos  en 
asuntos  de  este  género,  á prestar  la  más  cuidadosa, 
atención  al  proyecto  en  referencia,  el  cual  vino 
acompañado  de  una  nota  en  la  cual  se  esforzaba  el 
Representante  Español  en  señalar  el  alto  interés 
moral  del  pacto.  Al  Ministerio  de  Instrucción  Pú- 
blica se  envió  copia  del  mencionado  proyecto  á in- 
tento de  que  fuese  estudiado  con  el  detenimiento 
debido  por  los  cuerpos  científicos  dependientes  de 
aquel  Despacho.  Se  buscó  con  esto  la  información 
necesaria  á encaminar  el  asunto  en  la  forma  más 
conveniente  y provechosa.  Aún  no  se  han  recibido 
todos  los  datos  requeridos,  y es  esta  la  causa  por 
la  cual  ha  sido  necesario  suspender  la  considera- 
ción del  convenio. 
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Retiro  del  exequátur  al 
Cónsul  en  La  Guaira. 


Con  fecha  23  de  julio  próximo  pasado  dictó  este 
Ministerio  una  Resolución  por  la  cual  se  dispuso 
retirar  el  exequátur  que  se  le  había  expedido  al  se- 
ñor José  García  Acuña  para  que  ejerciese  las  fun- 
ciones de  Cónsul  de  España  en  La  Guaira. 


El  funcionario  mencionado,  con  grave  perjuicio 
parala  jurisdicción  civil,  extralimitó  sus  atribuciones 
consulares,  en  forma  que  le  daba  al  acto  por  él 
realizado  excepcional  importancia. 


El  Prefecto  del  Departamento  Vargas  había  dic- 
tado una  Resolución  contraída  á nombrar  un  Agente 
especial  encargado  de  esclarecer,  dentro  de  la  juris- 
dicción de  dicho  Departamento,  todo  lo  relativo  á per- 
juicios sufridos  por  extranjeros  residentes  en  dicho 
Departamento.  Por  lo  tanto,  no  se  trataba  sino  de 
instruir  justificativos  de  ciertos  hechos  que  pudiesen 
favorecer  los  intereses  de  la  República,  con  el  intento 
de  oponerlos  á los  ya  instruidos  por  los  reclamantes 
y presentados  junto  con  sus  reclamaciones  á la 
respectiva  Comisión  Mixta. 

Nada  esperó  el  funcionario  consular,  y sin  tener 
en  cuenta  cuán  restringidas  y precisas  son  las  atribu- 
ciones que  estaba  llamado  á ejercer,  se  dirigió  al 
empleado  venezolano  en  términos  un  tanto  conmi- 
natorios, para  significarle  que  se  proponía  intervenir 
en  los  actos  que  conforme  á la  consabida  Resolución 
hubieran  de  efectuarse. 

Ni  los  Tratados  Públicos  que  Venezuela  man- 
tiene en  vigencia,  ni  las  opiniones  de  los  publicistas? 
ni  la  ley  misma  que  establece  las  reglas  á que  han 
de  someter  su  conducta  los  cónsules  españoles,  fa- 
cultaban al  señor  García  Acuña  para  proceder  en  esa 
oportunidad  del  modo  que-  lo  hizo,  - con  menoscabo 
de  las  excelentes  relaciones  de  amistad  que  Vene- 
zuela ha  venido  cultivando  con  España.  Meros  agen- 
tes comerciales,  los  cónsules  no  tienen  calidad  para 
representar  al  Estado  que  los  nombra,  por  modo  que 
su  misión  queda  limitada  á proteger  los  intereses 
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privados  do  los  nacionales  de  su  país  y á ejercer 
dentro  de  los  límites  señalados  por  las  leyes  del 
Estado  donde  residen  y las  estipulaciones  do  los 
Tratados,  ciertas  atribuciones  administrativas  y do 
jurisdicción  no  contenciosa.  La  misma  facultad  de 
protección  no  pueden  ellos  ejercerla  en  la  medida 
amplia  de  que  habla  el  Derecho  Internacional,  por 
corresponder  ella  á los  agentes  diplomáticos;  y como 
por  otra  parte  la  determinación  del  Prefecto  en  nada 
perjudicaba  los  intereses  de  los  súbditos  españoles, 
no  era  llegado  de  consiguiente  el  caso  de  proteger- 
los. Además,  no  existe  ejemplo  de  que  un  Cónsul,  sin 
poder  especial  bastante  de  los  ciudadanos  de  su  na- 
ción, pueda  legítimamente  representarlos  en  diligen- 
cias judiciales. 

Cuanto  les  está  permitido  á los  cónsules  en 
aquellos  asuntos  en  que  tengan  interés  los  súbditos 
de  su  país,  es  dirigirse  oficiosamente  á las  autoridades, 
pidiéndoles  cumplida  justicia  para  ellos.  Así,  pues, 
sólo  les  es  dable  poner  por  obra  los  buenos  oficios  de 
un  mediador  que  esclarece  ó recomienda,  nó  la  acción 
de  quien  procede  como  apoderado  legalmente  cons- 
tituido. 

En  tal  virtud,  la  pretensión  del  Cónsul  español  de 
querer  intervenir  con  su  presencia  y con  su  voz  en  la 
práctica  de  las  diligencias  mencionadas,  afectaba 
grandemente  la  jurisdicción  civil  de  la  República  y 
bacía  necesaria  la  sanción  de  que  hizo  uso  el  Eje- 
cutivo. 
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Legación  en  Caracas. 


Arreglo  de  las  reclama- 
ciones de  Sénior. 


/ 


HOLANDA 


Los  negocios  de  Holanda,  temporalmente  enco- 
mendados á la  Legación  de  los  Estados  Unidos  por 
motivo  de  la  separación  del  señor  Barón  van  Citters, 
vinieron  luego  á ser  desempeñados  por  el  señor 
J.  H.  J.  Hamelberg,  quien  por  su  discreta  conducta 
se  lia  grangeado  el  aprecio  del  Gobierno.  ^ 


u. 

* 

Por  virtud  de  transacción  celebrada  el  veinte  y 
dos  de  mayo  del  año  último  entre  el  señor  Ministro 
de  Hacienda  de  la  República  y el  apoderado  de  los 
herederos  del  súbdito  neerlandés  Jeudah  Sénior, 
quedó  cancelada  definitivamente  la  antigua  reclama- 
ción que  dicho  súbdito  había  intentado  contra  Ve- 
nezuela, y que  fue  reconocida  por  el  Congreso  Fede- 
ral en  Ley  de  29  de  mayo  de  1876,  Por  la  transac- 
ción en  referencia,  y mediante  la  suma  de  un  millón 
de  bolívares  en  títulos  de  la  Deuda  Diplomática  del 
3 p§ , que  le  fueron  entregados  á la  Legación  de 
Holanda  el  31  de  diciembre  próximo  pasado,  la  refe- 
rida sucesión  renunció  á todos  los  derechos  y accio- 
nes que  por  razón  de  esa  acreencia  le  correspondían. 
Es  de  observar  que  la  transacción  aludida  comprende 
también  la  reclamación  que,  por  ante  la  Comisión 
Mixta  organizada  conforme  al  protocolo  de  Washing- 
ton, de  28  de  febrero  de  1903,  había  deducido  la 
firma  de  Jeudah  Sénior  é hijo,  según  se  evidencia  de 


EXPOSICIÓN 


X ÍíV 


las  declaraciones  que  ol  apoderado  do  la  firma  y el 
dueño  de  ella  hicieron  á la  dicha  Comisión  y al 
Agento  Diplomático  de  los  Países  Bajos. 

Las  dos  reclamaciones,  canceladas  totalmente 
por  el  medio  de  que  he  hablado,  alcanzaban  aproxi- 
madamente, por  capital  é intereses,  la  de  los  here- 
deros de  Sénior  á B 3.538.796,74,  y la  de  la  firma 
mercantil  á B 3.893.967,64. 
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Legación  en  Venezuela 


Legación  en  Bélgica. 


BELGICA 


La  representación  diplomática  de  Bélgica  en 
la  República,  que  interinamente  venía  desempeñando 
el  estimable  señor  Groffart  desde  la  partida  del  señor 
Van  der  Heyde,  le  lia  sido  confiada  al  señor  José 
Wolters,  quien  fue  recibido  en  su  carácter  de  Encar- 
gado de  Negocios  el  día  12  de  setiembre  del  año 
pasado.  Cultívase  con  tan  apreciable  caballero  el 
trato  más  cordial,  cónsono  con  las  buenas  relaciones 
que  lleva  Venezuela  con  el  Reino  de  Bélgica. 


Ultimamente  se  creyó  conveniente  acreditar  cer- 
ca del  Gobierno  de  Bélgica  un  Ministro  Residente 
y,  al  efecto,  se  invistió  de  tales  funciones  al  señor 
Doctor  J.  de  J.  Paúl,  quien  de  un  momento  á otro 
presentará  sus  credenciales  al  Jefe  de  la  Nación 
amiga.  Al  propio  tiempo  que  se  ha  querido  dar  con 
este  paso  una  prueba  del  aprecio  con  que  Venezuela 
mira  las  relaciones  que  felizmente  existen  entre  ella 
y el  Reino  mencionado,  ha  querido  el  Ejecutivo 
atender  convenientemente,  así  como  á otros  asuntos 
de  interés  recíproco,"  á la  cuestión  relativa  al  fallo 
dictado  por  el  Superárbitro  de  la  Comisión  Mixta 
Venezolano-Belga  en  el  reclamo  intentado  por  la 
Compaguie  Générale  des  Eaux  de  Caracas. 
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Por  conducto  de  la  Legación  en  Caracas  so  reci- 
bió la  carta  on  que  8.  M.  Leopoldo  II  se  sirvió 
participar  al  señor  Presidente  de  la  República  el 
nacimiento  de  un  príncipe,  hijo  de  la  señora  Princesa 
esposa  de  S.  A.  R.  Alberto  de  Bélgica,  el  cual  recibió 
los  nombres  do  Carlos,  Teodoro,  Enrique,  Antonio, 
Meinardo.  El  Primer  Magistrado,  que  ha  visto  en 
la  atenta  participación  una  prenda  de  cordialidad, 
significó  á S.  M.  la  placentera  impresión  que  el  fausto 
suceso  le  había  causado. 
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DINAMARCA 


Propuesta  de  tratados* 


La  insinuación  que  ba  más  de  un  año  hizo  el  Go- 
bierno Danés  de  estar  dispuesto  á celebrar  con  la 
República  un  Tratado  de  Amistad,  Comercio  y Na- 
vegad 5n  y una  Convención  Consular,  se  ba  repe- 
tido últimamente  de  modo  más  concreto  por  medio 
del  Consulado  General  del  Reino  en  Caracas.  Aco- 
gida ya  la  propuesta  del  mejor  grado,  como  se  os 
participó  en  la  Memoria  del  año  pasado,'  ocúpase 
actualmente  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores 
en  estudiar  el  modo  de  dar  comienzo  á las  negocia- 
ciones que  hayan  de  conducir  provechosamente  á la 
conclusión  de  esos  pactos. 


o 
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V 

SUIZA 


La  Asamblea  Federal,  según  participación  diri-  Nuevos  funcionarios, 
gida  á esto  Despacho,  designó  á los  señores  Robert 
Comtesse  y Maro  Rucliet,  en  17  de  diciembre  del 
año  pasado,  por  Presidente  y Vicepresidente  de  la 
Confederación  Suiza,  respectivamente,  para  1904.  La 
referida  participación  fue  hecha  por  el  señor  Doctor 
Deucher,  Presidente  de  la  Confederación  hasta  el  31 
do  diciembre  del  año  que  acaba  de  trascurrir. 

. * 

En  la  segunda  mitad  del  año  de  1903  hizo  saber  Reclamaciones  cU  suizos 

contra  la  República. 

á este  Despacho  el  Representante  Diplomático  del 
Imperio  Alemán,  que  su  Gobierno  lo  había  autori- 
zado para  que,  conforme  á los  deseos  ó instrucciones 
del  de  Suiza,  entrase  á tratar  con  la  República  á 
objeto  de  ajustar  un  convenio  por  virtud  del  cual 
quedase  la  Comisión  Mixta  Venezolano-Germana,  or- 
ganizada por  el  Protocolo  de  Washington  de  13  de 
febrero  de  1903,  en  capacidad  de  conocer,  de  acuer- 
do con  las  normas  de  dicho  protocolo,  de  las  re- 
clamaciones poseídas  por  ciudadanos  suizos  contra 
Venezuela. 

A dos  órdenes  de  consideraciones  se  prestaba  la 
solicitud  del  Ministro  do  Alemania  y ambas  fueron 
debidamente  indicadas  en  la  contestación  negativa 
que  hubo  de  dársele,  luego  de  estudiado  el  asunto. 
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Para  haber  llegado  al  ajuste  del  Pacto  propuesto, 
menester  habría  sido  reconocer  previamente  en  el 
Agente  Público  mencionado  la  calidad  de  Plenipoten- 
ciario especial  de  Suiza,  con  lo  cual  habría  quedado 
lesionado  el  principio  que  la  República  ha  venido 
sosteniendo,  á saber,  que  una  misma  persona  no 
debe  estar  investida  de  doble  ó triple  representación 
diplomática. 

Necesidades  primordiales,  alas  cuales  es  forzoso 
atender  con  el  fin  de  que  la  representación  diplo- 
mática realice  plenamente  los  beneficios  que  ella  in- 
volucra para  el  trato  de  las  Naciones,  han  llevado 
á la  República  á profesar,  de  modo  irrevocable,  el 
concepto  á que  me  he  referido,  y del  cual  no  se 
aparta  ella  siuo  en  casos  especiales,  como  sucede 
cuando  interinamente  un  Jefe  de  Legación  confía  á 
otro,  temporalmente,  y por  tener  que  ausentarse  del 
país,  la  gerencia  de  los  asuntos  que  corren  de  su 
cargo. 

, El  deiedio  pasivo  de  legación,  esto  es,  la  apti- 
tud de  recibir  Agentes  Diplomáticos  de  otro  Es- 
tado, es  uno  de  los  atributos  de  la  potestad  sobe- 
rana; y aun  cuando  Venezuela  no  pretende  ni  ha 
pretendido  nunca  sustraerse  al  trato  de  las  demás 
naciones,  ha  juzgado  conveniente  adoptar  como  nor- 
ma de  conducta,  así  para  favorecer  y fomentar  su 
comercio  directo  con  los  países  amigos,  como  para 
evitar  complicaciones  y dificultades  fáciles  de  ser 
previstas,  el  principio  en  referencia.  En  1899,  cuan- 
do la  Legación  de  Inglaterra  solicitó  permiso  para 
tomar  á su  cargo  la  protección  de  los  súbditos 
belgas,  y en  1900,  época  en  que  la  propia  Lega- 
ción manifestó  á este  Despacho  que  se  hallaba  au- 
torizada para  prestarle  su  apoyo  á los  intereses  de 
los  súbditos  de  Dinamarca  radicados  en  Venezuela, 
hubo  ocasión  de  esclarecer  suficientemente  el  punto 
y de  dejar  establecida,  en  conformidad  con  los  prin- 
cipios, la  íITáxima  de  que  la  intervención  de  un 
Agente  extranjero  en  asuntos  ó negocios  de  un  Es- 
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tildo  distinto  del  que  lo  ha  acreditado,  no  puedo 
llevarse  á cabo  sino  en  tanto  que  ella  sea  admi- 
tida por  la  autoridad  suprema  del  país  donde  el 
Agento  reside. 

La  segunda  de  las  consideraciones  á que  se 
presta  la  gestión  del— Diplomático  alemán,  no  deja 
de  encerrar  consecuencias  menos  graves  para  la 
República.  Tratábase,  en  efecto,  de  obtener  la 
accesión  de  una  tercera  potencia  á un  convenio 
en  cuya  celebración  tau  sólo  se  tuvieron  en  cuen- 
ta, como  generalmente  ocurro  en  casos  pareci- 
dos, las  necesidades  del  momento  relacionadas  con 
los  sucesos  que  dieron  margen  á la  situación, 
y los  intereses  peculiares  de  cada  una  de  las  partes 
contratantes.  En  pactos  de  este  linaje  no  es  po- 
sible^ la  accesión  de  terceros  Estados  porque  á más 
de  oponerse  semejante  acto  á las  observaciones  que 
anteceden,  vendría  él  á crear  una  situación  jurídica 
por  extremo  embarazosa  y obscura. 

Existe  grandísima  diferencia  entre  aquellos  con- 
venios por  medio  de  los  cuales  las  naciones  formulan 
una  regla  de  general  observancia  llamada  á recibir 
la  aprobación  de  los  miembros  todos  de  la  comu- 
nidad internacional,  ó entre  esos  pactos  mediante 
los  cuales  se  asegura  el  concurso  ó la  unión  de  los  Es- 
tados á objeto  de  satisfacer  comunes  intereses,  y los 
empeños  en  que  únicamente  se  atiende  á determi- 
nados reclamos  ó necesidades  de  los  países  que  contra- 
tan. Si  en  los  primeros  la  accesión  es  fácil  y aun 
necesaria  para  que  la  obra  prevista  llegue  á realizarse, 
cuando  se  trata  de  los  últimos,  liay  que  mirarla  gene- 
ralmente como  imposible. 

Al  expresar  el  Ministerio  la  pena  del  Ejecutivo 
por  no  serle  dable  aceptar  la  proposición  del  Gto-' 
bienio  Suizo,  no  dejó  de  significársele  al  Repre- 
sentante Alemán  que  si  ciudadanos  de  la  Con- 
federación Helvética  tuvieren  necesidad  de  dedu- 
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cii*  alguna  acción  contra  la  República,  hallarán  en 
las  leyes  de  ésta,  segura  y fácil  vía  por  medio  de  la 
cual  pueden  asegurar  sus  derechos. 


X* 
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R i- *r¡ua  fie  la  conven 
oón  de  Ginebra  de  2; 
de  agosto  de  i85.p 


En  circular  fechada  en  Berna  á 17  de  febrero  de 
1903,  el  Consejo  Federal  Suizo  se  sirvió  invitar  al 
Gobierno  de  la  República  á hacerse  representar  en 
una  Conferencia  que  se  proponía  reunir  en  la  ciudad 
de  Ginebra  el  14  de  setiembre  de  dicho  año  con  la 
mira  de  reformar  la  Convención  de  22  de  agosto  de 
1864  para  el  mejoramiento  de  la  suerte  de  los  mili- 
tares heridos  en  los  ejércitos  en  campaña.  Como  la 
atención  del  Gobierno  para  la  época  en  que’ se  reci- 
bió la  nota  estaba  consagrada  toda  ella  al  restable- 
cimiento del  orden  público,  110  pudo  asegurársele  á 
la  Confederación  que  Venezuela  tomaría  parte  en  la 
mencionada  conferencia,  cuya^reunión  se  juzgaba 
altamente  beneficiosa  para  los  fines  que  reclamaron 
la  celebración  del  pacto  de  Ginebra.  Más  tarde  se 
recibió  aviso  de  haberse  aplazado  indefinidamente  la 
fecha  on  que  debían  encontrarse  los  delegados  de 
las  naciones,  y,  últimamente,  por  la  vía  telegráfica,  se 
recibió  aviso  de  haberse  fijado  el  día  16  de  mayo 
próximo  venidero  para  la  anunciada  reunión.  Como 
desde  un  principio  la  idea  expuesta  por  el  Consejo 
Federal  de  Suiza  fue  acogida  con  suma  complacencia 
por  Venezuela,  y en  razón  de  que  han  ido  desapare- 
ciendo los  motivos  que  en  meses  pasados  lo  obligaron, 
con  gran  pena,  á no  aceptar  inmediatamente  la 
invitación  de  que  fue  objeto,  el  Gobierno  se  apre- 
suró á contestar  la  postrer  comunicación  á él  dirigida 
y á manifestar  al  de  Suiza  la  satisfacción  que  hoy  le 
causa  el  poder  concurrir  por  medio  de  un  Represen- 
tante suyo  á la  referida  Conferencia. 

E11  9 de  julio  de  1894  determinó  Venezuela 
acceder  á la  Convención  de  Ginebra,  cúyas  estipula- 
ciones había  ella  adoptado  antes  por  el  artículo 
XLIII  de  su  Tratado  con  el  Salvador,  do  27  de 
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agosto  do  1883,  artículo  en  el  que  so  convino, 
además,  quo  las  partos  contratantos,  observarían 
en  caso  do  guerra  los  artículos  adicionales  á la 
dicha -Convención,  est  ipulados  en  20  de  octubre  de 
1863. 

Aunque  son  muy  beneficiosos  los  resultados  quo 
el  humanitario  acuerdo  ha  procurado,  se  echó  do 
ver  desde  un  principio  por  los  Estados  la  necesidad  de 
ampliarlo,  y (Jo  reformar  algunas  de  sus  cláusulas  á 
objeto  de  evitar  ciertos  inconvenientes  señalados  por 
la  práctica.  Poco  tiempo  después  de  su  celebración  se 
reunieron  en  Ginebra,  en' 1868,  los  mandatarios  de  las 
Potencias  signatarias  y convinieron  en  extender  los 
efectos  de  la  Convención  á la  guerra  marítima  y en 
modificar  algunas  de  Jas  disposiciones  primitivas. 
Tales  disposiciones  no  fueron,  sin  embargo,  aceptadas, 
y aun  cuando  en  1870,  Francia  y Alemania,  y en 
1898,  España  y los  Estados  Unidos  decidieron,  á título 
de  modas  viuendi,  poner  en  vigor  los  artículos  adició- 
nales-de 1868  relativos  á la  guerra  marítima,  la  obra 
de  la  reforma,  tan  encarecida  por  las  Sociedades  de 
la  Cruz  Roja,  no  había  pasado  de  mera  tentativa. 
Un  hecho  de  gran  significación,  realizado  por  la  Con- 
ferencia de  la  Paz  de  1899,  vino  á colmar  los  deseos 
de  las  corporaciones  y de  los  publicistas.  Fuera  de 
la  Convención  de  29  de  julio  de  dicho  año  por  la  cual 
decidieron  los  Países  representados  en  La  Haya 
extender  á las  guerras  marítimas  los  principios 
del  acto  de  Ginebra,  la  Conferencia  emitió  el  voto  de 
^que  en  breve  se  procediera  á reunir  una  Asamblea 
especial  que  se  ocupara  de  revisar  la  Convención 
de  186-1. 

y 

De  esperarse  es  que  el  cuerpo  encargado  de  tan 
alta  misión  realice  de  modo  práctico  la  obra  que  se 
le  encomienda,  y queden  satisfechos  de  este  modo 
los  reclamos  generosos  de  los  particulares  y de  ios 
Gobiernos. 
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EL  VATICANO 


Muerte  de  S.  S.  León 

XIII. 


Motivo  de  justo  duelo  fue  para  la  República 
el  fallecimiento  de  Su  Santidad  León  XIII,  el  cual 
le  fue  comunicado  al  Jefe  de  la  Nación  por  Sus 
Eminencias  los  Cardenales  Priores  en  orden. 


El  alto  espíritu  de  sabiduría  y de  prudencia 
que  en  la  dirección  de  los  asuntos  eclesiásticos  de- 
mostró siempre  el  Pontífice  difunto,  no  menos  que 
el  exquisito  tacto  con  que  supo  mantener  y aun 
ensanchar  la  influencia  moral  de  la  Iglesia,  le  pro- 
curaron el  respeto  y la  admiración  universales.  Por 
eso  fue  su  muerte  motivo  de  honda  pena  para  el 
mundo  católico,  acostumbrado  ya  á escuchar  su  pa- 
labra, de  ordinario  llena  de  saludables  y profundos 
consejos. 
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En  carta  fechada  en  Roma  á 4 de  agosto  del 
año  anterior,  participó  Su  Santidad  Pío  X al  señor 
Presidente  de  la  República  la  fausta  nueva  de  haber 
sido  elevado  á la  más  excelsa  dignidad  de  la  Iglesia. 
Al  regocijo  con  que  fue  recibida  la  participación, 
siguió  el  natural  deseo  de  expresar  al  nuevo  Papa 
los  votos  que  la  República  hace  por  la  gloria  y 
explendor  de  su  Pontificado,  y porque  durante  él 
tiendan  á desenvolverse  los  lazos  de  buena  y cordial 
amistad  que  felizmente  mantenemos  con  el  Supremo 
Conductor  de  los  fieles. 


A finos  del  año  anterior,  y con  el  objeto  lr,'n,w" v" 
cío  dar  á la  Santa  Sodo  un  testimonio  más  del 
agrado  con  que  Venezuela  desea  estrechar  las 
buenas  relaciones  entro  ellas  existentes  de  tiempo 
atrás,  resolvióse  acreditar  una  Legación  en  el  Va- 
ticano. El  Doctor  José  de  Jesús  Paúl,  á quien 
Se  le  conlió  la  Representación  de  la  República,  con 
el  carácter  de  Enviado  Extraordinario  y Ministro 
Plenipotenciario,  fue  recibido  del  modo  más  cor- 
dial por  el  Santo  Padre,  como  nos  ha  sido  fácil 
comprenderlo  tanto  por  el  discurso  que  pronunció  al 
serle  entregadas  por  el  Plenipotenciario  de  la  Re- 
pública las  Credenciales  de  estilo,  como  por  la 
carta  en  que  Su  Santidad  contesta  la  que  por  el 
motivo  referido  le  dirigió  el  Primer  Magistrado. 


En  el  año  último,  y por  razón  dé  la  pertinaz  Pr%Vcold^tbn 
enfermedad  que  de  tiempo  atrás  aqueja  al  señor  Ar- 
zobispo Uzcátegui,  resolvió  el  Jefe  del  Ejecutivo 
hacer  uso  de  la  autorización  que  os  servísteis  con- 
ferirle para  el  arreglo  de  la  cuestión  religiosa,  y 
al  efecto,  presentó  al  Sumo  Pontífice,  para  Obispo 
Coadjutor  de  la  Arquidiócesis,  al  señor  Presbítero 
Doctor  Juan  Bautista  Castro.  Excelente  acogida 
prestó  Su  Santidad  á la  designación  hecha  por  el 
señor  Presidente  de  la  República,  pues  en  la  carta 
autógrafa  que  á éste  dirigió  el  Pontífice,  ha  sido 
dable  ver  la  solícita  deferencia  con  que  él  mira  todo 
cuanto  se  relaciona  con  el  Pueblo  de  Venezuela. 
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ESTADOS  UNIDOS 


Al  comenzar  el  año,  regresó  á Venezuela  y pú- 
sose al  frente  de  la  Legación  el  señor  Herbert  V. 
Bowen,  cuyos  eficaces  servicios  en  favor  de  la  Re- 
pública le  lian  merecido  el  aprecio  de  nuestro  pueblo. 
Fue  en  La  Haya  Agente  de  la  Nación,  y la  solici- 
tud y el  interés  demostrados  en  el  cumplimien- 
to de  la  nueva  misión  que  se  confió  á su  exquisita 
benevolencia,  nos  obligan  una  vez  más  parar  con  él. 
Su  presencia  lioy  al  frente  de  la  Legación  es,  sin 
duda  alguna,  motivo  de  complacencia  para  el  Gobier- 
no, acostumbrado  ya  á mirarlo  como  amigo  del  país 
y como  fiel  intérprete  de  nuestros  sentimientos 
amistosos  hacia  la  Nación  que  dignamente  repre- 
senta. 

Casi  por  espacio  de  un  año,  la  representación 
diplomática  de  la  Nación  Americana  en  Venezuela 
fue  ejercida  por  el  señor  William  W.  Russeli, 
caballero  muy  estimable,  quien  no  ha  omitido  es- 
fuerzo alguno  en  el  sentido  de  hacer  más  es- 
trechos los  vínculos  que  nos  unen  á su  país.  El 
señor  Russeli,  que  por  más  de  seis  años  desempeñó 
la  Secretaría  de  la  Legación  de  los'Estados  Unidos, 
■y  que  á ese  título  estuvo  en  distintas  ocasiones 
interinamente  encargado  de  gestionar  á nombre  do 
su  patria,  se  alejó  en  días  pasados  de  la  República. 
Al  ausentarse,  se  ha  llevado  él,  junto  con  el  alto 
aprecio  del  Gobierno,  aprecio  á que  se  hizo  acreedor 
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por  la  estimación  que  sinceramente  lo  profesa  á 
Venezuela  y por  sus  excelentes  prendas  personales, 
la  pena  que  nos  causa  el  no  poderlo  contar  por 
más  tiempo  entre  nosotros. 


En  el  año  último  dispuso  el  Ejecutivo  el  resta-  ,r*746nunn¡dS.E8t* 
blecimionto  de  la  Legación  do  la  República  en  los 
Estados  Unidos,  y,  á ese  efecto,  se  designó  al  señor 
General  José  Manuel  Hernández,  para  que  con  el 
carácter  de  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario ejerciese  en  dicho  país  nuestra  Re- 
presentación Diplomática.  La  excelente  acogida  de 
que  ha  sido  objeto  el  General  Hernández,  demues- 
tra suficientemente  el  aprecio  con  que  ha  recibido  el 
pueblo  americano  este  acto  de  nuestro  Gobierno, 
con  el  que  se  ha  querido  poner  de  manifiesto  el 
deseo  de  fomentar  y hacer  perdurables  los  múlti- 
ples lazos  que  nos  unen  á ese  Estado.  En  la  Ga- 
ceta Oficial  número  8.997,  del  10  de  noviembre,  ha- 
llaréis insertos  los  discursos  pronunciados  por  el 
Presidente  de  los  Estados  Unidos  y por  el  Ministro 
de  Venezuela  en  el  momento  en  que  éste  le  hizo  en- 
trega de  sus  Credenciales. 


* 

-X  * 


La  Legación  Americana  informó  á este  Des-  Noml  ramiento  de  un 

° agr.  gado  militar. 

pacho  que  el  señor  Capitán  Chauneey  B.  Humphrey, 
del  Ejército  de  los  Estados  Unidos,  había  sido  de- 
signado por  Agregado  Militar  de  dicha  Legación. 

El  Capitán  Humphrey,  después  de  una  corta  estada 
en  esta  capital,  regresó  á su  país. 
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CHILE 


I.egación  en  Caracas.  Jj]l  gef10r  D0]1  Fl‘ailCÍSCO  J.  HerbOSO,  EüVÍatlO 

Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  de  Chi- 
le, ausente  de  Caracas  desde  mediados  de  1901, 
volvió  á ella  en  los  últimos  días  del  mes  de  octu- 
bre del  año  pasado.  Las  señaladas  cualidades  que 
adornan  al  Representante  de  la  Nación  hermana, 
no  menos  que  el  constante  empeño  por  él  desmos- 
trado con  el  fin  de  que  los  lazos  de  vario  orden  que 
nos  unen  á Chile  se  tornen  cada  día  más  extre 
- chos  y duraderos,  hacen  de  modo  que  su  presencia 
en  la  República  sea  en  extremo  grata  para  el  Go- 
bierno, cuyo  más  ferviente  deseo  es  poder  contri- 
buir al  acercamiento  y unión  de  los  pueblos  ame- 
ricanos. 
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REPUBLICA  ARGENTINA 


En  momontos  conflictivos  para  Venezuela  fue  su 
mámente  consoladora  y altamente  apreciada  la  decla- 
ración que,  á nombre  de  su  Gobierno,  hiciera  el  Minis- 
tro de  .Relaciones  Exteriores  de  la  República  Ar- 
gentina en  nota  de  29  de  diciembre  de  1902,  di- 
rigida al  Representante  de  dicha  República  en  los  Es- 
tados Unidos,  y motivada  por  los  sucesos  que  para 
entonces  se  efectuaban  en  nuestras  aguas. 


Nota  de  la  Cancillería 
Argentina. 


Fuera  de  estar  apoyada  en  principios  incontrover- 
tibles, la  nota  de  la  Cancillería  Argentina  establece 
un  criterio  preciso  y definido,  al  cual  han  de  con- 
formarse necesariamente  los  pueblos  americanos  en 
punto  al  cobro  de  los  intereses  de  su  deuda  pú- 
blica y al  cumplimiento  de  cualesquiera  obligaciones 
celebradas  por  ellas  con  particulares  extranjeros  que 
soliciten  luégo  la  protección  de  sus  gobiernos. 


El  cobro  compulsivo  de  las  deudas  de  carácter 
público,  á más  de  estar  en  abierta  contradicción 
con  las  reglas  y circuntancias  que  de  ordinario 
presiden  las  negociaciones  relacionadas  con  el  prés- 
tamo hecho  por  los  particulares  á un  Estado  ex- 
tranjero, vendría  á ser  un  peligro  grandísimo  para 
la  integridad  de  nuestras  naciones. 

Si  al  acreedor  le  fuera  lícito  fijar  con  el  apoyo 
ó protección  de  su  Gobierno  el  modo  y la  efec- 
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tividad  del  pago  de  semejantes  acreencias,  los 
Estados  no  gozarían,  ni  en  el  hecho  ni  en  el  derecho, 
de  esa  libertad  de  acción  con  ayuda  de  la  cual 
sólo  les  es  dable  asegurar  el  orden  en  el  interior 
y atender  debidamente  á la  defensa  de  sus  pre- 
rrogativas internacionles.  En  efecto,  si  el  Gobierno 
á que  pertenece  el  prestamista  pudiera  afectar,  por 
medios  violentos  ó de  fuerza,  el  todo  ó una  parte 
de  las  entradas  de  cualquier  Nación  al  cumpli- 
miento de  obligaciones  ordinarias  de  la  misma, 
vendría  ésta  á hallarse  en  un  estado  de  sujeción 
del  todo  incompatible  con  su  carácter  de  país  so- 
berano. 

La  adquisición  de  nuevos  territorios  en  América 
por  parte  de  gobiernos  europeos,  es  cosa  vista  ya 
como  imposible ; pero  como  los  anhelos  de  expan- 
sión y de  dominio  quizás  podrían  satisfacerse  por 
el  medio  indirecto  á que  he  aludido,  la  tradición 
del  continente,  así  como  el  empeño  demostrado  por 
todas  las  Naciones  que  lo  forman  de  no  tolerar 
en  caso  alguno  lu-  intervención  de  poderes  extraños, 
estarían  expuestos  á ser  violados  á cada  paso. 

No  sólo  es,  pues,  una  simple  exposición  de  doctri- 
na jurídica,  sino  obra  de  provechosa  y alta  previsión, 
la  nota  argentina.  Por  otra  parte  la  atención  con  que 
universalmente  ha  sido  considerada,  es  prueba  inequí- 
voca de  que  no  fue  inspirada  sino  por  un  elevado  espí- 
ritu de  rectitud  y de  justicia. 


PERU 


Con  fecha  9 de  setiembre  del  año  anterior  par- 
ticipó al  Señor  Presidente  de  la  República  el  Se- 
ñor Don  Manuel  Candamo  su  exaltación  á la  Ma- 
- gistratura  Suprema  del  Perú,  por  el  sufragio  de  sus 
conciudadanos.  Al  referirse  á su  elección,  el  nue- 
vo Presidente  ofrece  en  su  carta  la  seguridad  de 
que  las  cordiales  relaciones  existentes  entre  su  Pa- 
tria y Venezuela  le  merecerán  especial  atención, 
á objeto  de  que  se  hagan  cada  vez  más  durade- 
ras, como,  lo  exigen  las  conveniencias  de  ambos 
Estados. 

Tan  amistosa  manifestación  fue  acogida  del 
mejor  grado  por  el  Señor  Presidente,  quien  vió 
en  ella  la  sincera  expresión  del  afecto  que  los  dos 
Pueblos  se  profesan. 


Elección  de  nuevo  Ma- 
gistrado. 
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ESTADOS  UNIDOS  DEL  BRASIL 


El  Señor  Doctor  Francisco  de  Paula  Rodríguez 
Alves  comunicó  al  Presidente  de  la  República,  en 
carta  de  15  de  noviembre  de  1902,  recibida  en 
Caracas  ^en',  los  primeros  días  de  julio  anterior,  ha- 
ber asumido,  por  el  voto  directo  de  sus  conciu- 
dadanos, la  Suprema  Magistratura  de  los  Estados 
Unidos  del  Brasil. 

Con  viva  satisfacción  correspondió  el  Señor 
Presidente  al  propósito  expresado  por  el  Alto  Ma- 
gistrado Brasilero  de  contribuir  en  cuanto  le  fuera 
dable  á mantener  y consolidar  las  relaciones  de 
los  dos  países. 

í • - 
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REPUBLICA  ORI  ENTAL 
DEL  URUGUAY 


La  Asamblea  General  de  la  República  Oriental 
del  Uruguay  designó  por  Presidente  de  la  Nación 
al  señor  Don  José  Battle  y Ordóñez,  quien  tomó 
posesión  del  alto  cargo  el  día  1?  de  marzo  de  1903. 
En  el  sentido  más  cortés,  cónsono  con  los  térmi- 
nos de  la  nota  en  que  le  comunicó  la  feliz  nueva, 
respondió  el  señor  Presidente  al  Nuevo  Magistrado 
de  la  Nación  hermana. 


F lección  de  Presidente 


\ 
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REPUBLICA  DOMINICANA 


El  señor  Don  Roberto  López,  cuyas  prendas  per- 
sonales nos  son  tan  conocidas  y apreciadas,  continúa 
prestando,  en  su  carácter  de  Ministro  Residente  de 
la  República  de  Santo  Domingo,  muy  importantes 
servicios  á la  tradicional  amistad  do  las  dos  Na- 
ciones. 

Por  los  informes  que  él  so  lia  servido  comu- 
nicar al  Despacho,  hemos  venido  en  conocimiento 
del  cambio  de  Gobierno  recientemente  ocurrido  en 
la  Nación  que"  representa,  bien  así  como  de  los  tras- 
tornos revolucionarios  que  viene  ella  sufriendo.  Nues- 
tro afecto,  nunca  desmentido  por  ese  país  hermano, 
nos  lleva  del  mejor  grado  á desear  el  pronto  res- 
tablecimiento de  Jsu  paz  interior,  con  el  fin  de  que 
le  sea  fácil  atender,  amplia  y sosegadamente,  á sus 
elevados  fines  de  Nación  independiente. 
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CUBA 


Por  órgano  del  Cónsul  de  Cuba  en  La  Guaira  Propuesta  de  tratarlo, 
se  le  sugirió  al  Gobierno  el  deseo  de  aquella  Na- 
ción- de  celebrar  con  Venezuela  un  Tratado  de  Co- 
mercio, otro  de  Extradición  y un  Convenio  Con- 
sular. Las  ventajas  que  de  la  celebración  de  esos 
pactos  derivarían  los  intereses  recíprocos  de  los  dos 
Estados;  unidos  ya  por  los  lazos  de  la  confrater- 
nidad, son  en  verdad  considerables  ; por  modo  que 
para  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores  fue  mo- 
tivo de  complacencia  acoger  la  idea  indicada. 

Así  se  le  significó  al  funcionario  mencionado,  al 
cual  se  le  dijo,  además,  que  Venezuela  se  halla  dis- 
puesta á iniciar  con  un  Representante  directo  del 
Gobierno  de  Cuba,  investido  de  carácter  diplomá- 
tico, las  negociaciones  necesarias  para  lograr  el  ajus- 
te de  los  tratados  propuestos. 
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Klecci 
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HONDURAS 


nn  de  nuevo  ma- 
gistrado. 


Llamado  por  el  voto  de  sus  conciudadanos  á 
ejercer  la  Presidencia  de  la  República  en  el  pe> 
ríodo  de  1903  á 1907,  el  señor  General  Don  Manuel 
Bonilla  asumió  el  ejercicio  del  Poder  Público  en 
1 • de  febrero  del  año  pasado.  La  carta  en  que 
oficialmente  comunicó  el  elegido  al  Primer  Magis- 
trado de  Venezuela  haber  tomado  posesión  de  su 
elevado  cargo,  concebida  en  términos  lisonjeros  para 
las  relaciones  de  los  dos  Estados,  fue  contestada 
oportuna  y convenientemente. 


) 


KE PUBLICA  DE  EL  SALVADOR 


El  día  1?  de  marzo  del  año  último  entró  á Nuevu  presídeme, 
regir  los  destinos  de  El  Salvador  el  señor  Don  Pedro 
José  Escalón,  quien  dió  cuenta  de  tal  suceso  al 
señor  Presidente  de  la  República. 

Motivo  de  singular  complacencia  fue  para  nues- 
tro Primer  Magistrado  el  corresponder  á esa  muestra 
de  sincera  amistad  con  la  expresión  de  sus  de- 
seos por  la  prosperidad  de  la  Nación  Salvadoreña, 
con  la  cual  liemos  llevado  siempre  las  mejores  rela- 
ciones. 
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REPUBLICA  DE  PANAMA 


Reconocimiento  de  la 
República  de  Panamá. 


El  día  3 de  noviembre  del  año  retropróximo 
estalló  en  el  Istmo  de  Panamá  un  movimiento  ar- 
mado, en  consecuencia  del  cual  los  pobladores  de 
la  región  determinaron  separarse  definitivamente  de 
la  República  de  Colombia  y constituirse  en  Estado 
Soberano. 


De  estos  sucesos  fue  impuesto  el  Despacho  de 
Relaciones  Exteriores  por  la  comunicación  á él  di- 
rigida por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de 
esa  República,  comunicación  encaminada  principal- 
mente á solicitar  del  Gobierno  de  Venezuela  el  reco- 
nocimiento del  Estado  á nombre  del  cual  hablaba 
dicho  funcionario. 

Con  fecha  posterior  recibió  el  señor  Presidente 
de  la  República  una  carta  de  los  miembros  de  la 
Junta  de  Gobierno  Provisional  de  dicha  Repúbli- 
ca, en  la  cual  solicitaban,  directamente,  la  medida 
á que  el  Ministro  de.  Relaciones  Exteriores  se  había 
referido  antes.  En  esta  carta,  luego  de  asegurar 
que  las  poblaciones  del  territorio  istmeño  aceptaban 
unánimemente  la  transformación  política  efectuada, 
y que  dentro  de  la  República  de  Panamá  no  existía 
oposición  alguna  á su  establecimiento,  los  miembros 
de  la  Junta  manifestaban  que  el  Gobierno  del  cual 
eran  Directores,  ajustaba  sus  actos  á las  prácticas  de 
las  naciones  civilizadas  y estaba  dispuesto  á cumplir 
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los  tratados  públicos  vigentes  en  Colombia  para  la 
época  de  la  escisión. 

Vista  la  gravedad  del  asunto,  el  Gobierno  había 
retardado  Ja  determinación  que  se  le  pedía,  en  es- 
pera de  hechos  ulteriores  que  viniesen  á aclarar  y 
definir  el  estado  de  cosas  existentes  en  el  Istmo.  Y 
como  quiera  que  ningún  suceso  ostensible  ha  alterado 
hasta  ahora  la  situación  creada  por  los  acontecimien- 
tos de  noviembre,  acontecimientos  que  diez  y ocho 
Naciones  han  considerado  como  suficientes  á determi- 
nar el  reconocimiento  formal  del  Estado  por  ellos 
creado,  el  Ejecutivo  Federal  resolvió,  á su  vez,  á 
nombre  .de  la  República,  entrar  en  relaciones  con 
Panamá. 

Tal  resolución  se  le  comunicó  á la  expresada 
Junta  de  Gobierno  en  la  carta  que,  en  contesta- 
ción á la  suya,  hubo  de  dirigirle  el  Primer  Magis- 
trado. 

En  el  documento  referido  declara  el  Jefe  del 
Ejecutivo  que  la  manifestación  hecha  por  ól  á nombre 
de  Venezuela,  está  fundada,  al  par  de  la  proveniente 
de  los  Gobiernos  de  otros  Estados,  en  los  hechos 
consumados  por  los  naturales  de  Panamá,  tendien- 
tes á poner  de  manifiesto  la  firme  voluntad  que 
tienen  de  ser  y permanecer  libres  ó indepen- 
dientes bajo  la  dirección  de  un  Gobierno  adecuado 
y responsable. 

Para  dar  comienzo  á las  relaciones  que  Vene- 
zuela desea  cultivar  con  el  Estado  recién  consti- 
tuido, propónese  ella  nombrar  funcionarios  Consu- 
lares suyos  que  se  ocupen  en  fomentar  y proteger 
sus  intereses  comerciales  en  la  región,  panameña. 
Existen  razones  para  pensar  que  una  determinación 
idéntica  no  se  hará  esperar  por  parte  del  Gobierno 
de  Panamá. 

En  la  sección  de  documentos  hallaréis  las  Cartas 
de  que  se  ha  hecho  referencia. 
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Congreso  aduanero. 


Congreso inédico  Inter- 
nacional. 


/ 


CONGRESOS  Y ASOCIACIONES 
INTERNACIONALES 

En  el  número  8.877  de  la  Gaceta  Oficial  corre 
publicado  el  informe  remitido  á este  Despacho  por 
el  Representante  de  la  República  en  el  Congreso 
Aduanero  que,  por  recomendación  de  la  Conferencia 
de  México,  se  reunió  en  Nueva  York  en  enero  del 
año  pasado.  Las  resoluciones  dictadas  por  el  refe- 
rido Cuerpo  tienden  á solicitar  de  los  Gobiernos 
Americanos  la  expedición  de  leyes  ó reglamentos 
merced  á los  cuales  el  comercio  internacional  en- 
cuentre las  mayores  facilidades.  Como  en  el  informe 
mencionado  se  precisan  las  diversas  recomendaciones 
hechas  á ese  respecto,  creo  conveniente  referiros  á 
ellas  con  el  objeto  de  que  prestéis  debida  atención  á 
las  cuestiones  que  allí  se  indican,  relacionadas  casi 
todas  con  la  legislación  de  Hacienda. 


* 

* 

En  el  décimo  cuarto  Congreso  Internacional  de 
Medicina,  cuya  primera  reunión  se  celebró  en  Ma- 
drid el  23  de  abril  del  año  ¿interior,  estuvo  represen- 
tada Venezuela  por  dos  reputados  facultativos  nues- 
tros, uno  de  los  cuales  fue  distinguido  por  la  docta 
asamblea  con  los  cargos  de  Secretario  adjunto  de  la 
Sección  de  Medicina  y de  Presidente  de  Honor  de  la 
de  Higiene. 
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Los  trabajos  realizados  por  el  Congreso,  de  alto 
y trascendental  interés  para  la  ciencia,  han  contri- 
buido á evidenciar  una  voz  más  la  conveniencia  de 
esas  reuniones  donde  los  Delegados  de  los  Estados 
so  trasmiten  mutuamente,  para  bien  do  la  humanidad 
y progreso  de  los  conocimientos,  el  resultado  de  sus 
observaciones  y de  sus  experiencias.  En  1906,  según 
determinación  del  Congreso,  celebrará  éste  su  décima 
quinta  reunión  en  la  capital  del  Reino  de  Portugal. 


A la  primera  Asamblea  de  la  Unión  Médica  His-  unWnmídicaHUpano. 

r Americana. 

pano-Americana  asistió  también  Venezuela  por  me- 
dio de  un  representante  'suyo.  La  Unión  en  referen- 
cia, cuyas  bases  echaron  los  Delegados  de  España  y 
de  los  países  Hispano-Americanos  en  el  XIII  Con- 
greso de  Medicina  reunido  en  París  el  año  de  1900^ 
se  propone  estrechar  relaciones  entre  los  hombres 
de  ciencia  de  la  Península  y de  Hispano-Amériea, 
por  aquellos  medios  que,  como  la  unificación  de  la 
enseñanza  médica,  la  recíproca  validez  de  los  títulos 
académicos,  la  uniformidad  de  las  farmacopeas,  la 
formación  de  un  diccionario  tecnológico  común,  el 
canje  de  periódicos  y publicaciones  médicas  y la  crea- 
ción de  premios  y concursos,  sean  capaces  de  con- 
ducir a!  fin  deseado. 

Como  gaje  de  la  armonía  y del  espíritu  de  confra- 
ternidad que  presidió  los  trabajos  de  la  Asamblea,  es 
grato  poner  aquí  constancia  de  la  resolución  dictada 
en  la  sesión  de  clausura  de  dicha  Asamblea,  resolución 
que  dispone  erigir  en  la  capital  de  Venezuela  un  mo- 
numento que  honre  la  memoria'  del  Doctor  Francisco 
Javier  deBalmis,  propagador  de  la  vacuna  en  América. 

Ese  monumento  será  levantado  con  el  concurso  de 
las  Naciones  que  componen  la  Unión  y con  el  de  los 
particulares. 


* 
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Segundo  congreso  médi- 
co Latino-Americano. 


Para  corresponder  á la  cortés  invitación  que  se 
sirvió  hacerle  el  Gobierno  de  la  República  Argén- 
tina,  el  Ejecutivo  Federal  dispuso  últimamente  la 
asistencia  oficial  de  Venezuela  al  segundo  Con- 
greso Médico  Latino-Americano,  que  se  reunirá 
en  Buenos  Aires  en  abril  próximo  venidero.  La  per- 
sona á quien  se  le  encomendó  la  Representación  de  la 
República,  tiene  igualmente  la  del  Colegio  de  Médicos 
de  esta  capital. 


* 


* 


Congreso  científico 
Lat  i no-  Americano. 


El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  se 
ha  servido  invitar  á la  República  a tomar  parte  por 
medio  de  una  Delegación  especial  en  el  tercer  Con- 
greso Científico  Latino-Americano  que  ha  de  reunirse 
en  la  ciudad  de  Río  Janeiro  durante  los  meses  del 
invierno  de  1905.  Conforme  á los  deseos  del  Go- 
bierno invitante,  al  cual  se  le  significó  que  Vene- 
zuela hará  cuanto  le  sea  dable  por  enviar  al  Con- 
greso una  Representación  ud  hoc,  se  le  indicaron  las 
Corporaciones  científicas  del  país,  á las  cuales  se  pu- 
diera enviar  el  programa  que  ofrecía  y de  las  cuales 
fuera  fácil  obtener  el  concurso  necesario  para  los 
trabajos  que  la  asamblea  se  propone  realizar.  - 


*- 

X * 


Otros  congresos  y ex-  Venezuela  ha  sido  también  invitada  á figurar  en 
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el  próximo  Congreso  de  la  Unión  Postal  que  habrá 
de  reunirse  en  la  ciudad  de  Roma  en  abril  de  1905 ; 
en  el  Internacional  de  Ferrocarriles  que  celebrará 
sus  sesiones  en  Washington  en  el  mes  de  mayo  del 
propio  aüo ; y en  el  de  Abogados  y juristas  y en  el 
Americano  de  Tuberculosis  que  se  efectuarán  en  la 
ciudad  de  San  Luis  en  los  meses  de  setiembre  y 
octubre  próximos.  El  Ejecutivo  se  ocupará  en  dis- 
poner, si  posible  fuere,  la  Representación  de  la  Re- 
pública en  dichos  Cuerpos. 

La  situación  por  que  ha  venido  atravezando  el 
país  ha  sido  causa  para  que  él  se  haya  visto  privado 


dol  deseo  de  concurrir  á l;i  Lxposición  Universal 
que  lia  de  celebrarse  en  la  ciudad  de  Lieja  y á la  cual 
rué  cortósmente  invitado  por  el  Gobierno  de  Bélgica 
Por  idéntica  razón,  Venezuela  se  limitará  á enviar  al 
Gran  Certamen  Internacional  de  San  Luis  un  mues- 
trario dolo  que  principalmente  constituye  su  riqueza 
territorial,  sobre  todo  en  el  ramo  de  fibras  y en  lo 
concerniente  á maderas  y sustancias  varias  aplica- 
bles á las  industrias. 
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OFICINAS  INTERNACIONALES 


oñcina^pernunentr  tic  La  primera  Convención  Sanitaria  General  Inter- 
nacional, reunida  en  Washington  á fines  ele  1902  á 
virtud  de  recomendación  emanada  de  la  segunda  Con- 
ferencia Panamericana,  y á la  cual  no  concurrió  Ve- 
nezuela por  imposibilidad  del  momento,  dispúso  la 
fundación  de  una  Oficina  Permanente  de  Sanidad, 
con  asiento  fijo  en  la  capital  de  la  Unión  Americana, 
y destinada  á prestar  servicios  efectivos  á las  Repú- 
blicas del  Continente  en  todo  lo  relativo  á la  salud 
pública  de  las  mismas. 

«.  El  Gobierno  de  Venezuela,  al  cual  se  le  comuni- 

có la  mencionada  determinación  de  la  Asamblea,  re- 
solvió darle  su  aprobación  en  vista  de  las  convenien- 
cias que  dicha  institución  habrá  de  reportar  segura- 
mente á estos  países.  A ese  efecto,  se  hizo  llegar  á 
manos  de  los  Directores  de  aquella  Oficina  la  cuota 
que  la  República  debe  satisfacer  anualmente  para  el 
sostenimiento  de  ella. 

* * 

0fici?Amlars:canasbli'  La  Oficina  de  los  Repúblicas  Americanas  conti- 
núa prestando  señalados  servicios  al  comercio  y á la 
industria  de  (stas  Repúblicas  por  medio  del  Boletín 
que  todos  los  meses  publica  en  varios  idiomas  y en 
el  cual  hallan  siempre  cabida  aquellas  publicaciones 
de  general  interés  y de  útil  y necesaria  información 
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pura  los  extraños.  Actualmente  se  ocupa  la  referida 
oficina  en  preparar  una  nueva  edición  del  Manual 
de  Venezuela,  á cuya  colaboración  ha  contribuido 
el  Gobierno  con  todos  los  datos  ó informes  que  por 
medio  de  nuestra  Legación  en  Washington  se  han 
solicitado  á tal  fin. 


En  la  sesión  extraordinaria  que  el  Consejo  Di- 
rectivo  de  la  dicha  Oficina  celebró  el  2 3 de  mayo  r'carabycr¿“!ónB'IJho 
del  año  anterior,  fue  acogido  el  proyecto  de  cons- 
truir un  edificio  adecuado  y capaz,  que  sirviese  para 
las  reuniones  de  las  diferentes  Juntas  Internacio- 
nales en  que  está  interesada  la  Unión,  y de  asiento 
á la  Biblioteca  Colón,  creada  por  iniciativa  de  la 
Conferencia  Americana  de  México  y cuyo  rápido 
incremento  ha  dejado  satisfechas  las  previsiones 
de  quienes  la  idearon.  Trasmitido  que  fue  ese 
proyecto  por  la  Legación  en  Washington,  el  Go- 
bierno lo  aprobó  desde  luego  y,  en  consecuencia, 
se  hizo  entrega  de  la  cantidad  de  dos  mil  ciento 
setenta  dollars,  treinta  y tres  centavos,  cuota  pro- 
porcional con  la  cual  contribuye  la  República  á 
la  construcción  del  edificio  mencionado,  cuyo  costo 
total  es  de  ciento  veinte  y cinco  mil  dollars. 


La  Oficina  Internacional  de  Bruselas  que  se  0fic r»  a«  Bruselas, 
ocupa  en  la  publicación  de  tarifas  aduaneras  de  las 
naciones  que  la  crearon,  y á cuyo  sostenimiento  viene 
contribuyendo  Venezuela,  continúa  prestando  servi- 
cios de  importancia.  Según  el  informe  correspon- 
diente á los  trabajos  efectuados  desde  1?  de  abril 
de  1902  hasta  31  de  marzo  de  1903,  comunicado  á 
este  Despacho  por  el  intermedio  del  Excelentísimo 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Bélgica, 
la  Oficina  publicó  en  ese  lapso  de  tiempo  17  arance- 
les y 143  suplementos. 
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Al  Ministerio  de  Hacienda  y Crédito  Público  se 
le  han  remitido,  conforme  á la  práctica  seguida  en  el 
particular  y para  que  sean  distribuidos  conveniente- 
mente, los  aranceles  y suplementos  recibidos  por  el 
de  Relaciones  Exteriores. 


DEUDAS  POR  RAZON  DE  TRATADOS 


No  obstante  los  compromisos  urgentes  á que  el 
Gobierno  ba  tenido  necesidad  de  atender  preferente- 
mente en  los  últimos  meses,  no  ba  omitido  él  esfuer- 
zo alguno  en  el  sentido  de  restablecer  el  pago  de  las 
cuotas  periódicas  destinadas  á satisfacer  los  intereses 
de  la  Deuda  Diplomática  circulante  ; y si  á la  fecba 
no  ba  logrado  totalmente  la  realización  de  su  propó- 
sito, fundadamente  es  de  esperar  que  muy  en  breve 
podrá  darse  cabal  cumplimiento  áesta  clase  de  obliga- 
ciones. A la  Legación  de  Francia  se  le  ba  entregado 
mensualmente,  desde  el  15  de  junio  del  año  pasado,  la 
cantidad  de  cincuenta  y cuatro  mil  veinte  y dos  bo- 
lívares sesenta  y un  céntimos,  para  el  pago  de  los 
atrasos  de  la  deuda  y la  continuación  de  su  servicio 
de  intereses  y de  amortización. 

Las  sumas  que  aún  se  adeudaban  por  razón  de 
los  fallos  emanados  de  la  Comisión  Mixta  Ameri- 
cana de  1889-1890  y de  lo  reconocido  en  favor  de  la 
Compañía  de  Trasporte  por  vapor  de  Venezuela,  y 
que  alcanzaban,  junto  con  sus  intereses,  á setenta  y 
seis  mil  seiscientos  sesenta  y un  dollars  treinta  y 
dos  centavos,  fueron  abonadas  totalmente  á la  Le- 
gación de  los  Estados  Unidos  el  día  seis  del  corriente 
mes. 
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Servicio  consular. 


V. 


ASUNTOS  VARIOS 


El  Servicio  Consular  de  la  República  se  lia 
efectuado  con  regularidad  en  el  año  último.  Los  fun- 
cionarios que  ejercen  nuestra  Representación  Con- 
sular en  el  Exterior  prestan  debida  atención  á los 
diversos  ramos  conexionados  con  sus  deberes  oficia- 
les. Con  regularidad  lia  recibido  la  correspondiente 
Dirección  del  Ministerio  los  cuadros  demostrativos 
de  los  emolumentos  cobrados  por  los  Cónsules,  bien 
así  como  numerosos  informes  relacionados  con  asun- 
tos que  interesan  al  desarrollo  de  nuestro  comercio 
_y  de  nuestras  industrias. 

* 

Conforme  lilas  disposiciones  legales,  lian  veuido 
llenándose  todas  las  atribuciones  que  le  incumben  á 
este  Despacho,  tales  como  el  encaminamiento  de 
exhortos,  la  expedición  de  exequátur,  la  legalización 
de  firmas  de  funcionarios  públicos,  el  registro  de 
las  Cartas  de  Nacionalidad. 

* 

* * 

Al  dejar  cumplida  de  este  modo  la  obligación 
que  me  impone  la  Ley  fundamental,  me  es  honroso 
presentar  á los  ciudadanos  Senadores  y Diputados  el 
testimonio  de  mi  respeto. 


Caracas : 20  de  febrero  de  190-f. 
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PROTOCOLO  CON  LOS  ESTADOS  UNIDOS 


Protocolo  de  un  Convouio  entre  el  Plenipotenciario  de  la  República  de  Venezuela  y el  Se- 
cretario do  Estado  de  los  Estados  Unidos  do  América  para  la  sumisión  á arbitraje  do 
todas  las  reclamaciones  pendientes  do  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  do  América 
contra  la  República  de  Venezuela. 


La  República  de  Venezuela  y los  Estados  Unidos  de  América,  por 
medio  de  sus  representantes,  Herbert  W.  Bowen,  Plenipotenciario  de 
la  República  de  Venezuela,  y John  Hay,  Secretario  de  Estado  de  los 
Estados  Unidos  de  América,  lian  convenido  en  el  siguiente  protocolo, 
que  han  Armado  : 

Artículo  I. 

Todas  las  reclamaciones  poseídas  por  ciudadanos  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América  contra  la  República  de  Venezuela,  que  no  hayan  sido 
arregladas  por  la  vía  diplomática  ó por  arbitraje  entre  los  dos  Go- 
biernos, y que  hubieren  sido  presentadas  por  el  Departamento  de  Es- 
tado de  los  Estados  Unidos  ó por  su  Legación  en  Caracas  á la  Co- 
misión abajo  mencionada,  serán  examinadas  y decididas  por  una  Co- 
misión Mixta,  que  celebrará  sus  sesiones  en  Caracas,  } que  se  com- 
pondrá de  dos  miembros,  uno  de  los  cuales  será  nombrado  por  el 
Presidente  de  Venezuela,  y el  otro  por  el  Presidente  de  los  Estados 
Unidos. 

Se  conviene  en  que  un  tercero  en  discordia  podrá  ser  nombrado 
por  la  Reina  de  los  Países  Bajos.  Si  uno  de  dichos  comisionados  ó 
el  tercero  en  discordia  dejare  de  ejercer  sus  funciones,  será  nombrado 
en  el  acto  su  sucesor  del  mismo  modo  que  el  antecesor  de  éste.  Di- 
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clios  comisiouados  y tercero  eu  discordia  deben  ser  nombrados  antes 
del  día  1?  de  mayo  de  1003. 

Los  comisionados  y el  tercero  en  discordia  se  reunirán  eu  la  ciu- 
dad de  Caracas  el  día  primero  de  junio  de  1903.  El  tercero  en  discordia 
presidirá  sus  deliberaciones,  y tendrá  facultad  para  dirimir  cualquier 
cuestión  sobre  la  que  no  puedan  avenirse  los  comisionados.  Antes  de 
empezar  á ejercer  las  funciones  de  su  cargo,  los  comisionados  y el 
tercero  en  discordia  prestarán  solemne  juramento  de  examinar  con 
cuidado,  y de  decidir  i m parcialmente,  con  arreglo  á la  justicia  y á las 
estipulaciones  de  esta  conveución,  todas  las  reclamaciones  que  se  les 
sometieren,  y tales  juramentos  se  asentarán  en  su  libro  de  actas. 
Los  comisionados,  ó en  caso  de  que  éstos  no  puedan  avenirse,  el 
tercero  en  discordia  decidirá  todas  las  reclamaciones  con  arreglo  ab- 
soluto á la  equidad,  sin  reparar  en  objeciones  técnicas,  ni  eu  las  dis- 
posiciones de  la  legislación  local. 

Las  decisiones  de  la  Comisión,  y en  caso  de  su  desavenencia,  las 
del  tercero  en  discordia,  serán  definitivas  y concluyentes.  Se  exten- 
derán por  escrito.  Todas  las  cantidades  falladas  serán  pagaderas  en 
moneda  de  oro  de  los  Estados  Unidos  ó en  su  equivalente  en 
plata. 

Artículo  II. 

Los  comisionados  ó el  tercero  en  discordia,  según  el  caso,  inves- 
tigarán y decidirán  tales  reclamaciones  con  arreglo  únicamente  á las 
pruebas  ó informes  suministrados  por  los  respectivos  Gobiernos,  ó en 
nombre  de  éstos.  Teudrán  obligación  de  recibir  y considerar  todos 
los  documentos  ó exposiciones  escritas  que  les  fueren  presentadas  por 
los  respectivos  Gobiernos,  ó en  su  nombre,  en  apoyo  ó eu  refutación 
de  cualquiera  reclamación,  y de  oir  los  argumentos  orales  ó escritos 
que  hiciere  el  Agente  de  cada  Gobierno  sobre  cada  reclamación.  En 
caso  de  que  dejen  de  avenirse  sus  opiniones  sobre  cualquiera  recla- 
mación, decidirá  el  tercero  eu  discordia. 

Cada  reclamación  se  presentará  formalmente  á los  comisionados 
dentro  de  treinta  días  contados  desde  la  fecha  de  su  primera  reunión, 
á menos  que  los  comisionados  ó el  tercero  en  discordia  prorroguen,  en 
algún  caso,  por  un  término  que  no  exceda  de  tres  meses,  el  período 
concedido  para  presentar  la  reclamación.  Los  comisiouados  teudrán 
obligación  de  examinar  y decidir  todas  las  reclamaciones  dentro  de 
seis  meses  contados  desde  el  día  en  que  hubieren  sido  formalmente 
presentadas  por  primera  vez,  y eu  caso  de  su  desavenencia,  examinará 
y decidirá  el  tercero  en  discordia  dentro  de  un  período  correspon- 
diente contado  desde  la  fecha  de  tal  desavenencia, 


Artículo  III. 


Los  comisionados  y el  tercero  en  discordia  llevarán  un  registro 
exacto  do  todas  sus  deliberaciones  y acuerdos.  Para  ese  objeto,  cada 
comisionado  nombrará  un  Secretario  versado  en  el  idioma  de  cada 
país  para  que  le  ayude  en  el  despacho  do  los  negocios  (pío  pendieren 
ante  la  Comisión.  Salvo  las  estipulaciones  del  presente  Protocolo,  toda 
cuestión  de  procedimiento  se  remitirá  á la  resolución  de  la  Comisión, 
ó en  caso  do  su  desavenencia,  á la  del  tercero  en  discordia. 

Artículo  IV. 

Una  retribución  equitativa  será  pagada  por  las  partes  contratantes 
en  partes  iguales,  á los  comisionados  y al  tercero  en  discordia  por  sus 
servicios  y gastos,  y también  se  satisfarán  de  la  misma  manera,  los 
demás  gastos  del  arbitraje. 

Artículo  V. 

Con  el  lin  de  pagar  el  importe  total  de  las  reclamaciones  que  se 
hayan  de  decidir  de  la  manera  que  queda  dicha,  y otras  reclamaciones 
de  ciudadanos  ó súbditos  de  otros  Estados,  el  Gobierno  de  Venezuela 
reservará,  y no  euagenará  para  ningún  otro  objeto  (empezando  desde 
el  mes  de  marzo  de  1903)  un  treinta  por  ciento,  en  pagos  mensuales, 
de  las  rentas  aduanales  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  y el  dinero 
así  reservado  será  distribuido  con  arreglo  al  fallo  del  Tribunal  de 
La  Haya. 

En  caso  de  que  no  so  cumpla  el  susodicho  convenio,  empleados 
belgas  quedarán  encargados  del  cobro  de  los  derechos  de  Aduana  de 
ambos  puertos,  y los  administrarán  hasta  que  se  hayan  cumplido  las 
obligaciones  del  Gobierno  de  Venezuela,  respecto  de  las  referidas  re- 
clamaciones. La  remisión  al  Tribunal  de  La  Haya  de  la  cuestión  arriba 
expuesta  será  objeto  de  un  Protocolo  separado. 

Artículo  VI. 

Todas  las  sumas  falladas  á favor  de  ciudadanos  de  los  Estados 
Unidos,  que  no  se  hayan  satisfecho,  serán  pagadas  con  puntualidad, 
conforme  á las  disposiciones  de  los  respectivos  fallos. 

Washington,  D.  C.  17  de  febrero  de  1903. 

Herbert  W.  Bowen.  (sello.) 


John  Hay.  (sello.) 
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PROTOCOLO  CON  MÉXICO 


Protocolo  do  Convenio  entre  el  Plenipotenciario  de  la  Pepúbliea  de  Venezuela  y el  Emba- 
jador de  México  en  los  Estados  Unidos  do  América,  para  someter  á arbitramento  todas 
las  reclamaciones  pendientes  do  ciudadanos  mexicanos  contra  la  República  do  ¿Vene- 
zuela. 

La  República  de  Venezuela  y los  Estados  Unidos  Mexicanos,  por 
medio  de  sus  Representantes,  Herbert  W.  Bowen,  Plenipotenciario  de 
la  República  de  Venezuela,  y Manuel  de  Azpíroz,  Embajador  de  los 
Estados  Unidos  de  México,  lian  convenido  y firmado  el  siguiente  pro- 
tocolo : 


Artículo  I. 

Podas  las  reclamaciones  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  de  Méxi- 
co contra  la  República  de  Venezuela  que  no  hayan  sido  resueltas  por  la  vía 
diplomática  ó por  arbitramento  cutre  los  dos  Gobiernos,  y que  sean 
presentadas  á la  Comisión  (pie  se  designa  en  seguida,  por  el  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores  de  México  ó en  su  nombre  por  su  Agencia 
en  Caracas,  serán  examinadas  y resueltas  por  una  comisión  mixta  que 
se  establecerá  en  Caracas  y se  compondrá  de  dos  miembros,  uno  de 
los  cuales  será  nombrado  por  el  Presidente  de  Venezuela,  y el  otro 
por  el  Presidente  de  los  Estados  Uuidos  Mexicanos. 

Se  conviene  en  que  un  tercero  en  discordia  será  nombrado  por 
su  Majestad  el  Rey  de  España.  Si  cualquiera  de  estos  comisionados 
ó el  tercero,  faltare,  ó cesare  de  funcionar,  su  sucesor  será  inmedia- 
tamente nombrado  de  idéntica  manera  que  lo  fue  su  predecesor.  Dichos 
comisionados  y el  tercero  deberán  estar  nombrados  antes  del  1?  de  mayo 
de  1903. 

Los  Comisionados  y el  tercero  se  reunirán  en  la  ciudad  de  Caracas 
el  día  1?  de  junio  de  1903.  El  tercero  presidirá  las  deliberaciones  de 
la  Comisión  y será  competente  para  resolver  cualquier  punto  sobre 
el  que  los  comisionados  no  estuvieren  de  acuerdo.  Antes  de  entrar 
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cu  las  funciones  do  su  encargo,  los  comisionados  y el  tercero  |>i  os- 
laren juramento  ó protesta  solemne  de  examinar  cuidadosamente  y 
resolver  con  imparcialidad  conformo  á justicia  y á las  prevenciones 
de  este  convenio,  todas  las  reclamaciones  que  les  fueron  sometidas,  y 
tal  juramento  ó protesta  se  liará  constar  en  las  actas  de  sus  procedi- 
mientos. Los  comisionados,  ó en  caso  de  su  desacuerdo,  el  tercero, 
resolverán  todas  las  reclamaciones  sobre  la  base  de  una  equidad  ab- 
soluta, sin  consideración  á objeciones  de  carácter  tócnico  ó á las  dispo- 
siciones do  la  legislación  local. 

Las  decisiones  de  la  Comisión,  y en  el  caso  de  desacuerdo,  las 
del  tercero,  serán  definitivas  y concluyentes.  Se  darán  por  escrito. 
El  importe  do  todas  las  sentencias  será  pagadero  en  oro  de  los  Estados 
Unidos,  ó en  su  equivalente  en  plata. 

• Artículo  II. 

Los  Comisionados,  ó el  tercero  en  su  caso,  examinarán  y resolverán 
diebas  reclamaciones  atendiendo  solamente  á las  pruebas  ó informacio- 
nes que  les  sean  suministradas  por  los  Gobiernos  respectivos  ó en  su 
nombre.  Estarán  obligados  á recibir  y considerar  todos  los  documentos 
ó declaraciones  escritas  que  les  sean  presentados  por  los  Gobiernos 
respectivos  ó en  su  nombre,  para  apoyar  ó contestar  cualquiera  re- 
clamación, y oirán  los  alegatos  verbales  ó escritos  que  haga  el  Agente 
de  uno  y otro  Gobierno  sobre  cada  reclamación.  En  caso  de  discordia 
entre  los  Comisionados  respecto  á cualquiera  reclamación  específica, 
decidirá  el  tercero. 

Cada  reclamación  deberá  presentarse  en  forma  á los  Comisionados 
dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  su  primera  junta,  á menos 
que  los  Comisionados  ó el  tercero  en  cualquier  caso,  prorroguen  basta 
por  tres  meses  y no  más  el  término  fijado  para  presentar  la  recla- 
mación. Los  Comisionados  estarán  obligados  á examinar  y resolver 
cada  reclamación  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  al  día  de  su 
primera  presentación  en  forma,  y,  en  el  evento  de  su  desacuerdo,  el 
tercero  la  examinará  y resolverá  dentro  de  otros  seis  meses  á contar 
desde  la  fecha  de  tal  desacuerdo. 

Artículo  III. 

Los  Comisionados  y el  tercero  llevarán  un  libro  en  el  que  liarán 
constar  minuciosamente  sus  procedimientos.  Para  este  fin,  cada  comi- 
sionado nombrará  un  Secretario  para  que  lo  ayude  en  el  despacho  de 
las  labores  de  la  Comisión.  Con  excepción  de  lo  que  aquí  se  ha  es- 
tipulado, tada  cuestión  concerniente  al  procedimiento  será  resuelta  por 
la  Comisión,  ó en  el  caso  de  su  desacuerdo,  por  el  tercero. 
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Artículo  IV. 

Cada  una  de  las  partos  contratantes  pagará  por  mitad  una  re- 
muneración razonable  á los  Comisionados  y al  tercero  por  sus  servicios 
y gastos,  y las  demás  expensas  de  diclio  arbitramento. 

Artículo  V. 

Para  el  pago  del  total  monto  do  las  reclamaciones  que  se  decidan 
como  queda  dicho,  y de  otras  reclamaciones  de  ciudadanos  ó súbditos 
de  otras  Naciones,  el  Gobierno  de  Venezuela  apartará  con  este  fin, — 
y no  consignará  para  ningún  otro  objeto, — comenzando  desde  el  mes 
de  marzo  de  1903,  el  treinta  por  ciento  de  la  recaudación  mensual 
por  derechos  aduanales  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  y las  canti- 
dades así  apartadas  serán  divididas  y distribuidas  de  conformidad  con 
lo  (pie  decida  el  Tribunal  de  La  i laya. 

En  el  caso  de  que  no  se  cumpla  este  arreglo,  serán  encargados 
de  las  Aduanas  de  ambos  puertos,  empleados  belgas,  quienes  las  ad- 
ministrarán hasta  que  las  obligaciones  del  Gobierno  de  Venezuela  res- 
pecto á dichas  reclamaciones  hayan  quedado  cumplidas.  La  remisión 
al  Tribunal  de  La  Haya  de  la  cuestión  arriba  indicada  será  asunto  de 
un  Protocolo  especial. 

Artículo  VI. 

Queda  entendido  que,  si  antes  del  1?  de  junio  de  1903,  las  recla- 
maciones de  México  arriba  mencionadas  son  transigidas  por  arreglo 
entre  los  reclamantes  y el  Gobierno  de  Venezuela  ó decididas  á favor 
de  dichos  reclamantes  por  la  Alta  Corte  de  Venezuela,  las  mismas 
reclamaciones  no  serán  sometidas  al  arbitraje  prevenido  en  los  artículos 
precedentes. 

En  todo  caso,  la  suma  determinada  por  transacción,  por  sentencia 
ó por  laudo  será  pagada  conforme  á los  términos  estipulados  en  el 
artículo  V de  este  Protocolo. 

Hecho  en  Washington,  D.  C.,  hoy  20  de  febrero  de  1903. 

Herbert  W.  Bowen. 


Manuel  de  Azpíroz. 


ÍKXJIJM  RNTOS 
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PROTOCOLO  CON  FRANGÍA 


Protocolo  cutre  los  Estados  Unidos  do  Venezuela  y la  República  Fraucesa  para  el  arreglo 
do  reclamaciones  contra  Venezuela. 

Los  suscritos,  Iíerberfc  W.  Bowen,  Plenipotenciario  de  la  República 
de  Venezuela,  y J.  J.  Jusseraml,  Embajador  de  la  República  Fran- 
cesa en  Washington,  debidamente  autorizados  por  sus  Gobiernos  res- 
pectivos, lian  convenido  en  los  términos  del  siguiente  Protocolo  y lian 
puesto  en  él  sus  firmas  : 

Artículo  I. 

Todas  las  reclamaciones  francesas  contra  la  República  de  Vene- 
zuela, que  no  han  sido  arregladas  por  convenio  diplomático  é>  por  ar- 
bitraje entre  los  dos  Gobiernos,  serán  presentadas  por  el  Ministerio 
Francés  de  Negocios  Extranjeros  ó por  la  Legación  de  Francia  en 
Caracas  á una  Comisión  Mixta  que  se  reunirá  en  Caracas,  la  cual 
examinará  y arreglará  esas  reclamaciones  y se  compondrá  de  dos  miem- 
bros, uno  nombrado  por  el  Presidente  de  Venezuela  y el  otro  por  el 
Presidente  de  la  República  Francesa. 

Conviénese  en  que  á S.  M.  la  Reina  de  los  Países  Bajos  se  le 
pedirá  la  designación  de  un  tercero  en  discordia.  Si  uno  de  los  dos 
Comisarios  ó el  tercero  en  discordia  llegare  á hallarse  impedido  para 
cumplir  sus  funciones  ó las  renunciare,  su  sucesor  será  designado  in- 
mediatamente y de  la  misma  manera  que  él  lo  hubiere  sido.  Dichos 
Comisarios  y el  tercero  en  discordia  deberán  ser  nombrados  antes  del 
19  de  mayo  do  1903. 

Los  Comisarios  y el  tercero  en  discordia  se  reunirán  en  la  ciudad 
de  Caracas  el  19  de  junio  de  1903.  El  tercero  en  discordia  presidirá 
sus  deliberaciones  y tendrá  competencia  para  zanjar  cualquier  cuestión 
respecto  de  la  cual  estuvieren  en  desacuerdo  los  Comisarios.  Antes  de 
entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  prestarán  los  Comisarios  y el 
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tercero  en  discordia  juramento  solemne  de  examinar  con  cuidado  y 
de  arreglar  con  imparcialidad,  según  la  justicia  y las  estipulaciones  de 
la  presente  convención,  todas  las  reclamaciones  que  les  fueren  presen- 
tadas, y la  prestación  de  estos  juramentos  se  consignará  en  las  actas  de 
sus  trabajos.  Los  Comisarios,  ó,  en*caso  de  hallarse  éstos  en  desacuerdo, 
el  tercero  en  discordia,  ajustarán  todas  las  reclamaciones  sobre  la  base 
de  la  equidad  absoluta,  sin  atender  á las  objeciones  de  naturaleza  téc- 
nica ni  á las  disposiciones  de  la  legislación  local. 

Las  decisiones  de  los  Comisarios  y,  en  los  casos  en  que  éstos  no 
lleguen  á un  acuerdo,  las  del  tercero  en  discordia  serán  definitivas  é 
irrevocables.  Se  formularán  por  escrito.  Todas  las  atribuciones  de  in- 
demnizaciones serán  pagaderas  en  moneda  de  oro  de  Francia  ó en  sn 
equivalente  en  plata. 

Artículo  II. 

Los  Comisarios  ó el  tercero  en  discordia,  según  los  casos,  exami- 
narán y arreglarán  las  dichas  reclamaciones  con  arreglo  exclusivamente 
á las  pruebas  ó informes  suministrados  por  los  Gobiernos  respectivos 
ó en  nombre  de  éllos.  Estarán  obligados  á recibir  y examinar  cua- 
lesquiera documentos  ó declaraciones  escritas  que  les  fueren  presen- 
tados por  los  Gobiernos  respectivos  ó en  nombre  de  éllos  en  apoyo 
de  cualquier  reclamación  ó en  respuesta  á ella,  y á oír  ó leer  cual- 
quier demostración  orat  ó escrita  hecha  por  el  Agente  de  cada  Go- 
bierno respecto  de  cada  reclamación.  En  caso  de  no  ponerse  éllos 
de  acuerdo  sobre  tal  ó cual  reclamación,  decidirá  el  tercero  en  dis- 
cordia. 

Cada  reclamación  será  presentada  oficialmente  á los  Comisarios  en 
un  plazo  de  treinta  días  contados  desde  el  día  de  su  primera  reu- 
nión, á menos  que  los  Comisarios  ó el  tercero  en  discordia  prorroguen, 
para  alguna  de  ellas,  el  plazo  de  presentación  de  la  reclamación.  Este 
nuevo  plazo  no  podrá  exceder  de  tres  meses.  Los  Comisarios  estarán 
obligados  á examinar  y arreglar  cada  reclamación  dentro  de  un  plazo 
de  seis  meses  contados  desde  el  día  de  su  primera  presentación  oficial, 
y,  en  caso  de  que  no  estuvieren-de  acuerdo,  el  tercero  en  discordia 
examinará  y decidirá,  dentro  de  un  plazo  igual,  contado  desde  la  fecha 
del  desacuerdo. 

Artículo  III. 

Los  Comisarios  y el  tercero  en  discordia  llevarán  registros  exac- 
tos de  sus  trabajos.  A ese  efecto,  los  Comisarios  designarán  cada  uno 
un  Secretario  versado  en  la  lengua  dq  los  dos  países  y encargado  de 
ayudarlos  en  los  trabajos  de  la  Comisión.  Aparte  las  reglas  aquí 


DOCUMENTOS 


indicadas,  todas  las  cuestiones  do  procedimiento  se  dejarán  á la  de- 
cisión do  la  Oomisión,  ó,  en  caso  de  desacuerdo,  á la  del  tercero  en 
discordia. 

Artículo  IV. 

Los  Comisarios  y el  tercero  en  discordia  recibirán  por  sus  servi- 
cios y gastos  una  compensación  razonable  que,  como  los  otros  gastos 
de  dicho  arbitraje,  será  pagadora  por  mitad  por  las  partes  contra- 
tantes. 

Artículo  V. 

A fin  de  poder  pagar  la  cantidad  total  de  las  reclamaciones  (pie 
deben  arreglarse  como  queda  dicho  más  arriba  y la  de  las  otras  re- 
clamaciones de  ciudadanos  ó súbditos  de  otras  naciones,  el  Gobierno 
de  Venezuela  apartará,  al  efecto,  desde  el  1?  de  marzo  de  1903,  por 
pagos  mensuales,  y no  lo  afectará  á ningún  otro  objeto,  el  treinta  por 
ciento  de  las  entradas  de  las  Aduanas  de  La  Guaira  y Puerto  Ca- 
bello, y las  sumas  así  apartadas  serán  divididas  y distribuidas  conformo 
á la  decisión  del  Tribunal  de  La  Haya. 

Caso  de  que  el  arreglo  precedente  no  llegue  á ejecutarse,  se  en- 
cargará de  las  Aduanas  de  los  dos  Puertos  á funcionarios  belgas  que 
las  administrarán  hasta  que  el  Gobierno  de  Venezuela  haya  cumplido 
los  compromisos  resultantes  para  él  de  las  reclamaciones  susodichas. 

El  sometimiento  al  Tribunal  de  La  Haya  de  la  cuestión  supra- 
indicada  será  objeto  de  protocolo  separado. 

* 

Artículo  VI. 

Todas  las  atribuciones  de  indemnizaciones  ya  arregladas  en  favor" 
de  Francia  y no  pagadas  por  entero  todavía  se  saldaráu  prontamente 
conforme  á los  términos  de  cada  decisión. 

Hecho  en  Washington  por  duplicado  en  lengua  inglesa  y lengua 
francesa,  el  27  de  febrero  de  1903. 


(L.  S).  Jusserand. 


(L.  S).  Herbert  W.  Botven. 
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PROTOCOLO  CON  HOLANDA 


Protocolo  ilo  un  Convenio  entre  el  Plenipotenciario  do  Venezuela  y el  Plenipotenciario  do 
Su  Majestad  la  Reina  de  los  Países  Bajos  para  el  sometimiento  á arbitraje  y para  el 
pago  de  todas  las  -xeclamacionea  no  arregladas  del  Gobierno  y súbditos  dolos  Países  Bajos 
contra  la  República  de  Venezuela. 


El  Presidente  de  la  República  de  Venezuela  y Su  Majestad  la  Rei- 
na de  los  Países  Bajos,  juzgando  conveniente  ajustar  el  protocolo  su- 
pramencionado,  han  nombrado  con  ese  lin  por  sus  Plenipotenciarios: 

El  Presidente  de  Venezuela  á Herbert  W.  Bowen,  y Su  Majestad 
la  Reina  de  los  Países  Bajos  al  Barón  W.  A.  F.  Gevers,  quienes,  des- 
pués de  haberse  comunicado  sus  respectivos  Plenos  Poderes,  hallados 
en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  el  siguiente  Protocolo,  que 
han  firmado: 

Artículo  I. 

Todas  las  reclamaciones  poseídas  por  el  Gobierno  ó los  ciudada- 
nos de  los  Países  Bajos  contra  la  República  de  Venezuela  que  no  han 
sido  arregladas  por  convenio  diplomático  ó por  arbitraje  entre  los  dos 
Gobiernos  y que  se  hayan  presentado  á la  Comisión  aquí  más  ade- 
lante nombrada,  por  el  Departamento  de  Negocios  Extranjeros  de  La 
Haya  ó por  la  Legación  de  Su  Majestad  en  Caracas  serán  examinadas 
por  una  Comisión  que  se  reunirá  en  Caracas  y constará  de  dos  miem- 
bros, uno  de  los  cuales  habrá  de  ser  nombrado  por  el  Presidente  de 
Venezuela  y otro  por  Su  Majestad  la  Reina  de  los  Países  Bajos. 

Couviénese  en  que  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica podrá  nombrar  un  tercero  en  discordia. 

Si  cualquiera  de  dichos  comisarios  ó el  tercero  en  discordia  deja- 
re ó cesare  de  actuar,  su  sucesor  será  nombrado  inmediatamente  de 
la  misma  manera  que  su  predecesor.  Dichos  comisarios  y tercero  en 
discordia  habrán  de  nombrarse  antes  del  día  19  de  mayo  de  1903. 
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Los  comisarios  y el  tercero  011  discordia  se  reunirán  en  la  ciudad  de 
Caracas  el  día  IV  de  junio  do  I U(K5.  El  tercero  en  discordia  presi- 
dirá sus  deliberaciones  y será  competente  para  decidir  cualquier  cues- 
tión en  (pie  no  estén  de  acuerdo  los  comisarios.  Antes  do  asumir  las 
funciones  de  su  cargo  los  comisarios  y el  tercero  en  discordia  presta- 
rán jnrajnonto  solemne  ó promesa  solemne  de  examinar  y decidir  ¡m- 
parcialmento  conforme  á justicia  y á las  estipulaciones  de  esta  con- 
vención todas  las  reclamaciones  á ellos  sometidas,  y tales  juramentos 
ó promesas  se  harán  constar  en  el  registro  do  sus  trabajos.  Los  co- 
misarios, ó,  en  caso  de  desacuerdo,  el  tercero  en  discordia,  decidirán 
todas  las  reclamaciones  sobre  una  base  de  absoluta  equidad,  sin  aten- 
der á objeciones  de  naturaleza  técnica  ni  á las  disposiciones  de  la  le- 
gislación local. 

Las  decisioues  de  la  Comisión  y,  en  el  evento  de  su  desacuerdo, 
las  del  tercero  en  discordia  serán  definitivas  y concluyentes.  Serán  por 
escrito.  Todos  los  fallos  so  liarán  pagaderos  en  oro  do  los  Estados 
Unidos  ó su  equivalente  en  plata. 

Artículo  JI. 

Los  comisarios  ó el  tercero  en  discordia,  según  el  caso,  investi- 
garán y decidirán,  dichas  reclamaciones  sólo  conforme  á las  pruebas  ó 
informes  que  sean  suministrados,  por  los  Gobiernos  respectivos  ó 
en  su  nombre.  Estarán  obligados  á recibir  y considerar  todos  los  do- 
cumentos ó exposiciones  escritas  que  les  fueren  presentados  por  los 
respectivos  Gobiernos  ó en  su  Hombreen  apoyado  cualquier  reclama- 
ción ó en  respuesta  á ella,  y á oir  argumentos  orales  ó escritos  hechos 
por  el  Agente  de  cada  Gobierno  respecto  de  cada  reclamación.  E11 
caso  de  que  no  se  pongan  de  acuerdo  sobre  cualquier  reclamación 
individual,  decidirá  el  tercero  en  discordia. 

Toda  reclamación  será  presentada  formalmente  á los  comisarios 
dentro  de  treinta  días  contados  desde  el  día  de  su  primera  reunión, 
á menos  que  los  comisarios,  ó el  tercero  en  discordia,  en  cualquier 
caso,  prorroguen  el  plazo  para  la  presentación  de  la  reclamación  por 
un  tiempo  que  no  exceda  de  tres  meses.  Los  comisarios  estarán  obli- 
gados á examinar  y decidir  toda  reclamación  dentro  de  seis  meses 
contados  desde  el  día  de  su  primera  presentación  formal,  y en  caso 
de  desacuerdo,  el  tercero  examinará  y decidirá  dentro  de  un  plazo  co- 
rrespondiente contado  desde  la  fecha  do  tal  desacuerdo. 

Artículo  II T. 

Los  comisarios  y el  tercero  en  discordia  llevarán  un  registro  exacto 
de  sus- actos.  Con  ese  _ fin,  cada  comisario  nombrará  un  Secretario  ver- 
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sacio  en  la  lengua  de  ambos  países  para  que.  los  ayude  en  el  desem- 
peño de  los  negocios  de  la  Comisión.  Excepto  lo  aquí  estipulado,  todas 
las  cuestiones  de  procedimiento  quedarán  á la  determinación  de  la 
comisión,  ó,  en  caso  de  desacuerdo,  á la  del  tercero  en  discordia. 

Artículo  IV. 

La  compensación  razonable  de  los  Comisarios  por  sus  servicios  y 
gastos  y los  otros  gastos  de  dicho  arbitraje  habrán  de  ser  pagados 
por  partes  iguales  por  las  partes  contratantes. 

Artículo  V. 

Para  pagar  la  cantidad  total  de  las  reclamaciones  que  han  de  de- 
cidirse como  queda  dicho,  y las  otras  reclamaciones  de  ciudadanos  ó 
súbditos  de  otras  naciones  el  Gobierno  de  Venezuela  apartará  con  este 
íiu,  y no  lo  enajenará  para  otro  fin,  empezando  con  el  mes  de  marzo 
de  1903,  el  treinta  por  ciento,  por  pagos  mensuales,  de  las  rentas 
aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  y los  pagos  así  apartados 
se  dividirán  y distribuirán  con  arreglo  á la  decisión  del  Tribunal  de 
La  Haya. 

En  caso  de  que  no  se  lleve  á efecto  el  precedente  convenio,  se 
encargará  á funcionarios  belgas  de  las  aduanas  de  los  dos  puertos,  los 
cuales  las  administrarán  hasta  que  hayan  sido  satisfechos  los  compro- 
misos del  Gobierno  de  Venezuela  respecto  de  las  reclamaciones  supra- 
dichas.  El  sometimiento  de  la  cuestión  supraindicada  al  Tribunal  de 
La  Haya  será  asunto  de  protocolo  separado. 

Artículo  VI 

Todos  los  fallos  existentes  y no  satisfechos  en  favor  de  los  Países 
Bajos  ó de  ciudadanos  neerlandeses  serán  pagados  prontamente  según 
los  términos  de  los  respectivos  fallos. 

Washington : D.  C.,  28  de  febrero  de  1903. 

. - , (L.  S).  -Heebeet  W.  Bowen. 

(L.  S).  Gevers. 


PROTOCOLO  CON  RL LOICA 


Protocolo  do  convenio  entre  el  Plenipotenciario  de  Venezuela  y el  Plenipotenciario  «le  Su 
Majestad  el  Roy  do  los  Belgas  para  el  sometimiento  á arbitraje  y para  el  pago  fio  todas  las 
reclamaciones  no  arregladas  del  Gobierno  y súbditos  de  Bélgica  contra  la  República  de 
Venezuela. 


El  Presidente  de  la  República  de  Venezuela  y Su  Majestad  el  Rey 
de  los  Belgas,  juzgando  conveniente  celebrar  el  Protocolo  supramencio- 
nado,  han  nombrado  al  efecto  por  sus  Plenipotenciarios: 

El  Presidente  de  Venezuela:  á Herbert  W.  Bowen,  Su  Majestad  el 
Rey  de  los  Belgas:  al  Barón  Monclieur,  quienes,  habiéndose  comunicado 
sus  plenos  poderes,  hallados  en  buena  y debida  forma,  han  convenido 
en  el  siguiente  Protocolo,  que  han  firmado  : 

Artículo  L 

Todas  las  reclamaciones  belgas  contra  la  República  de  Venezuela 
que  no  hayan  sido  arregladas  por  convenio  diplomático  ó por  arbi- 
traje entre  los  dos  Gobiernos  y que  hayan  sido  presentadas  á la  Co- 
misión más  adelante  nombrada  por  el  Gobierno  Belga  ó por  la  Le- 
gación Belga  en  Caracas,  serán  examinadas  y decididas  por  una  Co- 
misión Mixta  que  se  reunirá  en  Caracas  y constará  de  dos  miembros, 
uno  de  los  cuales  habrá  de  ser  nombrado  por  el  Presidente  de  Ve- 
nezuela y otro  por  Su  Majestad  el  Rey  de  los  Belgas. 

Conviénese  en  que  la  Reina  de  los  Países  Bajos  podrá  nombrar 
un  tercero  en  discordia. 

Si  alguno  de  dichos  Comisarios  ó el  tercero  en  discordia  dejare 
ó cesare  de  actuar,  su  sucesor  será  nombrado  inmediatamente  de  la 
misma  manera  que  su  predecesor.  Dichos  Comisarios  y tercero  en  dis- 
cordia habrán  de  ser  nombrados  antes  del  día  1?  de  mayo  de  1903. 

Los  Comisarios  y el  tercero  en  discordia  se  reunirán  en  la  ciudad 
de  Caracas  el  día  1?  de  junio  de  1903.  El  tercero  en  discordia  pre- 
sidirá sus  deliberaciones  y será  competente  para  decidir  cualquier  cues- 
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tión  respecto  de  la  cual  no  estén  de  acuerdo  los  Comisarios*.  Antes 
de  asumir  las  funciones  de  su  cargo  los  Comisarios  y el  tercero  en 
discordia  prestarán  juramento  solemne  de  examinar  'Cuidadosamente  y 
decidir  imparcial  mente,  conforme  á justicia  y á las  estipulaciones  de 
este  convenio,  todas  las  reclamaciones  á ellos  sometidas,  y tales  ju- 
ramentos se  anotarán  en  los  registros  de  sus  actos.  Los  Comisarios, 
é>,  en  caso  de  su  desacuerdo,  el  tercero  en  discordia,  decidirán  todas 
las  reclamaciones  sobre  una  base  de  absoluta  equidad  sin  atender  á 
objeciones  de  naturaleza  técnica,  ni  á las  disposiciones  de  la  legisla- 
ción local. 

Las  decisiones  de  la  Comisión  y,  en  el  evento  de  su  desacuerdo, 
las  del  tercero  en  discordia  serán  definitivas  y concluyentes.  Serán 
por  escrito.  Todos  los  fallos  se  liarán  pagaderos  en  oro  belga  ó su 
equivalente  en  plata. 

Artículo  Ií. 

Los  Comisarios  ó el  tercero  en  discordia,  según  el  caso,  investi- 
garán y decidirán  dichas  reclamaciones  sólo  conforme  á las  pruebas 
ó informes  suministrados  por  los  respectivos  Gobiernos  A en  su  nom- 
bre.  Estarán  obligados  á recibir  y considerar  todos  los  documentos 
ó exposiciones  escritos  que  les  fueren  presentados  por  los  respectivos 
Gobiernos  en  apoyo  de  cualquier  reclamación  ó en  respuesta  á ella, 
y á oir  argumentos  orales  ó escritos  hechos  por  el  Agente  de  cada 
Gobierno  respecto  de  cada  reclamación.  Caso  de  que  no  concurran 
en  opinión  sobre  cualquier  reclamación  individual,  el  tercero  en  dis- 
cordia decidirá. 

Toda  reclamación  será  formalmente  presentada  á los  Comisarios 
dentro  de  treinta  días  contados  desde  el  de  su  primera  reunión,  á 
menos  (pie  los  Comisarios  ó el  tercero  en  discordia  en  cualquier  caso 
prorroguen  el  plazo  para  la  presentación  de  la  reclamación  por  un 
tiempo  que  no  exceda  de  tres  meses.  Los  Comisarios  estarán  obli- 
gados á examinar  y decidir  cada'  reclamación  dentro  de  seis  meses 
contados  desde  el  día  de  su  primera  presentación  formal,  y en  caso 
de  desacuerdo,  el  tercero  en  discordia  examinará  y decidirá  dentro  de 
un  plazo  correspondiente  contado  desde  la  fecha  de  tal  desacuerdo. 

Artículo  1 1 i . 

Los  Comisarios  y el  tercero  eiyliscordia  llevarán  un  registro -exacto 
de  sus  actos.  Con  eso  fin  cada  Comisario  nombrará  un  Secretario 
versado  en  la  lengua  de  ambos  países  para  (pie  los  ayude  en  el  de- 
sempeño de  los  negocios  de  la  Comisan. 
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Excepto  lo  aquí  estipulado  todas  las  cuestioiieH  do  procedimiento 
quedarán  á la  determinación  do  la  Oomisión,  ó,  cu  caso  de  desacuerdo, 
n la  del  tercero  en  discordia. 


Artículo  IV. 

La  compensación  razonable  de  los  Comisarios  y del  tercero  en 
discordia  por  sus  servicios  y gastos  y los  otros  gastos  de  dicho  ar- 
bitraje habrán  de  ser  pagados  por  partes  iguales  por  las  partes  con- 
tratantes. 


Artículo  V. 

Para  pagar  la  cantidad  total  de  las  reclamaciones  que  han  de 
decidirse  como  queda  dicho  y otras  reclamaciones  de  ciudadanos  ó 
súbditos  de  otras  naciones,  el  Gobierno  de  Venezuela  apartara  con 
este  fin,  y no  lo  en  agen  ara  para  otro  fin,  empezando  con  el  mes  de 
marzo  do  1903,  el  treinta  por  ciento,  por  pagos  mensuales,  de  las  ren- 
tas aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  y los  pagos  así  apar- 
tados serán  divididos  y distribuidos  con  arreglo  á la  decisión  de] 
Tribunal  de  La  Haya. 

En  caso  de  que  deje  de  llevarse  á efecto  el  precedente  convenio, 
se  eucargará  á funcionarios  belgas  de  las  Aduanas  de  los  dos  puertos, 
los  cuales  las  administrarán  hasta  (pie  hayan  sido  satisfechos  los  com- 
promisos del  Gobierno  Venezolano  respecto  de  las  reclamaciones  men- 
cionadas. El  sometimiento  de  la  cuestión  supraindicada  al  Tribunal  de 
La  Haya  será  asunto  de  Protocolo  separado. 

Artículo  VI. 

Todos  los  fallos  existentes  y no  satisfechos  en  favor  de  Bélgica 
serán  pagados  prontamente  conforme  á los  términos  de  los  respectivos 
fallos  ó couforme  á cualquiera  nuevo  arreglo  que  el  Gobierno  de  Ve- 
nezuela pueda  hacer  de  conformidad  con  el  artículo  VI  del  Protocolo 
firmado  el  13  de  febrero  de  1903  por  el  señor  Herbert  W.  Bowen  y 
Sir  Michael  II.  Herbert. 

Hecho  en  Washigton,  D.  O.,  á los  siete  días  de  marzo  de  1903. 

(L.  S.)  Herbert  W.  Bowen. 

(L.  S.)  Bn.  Moncheür. 
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PROTOCOLO  CON  SUECIA  Y NORUEGA 


Protocolo  de  un  convenio  entre  el  Plenipotenciario  de  la  República  de  Venezuela  y el 
Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  de  Suecia  y Noruega  en  'Washing- 
ton para  el  sometimiento  á arbitraje  do  todas  las  reclamaciones  no  arregladas  de  ciu- 
dadanos de  Suecia  y Noruega  contra  la  República  de  Venezuela. 


La  República  de  Venezuela  y Suecia  y Noruega,  por  medio  de 
sus  representantes/  Herbert  W.  Bowen,  Plenipotenciario  de  la  República 
de  Venezuela,  y A.  Grip,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipoten- 
ciario de  Suecia  y Noruega  en  Washington,  han  convenido  en  el  si- 
guiente Protocolo,  el  cual  han  firmado: 

¡ Artículo  I. 

Todas  las  reclamaciones  poseídas  por  ciudadanos  de  Suecia  y No- 
ruega contra  la  República  de  Venezuela  (pie  no  se  han  arreglado  por 
convenio  diplomático  ó por  arbitramento  entre  los  Gobiernos,  y que  se 
hayan  presentado  á la  Comisión  más  adelante  nombrada  por  el  Cónsul 
General  de  Suecia  y Noruega  en  Caracas,  serán  examinadas  y deci- 
didas por  una  Comisión  Mixta,  que  se  reunirá  en  Caracas,  y que  cons- 
tará de  dos  miembros,  uno  de  los  cuales  habrá  de  ser  nombrado  por 
el  Presidente  de  Venezuela  y el  otro  por  Su  Majestad  el  Rey  de  Suecia 
y Noruega. 

Conviénese  en  (pie  podrá  nombrarse  un  tercero  en  discordia  por 
Su  Majestad  el  Rey  de  España.  Si  cualquiera  de  dichos  comisarios 
ó el  tercero  en  discordia  dejare  ó cesare  de  actuar,  su  sucesor  será 
nombrado  inmediatamente,  de  la  misma  manera  que  su  predecesor.  Di- 
chos comisarios  y tercero  en  discordia  habrán  de  nombrarse  antes  del 
día  1?  de  mayo  de  1903. 

Los  comisarios  y el  tercero  en  discordia  se  reunirán  en  la  ciudad  de  Ca- 
racas el  día  1"  de  junio  de  1903.  El  tercero  en  discordia  presidirá  sus  de- 
liberaciones y será  competente  para  decidir  cualquier  cuestión  sobre  que 
no  estén  de  acuerdo  los  comisarios. 
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Antes  do  asumir  las  funciones  de  sil  cargo,  prestarán  los  comi- 
sarios y el  tercero  en  discordia  juramento  solemne  de  examinar  cui- 
dadosamente y do  decidir  imparcialmente,  conforme  á justicia  y á las 
estipulaciones  de  esta  convención,  todas  las  reclamaciones  á ellos  so- 
metidas, y de  tales  juramentos  se  tomará  razón  en  el  expediente  do 
sus  actos. 

Los  comisarios,  ó en  caso  do  desacuerdo,  el  tercero  en  discordia, 
decidirán  todas  las  reclamaciones  sobre  una  base  de  absoluta  equidad, 
sin  atender  á objeciones  de  naturaleza  técnica  ni  á las  disposiciones 
do  la  legislación  local. 

Las  decisiones  de  la  Comisión  y,  en  el  evento  do  su  desacuerdo, 
las  del  tercero  en  discordia  serán  definitivas  y concluyentes.  Serán  por 
escrito.  Todos  los  fallos  serán  pagaderos  en  oro  de  los  Estados  Unidos 
ó su  equivalente  en  plata. 

Artículo  11. 

Los  comisarios,  ó el  tercero  en  discordia,  según  el  caso,  investi- 
garán y decidirán  dichas  reclamaciones  atendiendo  sólo  á las  pruebas 
ó informes  que  se  suministren  por  los  respectivos  Gobiernos  ó en  nombre 
de  ellos. 

Estarán  obligados  á recibir  y considerar  cualesquiera  documentos 
ó exposiciones  escritas  que  les  sean  presentadas  por  los  Gobiernos  res- 
pectivos ó en  nombre  de  ellos  en  apoyo  de  cualquier  reclamación  ó 
en  respuesta  á ella,  y á oír  argumentos  orales  ó escritos  hechos  por 
el  agente  de  cada  Gobierno  sobre  cada  reclamación.  En  caso  de  no 
concurrir  en  opinión  sobre  cualquier  reclamación  individual,  decidirá  el 
tercero  en  discordia. 

Toda  reclamación  será  formalmente  presentada  á los  comisarios 
dentro  de  treinta  días  contados  desde  el  día  de  su  primera  reunión, 
á menos  que  los  comisarios  ó el  tercero  en  discordia  en  cualquier  caso, 
prorroguen  el  plazo  para  la  presentación  de  la  reclamación  por  tiempo 
que  no  exceda  de  tres  meses.  Los  comisarios  estarán  obligados  á exa- 
minar y decidir  toda  reclamación  dentro  de  seis  meses  contados  desde 
el  día  de  su  primera  presentación  formal,  y en  caso  de  desacuerdo, 
el  tercero  en  discordia  examinará  y decidirá-  dentro  de  un  período  co- 
rrespondiente contado  desde  la  fecha  de  tal  desacuerdo. 

Artículo  III. 

Los  comisarios  y el  tercero  en  discordia  llevarán  un  registro  exacto 
de  sus  actos.  Con  ese  fin,  cada  comisario  nombrará  un  secretario 
versado  en  la  lengua  de  ambos  países,  para  que  los  ayude  en  el  des- 
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empeño  de  los  negocios  do  la  comisión.  Excepto  lo  aqui  estipulado, 
todas  las  cuestiones  de  procedimiento  quedarán  á la  determinación  de 
la  Comisión,  ó en  caso  de  desacuerdo,  á la  del  tercero  en  discordia. 

Artículo  IV. 

La  compensación  razonable  de  los  comisarios  y del  tercero  en 
discordia  por  sus  servicios  y gastos  y los  demás  gastos  de  dicho  ar- 
bitraje serán  pagados  por  partes  iguales  por  las  partes  contratantes. 

Artículo  V. 

Para  pagar  la  cantidad  total  de  las  reclamaciones  que  han  de  de- 
cidirse como  queda  dicho  y otras  reclamaciones  de  ciudadanos  ó súb- 
ditos de  otras  naciones,  el  Gobierno  de  Venezuela  apartará  con  este 
fin,  y no  lo  enagenará  para  ningún  otro  fin,  empezando  desde  el  mes 
de  marzo  de  1903,  el  treinta  por  ciento,  en  pagos  mensuales,  de  las 
rentas  aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello,  y los  pagos  así 
apartados  se  dividirán  y distribuirán  de  conformidad  con  la  decisión 
del  Tribunal  de  La  Haya. 

En  caso  de  no  llevarse  á efecto  el  precedente  convenio,  se  encar- 
gará á funcionarios  belgas  de  las  Aduanas  de  los  dos  puertos,  los 
cuales  las  administrarán  hasta  que  se  hayan  satisfecho  las  obligacio- 
nes del  Gobierno  Venezolano  con  respecto  á las  reclamaciones  supra- 
diebas.  El  sometimiento  de  la  cuestión  supramencionada  al  Tribunal 
de  La  Haya  podrá  ser  asunto  de  un  Protocolo  separado. 

Artículo  VI. 

Todos  los  fallos  existentes  y no  satisfechos  en  favor  de  Suecia  y 
Noruega  serán  pagados  prontamente  conforme  á los  términos  de  los 
respectivos  fallos. 

Hecho  por  duplicado  en  Washington,  hoy  ctía  10  de  marzo  de 
1903. 

(L.  S.)  1ÍERBERT  W.  BOWEN. 


(L.  S.)  A.  Grip. 
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PROTOCOLO  CON  ESPAÑA 


Protocolo  del  convenio  entro  el  Plenipotenciario  <lo  la  República  ele  Venezuela  y el  Envia- 
do Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  do  Su  Majestad  el  l?cy  do  España,  para 
someter  íí.  arbitraje  todas  las  reclamaciones  no  ajustadas,  do  súbditos  españoles  contraía 
República  do  Venezuela. 


La  República  de  Venezuela,  y Su  Majestad  el  Rey  de  España,  por 
medio  de  sus  representantes,  'Ilerbert  \V.  Bowen,  Plenipotenciario  de 
la  República  do  Venezuela,  y el  Excelentísimo  Señor  Don  Emilio  de 
Ojeda,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario  en  Washing- 
ton, lian  convenido  y firmado  el  siguiente  protocolo : 

Artículo  I. 

Todas  las  reclamaciones  en  posesión  legal  de  súbditos  de  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  España  contra  la  República  de  Venezuela,  que  no 
lian  sido  ajustadas  por  convenio  diplomático  ó por  arbitraje  entre  am- 
bos Gobiernos  y que  lian  de  ser  presentadas  á la  Comisión  mencio- 
nada más  adelante,  por  el  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey  de  España 
ó su  Legación  en  Caracas,  serán  examinadas  y resueltas  por  una  Co- 
misión Mixta,  que  se  reunirá  en  Caracas  y que  consistirá  de  dos  miem- 
bros, uno  de  los  cuales  será  nombrado  por  el  Presidente  de  Vene- 
zuela y el  otro  por  Su  Majestad  el  Rey  de  España.  Queda  convenido 
que  un  tercero  será  nombrado  por  el  Presidente  de  la  República  Mexi- 
cana. Si  uno  ú otro  de  dichos  comisionados,  ó el  tercero,  dejaren  ó 
cesaren  de  ejercer  sus  funciones,  su  sucesor  será  nombrado  inmediata- 
mente de  la  misma  manera  que  su  predecesor.  Dichos  comisionados  y el 
tercero,  deben  ser  nombrados  antes  del  1?  de  mayo  de  1903. 

Los  comisionados  y el  tercero  se  reunirán  en  la  ciudad  de  Caracas 
el  día  primero  de  junio  de  1903.  El  tercero  presidirá  sus  deliberaciones 
y tendrá  competencia  para  decidir  cualquiera  cuestión  en  que  no  es- 
tén de  acuerdo  los  comisionados.  Antes  de  entrar  á-  ejercer  las  fun- 
ciones de  su  cargo,  los  comisionados  y el  tercero  prestarán  juramento 
solemne  de  examinar  cuidadosamente  y decidir  con  imparcialidad  con- 
forme á justicia  y á las  disposiciones  de  este  convenio,  todas  las  re- 
clamaciones que  les  sean  sometidas,  y dicho  juramento  será  consignado 
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cu  el  registro  de  actas  de  las  conferencias.  Los  comisionados,  ó en 
caso  de  desacuerdo,  el  tercero,  fallarán  todas  las  reclamaciones  basán- 
dose en  un  criterio  do  absoluta  equidad,  sin  tomar  en  cuenta  obje- 
ciones de  carácter  técnico,  ó lo  dispuesto  por  la  legislación  local.  Las 
decisiones  de  la  Comisión,  y en  caso  de  su  desacuerdo,  las  del  tercero, 
serán  definitivas  y ejecutorias  y consignadas  por  escrito.  Todas  las 
indemnizaciones  serán  pagaderas  en  oro  Español  ó su  equivalente  en 
plata. 


Artículo  II. 

Los  comisionados,  ó el  tercero,  según  sea  el  caso,  examina- 
rán y resolverán  las  reclamaciones,  sin  tener  en  cuenta  otra  prueba 
ó informe  que  los  que  sean  suministrados  por  los  Gobiernos  respecti- 
vos ó á nombre  de  ellos.  Estarán  en  el  deber  de  recibir  y considerar 
todos  los  documentos  ó declaraciones  por  escrito,  que  le  sean  presen- 
tados por  los  Gobiernos  respectivos  ó á nombre  de  éstos  en  apoyo  de 
ó contestación  á cualquiera  reclamación,  y á oír  los  argumentos  orales  ó 
por  escrito  que  baga  el  agente  de  cada  Gobierno,  sobre  cada  recla- 
mación. En  caso  de  que  no  baya  conformidad  en  el  acuerdo  res- 
pecto de  cualquiera  reclamación  especial,  el  tercero  decidirá. 

Cada  reclamación  será  presentada  formalmente  á los  comisionados 
dentro  de  30  días  á contar  desde  el  de  su  primera  reunión,  á menos  que 
los  comisionados  ó el  tercero  prorroguen  en  algún  caso  el  plazo  para 
presentar  la  reclamación,  el  cual  no  deberá  exceder  de  tres  meses 
adicionales.  Los  comisionados  estarán  en  el  deber  de  examinar  y fa- 
llar cada  reclamación  dentro  de  seis  meses  contados  desde  el  día  de 
su  primera  presentación  formal  y en  caso  de  desacuerdo,  el  tercero 
examinará  y decidirá  dentro  de  un  nuevo  plazo  de  seis  meses  á con- 
tar desde  la  fecba  de  dicbo  desacuerdo. 

*v 

Artículo  III. 

Los  comisionados  y el  tercero  llevarán  un  registro  exacto  de  actas 
de  las  sesiones.  A este  fin,  cada  comisionado  nombrará  un  secretario, 
que  los  ayude  á despachar  los  negocios  de  la  Comisión.  Excepto  en 
lo  que  aquí  se  estipula,  toda  cuestión  de  procedimiento  será  determi- 
nada á juicio  de  la  Comisión,  ó al  tercero  en  caso  do  desacuerdo. 

t* 

Artículo  IV. 

Las  partes  contratantes  pagarán  por  iguales  partes  una  compen- 
sación razonable  á los  comisionados  y al  tercero  por  sus  servicios  y gastos 
así  como  por  otros  gastos  que  dicbo  arbitraje  ocasione. 
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Artículo  V. 

Para  'pagar  la  totalidad  do  las  reclamaciones  <1110  lian  do  ser  ta- 
lladas, como  queda  dicho  y otras  reclamaciones  do  ciudadanos  ó súb- 
ditos do  otras  naciones,  el  Gobierno  do  Venezuela  destinará:!  esto  ti  n, 
y no  enagenará  con  ningún  otro  objeto,  á contar  del  mes  do  marzo 
do  1903,  el  treinta  por  ciento,  en  pagos  mensuales,  do  los  ingresos  de 
las  aduanas  do  La  Guaira  y Puerto  Cabello  y las  cantidades  así  re- 
servadas, serán  divididas  y distribuidas  en  conformidad  con  lo  que  de- 
cida el  Tribunal  de  La  II aya. 

En  caso  de  que  no  so  cumpla  el  convenio  que  precede,  las  adua- 
nas do  los  dos  puertos  serán  intervenidas  por  funcionarios  belgas, 
quienes  las  administrarán  hasta  (pie  haya  cesado  la  responsabilidad  del 
Gobierno  de  Venezuela  resultante  de  las  antedichas  reclamaciones.  Los 
términos  y condiciones  en  que  habrá  do  ser  sometida  al  Tribunal  de 
La  Haya  la  cuestión  mencionada  será  materia  de  un  protocolo  es- 
pecial. 

Artículo  VL 

Todos  los  fallos  y decisiones  ya  obtenidos  en  favor  de  España  que 
existen  y no  han  sido  satisfechos,  serán  pagados  prontamente  de  acuerdo 
con  los  términos  de  los  fallos  y decisiones  respectivos. 

Hecho  por  duplicado  en  la  Ciudad  de  Washington  el  2 de  abril 
de  1903. 

(F).  IIerbert  W.  Iíowen. 

(F).  Emilio  de  Ojeda. 


TRIBUNAL  DE  LA  HAYA 


PROTOCOLO  CON  INGLATERRA 


Por  cuanto  entre  Venezuela,  por  una  parte,  la  Gran  Bretaña, 
Alemania,  Italia,  los  Estados  Unidos  de  América,  Francia,  España, 
Bélgica,  ¡os  Países  Bajos,  Suecia  y Noruega  y Méjico  por  la  otra,  se 
han  firmado  protocolos  contentivos  de  ciertas  condiciones  convenidas 
para  el  arreglo  de  reclamaciones  contra  el  Gobierno  Venezolano; 


24 


DOCUMENTOS 


* 


A por  cuanto  ciertas  otras  cuestiones  provenientes  de  la  actitud 
tomada  por  los  Gobiernos  de  la  Gran  Bretaña,  Alemania  6 Italia,  en 
conexión  con  el  arreglo  de  sus  reclamaciones,  no  lian  resultado  sus- 
ceptibles de  arreglo  por  métodos  diplomáticos  ordinarios  ; 

Y por  cnanto  las  Potencias  interesadas  están  resueltas  á terminar 
estas  cuestiones  sometiéndolas  á arbitraje  conforme  á las  estipulacio- 
nes de  la  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  las  disputas  inter- 
nacionales, firmada  en  La  Haya  el  29  de  julio  de  1899; 

Los  Gobiernos  de  Venezuela  y do  la  Gran  Bretaña,  con  la  mira 
de  llevar  á cabo  esa  resolución,  lian  autorizado  á sus  representantes, 
esto  es : 

Por  Venezuela  el  señor  Herbert  W.  Bowcn,  debidamente  autori- 
zado por  el  Gobierno  de,  Venezuela,  y por  la  Gran  Bretaña  el  Exce- 
lentísimo señor  MichaeP  Henry  Herbert,  Gran  Conductor  de  las  Oiv 
deues  de  San  Miguel  y San  Jorge  y Compañero  de  la  Orden  del 
Baño,  Embajador  Extraordinario  y Plenipotenciario  de  Su  Majestad 
Británica  en  los  Estados  Unidos  de  América,  para  celebrar  el  siguiente 
convenio  : 

Artículo  1. 

La  cuestión  de  si  la  Gran  Bretaña,  Alemania  é Italia  tienen  ó 
nó  derecho  á tratamiento  preferente  ó separado  en  el  pago  de  sus 
reclamaciones  contra  Venezuela  se  someterá  para  su  decisión  definitiva 
al  Tribunal  de  La  Haya.  Habiendo  Venezuela  convenido  en  apartar 
el  treinta  por  ciento  de  las  rentas  aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto 
Cabello  para  el  pago  de  las  reclamaciones  de  todas  las  Naciones  con- 
tra Venezuela,  el  Tribunal  de  La  Haya  decidirá  cómo  deben  dividirse 
dichas  reutas  entre  las  Potencias  Bloqueadoras,  por  una  parte  y las 
otras  Potencias  acreedoras  por  la  otra,  y su  decisión  será  final. 

►Si  á las  Potencias  Bloqueadoras  no  se  les  concediere  tratamiento 
preferente  ó separado,  el  Tribunal  decidirá  cómo  han  de  distribuirse 
dichas  rentas  entre  las  Potencias  acreedoras,  y las  partes  contratantes 
convienen  en  que  el  Tribunal  considerará,  en  ese  caso,  en  conexión 
con  el  pago  de  las  reclamaciones  que  se  haga  con  el  SO  por  ciento, 
cualquier  preferencia  ó prendas  de  rentas  de  que  goce  cualquiera  de 
las  Potencias  acreedoras  y decidirá  en  consecuencia  la  cuestión  de 
distribución  de  modo  que  ninguna  Potencia  obtenga  tratamiento  pre- 
ferencial,  y su  decisión  será  definitiva. 

__  Artículo  II. 

Los  hechos  de  que  dependerá  la  decisión  de  las  cuestiones  expues- 
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tas  en  el  artículo  I se  averiguarán  do  la  manera  que  detormine  el 
Tribunal. 

Artículo  III. 

So  invitará  al  Emperador  <lo  Rusia  á (pie  designe  y nombro  do 
entro  los  miembros  dol  Tribunal  Permanente  de  La  Haya  tres  árbitros 
(pío  constituyan  el  Tribunal  que  lia  do  determinar  y arreglar  las  cues- 
tiones á 61  sometidas  conformo  á este  convenio  y por  virtud  do  61. 
Ninguno  de  los  árbitros  así  nombrados  será  ciudadano  6 súbdito  do 
ninguna  de  las  Potencias  firmantes  ó acreedoras. 

Este  Tribunal  se  reunirá  el  día  primero  do  setiembre  do  1903  y 
pronunciará  su  decisión  dentro  do  seis  meses  después. 

Artículo  IV. 

Los  actos  se  llevarán  en  lengua  inglesa,  pero  con  el  permiso  dol 
Tribunal  podrán  también  presentarse  argumentos  en  cualquiera  otra 
lengua. 

Excepto  «pie  aquí  se  estipule  do  otro  modo,  el  procedimiento  so 
regulará  por  la  Convención  do  La  Haya  del  29  de  julio  de  1899. 

Artículo  V. 

El  Tribunal  decidirá  también,  con  sujeción  á la  estipulación  ge- 
neral contenida  en  el  artículo  57  de  la  Convención  Internacional  de 
29  de  julio  de  1899,  cómo,  cuándo  y por  quién  lian  de  pagarse  las  costas 
do  este  arbitraje. 

Artículo  VI. 

Cualquier  Nación  que  posea  reclamaciones  contra  Venezuela  podrá 
constituirse  parte  en  el  arbitraje  estipulado  en  este  Convenio. 

Hecho  en  Washington  á los  siete  días  de  mayo  de  1903. 

(Firmado.)  Hrrbeut  W.  Boavex. 

(Firmado.)  Michael  H.  Herbert. 
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PROTOCOLO  CON  ALEMANIA 


Por  cuanto  entre  Alemania,  la  Gran  Bretaña,  Italia,  los  Estados 
Unidos  de  América,  Francia,  España,  Bélgica,  los  Países  Bajos,  Sue- 
cia y Noruega  y Méjico,  por  una  parte,  y Venezuela,  por  la  otra,  se 
lian  firmado  Protocolos  contentivos  de  ciertas  condiciones  convenidas 
para  el  arreglo  de  reclamaciones  contra  el  Gobierno  Venezolano  : 

Y por  cuanto  ciertas  otras  cuestiones  provenientes  de  la  actitud 
tomada  por  los'  Gobiernos  de  Alemania,  la  Gran  Bretaña  é Italia,  en 
conexión  con  el  arreglo  de  sus  reclamaciones,  no  han  resultado  sus- 
ceptibles de  arreglo  por  métodos  diplomáticos  ordinarios  : 

Y por  cuanto  las  Potencias  interesadas  están  resueltas  á terminar 
estas  cuestiones,  sometiéndolas  á arbitraje  conforme  á las  estipulaciones 
de  la  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  las  disputas  internacio- 
nales, firmada  en  La  Haya  el  29  de  julio  de  1899. 

Venezuela  y Alemania,  con  la  mira  de  llevar  á cabo  esa  resolu- 
ción, lian  autorizado  á sus  Representantes,  esto  es: 

Al  señor  Herbert  W.  Bowen,  como  Plenipotenciario  del  Gobierno 
de  Venezuela,  y 

al  Ministro  del  Imperio  Alemán,  el  Barón  Spcck  von  Sternburg, 
como  Representante  del  Gobierno  del  Imperio  Alemán,  para  celebrar  el 
siguiente  Convenio: 

Artículo  I. 

La  cuestión  de  si  Alemania,  la  Gran  Bretaña  é Italia  tienen  ó 
no  derecho  á tratamiento  preferente  ó separado  en  el  pago  de  sus  re- 
clamaciones contra  Venezuela  se  someterá  para  su  decisión  definitiva 
al  Tribunal  de  La  Haya. 

Habiendo  convenido  Venezuela  en  apartar  el  30  pS  de  las  rentas 
aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello  para  el  pago  de  las  recla- 
maciones de  todas  las  Naciones  contra  Venezuela,  el  Tribunal  de  La 
Haya  decidirá  cómo  lian  de  dividirse  dichas  rentas  entre  las  Potencias 


bloquoadoríis  por  una  parto  y las  otras  Potencias  acreedoras  por  la  otra, 
y su  decisión  será  definitiva. 

Si  á las  Potencias  bloquoadoras  no  so  Tos  concediere  tratamiento 
preferente  ó.  separado,  el  Tribunal  decidirá  cómo  han  de  distribuirse 
dichas  rentas  entre  todas  las  Potencias  acreedoras,  y las  partes  con- 
tratantes convienen  en  (pie  el  Tribunal  considerará,  en  ese  caso,  en 
conexión  con  el  pago  de  las  reclamaciones,  (pie  se  haga  con  el  .‘50 
p§ , cualquier  preferencia  ó prendas  de  rentas  do  que  goce  cualquiera 
de  las  Potencias  acreedoras,  y en  consecuencia  decidirá  la  cuestión 
do  distribución,  de  modo  (pie  ninguna  Potencia  obtenga  tratamiento 
preferente,  y su  decisión  será  final. 

Artículo  II. 

Los  hechos  de  (pie  dependerá  la  decisión  de  las  cuestiones  expues- 
tas en  el  artículo  I,  se  averiguarán  de  la  manera  (pie  determinare  el 
Tribunal. 

Artículo  III. 

Se  invitará  al  Emperador  de  Rusia  á que  desigue  y nombre  de 
entre  los  miembros  del  Tribunal  Permanente  de  La  Haya  tres  árbi- 
tros que  constituyan  el  Tribunal  que  ha  de  determinar  y arreglar  las 
cuestiones  á ól  sometidas  conforme  á este  Convenio  y en  virtud  de 
él.  Ninguno  de  los  árbitros  así  nombrados  será  súbdito  ó ciudadano 
de  ninguna  do  las  Potencias  firmantes  ó acreedoras. 

Este  Tribunal  se  reunirá  el  día  primero  de  setiembre  de  1903  y pro- 
nunciará su  decisión  dentro  de  seis  meses  después. 

Artículo  IV. 

Los  actos  se  llevarán  en  lengua  inglesa,  pero  con  permiso  del  Tri- 
bunal podrán  también  presentarse  argumentos  en  cualquiera  otra  lengua. 
Excepto  que  aquí  se  estipule  de  otro  modo,  el  procedimiento  se  regu- 
lará por  la  Convención  de  La  Haya,  del  29  de  julio  de  1899. 

Artículo  V. 

El  Tribunal  decidirá  también,  con  sujeción  á la  estipulación  ge- 
neral conteuida  en  el  artículo  57  de  la  Convención  Internacional  del 
29  de  julio  de  1899,  cómo,  cuándo  y por  quién  han  de  pagarse  las 
costas  de  este  arbitraje. 
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Artículo  VI. 

Cualquier  Nación  que  posea  reclamaciones  contra  Venezuela  podrá 
constituirse  parte  en  el  arbitraje  estipulado  en  este  Convenio. 

Hecho  por  duplicado  en  Washington,  á los  siete  días  de  mayo  de 
mil  novecientos  tres. 

(Firmado),  Herbert  W.  Bowen. 

(Firmado),  Steíinburg. 


PROTOCOLO  CON  ITALIA 


Por  cuanto  entre  Venezuela,  por  una  parte,  é Italia,  la  Gran 
Bretaña,  Alemania,  los  Estados  Unidos  de  América,  Francia,  España, 
Bélgica,  los  Países  Bajos,  Suecia  y Noruega  y México,  por  la  otra, 
se  han  firmado  Protocolos  contentivos  de  ciertas  condiciones  conveni- 
das para  el  arreglo  de  reclamaciones  contra  el  Gobierno  Venezolano; 
y por  cuanto  otras  ciertas  cuestiones  provenientes  de  la  actitud  to- 
mada por  los  Gobiernos  de  Italia,  Alemania  y la  Gran  Bretaña,  en 
conexión  con  el  arreglo  de  sus  reclamaciones,  no  han  resultado  suscep- 
tibles de  arreglos  por  los  métodos  diplomáticos  ordinarios; 

Y por  cuanto  las  Potencias  interesadas  están  resueltas  á terminar 
estas  cuestiones  sometiéndolas  á arbitraje  conforme  á la  estipulación 
de  la  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  las  disputas  internacio- 
nales firmada  en  La  Haya  el  29  de  julio  de  1899. 

El  Gobierno  de  Venezuela  y el  Gobierno  de  Italia,  con  el  fin  de 
llevar  á cabo  esa  resolución,  autorizaron  á sus  representantes,  esto  es: 

Por  Venezuela,  el  Señor  Herbert  W.  Bowen,  debidamente  autori- 
zado para  ello  por  el  Gobierno  de  Venezuela; 

Por  Italia,  el  Excmo.  Señor  Noble  Edmundo  Mayor  des  Planches, 
Embajador  Extraordinario  y Plenipotenciario  de  Su  Majestad  el  Eey 
de  Italia  en  los  Estados  Unidos  de  América,  para  celebrar  el  siguien- 
te convenio : 
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Artículo  I. 

La  cuestión  de  si  Italia,  Alemania  y la  Gran  Bretaña  tienen  ó 
no  derecho  á un  tratamiento  preferente  ó separado  en  el  pago  de  sus 
reclamaciones  contra  Venezuela  se  someterá  á la  decisión  definitiva  del 
Tribunal  de  La  Maya. 

Habiendo  convenido  Venezuela  en  apartar  el  30  por  ciento  de  las 
rentas  aduaneras  de  La  Guaira  y Puerto  Cabello  para  el  pago  do  las 
reclamaciones  do  todas  las  naciones  contra  Venezuela,  el  Tribunal  de 
La  Haya  decidirá  cómo  lían  de  dividirse  dichas  rentas  entre  las  Po- 
tencias bloqueadoras,  por  una  parte,  y las  demás  potencias  acreedoras, 
por  la  otra,  y su  decisión  será  definitiva. 

Si  á las  Potencias  bloqueadoras  no  so  les  concediere  tratamiento 
preferente  ó separado,  el  Tribunal  decidirá  cómo  lian  de  distribuirse 
entre  todas  las  potencias  acreedoras  las  referidas  rentas,  y las  partes 
contratantes  convienen  en  que  el  Tribunal  considerará,  en  ese  caso,  en 
conexión  con  el  pago  de  las  reclamaciones  que  haya  de  hacerse  con 
el  30  por  ciento,  cualesquiera  preferencias  ó prendas  de  rentas  de  que 
goce  cualquiera  de  las  Potencias  acreedoras  y en  consecuencia  decidi- 
rá la  cuestión  de  distribución,  de  modo  que  ninguna  Potencia  obtenga 
tratamiento  preferente,  y su  decisión  será  definitiva. 

Artículo  II. 

Los  hechos  de  que  dependerá  la  decisión  de  las  cuestiones  ex- 
puestas en  el  artículo  I se  averiguarán  de  la  manera  que  el  Tribunal 
determine. 

Artículo  III. 

Se  invitará  al  Emperador  de  Eusia  para  que  designe  y nombre 
de  entre  los  Miembros  del  Tribunal  Permanente  de  La  Haya  tres  ár- 
bitros que  constituyan  el  Tribunal  que  ha  de  determinar  y arreglar 
las  cuestiones  á ól  sometidas  con  arreglo  á este  Convenio  y en  vir- 
tud de  ól. 

Ninguno  de  los  árbitros  así  nombrados  será  ciudadano  ó súbdito 
de  ninguna  de  las  Potencias  firmantes  ó acreedoras.  Este  Tribunal  se 
reunirá  el  día  primero  de  setiembre  de  1903  y pronunciará  su  deci- 
sión dentro  de  seis  meses  después. 

Artículo  IV. 

Los  actos  se  llevarán  en  lengua  inglesa,  pero  con  permiso  del 
Tribunal,  podrán  también  presentarse  argumentos  en  cualquiera  otra 
lengua. 


30 


DOCUMENTOS 


Excepto  que  aquí  se  estipule  <le  otro  modo,  el  procedimiento  se 
regulará  por  la  Convención  de  La  Haya  de  29  de  julio  de  1899. 

Artículo  V. 

Con  sujeción  á la  estipulación  general  contenida  en  el  artículo  57 
de  la  Convención  Internacional  do  29  de  julio  de  J.S99,  el  Tribunal 
decidirá  también  cómo,  cuándo  y por  quién  han  de  pagarse  las  costas 
de  este  arbitraje. 


Artículo  VI. 

Cualquier  nación  que  posea  reclamaciones  contra  Venezuela  podrá 
constituirse  parto  en  el  arbitraje  estipulado  en  esto  Convenio. 

Washington,  I).  C.,  7 de  mayo  do  1903. 

(Firmado).  Herbert  W.  Bowen. 
(Firmado).  E.  Mayor  des  Planches. 
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Protesta  del  Agente  de  la  República  ante  la  Comisión  Mixta 

Venezolano-Belga. 


Honorables  señores  Miembros  de  la  Comisión  Mixta  Venezolano-Beh/a. 

El  infrascrito,  Agente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  ante 
las  Comisiones  Mixtas,  y procediendo  en  virtud  de  especiales  instruc- 
ciones de  su  Gobierno,  á esa  Honorable  Comisión,  muy  respetuosamente 
expone : 

El  día  22  del  mes  en  curso,  el  tercero  en  discordia  de  esa  Co- 
misión dictó  sentencia  en  la  reclamación  presentada  por  la  “Compagine 
Genérale  des  Eaux  de  Caracas”  contra  Venezuela,  condenando  á ésta 
á pagar  la  suma  de  B 10.505.190,44,  (diez  millones  quinientos  sesenta 
y cinco  mil  ciento  noventa  y nueve  bolívares  con  cuarenta  y cuatro 
céntimos),  en  oro  y en  la  forma  que  preceptúa  el  artículo  V del  Con- 
venio celebrado  en  Washington,  en  marzo  del  corriente  año.  Dicho 
fallo,  que  desostima  en  absoluto  todos  los  derechos  alegados  por  Ve- 
nezuela, está  en  contradicción  con  hechos  que  constan  comprobados 
del  respectivo  expediente,  y constituye  una  manifiesta  violación  de  los 
principios  de  la  equidad,  que  deben  informar  todas  las  decisiones  de 
ese  Tribunal,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  1?  del 
referido  Convenio,  como  pasa  el  infrascrito  á demostrarlo : 

I 

Según  la-i  estipulaciones  de  este  último  Convenio,  dos  requisitos  esen- 
ciales deben  reunir  las  reclamaciones  presentadas  á esa  Honorable  Co- 
misión para  que  pueda  conocer  y decidir  en  la  materia  de  ellas,  á 
saber : 

1?  Que  lodos  los  reclamantes  sean  súbditos  belgas. 

2?  Que  las  reclamaciones  estén  poseídas  por  súbditos  belgas. 

La  primera  de  las  dos  condiciones  exigidas  no  ha  sido  contestada 
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en  juicio  á la  Compañía  demandante:  la  segunda,  no  aparece  haber 
sido  consultada  al  pronunciar  el  fallo  aludido,  como  resulta  de  las  con- 
sideraciones que  en  seguida  se  expresan  : 

(a)  Dice  la  Compañía  reclamante  textualmente  en  su  Memorial: 
“ Au  premier  Janvier  1901  d’aprés  le  Livre  Jaune  le  ehiffre  que  uous 
no  pouvons  controler,  etait  ramené  par  suite  des  amortissement  efec- 
tués  a Bs.  10.175.000  representes  par  20.350  obliga tions.” 

Si  la  Compañía  hubiera  estado  en  posesión  de  la  totalidad  de  los 
Títulos  de  la  Deuda  Especial  Interna  de  las  Aguas  de  Caracas,  á que 
se  contrae  la  sentencia,  es  indudable  que  habría  podido  verificar  la 
exactitud  del  dato  contenido  en  el  Libro  Amarillo:  ella  declara,  al 
contrario,  que  no  ha  podido  hacerlo;  en  consecuencia,  aparece  de  su 
propia  confesión  que  no  es  dueña  de  la  totalidad  de  ellos,  cuyo  pago, 
no  obstante,  le  acuerda  la  sentencia  referida. 

(b)  El  Comisionado  Venezolano  acompañó  á su  dictamen  una  cer- 
tificación del  Gerente  del  Banco  Caracas,  de  la  cual  se  evidencia  que 
el  24  de  julio  último  dicho  Instituto  era  propietario  de  B 100.000,  en 
Títulos  de  la  Deuda  mencionada,  y que  además  tenía  en  depósito 
B 52.500,  de  ia  misma,  pertenecientes  á di  versas' personas,  ninguna  de 
las  cuales  es  la  Compañía  reclamante,  ni  aun  siquiera  súbdito  belga. 

(c)  La  Deuda  Especial  Interna  de  las  Aguas  de  Caracas  se  ha 
cotizado  siempre  y se  cotiza  hoy  en  el  mercado  de  Caracas,  lo  que 
está  indicando  que  existe  en  él  en  circulación  una  parte  de  sus  Tí- 
tulos, y como  dichos  Títulos  son  al  portador  y la  Compañía  recla- 
mante no  está  domiciliada  aquí,  surge  la  presunción  vehemente  de  que 
esa  parte  circulante  no  le  pertenece. 

II 

La  sentencia  aludida  condena  á Venezuela  á pagar  en  oro  y por 
su  valor  nominal,  21.131  billetes  de  la  Deuda  Interna  de  las  Aguas 
de  Caracas,  á pesar  de  las  siguientes  consideraciones,  cuya  verdad  y 
solidez  no  han  podido  ocultarse  al  tercero  en  discordia : 

Los  B 10.792.199,44  que  en  Títulos  de  la  Deuda  Especial  Interna  de  las 
Aguas,  emitió  el  Gobierno  equivalen  á B 4.310.879,77  en  oro,  como  lo 
demuestran  de  modo  irrefutable. 

1?  Las  conferencias  preliminares  celebradas  por  los  señores  José 
Herrera  y Jorge  ííevett,  en  representación  del  Gobierno,  y Norberto 
Paquct  como  apoderado  de  la  Compañía.  El  acta  de  la  última  con- 
ferencia se  acompañó  en  copia  «al  dictamen  del  Comisionado  Venezo- 
hano  junto  con  la  Memoria  de  Obras  Públicas,  en  que  está  incursa. 

2?  Por  el  artículo  G?  del  Convenio  celebrado  con  la  Compañía, 
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ol  Gobierno  so  reservó  el  derecho  de  rescatar  la  Deuda  Especial  In- 
terna dentro  del  término  de  dos  años,  pagándola  en  oro,  al  tipo  de 
40  p9 . No  es  concebible  racionalmente  que  la  Compañía  reconociese 
al  Gobierno  el  referido  derecho  sin  (pie  hubiera  recibido  dicha  Deuda 
al  mismo  tipo  de  40  p9  . 

3?  La  mencionada  Deuda  se  cotizaba  en  el  mercado  do  Caracas 
hasta  el  28  do  julio  último  de  18  p9  á 20  p§  ; ha  subido  después  y 
muy  sensiblemente  durante  los  últimos  días,  pero  jamás  ha  llegado  á 
alcanzar  su  valor  nominal.  No  obstante  ésto,  la  sentencia  ordena  su 
conversión  á la  par. 


III 

Es  un  hecho  indiscutido  é indiscutible  que  la  Compañía  recla- 
mante aceptó  voluntaria  y deliberadamente  como  precio  de  las  exis- 
tencias de  su  Empresa  los  Títulos  de  la  Deuda  Especial  emitida  al 
efecto  por  el  Gobierno  Venezolano. 

Suspendido  el  servicio  de  dicha  Deuda  por  las  causas  que  conoce 
ese  Tribunal,  imputables  todas  á la  propia  reclamante,  ella  no  podía 
pretender,  en  justicia,  sino  el  restablecimiento  de  aquel  servicio,  puesto 
que  es  de  principio  en  el  Derecho  Internacional  que  no  se  da  acción 
para  cobrar  á los  Gobiernos,  por  la  vía  diplomática,  obligaciones  de  la 
naturaleza  de  la  presente. 

(Véase  la  Circular  de  Lord  Palinerston  á los  Agentes  Británicos, 
de  enero  de  1848,  y la  opinión  sostenida  por  líolin  Jaequemyns. — Be- 
vue  de  Droit  International  ct  de  Legislación  Gomparée.  T.  XIX  1882  y 
T.  I,  38G9,  citados  por  Pradier-Fodéré,  Droit  Inter- Public). 

IV" 

Por  último,  la  sentencia  á que  el  suscrito  viene  refiriéndose,  co- 
loca á la  Compañía  reclamante,  con  mengua-  de  la  justicia  y de  la 
equidad,  en  capacidad  de  realizar  una  operación  de  lucro  ilícito,  cual 
es  la  de  comprar  la  Deuda  al  precio  que  ella  imponga,  segura  como 
está,  de  cobrarla  (lespués  en  oro  por  su  valor  nominal. 

En  resumen,  la  sentencia  dictada  por  el  señor  tercero  en  discordia, 
viola  el  Protocolo  celebrado  en  Washington  entre  Venezuela  y Bél- 
gica el  7 de  marzo  del  corriente  año:  infringe  los  principios  de  la 
justicia  y de  la  equidad  y vulnera  los  incontestables  derechos  de  Ve- 
nezuela. 

Por  tales  motivos,  el  infraescrito,  por  la  representación  que  ante 
esa  Honorable  Comisión  ejerce,  y del  modo  más  formal  y solemne,  re- 
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serva  á la  República  todos  los  derechos  que  puedan  corresponderle, 
para  invocar  ante  quien  haya  lugar  la  nulidad  de  dicho  fallo,  por  los 
vicios  radicales  deque  adolece. 

Caracas  : veinte  y seis  de  agosto  de  mil  novecientos  tres. 

F.  Arroyo  Parejo. 


Oficina  Subalterna  de  Registro  del  Departamento  Libertador  del  Dis- 
trito Federal. — Caracas:  diez  y ocho  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos tres. 

El  documento  anterior  fue  presentado  para  su  protocolización  por 
el  señor  Doctor  F.  Arroyo  Parejo,  quien  lo  leyó  y firmó  los  protoco- 
los, ante  mí  y los  señores  Bartolomé  Osorio  y Antonio  Aveledo,  tes- 
tigos vecinos.  Queda  registrado  bajo  el  número  44,  al  folio  57  vuelto 
del  protocolo  tercero,  en  cuyo  duplicado  se  inutilizaron  estampillas  por 
valor  de  diez  bolívares. 

(L.  S.)  El  Registrador  Subalterno, 

. Trino  Baptista. 


Circular  al  Cuerpo  Diplomático. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— X?  1901. — Caracas:  27  de  noviembre  de  1903. 

Excelentísimo  señor : 

Con  el  objeto  de  que  Y.  E.  se  sirva  llevarla  á conocimiento  del 
Gobierno  que  dignamente  representa,  me  permito  acompañar  á la  pre- 
sente una  copia  de  la  exposición  y protesta  que  el  Representante  de 
la  República  dirigió  á los  miembros  de  la  Comisión  Mixta  Venezolano- 
Belga  con  motivo  de  la  decisión  dictada  por  el  tercero  en  discordia  de 
esa  Comisión  en  el  reclamo  presentado  por  la  11  Compagnie  Générale 
des  Eaux  de  Caracas.” 
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Venezuela,  que  como  V.  JO.  sabe,  ha  recurrido  en  más  do  una 
ocasión  al  arbitraje  con  el  fin  do  solucionar  varias  cuestiones  do  gra- 
vísima importancia,  cumplió,  solícita,  las  obligaciones  que  los  Jueces 
lo  impusieron.  Pero  su  interés  y decisión  en  favor  de  tan  provechoso 
como  civilizador  recurso  lo  impone  al  propio  tiempo  el  deber  de  «Ies- 
conocer  aquellos  fallos  en  que  quedaron  vulnerados  las  prescripciones 
del  compromiso  y los  dictados  de  la  justicia. 

Ya  en  circunstancia  análoga  se  vió  Venezuela  en  la  necesidad  de 
valerse  del  medio  que  ahora  emplea  á intento  de  lograr,  como  en 
efecto  logró,  que  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América  aco- 
giera sus  justas  demandas  y conviniera  en  la  revisión  de  las  senten- 
cias pronunciadas  por  la  Comisión  Mixta  creada  por  virtud  del  convenio 
de  25  de  abril  do  186G. 

La  alta  cordura  y la  rectitud  de  que  el  Gobierno  de  la  Unión 
Americana  dió  pruebas  elocuentes  al  atender  los  reclamos  de  la  Re- 
pública,  inspirarán,  como  fundadamente  es  de  esperarse,  la  conducta 
del  Gobierno  del  Reino  de  Bélgica,  en  cuyo  elevado  espíritu  de  jus- 
ticia hallará,  sin  duda,  favorable  acogida  la  protesta  que,  con  sobra  de 
razones,  ha  formalizado  el  Representante  de  la  Nación. 

El  infraescrito  se  vale  de  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E. 
las  seguridades  de  su  más  alta  y más  distinguida  consideración. 

Gustavo  J.  Sanaviua. 

Al  Excelentísimo  señor  don  Francisco  J.  Herboso,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  de  Chile. 

(También  se  remitió  á los  demás  honorables  miembros  del  Cuerpo  Diplomá- 
tico residente  en  Caracas). 
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Correspondencia  con  la  Legación  de  Inglaterra. 

i 

Bloqueo  de  los  puertos  ocupados  por  revolucionarios. 

. (traducción) 

(L.  S.) 

Caracas:  21  de  abril  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Entre  el  Embajador  de  S.  M.  B.  en  Washington  y el  Ministerio 
Británico  de  Negocios  Extranjeros,  medió  recientemente  una  corres- 
pondencia telegráfica  relativa  al  establecimiento  por  el  Gobierno  Ve- 
nezolano del  Bloqueo  de  ciertas  partes  de  la  costa  venezolana  mediaute 
un  Decreto  fecho  á 7 de  marzo  último  y á la  subsiguiente  revoca- 
ción de  ese  Decreto  el  11  del  propio  mes. 

El  Marqués  de  Lansdowne  informó  al  Embajador  de  Su  Majestad 
que  el  Gobierno  Británico  deseaba  vivamente  saber  si  el  bloqueo  anun- 
ciado por  el  Gobierno  Venezolano  lo  consideraba  éste  como  un  bloqueo 
jure  gentium,  aplicable  á las  naves  extranjeras  neutrales.  Si  tal,  esto 
habría  establecido,  eu  concepto  del  Gobierno  de  Su  Majestad,  un  es- 
tado de  guerra  y habría  conferido  derechos  de  beligerantes  á los  in- 
surgentes, obligando  así  á la  Gran  Bretaña  á expedir  una  proclama 
de  neutralidad  y á restringir  el  uso  de  los  puertos  británicos  por  las 
naves  de  guerra  venezolanas.  Al  Embajador  se  le  ordenó  pedir  al  Se- 
cretario de  Estado  de  los  Estados  Unidos  que  obtuviese  el  informe 
requerido  por  conducto  del  Encargado  de  Negocios  de  los  Estados  Unidos 
en  Caracas. 

A su  tiempo  se  recibió  respuesta  eu  el  sentido  de  que  el  Encar- 
gado de  Negocios  de  los  Estados  Unidos  en  Caracas  dió  cuenta  de 
que  el  Presidente  Castro  había  dicho  que  el  Decreto  de  bloqueo  se 
había  expedido  contra  puertos  ocupados  por  los  revolucionarios,  “ con- 
forme á precedentes  que  habían  existido  de  antiguo  para  casos  seme- 
jantes sin  haber  constituido  nunca  razón  para  que  se  reconociese  á los 
revolucionarios  como  beligerantes  ” 
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lista  declaración  parece  oponerse  al  principio  general  do  Derecho  In- 
ternacional (pie  el  (Gobierno  de  Su  Majestad  ha  sostenido  do  manera  cons- 
tante, esto  es:  <|uo  el  establecimiento  do  un  bloqueo  jure  gentimn  sólo  os 
compatible  con  la  existencia  de  un  estado  de  guerra  y lleva  consigo  el 
reconocimiento  de  la  beligerancia  de  las  personas  contra  quienes  se 
dirige. 

El  Marqués  de  Lansdowne  me  ha  encargado  en  consecuencia  pedir 
á Vr.  E.,  «pie  so  digno  darme  algunos  otros  informes  con  respecto  á los 
precedentes  en  que  se  funda  el  Presidente. 

Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  la  seguridad 
do  mi  más  alta  consideración. 

OUTIIAM  BAX-IRONSIüE. 

Al  Excelentísimo  señor  J)r.  R.  López  Baraltf  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Estertores. — Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — N'.’  41G. — Caracas : 22  de  abril  de  1903. 

Señor  Ministro: 

Al  referirme  á la  nota  de  V.  E-  de  ayer,  tengo  á honra  mani- 
festarle, por  encargo  del  señor  Presidente  de  la  República,  que  el  De- 
creto de  bloqueo  de  7 de  marzo  último  fue  expedido  en  la  misma 
forma  y condiciones  de  otras  veces,  como  sin  duda  consta  en  los  ar- 
chivos de  esa  Legación,  y derogado  el  11  de  aquel  mismo  mes,  por 
convenir  así  á las  operaciones  militares  que  se  efectuaban  contra  los 
rebeldes;  por  lo  cual  constituye  para  el  Gobierno  un  asunto  comple- 
tamente terminado. 

Sírvase  aceptar  Y.  E.  las  nuevas  protestas  y seguridades  de  mi  con- 
sideración más  alta  y distinguida. 

R.  López  Baralt. 

Al  Excelentísimo  señor  Bax-Ironside,  Ministro  Residente  de  Sn  Majestad  Bri- 
tánica. 
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( TRADUCCIÓN  ) 

Caracas:  30  de  junio  de  1003. 

Señor  Ministro : 

El  21  de  abril  último  tuve  el  honor  de  dirigir  al  predecesor  de 
V.  E.  una  nota  relativa  al  restablecimiento  por  el  Gobierno  Venezo- 
lano del  bloqueo  de  ciertos  puertos  de  la  costa  de  Venezuela,  median- 
te Decreto  fecho  á 7 de  marzo  último,  y á la  revocación  de  ese  De- 
creto el  11  del  propio  mes. 

El  Gobierno  Británico  deseaba  con  vehemencia  saber  si  el  bloqueo 
anunciado  por  el  Gobierno  Venezolano  lo  consideraba  éste  como  un 
bloqueo  jure  gentium  aplicable  á las  naves  extranjeras  neutrales.  Si 
tal,  en  opinión  del  Gobierno  Británico,  habría  esto  establecido  un  es- 
tado de  güera  y conferido  derechos  de  beligerancia  á los  insurgentes, 
obligando  así  á la  Gran  Bretaña  á expedir  una  proclama  de  neutra- 
lidad y á restringir  el  uso  de  los  puertos  británicos  por  las  naves  de 
guerra  venezolanas. 

A esta  pregunta  recibió  mi  Gobierno  debidamente  una  respuesta 
en  el  sentido  de  que  el  Encargado  de  Negocios  de  los  Estados  Unidos 
en  Caracas  había  informado  que  el  General  Castro  había  manifestado 
que  el  Decreto  de  bloqueo  se  había  dictado  contra  puertos  ocupados 
por  los  revolucionarios  “de  acuerdo  con  precedentes  que  han  existido 
de  antiguo  para  casos  semejantes,  sin  que  jamás  hayan  constituido  nin- 
guna razón  para  que  á los  revolucionarios  se  les  reconociera  como 
beligerantes.” 

Esta  respuesta  fue  trasmitida  al  Embajador  de  Su  Majestad  en 
Washington  por  medio  del  Encargado  de  Negocios  de  los  Estados  Uni- 
dos en  esta  Capital  y del  Secretario  de  Estado  en  Washington.  En 
mi  nota  á que  ya  he  hecho  referencia  tuve  á honra  señalar  al  pre- 
decesor de  V.  E.  que  esta  manifestación  aparece  estar  en  oposición 
con  los  principios  generales  del  Derecho  internacional  que  ha  sosteni- 
do constantemente  el  Gobierno  de  Su  Majestad,  esto  es:  que  el  esta, 
blecimiento  de  un  bloqueo  jure  gentium  sólo  es  compatible  con  la  exis- 
tencia de  un  estado  de  guerra  y lleva  consigo  el  reconocimiento  como 
beligerantes  de  las  personas  contra  quienes  se  dirige. 
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'Puyo  también  el  honor  de  iufonnai’  al  Doctor  Baralt  que  yo  ba- 
hía. recibido  instrucciones  del  Marqués  do  Lansdowno  para  rogar  a 
S.  E.  que  so  dignara  suministrarme  otros  particulares  relativamente  á 
los  precedentes  en  que  se  funda  el  Presidente. 

Con  fecha  del  22  de  abril  recibí  del  Doctor  Baralt  una  respuesta  en 
el  sentido  de  (pie  el  Decreto  de  bloqueo  del  7 do  marzo  se  había  ex- 
pedido de  la  misma  manera  y en  las  mismas  condiciones  que  en  otras 
ocasiones;  (pío  so  había  suspendido  en  1L  de  marzo  para  facilitarlas 
operaciones  militares  (pie  se  llevaban  á cabo  contra  los  rebeldes,  y (pie 
en  consecuencia  el  Gobierno  Venezolano  lo  miraba  como  un  incidente 
que  estaba  enteramente  terminado. 

Como  V.  E.  lo  advertirá,  esta  respuesta  no  contenía  contestación 
alguna  á la  pregunta  hecha  en  mi  nota  del  21  de  abril  último. 

Como  mi  Gobierno  considera  que  es  de  importancia  (pie  se  defi- 
nan claramente  los  fundamentos  do  la  actitud  adoptada  por  el  Pre- 
sidente, yo  agradecería  que  V.  E.  me  diese  una  respuesta  específica 
con  respecto  á los  precedentes  en  que  se  apoyaba  el  Presidente  cuando 
sostuvo  (pie  podía  imponerse  un  bloqueo  á puertos  de  la  costa  vene- 
zolana ocupados  por  los  revolucionarios  siu  que  este  acto  acarrée  el 
reconocimiento  de  ellos  como  beligerantes. 

Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  la  seguri- 
dad de  mi  más  alta  consideración, 


OüTRAM  BáX-IrONSIDE. 

Al  Excelentísimo  Señor  Doctor  Alejandro  Urbaueja,  etc.,  etc-,  etc. 


Ministerio  do  Belacianes  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — Número  1.011  (bis). — Caracas:  G de  julio  de  1903. 

Señor  Ministro: 

En  la  visita  con  que  me  favoreció  el  martes  último,  30  de  junio,  se 
refirió  V.  E.  á una  nota  de  mi  antecesor  en  la  cual  se  había  dicho 
como  respuesta  á cierta  solicitud  del  Gobierno  Británico  relacionada 
con  un  concepto  del  Señor  Presidente  déla  República  relativo  al  De- 
creto de  bloqueo  de  siete  de  marzo  anterior,  que  el  asunto*1  de  que 
se  trataba  podía  darse  por  terminado  completamente.  Con  ese  motivo 


40 


DOCUMENTOS 


me  manifestó  V.  E.  el  deseo  de  que  se  diese  una  respuesta  más  amplia, 
pero  con  la  advertencia  de  que  no  era  su  propósito  ni  el  de  su  Go- 
bierno, abrir  discusión  sobre  el  asunto  sino  simplemente  obteuer  una 
contestación  que  concordase  más  estrechamente  con  el  objeto  de  la 
solicitud.  Preparábame  así  á dirigir  á Y.  E.  un  simple  informe  sobre 
los  últimos  antecedentes  relacionados  con  los  bloqueos  establecidos  pol- 
la Eepública  como  simple  medida  de  represión,  cuando  recibí,  dos  días 
después,  una  nota  de  Y.  E.  de  la  misma  fecha  de  nuestra  conversa- 
ción, en  donde,  además  de  puntualizar  las  circunstancias  de  la  corres- 
pondencia anterior,  manifiesta  V.  E.  el  vivo  deseo  de  su  Gobierno 
de  que  se  definan  claramente  los  fundamentos  de  la  actitud  adoptada 
en  aquella  ocasión  por  el  Primer  Magistrado,  y hasta  llega  á asentar 
el  principio  de  que  los  bloqueos  como  el  Decretado  en  marzo  no  pa- 
recen compatibles  sino  cou  la  existencia  de  una  situación  de  guerra, 
determinante  del  estado  de  beligerancia  en  las  personas  eontra  quie- 
nes se  dirigen  sus  efectos. 

La  forma  dada  por  \r.  E.  á su  comunicación,  me  obliga  á salir 
de  la  sencilla  esfera  en  que  me  había  propuesto  contestarla  de  acuerdo 
con  las  miras  expuestas  por  V.  E.  mismo,  y á entrar  en  el  terreno  de 
la  apreciación  jurídica,  contra  lo  que  V.  E.  había  indicado  ó yo  había 
creído  entender.  Claro  como  es,  por  fortuna,  el  punto  de  que  se  trata, 
y conocidos  como  son  los  principios  que  abonan  el  concepto  vertido 
por  el  señor  Presidente,  ninguna  dificultad  puede  haber  en  definir  éste 
y dejar  así  atendidos  los  deseos  que  V.  E.  so  lia  servido  manifestarme 
en  la  nota  á que  respondo. 

Desde  que  se  trata  de  una  sublevación  ó revuelta  sediciosa  contra 
el  orden  legal  establecido,  las  operaciones  encaminadas  á su  represión, 
dejan  de  ofrecer,  en  cuanto  á su  carácter  político, das  condiciones  cón- 
sonas con  un  estado  general  de  guerra,  y se  convierten  en  medidas 
preventivas  de  mayores  desafueros  ó de  más  graves  peligros  para  los 
intereses  comunes.  V.  E.  sabe,  y lo  sabe  el  Gobierno  de  S.  M.,  que 
la  condición  de  beligerante  supone  en  el  que  la  asume,  ó en  aquel 
en  quien  se  reconoce,  capacidad  suficiente  para  soportar  ciertas  res- 
ponsabilidades que  en  modo  alguno  pueden  ser  compatibles  con  la  con- 
dición de  sedicioso.  Y como  el  bloqueo  es,  en  sus  efectos  puramente 
represivos,  uno  de  los  recursos,  más  eficaces  para  reducir  á los  rebeldes, 
de  la  propia  suerte  que  pudiera  serlo  el  sitio  por  tierra  ó el  asalto, 
imposible  sería  privar  á un  Gobierno  del  uso  de  tal  providencia,  so 
pretexto  de  asimilar  un  estado  de  cosas  contrario  al  Derecho,  como 
es  una  sedición,  á un  estado  jurídico  perfectamente  definido  como  el 
que  ofrece  la  guerra  entre  los  beligerantes.  Una  cosa  viene  á ser  el 
grupo  rebelde  y otro  el  Gobierno  serio  y legal  que,  aun  en  sus  mismas 
medidas  de  represión,  busca  conciliar  las  necesidades  del  momento  con 
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l¡i  guarda  do  los  interósea  comunes  y con  el  uso  do  las  prácticas  in- 
ternacionales. 

No  imaginó  el  Gobierno  do  los  listados  Unidos,  cuando  en  1 «Sí»  1 
decretó  el  bloqueo  do  los  puertos  ocupados  por  los  confederados,  á 
quienes  trataba  como  rebeldes,  que  tal  medida  diera  á éstos  carácter 
do  beligerancia.  De  suerte  que,  cuando  el  Presidente  Lincoln  expidió 
la  proclama  de  19  de  abril  de  aquel  año,  se  refirió  á las  prácticas  del 
derecho  de  gentes  en  materia  de  bloqueos,  sin  contar  ni  por  un  mo- 
mento conque  de  ellos  se  pudiera  derivar  nada  encaminado  á un  cambio 
de  condición  jurídica  en  los  confederados  del  Sur. 

Hace  más  de  medio  siglo  se  venían  decretando  en  Ven ezuel a ope- 
raciones semejantes  como  medidas  represivas,  encaminadas  á reducir  á 
facciosos  ó rebeldes,  sin  que  jamás  se  hubiera  presumido  que  do  ellas 
pudiera  resultar  la  condición  de  beligerante  en  los  sediciosos  contra 
quienes  se  dirigían.  El  11  de  mayo  de  18  48,  se  declaró  en  estado  de 
bloqueo  el  puerto  de  Maracaibo  por  la  rebelión  que  había  estallado  allí 
contra  el  Gobierno  Constitucional.  De  igual  medida,  y por  razón  aná- 
loga, fue  objeto  el  litoral  de  ¡a  Provincia  de  Coro  el  9 de  julio  de 
184:9.  El  14  de  abril  y el  2 de  octubre  de  1871,  se  decretó  sucesiva- 
mente el  bloqueo  de  las  costas  de  los  Estados  Cu  maná  y Maturín  y 
el  de  las  aguas  del  Orinoco,  en  toda  la  extensión  abarcada  por  sus 
bocas.  El  31  de  octubre  de  1874  se  declararon  cerradas  y en  estado 
de  bloqueo  todas  las  costas  del  Estado  Falcón,  desde  la  desemboca- 
dura del  río  Tocuyo  hasta  la  del  río  Oribono;  y el  23  de  febrero  de 
18S0  se  volvieron  á bloquear  las  bocas  del  Orinoco,  en  la  misma  forma 
y mediante  los  mismos  procedimientos  navales  que  en  las  anteriores 
ocasiones.  El  '31  de  octubre  y el  G de  diciembre  de  1899  fueron  bloquea- 
dos Tuerto  Cabello  y Maracaibo,  y el  28  de  junio  y el  19  de  julio  de 
1902  otros  puertos  y litorales  ocupados  por  facciosos.  Ninguno  de  tales 
casos  dió  margen  al  menor  concepto  dubitativo  en  cnanto  á la  calidad 
puramente  represiva  de  la  providencia,  ni  á la  condición  ilegal  contraria 
á la  beligerancia,  de  los  núcleos  ó grupos  perturbadores  que  con  ella 
se  trataba  do  reprimir. 

Si  en  cada  uno  de  los  varios  disturbios  interiores  de  que  han  sido 
teatro  otras  Repúblicas  de  América,  se  hubieran  confundido  los  efectos 
de  las  medidas  dictadas  por  los  Gobiernos  Constitucionales  con  las 
expedidas  por  dos  ó más  Estados  beligerantes  en  guerra  formal,  habría 
resultado  de  esa  práctica  la  mayor  transgresión  de  ciertos  principios, 
hasta  el  punto  de  quedar  borrada  toda  diferencia  entre  el  Gobierno 
legítimo  y el  núcleo  perturbador.  De  apurarse  tal  idea,  se  llegaría 
hasta  la  sanción  de  la  rebeldía  por  obra  del  Derecho  Internacional. 
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Suponga  V.  E.  que  en  la  Besarabia  estallara  un  movimiento  anar- 
quista ó socialista,  y que  el  Gobierno  del  Czar,  pava  reprimirlo,  se  viera 
obligado  á cerrar  la  costa  comprendida  entre  Odessa  y la  parte  más 
próxima  á la  desembocadura  del  Danubio.  Si  al  comunicarlo  á los 
demás  Gobiernos  Europeos,  éstos  consideraran  que  el  bloqueo  suponía 
un  estado  de  guerra  determinativo  de  la  condición  de  beligerantes  en 
los  perturbadores  de  aquella  comarca  rusa,  se  daría  el  extraño  caso 
de  que  la  armada  del  Imperio  viese  impedido  su  acceso  á los  puertos 
de  los  Estados  amigos,  y de  que  los  anarquistas  ó socialistas  fuesen 
tratados,  en  ese  y en  otros  respectos,  do  la  propia  manera  que  lo 
fueron  en  1854  los  países  participantes  en  las  expediciones  contra  Cri- 
mea. Ni  al  Gobierno  de  Su  Majestad  ni  á su  digno  Representante 
podrá  ocultarse  la  necesidad  de  establecer  en  esas  ocasiones  un  cri- 
terio concreto,  nacido  de  las  circunstancias  peculiares  del  momento,  y 
al  cual  sirvan  de  confirmación  en  cada  oportunidad  las  mismas  doc- 
trinas y máximas  jurídicas  que  apoyan  y determinan  el  concepto  de 
la  beligerancia. 

“ Por  la  naturaleza  de  las  cosas,  el  derecho  de  hacerse  la  guerra, 
u en  el  sentido  que  esta  palabra  tiene  jurídicamente,  es  propio  y ox- 
“ elusivo  de  los  Estados  reconocidos  independientes,  y que,  por  lo  tanto, 
“ tienen  los  atributos  de  la  soberanía.  Una  guerra  hecha  por  quien 
“ no  tenga  la  autoridad  pública  en  un  Estado  y que  no  sea  condu- 
“ cida  por  aquéllos  que  esa  misma  autoridad  hubiese  comisionado,  no 
“ existe  para  las  demás  Naciones.  El  uso  de  la  fuerza  en  tales  casos 
“es  una  violación  de  la  ley  interna,  bajo  cuyo  dominio  cae.” — (Wiesse, 
Gap.  I,  § III). 

Tal  es  la  única  doctrina  aceptable.  Por  virtud  de  ella,  el  Gobierno 
que  se  vale  de  una  medida  de  fuerza  para  suprimir,  reprimir  ó reducir  una 
rebelión,  un  motín  ó una  sedición  cualquiera,  no  hace  sino  ejercer  un 
derecho  y cumplir  un  deber  que  han  sancionado  de  antemano  la  So- 
beranía interior  y la  Justicia  Internacional.  Lo  demás  sería  confundir 
los  actos  contrarios  al  orden  público  en  su  plena  acepción  jurídica,  con 
los  que  se  ejercen  por  virtud  de  circunstancias  ó situaciones  bien  pre- 
vistas y definidas  en  la  vida  común  de  los  Estados. 

Mas,  aun  cuando  ese  es  el  único  criterio  aplicable,  en  sentir  del 
Gobierno  de  la  República,  á la  materia  de  que  se  trata  en  su  pecu- 
liar naturaleza;  con  todo,  si  mediante  una  Convención  Internacional 
en  donde  estuvieran  representados  todos  los  Estados  del  globo,  se  de- 
terminase en  ese  sentido  algún  procedimiento  capaz  de  alterar  la  norma 
que  á ese  criterio  concretamente  se  ajusta,  y de  anular  los  antece- 
dentes establecidos,  Venezuela  habría  de  conformarse,  como  parte  en 
el  concierto  Internacional,  á cualquier  modificación  que  por  tal  respecto 
se  admitiera. 
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Cuando  ol  señor  Presidente  enunció  hi  idea  á ([tus  V.  10.  parece 
haberse  referido,  no  fue  su  propósito  promover  la  menor  aclaración, 
puesto  <|uo  se  trataba  de  un  decreto  ya  revocado,  sino  descartar  sim- 
plemente cualquier  idea  que  pudiera  hacer  suponer  en  el  Gobierno  do 
la  República  acto  alguno  contrario  á lo  (pie  el  Derecho  de  Gentes 
tiene  consagrado  en  ejemplos  notorios  y en  principios  de  la  mayor 
estabilidad. 

Sírvase  aceptar  V.  E.  las  renovadas  protestas  y seguridades  de 
mi  consideración  má~  alta  y distinguida. 

ALEJá  NDIIO  UltUANlSJA. 

Al  Excelentísimo  Sr.  Bax-Ironside,  Ministro  Residente  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica. 


II 

Inhabilitación  del  puerto  de  Ciudad  Bolívar  para  el  Coniorcio  Exterior. 


(TRADUCCIÓN  ) 


Señor  Ministro: 


Caracas : julio  4 de  1903. 


Obrando  con  arreglo  á instrucciones  que  he  recibido  del  Marqués 
de  Lausdowne,  Principal  Secretario  de  Estado  de  Su  Majestad  en  el 
Despacho  de  Negocios  Extranjeros,  tengo  á honra  informar  á V.  E. 
que  mi  Gobierno  no  puede  reconocer  el  derecho  del  Gobierno  de  Ve- 
nezuela para  confiscar  y capturar  naves  británicas  en  viaje  para  Ciu- 
dad Bolívar,  pues  ese  puerto  está  ahora  en  poder  de  fuerzas  revolu- 
cionarias, á menos  que  el  Gobierno  Venezolano  proclame  y mantenga 
un  bloqueo  efectivo  de  ese  puerto. 

Un  bloqueo  de  esta  naturaleza  necesitaría  el  reconocimiento  de  los 
insurgentes  como  beligerantes. 

Es  posible  que  haya  que  enviarse  á Ciudad  Bolívar  un  buque  de 
guerra  británico  para  proteger  la  propiedad  y la  vida  de  súbditos  bri- 
tánicos en  caso  de  necesidad. 

El  Gobierno  de  Su  Majestad  publicará  el  texto  del  Decreto  del 
Presideute  Castro  en  la  Gaceta  de  Londres  y yo  tengo  por  fanto  la 
honra  de  prevenir  al  Gobierno  de  V.  E.  en  cuanto  al  efecto  que 
dimanará  de  esta  notificación,  pues  Ciudad  Bolívar  permanece  en  poder 
de  insurgentes  que  todavía  no  han  sido  reconocidos  como  beligerantes. 
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Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovar  á Y.  E.  la  seguridad 
de  ini  más  alta  consideración. 

O U TEAM  BaX-IrOJNSIDE. 

Al  Excelentísimo  señor  Dr.  Alejandro  Urbaneja  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— FT?  1.024. — Caracas:  8 de  julio  de  1003. 

Señor  Ministro  : 

Como  el  punto  tratado  por  V.  E.  en  su  nota  del  4 se  relaciona 
extrictamente  con  los  que  se  sirvió  exponer  en  la  del  30  del  mes  úl- 
timo, juzga  este  Ministerio  que  las  ideas*  y la  doctrina  explanadas  en 
la  respuesta  á la  primera,  pasada  á esa  respetable  Legación  el  6 del 
presente,  con  el  número  1.011  bis,  dejan  elucidado  en  lo  esencial  y 
aún  en  lo  accesorio,  todo  lo  que  pudiera  dar  motivo  á una  nueva 
contestación  de  'este  Despacho. 

Encárgame,  sin  embargo,  el  señor  Presidente  de  la  República, 
apelar  á la  probada  cortesía  de  Y.  E.  para  saber  á qué  Decreto  del 
Ejecutivo  Federal  se  refiere  el  Gobierno  de  Su  Majestad  cuando  ha- 
bla de  su  publicación  en  la  Gaceta  de  Londres,  pues  si  alude  al  del  7 
de  marzo,  hay  que  tener  en  cuenta  que  él  quedó  revocado  por  el 
del  11  en  todas  sus  partes. 

Sírvase  aceptar  V.  E.  las  nuevas  protestas  y seguridades  de  mi  con- 
sideración más  alta  y distinguida. 

Alejandro  Uebaneja. 

Al  Excelentísimo  señor  Bax-Irouside,  Ministro  Residente  de  Su  Majestad 
Británica. 


L.  S. 

«s 

Señor  Ministro : 


Caracas : julio  9 de  1903. 


En  respuesta  á la  nota  de  V.  E.  del  8 del  corriente,  tengo  el  honor 
de  manifestar  que  el  Decreto  del  Ejecutivo  Federal  á que  mi  Gobierno 
se  refiere  es  el  del  27  de  mayo  de  1903. 

Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovar  á Y.  E.  las  seguridades 
de  mi  más  alta  consideración. 

OüTEAM  BaX-IrONSII)E. 


Al  Excnio.  señor  Doctor  Alejandro  Urbaneja,  etc.,  etc.,  etc. 
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Ministerio  do  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — NV  1.082.— Caracas : 14  de  .julio  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Al  presentar  á V.  E.  las  gracias  más  atentas  por  su  nota  del  0, 
explicativa  del  punto  referido  en  la  del  4,  tengo  la  honra  de  mani- 
festarle (pie,  como  el  Decreto  del  27  de  mayo  filó  de  mera  adminis- 
tración fiscal,  basado  en  facultades  del  Código  Nacional  do  Hacienda, 
no  file  objeto  do  notificación  diplomática  y está,  por  tanto,  fuera  do 
la  órbita  en  que  ella  pudiera  haberlo  colocado. 

Sírvase  aceptar  V.  E.  las  nuevas  protestas  y seguridades  de  mi 
consideración  más  alta  y distinguida. 

Alejandro  IJrb  aneja. 

Al  Excelentísimo  señor  Bax  Irouside,  Ministro  Residente  de  Su  Majestad 
Británica. 


III 

Ley  de  Extranjeros. 
(traducción) 


Caracas  : 28  de  agosto  de  1093. 

Señor  Ministro : 

Debe  de  estar  en  el  conocimiento  de  V.  E.  que,  en  17  de  abril  de 
este  año,  durante  el  Ministerio  del  predecesor  de  Y.  E.,  se  publicó  un 
Decreto  en  la  Gaceta  Oficial , relativo  á los  extranjeros  residentes  en 
Venezuela.  Como  esa  ley  afecta  la  posición  de  los  funcionarios  Con- 
sulares de  Su  Majestad  y en  general  la  de  los  súbditos  Británicos  resi- 
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den  tes  en  Venezuela,  la  comunique  al  Marqués  de  Lausdowne,  Primer 
Secretario  de  Estado  de  Su  Majestad  en  el  Despacho  de  Negocios 
Extranjeros. 

La  ley  ha  sido  considerada  seriamente  por  parte  de  mi  Gobierno 
y tengo  á honra  hacer  á V.  E.  respecto  de  ella  las  siguientes  obser- 
vaciones. 

La  ley  parece  ser  una  tentativa  por  parte  del  Gobierno  Venezo- 
lano de  privar  á los  extranjeros  en  el  territorio  de  la  República,  luego 
que  han  estado  dos  años  en  el  país,  de  su  nacionalidad  de  origen  y 
de  las  ventajas  que  esa  nacionalidad  podría  darles,  sin  dejarles  nin- 
guna opción  ó elección  en  el  particular,  ni  ningún  estado  nacional 
completo  en  cambio  del  que  perderán. 

Ella  los  excluye  rigurosamente  de  toda  participación  en  la  vida 
pública  de  Venezuela  (artículo  VI  (3)  y artículo  VIH  á pesar  de  la 
declaración  contenida  en  el  artículo  I ) y los  obliga,  so  pena  de  ex- 
pulsión, á convenir  en  llevar  todas  las  cargas  que  lian  de  llevar  los 
venezolanos  (excepto  el  servicio  militar  y los  empréstitos  forzosos  du- 
rante las  revoluciones)  y á renunciar  el  recurso  de  la  intervención  di- 
plomática (artículos  V - XI  - y XII ). 

En  la  extrieta  teoría  del  Derecho  Internacional,  un  Estado  puede 
tener  derecho  á excluir  de  sus  fronteras  á todas  los  extranjeros  (con 
sujeción  á condiciones  razonables  en  cuanto  á aviso ),  pero  cuando 
existen  tratados  de  amistad  y de  Comercio,  el  derecho  teórico  se  halla 
limitado  por  el  compromiso  contractual  y este  derecho  no  puede  apli- 
carse contra  súbditos  británicos  sin  contravenir  á derechos  británicos 
provenientes  de  tratado. 

Por  el  artículo  2?  del  Tratado  de  1825  con  Colombia  ( de  que  Ve- 
nezuela formaba  parte  entonces)  continuado  por  Venezuela  como 
Estado  independiente  en  1834,  convino  esta  última  en  permitir  á los 
súbditos  británicos  entrar,  permanecer  y residir  en  cualquier  parte  de  sus 
territorios.  Según  el  natural  y obvio  significado  de  las  palabras,  los 
términos  de  esta  estipulación  parecen  significar  que  á los  súbditos  bri- 
tánicos, después  de  haber  entrado  á Venezuela,  debe  permitírseles  per- 
manecer y residir  en  cualquier  parte  de  los  territorios  de  esa  República, 
sin  estar  obligados  en  modo  alguno  á modificar  el  estado  nacional 
británico  que  tenían  al  entrar  en  estos  territorios,  y,  por  tanto,  eu 
concepto  de  mi  Gobierno,  sería  contrario  no  menos  al  espíritu  que  á 
la  letra  del  tratado  que  Venezuela  se  negase  á permitir  á los  súb- 
ditos británicos  permanecer  eu  su  territorio,  á menos  que  ellos  con- 
vengan eu  despojarse  de  los  atributos  de  la  nacionalidad  Británica, 
por  miramiento  á la  ley  venezolana  y para  los  fines  de  ella  y por 
tanto  tiempo  cuando  ellos  permanezcan  dentro  de  la  jurisdicción  ve- 
nezolana. 
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El  artículo  IX  dol  tratado  á que  ya  so  lia  lioclio  referencia  es- 
tipula la  exención  de  los  súbditos  británicos  do  lodo  servicio  militar 
obligatorio. 

131  artículo  Y do  la  nueva  Ley  se  limita  á exenciones  do  servicios 
militares  etc.,  en  las  revoluciones  y en  las  luchas  intestinas.  Toda 
tentativa  do  obligar  á súbditos  británicos  á entrar  al  servicio  militar 
contra,  una  Potencia  extranjera,  violaría  el  artículo  IX  del  Tratado. 

13 1 artículo  XIV  do  la  Ley,  que  prohíbe  expedir  el  Exequátur  á 
funcionarios  Consulares  (pie  ejercen  el  comercio  ncsecita  comentarse 
con  referencia  al  artículo  X del  Tratado,  que  declara  que  las  partes 
contratantes  so  hallarán  en  libertad  de  nombrar  Cónsules  para  la  pro- 
tección del  Comercio,  pero  en  esc  artículo  no  hay  mención  alguna 
de  la  entera  exclusión  de  la  clase  de  donde  ordinariamente  se  saca 
una  gran  proporción  de  los  funcionarios  consulares,  ni  cosa  alguna 
que  la  justifique. 

El  artículo  XV  de  la  Ley  prohíbe  el  establecimiento  dentro  del  te- 
rritorio de  Venezuela  de  Sociedades  de  cualquier  clase  que  no  tengan 
su  oficina  principal  en  ese  país.  Presúmese,  (pie  la  expresión  Socieda- 
des significa  Compañías  y que  la  mente  de  la  disposición  es  excluir 
á todas  las  Compañías  de  comerciar  en  la  República  á menos  que  su 
oficina  principal  esté  en  Venezuela. 

El  Gobierno  de  Su  Majestad  es  do  opinión  que  el  mencionado  ar- 
tículo XV  es  contrario  á las  estipulaciones  del  Tratado  de  1825. 

El  artículo  Xí  de  la  nueva  Ley  declara  que  los  extranjeros  no 
tendrán  ningún  derecho  á recurrir  á la  intervención  diplomática  en 
Venezuela,  excepto  cuando  hayan  agotado  sus  recursos  legales  ante  los 
Tribunales  venezolanos  con  el  resultado  de  ser  claramente  evidente 
una  denegación  de  justicia. 

Sobre  este  punto  tengo  á honra  remitir  á V.  E.  las  comunica- 
ciones dirigidas  al  Gobierno  Venezolano  por  la  Legación  Británica  en 
21  de  mayo  de  1873  y 25  de  diciembre  de  1001. 

En  14  de  febrero  de  1873  expidió  el  Gobierno  Venezolano  un 
Decreto  que  requería  que  los  extranjeros  que  tuviesen  reclamaciones 
contra  la  República,  acudiesen  á los  Tribunales  del  país  con  exclu- 
sión de  la  intervención  diplomática.  El  Minisuo  Britárico  en  Caracas, 
obrando  conforme  á instrucciones  de  su  Gobierno,  informó  en  aquel 
tiempo  al  Gobierno  Venezolano,  que  el  Gobierno  de  Su  Majestad  se 
reservaba  el  derecho  de  objetar,  si  la  ocasión  lo  requería,  cualquier 
pretensión  por  parte  de  la  República  de  Venezuela  en  cualquier  tiempo 
venidero  de  haberse  exonerado  con  sn  propio  Decreto  de  responsabi- 
lidad para  con  la  Gran  Bretaña  con  respecto  á injusticias  ó daños  he- 
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dios  á súbditos  británicos  por  los  cuales  estuviese  obligada  la  República 
de  Venezuela  á dar  reparación,  ya  con  arreglo  al  Derecho  de  Gentes 
general,  ya  según  compromisos  contraactuales. 

Comunicación  semejaute  dirigió  al  Gobierno  de  V.  E.  mi  prede- 
cesor obrando  de  conformidad  con  instrucciones  el  25  de  diciembre  de 
1901. 

Para  terminar,  tengo  á honra  llamar  á V.  E.  la  atención  hacia  los 
artículos  específicos  supraindicados  de  la  Ley  de  que  se  trata,  al  le- 
vantar, en  nombre  de  mi  Gobierno  una  protesta  general  contra  la 
Ley  como  un  todo. 

Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  la  seguridad 
de  mi  más  alta  consideración, 

OUTItAM  BaX-IRONSÍDE. 

Al  Excelentísimo  Señor  Doctor  Alejandro  Urbaneja,  etc.,  etc.,  etc. 

Presente. 


i 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — Número  1.479. — Caracas:  14  de  setiembre  de  1903. 

Señor  Ministro: 

Con  escrupulosa  atención  he  leído  la  comunicación  de  V.  E.  de  fe- 
cha 28  de  agosto  próximo  pasado,  de  la  cual  di  cuenta  al  señor  Presidente 
de  la  República,  quien,  penetrado  de  la  importancia  de  su  contenido, 
se  ha  servido  darme  instrucciones  para  contestar  á V.  E.  en  los 
términos  siguientes: 

V.  E.  encuentra  que  la  Ley  de  11-10  de  abril  publicada  en  la 
Gaceta  Oficial  del  17  del  dicho  mes,  “parece  ser  una  tentativa  por  parte 
del  Gobierno  Venezolano  de  privar  á los  extranjeros  en  el  territorio 
de  la  República,  luego  que  han  estado  dos  años  en  el  país,  de  su 
nacionalidad  de  origen  y de  las  ventajas  que  esa  nacionalidad  podría 
darles,  sin  dejarles  ninguna  opción  ó elección  en  el  particular,  ni  nin- 
gún estado  nacional  completo  en  cambio  del  que  perderán.” 

Releyendo  la  citada  Ley  dictada  por  el  Congreso  Venezolano  en  11  de 
abril  y mandada  á ejecutar  el  1G  del  mismo  mes  por  el  Ejecutivo  Nacional, 
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confieso  á V.  E.  «nio  no  encuentro  fundamento  alguno  á la  acersión  de 
V.  E.,  textualmente  trascrita  arriba.  La  Ley  en  cuestión  no  arrebata 
ni  tiende  á arrebatar  á los  extranjeros  la  nacionalidad  de  origen  des- 
pués de  dos  años  de  residencia  en  el  país,  pues  en  su  artículo  .‘3?,  caso 
4?,  solo  pono,  para  determinar  la  condición  de  extranjero  domiciliado, 
la  circunstancia  de  la  permanencia  en  el  territorio  de  la  República 
por  más  de  dos  años,  con  negocios  de  comercio  ó de  cualquiera  otra 
industria,  siempre  que  tengan  casa  establecida  do  modo  permanente, 
aunque  se  encuentren  revestidos  de  carácter  consular,  y en  el  caso  2? 
del  artículo  3(.’  se  los  considera  “extranjeros  domiciliados”  á los  (pie 
hayan  residido  voluntariamente  y sin  interrupción  por  más  de  dos  años, 
“sin  carácter  diplomático,”  á diferencia  do  los  otros  dos  casos,  el  1?  y 
el  3?,  los  cuales  determinan  otros  dos  medios  de  realizar  el  misino  fin, 
el  do  adquisición  del  domicilio. 

El  artículo  1?  de  la  Ley  sobre  extranjeros,  Consagra  el  principio 
establecido  en  el  artículo  13  de  la  Constitución  Nacional  vigente : “Los 
extranjeros  gozan  do  todos  los  derechos  civiles  de  que  gozan  los  na- 
cionales.” Ni  la  Constitución  ni  la  Ley  excluyen  por  modo  alguno  á 
los  extranjeros  de  la  participación  en  la  vida  civil  de  Venezuela,  pues 
(pie  los  provee  de  todos  los  derechos  civiles  de  los  venezolanos,  po- 
ponióndolos  bajo  un  mismo  pié  de  igualdad.  Sólo  les  prohíben  “ mez- 
clarse en  los  asuntos  políticos  de  la  República,  ni  en  nada  que  con 
ellos  se  relacione.”  Y este  es  un  derecho  indiscutible,  pues  que  lo  es, 
el  derecho  para  cada  entidad  soberana  de  admitir  ó nó  á los  extran- 
jeros en  su  territorio,  y para,  una  vez  admitidos,  someter  su  perma- 
nencia á ciertas  reglas  de  conducta,  á efecto  de  que  la  estada  en  el 
país  no  arrastre  consigo  perjuicios  al  Soberano,  provenientes  las  más 
veces  de  perturbaciones  del  orden  público.  Venezuela,  al  permitir  á 
los  extranjeros  la  entrada,  el  tránsito  y la  permanencia  en  su  terri- 
torio, ejerce  un  acto  de  soberanía  y puede,  en  virtud  de  esa  potes- 
tad, imponer  condiciones  al  uso  de  aquella  gracia.  Esto  es  lo  que 
hace  en  la  Ley  de  11-16  de  abril  del  presente  año:  determiua  quienes 
son  extranjeros  trauseuntes  y quienes  domiciliados,  y cuáles  son  las 
obligaciones  que  ambos  deben  cumplir  dentro  del  territorio  nacional 
para  “gozar  de  los  mismos  derechos  civiles  que  los  venezolanos.”  En 
verdad  que  la  Ley  referida  somete  álos  extranjeros  domiciliados  “álas  mis- 
mas obligaciones  que  á los  venezolanos,  tanto  en  sus  personas  como  en  sus 
propiedades,”  pero  esta  es  una  consagración  de  nuestro  derecho  cons- 
titucional que  declara  que:  “La  Nación  no  tiene  ni  reconoce  á favor 
de  los  extranjeros  ningunas  otras  obligaciones  ni  responsabilidades  que  á 
las  que  á favor  de  los  nacionales  se  hayan  establecido  en  igual  caso 
en  la  Constitución  y en  las  Leyes.”  Sin  embargo,  la  Ley  exime  á los 
extranjeros  del  servicio  militar,  haciéndolos  con  esto  de  mejor  coudi- 
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ción  que  á los  venezolanos;  los  sustrae  al  deber  de  pagar  las  contri- 
buciones forzosas  y extraordinarias  do  guerra,  eu  los  casos  de  revo- 
lución ó de  luchas  intestinas  á mano  armada;  y esto  eu  el  momento 
mismo  en  que  el  Estado,  por  medio  de  sus  funcionarios  en  el  orden 
político  y militar,  les  presta  toda  su  protección  y amparo  contra  los 
desmanes  de  las  facciones  y los  cubre  cou  el  escudo  de  sus  garantías. 
Es  natural  que  á los  extranjeros  domiciliados,  conforme  á los  casos 
del  artículo  3?  de  la  ley  dicha,  so  los  equipare  en  cuanto  á las  obli- 
gaciones, “tanto  en  sus  personas  como  en  sus  propiedades”  á los 
venezolanos,'  desde  luego  que  se  los  equipara  á éstos  en  el  goce  de 
los  derechos  civiles;  porque  si  sucediese  lo  contrario,  es  decir:  si  los 
extranjeros  domiciliados  tuviesen  el  disfrute  de  los  derechos  civiles  y 
no  las  obligaciones  inherentes  y recíprocas,  la  injusticia  de  tal  pos. 
talado  sublevaría  la  equidad  de  la  Nación,  el  sentido  común  y aún 
la  razón  universal;  pues  no  es  posible  la  convivencia  humana  en  un 
territorio  determinado,  cuando  existen  en  él  individuos  sobre  cuyos 
hombros  pesan  todas  las  cargas  y otros  que  sólo  disfrutan  de  todos 
los  privilegios  y beneficios.  Aquel  que  establece  un  domicilio  en  un 
sitio  cualquiera  del  territorio,  adquiere,  por  ese  solo  hecho,  las  ven- 
tajas y derechos  que  semejante  situación  le  acarrea;  pero  también 
queda  sometido  á las  obligaciones  correlativas.  Y si  esto  sucede  cou 
los  ciudadanos  del  país  del  domicilio  ¿ cqál  sería  la  razón  de  Derecho  Inter- 
nacional que  pudiese  exigir  que  no  sucediese  lo  mismo  con  los  extranjeros 
domiciliados?  Ella  atacaría  el  principio  fundamental  de  justicia  sobre 
que  descansan  las  sociedades  modernas  en  sus  recíprocas  relaciones. 

Parece  creer  Y.  E.  que  los  extranjeros  domiciliados  en  el  país 
por  más  de  dos  años,  pierden  su  nacionalidad  de  origen  confor- 
me á la  citada  Ley ; y ello  no  es  así,  pues  el  artículo  G?  indica^ 
ó,  mejor  aún,  circunscribe  aquella  parte  de  la  vida  política  de  los  ve- 
nezolanos que  se  sustrae  al  círculo  de  actividad  de  los  extranjeros;  y 
el  7?,  establece  la  sanción  penal  consiguiente  al  infriugimiento  de  la 
prohibición,  que  no  es  común  á los  domiciliados  y á los  transeúntes, 
porque  para  éstos  no  puede  haber  otra  que  la  que  establece  el  ar- 
tículo 9?  de  aquella:  la  expulsión  del  territorio.  Prohíbese  á entram- 
bos: 1?  “Formar  parte  de  sociedades  políticas.  2?  Redactar  periódicos 
políticos  y escribir  sobre  la  política  interior  ó exterior  del  país,  en  ningún 
periódico;  3?  Desempeñar  empleos  ó destinos  públicos;  4?  Tomar  armas 
eu  las  contiendas  domésticas  de  la  República;  5?  Pronunciar  discursos 
que  de  algún  modo  se  relacionen  cou  la  política  del  país.”  Ahora 
bien,  cuando  los  extranjeros  domiciliados  infrinjen  la  prohibición  con- 
tenida en  los  números  del  artículo  G?,  demuestran  su  vivo  deseo  de  no 
permanecer  neutrales  y de  afrontar  las  consecuencias  todas  de  la  in- 
fracción cometida;  y es  entonces  cuando  la  sanción  del  artículo  7?  es 
aplicable  al  infractor,  desposeyéndolo  de  una  condición  de  extranjería 
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contra  la  cual  so  lian  encargado  do  testificar  sus  propios  hechos;  mas 
como  el  legislador  no  podrá  dejarlo  sin  nacionalidad  y por  ende  sin 
protección,  lo  naturalizó  ipxo  Jacio  desde  el  instante  en  <|iic  lo  declara 
sometido  á las  responsabilidades,  cargas  y obligaciones  que  pueda 
acarrear  al  venezolano  toda  contingencia  política.  Con  esta  explicación 
habrá  quedado  convencido  V.  E.  do  que  la  permanencia  ó domicilio, 
por  espacio  de  dos  años  en  Venezuela  no  arrebata  á los  extranjeros 
sil  nacionalidad  de  origen  ; y (pie  la  violación  de  los  números  del  ar- 
tículo 6?,  apareja,  ipso  Jacio,  “la  pérdida  do  la  condición  de  extranjeros 
en  los  domiciliados,  y el  sometimiento  á las  responsabilidades,  cargas 
y obligaciones  que  pueda  acarrear  á los  nacionales  toda  contingencia 
política;”  con  lo  cual,  el  legislador  venezolano,  entendió  fijar  definiti- 
vamente el  estado  nacional  de  todos  los  que,  dentro  del  territorio  de 
la  República,  hiciesen  uso  y disfrutasen  de  todos  los  derechos,  tanto 
civiles  como  políticos,  de  los  venezolanos;  [mes  es  lógico  que  quien 
entra  de  lleno  en  la  vida  civil  y política  de  un  país,  se  equipare 
también,  en  punto  á obligaciones,  á los  autóctonos  de  ese  Estado,  y corra 
las  mismas  contingencias  que  aquellos. 

Afirma  V.  E.,  y con  sobrada  razón,  (pie  cuando  existe  en  Tra- 
tados de  amistad  y dé  comercio,  el  derecho  de  las  Naciones  á excluir  de 
su  territorio  á los  extranjeros,  sufre  modificaciones,  se  “ limita  por  el 
compromiso  contractual”;  y sienta  V.  E.  el  indiscutible  principio  á 
objeto  de  establecer,  por  conclusión,  que  el  Tratado  de  1825,  entre  Co- 
lombia y la  Gran  Bretaña,  ratificado  por  Venezuela  en  1881,  limitó 
el  derecho  de  Venezuela,  pues  “convino  esta  última  en  permitir  á los 
súbditos  británicos  entrar,  permanecer  y residir  en  cualquier  parte  de 
sus  territorios,”  añadiendo  V.  E.  que:  “según  el  natural  y obvio  sig- 
nificado de  las  palabras,  los  términos  de  esta  estipulación,  parecen  sig- 
nificar que  á Jos  súbditos  británicos,  después  de  haber  entrado  á Ve- 
nezuela, debe  permitírseles  permanecer  y residir  en  cualquier  parte  de 
los  territorios  de  esa  República,  sin  estar  obligados  en  modo  alguno 

á modificar  el  estado  nacional  británico  que  tenían  al  entrar ” 

etc.,  lo  que  sería  contrario,  en  sentir  de  V.  E.  “ no  sólo  al  espíritu,  sino 
á la  letra  del  Tratado”  de  1825. 

No  obstante  el  respeto  que  me  merecen  las  opiniones  de  V.  E. 
y las  de  su  Gobierno,  séamo  permitido  disentir  de  ellas  en  lo  que  se 
✓ relacionan  con  la  afirmación  auterior  sobre  una  supuesta  contravención 
á derechos  de  los  súbditos  británicos  provenientes  del  dicho  Tratado, 
pues  el  propio  artículo  2?,  citado  por  V.  E.  en  apoyo  de  la  literal  in- 
terpretación que  de  él  hace,  consagra  el  derecho  que  parece  negarse 
ahora  á Venezuela,  cual  es,  el  de  dictar  leyes  que  sirvan  de  pauta 
á la  conducta  de  los  extranjeros  en  su  territorio  y las  penas  que  deben 
recaer  sobre  los  infractores  de  aquéllas.  En  efecto,  el  artículo  II  se 
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expresa  terminantemente  así : “ Habrá  entre  todos  los  territorios  de 
Colombia  y los  territorios  de  S.  M.  B.  en  Europa,  una  recíproca  li- 
bertad de  comercio.  Los  ciudadanos  y súbditos  de  los  dos  países  res- 
pectivamente, tendrán  libertad  para  ir  libre  y seguramente  con  sus 
buques  y cargamentos  á todos  aquellos  parajes,  puertos  y ríos  en  los 
territorios  antedichos,  á los  cuales  se  permite,  ó se  permitiere,  ir  á otros 
extranjeros;  entrar  en  los  mismos  y permanecer  y residir  en  cualquiera 
parte  de  los  dichos  territorios  respectivamente:  también  para  alquilar 

y ocupar  casas  y almacenes  para  los  objetos  de  su  comercio;  y general- 
mente los  comerciantes  y traficantes  de  cada  Nación  respectivamente,  go- 
zarán de  la  más  completa  protección  y seguridad  para  su  comercio,  estando 
siempre  sujetos  d las  leyes  y estatutos  de  los  dos  países  respectivamente cuyo 
texto  quiere  decir,  en  su  letra  y en  su  espíritu : que  los  súbditos  británicos, 
para  entrar,  residir  ó permanecer  en  el  territorio  venezolano  al  cual  se  per- 
mite el  acceso  de  los  extranjeros,  están  siempre  sujetos  á las  leyes  y 
estatutos  dictados  por  la  República;  y que  los  venezolanos,  en 
los  territorios  de  Su  Majestad  Británica  en  Europa,  también  y siempre 
están  sujetos  á las  leyes  y estatutos  británicos  durante  su  entrada,  resi- 
dencia ó permanencia  en  aquéllas.  El  Tratado  de  1825  queda,  pues,  en 
vigor,  é iutocado  el  artículo  II,  que  se  ha  servido  citar  Y.  E.  en  apoyo 
de  su  creencia  y de  la  de  su  Gobierno  respecto  á la  supuesta  con- 
travención de  los  derechos  de  los  subditos  británicos  en  Venezuela, 
reconocidos  por  el  Tratado  que  se  invoca,  y que  la  República  es  la 
primera  en  respetar  y cumplir,  pues  no  ha  pretendido  ella  hasta  el 
presente  ni  pretenderá  en  el  porvenir,  que  sus  nacionales,  al  entrar, 
residir  ó permanecer  en  los  territorios  de  S.  M.  Británica,  se  desen- 
tiendan de  las  leyes  y estatutos  que  la  Gran  Bretaña  dicte,  en  ejer- 
cicio de  su  soberanía,  como  obligatorias  para  los  extranjeros  que  pisen 
los  territorios  británicos ; ya  que,  conveucida  de  su  derecho,  Venezuela 
ha  dictado  siempre  las  leyes  y estatutos  que  reglamentan  las  relacio- 
nes entre  los  extranjeros  y el  Estado,  y definido  las  condiciones  bajo 
las  cuales  permite  á los  extranjeros  pisar  su  territorio,  residir  y per- 
manecer en  él;  potestad  que  no  se  ha  negado  jamás  á ninguna  nación 
cristiana,  á ningún  país  de  los  que  viven  la  vida  del  Derecho  Inter- 
nacional, la  vida  de  harmonía  que  fortifica  los  vínculos  de  equidad  y 
de  justicia  en  los  pueblos  civilizados. 

El  artículo  IX  del  Tratado  de  1825,  piensa  V.  E.  que  puede  ser 
violado  por  la  declaración  contenida  en  el  artículo  V de  la  Ley  de  11- 
10  de  abril  en  referencia.  Mi  Gobierno  juzga:  que  es  más  bien  una 
ratificación  de  aquél,  pues  claramente  dice,  al  referirse  á los  “extranjeros 
domiciliados,”  que:  “ no  están  sujetos  al  servicio  militar,  ni  al  pago  de  las 
contribuciones  forzosas  y extraordinarias  de  guerra,  en  los  casos  de  re. 
volución  ó de  luchas  intestinas  á mano  armada.”  — N 

El  artículo  XIV  de  la  Ley,  que  prohíbe  al  Ejecutivo  Nacional 


expedir  exequátur  á los  individuos  <pie  ejerzan  el  comercio  y hayan 
sido  designados  para  el  servicio  do  las  funciones  consulares  en  el  te- 
rritorio de  la  República,  no  colirio,  como  parece  creer  V.  13.,  por  modo 
alguno  con  el  artículo  X del  Tratado  do  1825.  Allí  se  consagra  la 
doctrina,  de  Derecho  Internacional  universal  mente  seguida  respecto  á 
la  incompatibilidad  de  las  funciones  mercantiles  con  las  consolares;  y 
no  se.  desvirtúa  en  mi  ápice  la  prenombrada  Convención,  desdo  luego 
<pie  ésta  define  claramente  la  facultad,  para  ambos  Gobiernos,  “de  nom- 
inar Cónsules  para  la  protección  del  comercio”;  haciendo  constar,  ó 
estableciendo  en  la  estipulación  contenida  en  el  dicho  artículo  X,  (pie  : 
“antes  (pie  cualquiera  Cónsul  obre  como  tal,  será  aprobado  y admi- 
tido, en  la  forma  acostumbrado,  por  el  Gobierno  al  cual  fuere  enviado, 
y cualquiera  de  las  partes  contratantes  puede  exceptuar  de  la  resi- 
dencia de  Cónsules  aquellos  lugares  particulares  (pie  cualquiera  de  ellas 
juzgue  conveniente  exceptuar.”  Por  manera  que,  cuando  el  Legislador 
Venezolano,  en  virtud  de  su  jurisdicción  territorial,  de  su  facultad  de 
dictar  leyes  á todos  los  habitantes  del  país,  salvo  los  derechos  de  ex- 
traterritorialidad admitidas  por  el  Derecho  Público  Internacional,  ha 
determinado  las  condiciones  ó cualidades  que  deben  concurrir  en  las 
personas  que  hayan  de  desempeñar  Consulados  ó Viceconsulados  en  la 
República,  para  poder  ser  aprobados  y admitidos , no  ha  traspasado  ni 
podido  traspasar  los  límites  del  compromiso  contractual,  pues,  no  por- 
que no  se  exprese  con  precisión  categórica  la  existencia  de  un  dere- 
cho, habrá  de  entenderse  jamás  que  se  renuncia  á su  ejercicio  ó que 
se  carece  de  él  ó que  no  se  pondrá  en  práctica  tan  luego  llegue  la 
ocasión  propicia;  á más  de  que,  la  reserva  hecha  por  entrambos  Go- 
biernos de  “aprobar  y admitir  al  Cónsul  antes  de  que  obre  como  tal,’’ 
indica,  por  el  contrario,  que  las  Altas  Partes  contratantes  tuvieron 
en  vista  las  cualidades  que  debían  concurrir  en  las  personas  que  ha- 
brían de  desempeñar  las  funciones  consulares  en  sus  respectivos  te- 
rritorios, para  darles  ó negarles  el  exequátur,  según  concurriesen  ó no 
en  ellas  las  circunstancias,  requisitos  y cualidades  exigidos  por  la  legis- 
lación y las  costumbres  de  cada  uno  de  los  dos  países. 

Tampoco  existe,  á juicio  de  mi  Gobierno,  y á la  luz  de  los  prin- 
cipios del  Derecho  Internacional,  ninguna  antinomia  entre  el  artículo  15 
de  la  Ley  sobre  extranjeros  y el  Tratado  de  amistad  y comercio  de 
1825,  ratificado  en  1834,  por  el  hecho  de  (pie  aquel  artículo  estatuya 
que  “queda  terminantemente  prohibido  el  establecimiento  en  el  país 
de  sociedades  de  cualquier  género  que  no  fijen  su  asiento  ó domicilio 
en  él  ” ; pues  que,  según  los  términos  del  compromiso  contractual  “ ge- 
neralmente los  comerciantes  y traficantes  de  cada  Nación,  respectiva- 
mente, gozarán  de  la  más  completa  protección  y seguridad  para  su 
comercio,  estando  siempre  sujetos  á las  leyes  y estatutos  de  los  dos  paí- 
ses respectivamente;”  y la  manera  cómo  aquellas  protección  y seguridad 
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pueden  lograrse  respecto  de  las  sociedades  y compañías  comerciales 
(ó  de  cualquier  género)  es  teniendo  éstas  su  asiento  principal  é> 
domicilio  en  el  país,  ya  que  tal  protección  y seguridad  es  susceptible 
de  gozarla  solamente  toda  persona  física,  moral  ó jurídica,  que  se 
encuentre  en  el  territorio  nacional  bajo  la  tutela  de  sus  leyes.  Y si 
se  pretendiese  que  los  súbditos  británicos,  dentro  del  territorio  vene- 
zolano, están  exentos  de  someterse  á las  leyes  y estatutos  de  la  Repú- 
blica, al  tenor  de  la  parte  final  del  artículo  II  del  dicho  Tratado,  (pie 
reconoce  explícitamente  tal  obligación,  la  antinomia,  entre  la  Ley  de 
las  Altas  partes  contratantes,  que  es  el  Convenio  de  1825,  y esas  su- 
puestas pretensiones,  si  sería  resaltante,  aun  sin  apurar  mucho  la- her- 
menéutica jurídica. 

La  Ley  vigente  sobre  derechos  y deberes  de  los  extranjeros  den- 
tro del  territorio  nacional,  á que  venimos  contrayéndonos,  no  niega 
á los  extranjeros  el  ocurrir  á la  vía  diplomática,  como  entiende 'ó 
afirma  V.  E.;  élla,  en  sus  artículos  11,  10,  17  y 18,  reconoce  ese 

derecho  y determina  los  casos  en  los  cuales,  según  el  Derecho  de 
Gentes,  es  adaptoble  aquella  vía,  y si  los  tratados  públicos  no  dis- 
ponen nada  concreto  en  previsión  de  los  sucesos.  Por  otra  parte, 
la  doctrina  contenida  en  los  artículos  11,  1G,  17  y 18  de  la  Ley,  está 
calcada  en  los  últimos  universales  postulados  del  Derecho  Internacional 
y de  los  tratadistas  modernos  de  todos  los  países  de  cristiandad.  En 
ninguno  de  tales  artículos  el  Gobierno  de  la  República  asoma,  ni  aún 
remotamente  !a  idea  de  querer  sustraerse  por  sus  propias  leyes  á las 
responsabilidades  que  le  aparejarían  sus  propios  actos,  según  los  prin- 
pios  del  Derecho  Internacional  ó las  previsiones  de  los  tratados  pú- 
blicos ; antes  por  el  contrario,  en  los  artículos  citados,  el  legislador 
venezolano  provee  á los  nacionales  y á los  súbditos  de  todas  las  na- 
ciones del  orbe,  de  los  medios  adecuados  para  reclamar  de  la  Nación  ; 
pero,  al  propio  tiempo  que  les  señala  el  procedimiento  que  deberán 
seguir  para  obtener  toda  la  justicia  que  les  incumba,  pone  coto  á los 
abusos  posibles,  consistentes  en  la  censurable  pretensión  de  algunos 
extranjeros  á querer  sustraerse  al  imperio  de  las  leyes  locales  para 
conseguir  aquel  fin  prescindiendo  de  los  trámites  preestablecidos  para 
garantía  de  todos.  El  Legislador  Venezolano  no  ha  hecho  en  esto 
sino  conformarse  á la  práctica  constante  de  las  Naciones  cultas  y á 
los  principios  del  Derecho  Internacional  universalmente  seguidos  en  la 
materia,  sin  pretender  desvirtuar  en  lo  más  mínimo  la  fuerza  de  estos 
principios  ni  mucho  menos  la  de  los  compromisos  contractuales,  como 
se  ha  hecho  constar  en  las  comunicaciones  dirigidas  por  mis  predece- 
sores á los  de  V.  E.,  al  exponer  en  ellas, — con  prolijidad  que  revela 
el  anhelo  de  llevar  al  espíritu  de  éstos  el  íntimo  convencimiento  de 
la  justicia  de  la  causa  porque  abogan, — toda  la  doctrina  corriente,  y 
los  nombres  de  las  autoridades  que  la  sostienen,  y los  ejemplos  que 
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van.  formando  la  jurisprudencia  do  las  Naciones,  á cuyas  comunicaciones 
pláceme  referir  á V.  10.,  reiterándolas  en  lo  pertinente  ó relacionado 
con  las  reservas  ó protestas  de  V.  10. 

Para  terminar,  cúmpleme  llevar  á conocimiento  de  V.  JO.,  que  el 
señor  Presidente  de  la  República,  al  imponerse  de  la  protesta  gene- 
ral levantada  por  V.  10.,  á nombre  del  Gobierno  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica contra  la  Ley  de  11  — LO  de  abril  del  año  en  curso  como  un 
todo,  lia  creído  deber  abrigar,  no  la  esperanza,  sino  la  certidumbre  de 
que,  leída  con  el  detenimiento  y la  serenidad  de  espíritu  que  lia  me- 
nester la  presente  comunicación,  V.  10.  quedará  profundamente  per- 
suadido del  perfecto  derecho  que  asiste  á la  República  para  dictar  la 
Ley  consabida,  y de  la  justicia  que  hace  ella  á todos  los  habitantes 
del  territorio  nacional,  colocándolos  bajo  un  mismo  pié  de  igualdad : 
razón  por  la  cual  confía  el  Supremo  Magistrado  de  Venezuela  en  que  V.  10. 
asentirá  á todo  lo  expuesto. 

Válgome,  señor  Ministro,  de  esta  oportunidad,  para  renovaros  las 
seguridades  de  mi  más  alta  y personal  consideración. 


Alejandro  Urraneja. 


Al  Excelentísimo  Señor  Bax-Ironside,  Ministro  Residente  dé  S.  M.  Británica. 


V 


Señor  Ministro: 


Caracas:  17  de  setiembre  de  1903. 


Tengo  el  houor  de  acusar  recibo  á V.  E.  de  su  nota  del  14  del 
corriente  referente  á la  condición  de  los  extranjeros  residentes  en  Vene- 
zuela, cuyo  contenido  he  enviado  al  Marqués  do  Lansdowne,  Primer 
Secretario  de  Estado  de  Su  Majestad  en  el  Departamento  de  Negocios 
Extranjeros. 

Válgome  de  esta  oportunidad  para  renovará  V.  E.  las  seguridades 
de  mi  más  alta  consideración. 

OUTRAM  BAX-IrONSIDE. 

Al  Excelentísimo  Señor  Doctor  Alejandro  Urbaueja,  etc.,  etc.,  etc. 
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IV 

Retiro  del  exequátur  al  Vicecónsul  inglés  eu  La  Guaira. 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Interna- 
cional Privado. — Número  258. — Caracas:  17  de  abril  de  1903. 

Señor : 

Ha  llegado  á conocimiento  del  Gobierno  que  el  señor  Rudolf  Schunck, 
Vicecónsul  de  la  Gran  Bretaña  en  La  Guaira,  ha  quebrantado  el  de- 
ber de  neutralidad  inherente  á las  funciones  que,  con  aquel  carácter, 
ha  venido  desempeñando. 

Esta  circunstancia  ha  colocado  al  Presidente  Constitucional  de  la 
República  en  la  dolorosa  necesidad  de  retirar,  como  en  efecto  se  hacc> 
en  virtud  de  Resolución  dictada  por  este  Ministerio,  el  Exequátur  que, 
en  25  de  noviembre  de  1899  se  expidió  á dicho  funcionario  para  el 
ejercicio  de  las  atribuciones  consulares. 

Al  trasmitir  á V.  E.,  con  toda  la  pena  del  caso,  tal  determinación 
del  Gobierno  de  Venezuela,  me  es  honroso  reiterar  á V.  E.  el  testi- 
monio de  mi  más  alta  y distinguida  consideración. 

R.  López  Baralt. 

Al  Excelentísimo  ¡Señor  Bax-Irouside,  Ministro  Residente  de  la  Gran  Bretaña. 


( TRADUCCIÓN  ) 


(L.S). 


Señor  Ministro : 


Caracas  : 18  de  de  abril  de  1903. 


Eu  la  nota  de  V.  E.  del  17  del  corriente  me  dispensasteis  el  ho- 
nor de  informarme  que  había  llegado  á conocimiento  del  Gobierno 
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Vonozolano  que  el  Señor  Eiidolph  Schunck,  Vicecónsul  de  la  (Irán  Bre- 
taña en  La  Guaira,  había  infringido  los  deberos  de  la  neutralidad 
necesarios  para  el  ejercicio  de  las  funciones  inherentes  á ese  carácter. 

También  me  informasteis  que  el  Presidente  de  la  República  había 
separado  el  Exequátur  que  so  le  concedió  al  señor  Schunek  el  25  do 
noviembre  de  1899  para  el  ejercicio  do  sus  (Líberes  consulares. 

La  nota  de  V.  E.  me  llegó  anoche  y casi  simultáneamente  apa- 
reció en  la  Gaceta  Oficial  la  notificación  del  retiro  del  Señor  Schunck. 

Y.  E.  recuerda  muy  bien  sin  duda,  que  mi  predecesor  en  nota  focha 
á 13  de  agosto  del  año  último,  procediendo  conforme  á instrucciones 
del  Marqués  de  Lansdowne,  Principal  Secretario  de  Estado  de  S.  INI. 
en  el  Despacho  de  Negocios  Extranjeros,  protestó  oficialmente  ante 
V.  E.  contra  la  manera  como  se  . había  tratado  al  Señor  Schunck. 

El  Gobierno  que  V.  E.  re}) resonta  ha  juzgado  ahora  conveniente 
retirar  al  Señor  Schunck  el  Exequátur  sin  una  palabra  de  prevención 
y sin  darse  ninguna  razón  válida. 

En  vista  de  que  el  cable  no  está  en  buen  estado,  probablemente 
trascurrirán  algunos  días  antes  (pie  mi  Gobierno  reciba  la  noticia  del 
retiro  del  Exequátur  al  Señor  Schunck,  entre  tanto  acaso  crea  V.  E. 
conveniente  favorecerme  con  alguna  razón  válida  para  la  medida  del 
Gobierno  de  V.  E.  en  este  asunto. 

Yálgome  de  la  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  la  seguridad  de 
mi  más  alta  consideración. 

OüTTIAM  BaX-IrONSTDE. 

Al  Excelentísimo  Señor  Doctor  lí.  López  Bara.lt,  etc.,  etc.,  etc. 


r 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Número  415. — Caracas:  22  de  abril  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Ayer  por  la  tarde  se  recibió  en  este  Ministcro  ¡a  nota  de  Y.  E. 
del  18,  relativa  al  Señor  Schunck  y la  razón  en  que  el  Gobierno  de 
Venezuela  se  fundó  para  retirarle  con  fecha  del  17  el  permiso  que  se  le 
había  expedido  el  25  de  noviembre  de  1899. 
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Parece  que  V.  E.  no  lia,  juzgado  natural  ni  admisible  ese  acto  de  parte 
del  Gobierno  sin  prevenir  á la  Legación;  y con  el  objeto  de  afirmar 
su  concepto  recuerda  la  nota  del  13  de  agosto  último,  para  pedir  des- 
pués que  se  le  comunique  alguna  razón  válida  del  procedimiento. 

Como  se  trata  de  persona  tan  versada  como  V.  E.,  en  asuntos  de 
esta  índole  y á quien  se  considera  animado  do  los  más  cordiales  pro- 
pósitos en  lo  tocante  á las  relaciones  oficiales  con  el  Gobierno  de  Ve- 
nezuela, no  lia  dejado  de  sorprender  en  cierto  sentido  al  Presidente 
que  un  acto  sencillísimo  de  suyo  y concretamente  definido  en 
anteriores  ocasiones  con  esa  misma  Legación,  venga  á ser  ahora  mo- 
tivo de  duda  en  cuanto  al  derecho  conque  se  ejecutó  y á la  justicia 
de  las  razones  que  lo  determinaron. 

Si  Y.  E.  tiene  la  condescendencia  corno  es  de  esperarse  de  su  amis- 
tosa disposición,  de  reconsiderar  la  misma  nota  del  13  de  agosto  últi- 
mo, hallará  en  ella  una  prueba  ya  antigua  de  que  el  Señor  Scliunck  no 
podía  ser  elemento  de  armonía  entre  los  intereses  comerciales  que  el 
Viceconsulado  representa  y las  Autoridades  encargadas  de  cumplir  las 
leyes  fiscales  de  la  República. 

Allí  (en  la  nota)  se  habló  de  la  promosióu,  con  respecto  al  Señor 
Schunck,  de  ciertas  diligencias  ante  el  Cuerpo  Consular,  que  no  podían 
tender  sino  á producir  dificultades  en  momentos  en  que  á todos  im- 
portaba coadyuvar  á la  mayor  unidad  de  acción  en  el  sentido  de  man- 
tener la  confianza  pública.  Pasados  aquellos  inconvenientes,  que  uno 
de  mis  antecesores  expuso  de  manera  verbal  al  Ministro  que  había 
dirigido  la  nota  del  13  de  agosto,  se  prefirió  ceder  á los  consejos  de 
la  cordialidad  y se  aplazó  el  uso  de  un  derecho  que  circunstancias 
ulteriores  vinieron  á imponer  como  indispensable. 

V.  E.  sabe  que  en  ningún  Gobierno  existe  la  menor  obligación  de 
individualizar  los  motivos  á que  haya  obedecido  un  procedimiento  de 
esa  especie,  procedimiento  á que  asienten  todos  los  publicistas,  prin- 
cipalmente Phillimore. 

El  emana  de  un  derecho  tan  notorio  como  el  de  ejercer  la  So- 
beranía interior  sin  previa  participación;  pero  como  al  Gobierno  le 
importa  desvanecer  en  el  ánimo  de  V.  E.  cualquier  impresión  con- 
traria al  espíritu  de  sinceridad  cou  que  desea  corresponderá  los  amis- 
tosos conceptos  que  el  señor  Presidente  oyó  de  las  labios  de  V.  E. 
mismo  el  día  de  su  recepción  oficial,  habrá  de  hacerse  en  este  punto 
una  excepción  para  declarar  á V.  E.  que  la  conducta  del  Señor  Schunck 
era  ya  incompatible  con  la  serenidad  exigida  ó acostumbrada  en  las 
relaciones  que  cultivan  las  Autoridades  locales  con  los  Cónsules  extran- 
jeros. Además  del  acto  que  provocó  el  Señor  Schunck  á mediados 
del  año  último,  del  cual  trató  la  nota  del  13  de  agosto,  su  actitud  ante 
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la  Aduana  había  llegado  á sor  ostensiblemente  agresiva,  hasta  el  pun- 
to do  presentarse  á cada  paso  en  dicha  oficina  liscal  vestido  de  uni- 
formo1», como  para  comunicar  carácter  de  gravedad  é importancia  á los 
asuntos  más  rutinarios  y sencillos. 

Frecuentemente  mezclaba  en  una  misma  gestión  su  carácter  con- 
sular y su  carácter  comercial,  con  evidente  menoscabo  de  un  principio 
á (pie  acaba  de  atender  el  Congreso  Nacional  al  prohibir  en  la  pre- 
sento Ley  sobro  extranjeros  la  epedición  de  Exequátur  en  favor  de 
personas  (pío  ejerzan  el  comercio. 

Más  de  un  denuncio  tuvo  la  autoridad  de  (pie  el  ¡Señor  ¡Schuuck 
no  era  extraño  al  curso  do  correspondencia  contraria  al  Poder  legal 
constituido ; y en  más  de  una  ocasión  trató  ól  de  estorbar,  valido  de 
su  mismo  carácter  Consular  la  acción  de  los  Agentes  del  Gobier- 
no en  momentos  de  posible  conflicto  para  la  seguridad  pública.  Los 
hechos  á «pie  so  refirió  la  nota  de  13  de  agosto  uo  fueron  de  otro 
carácter. 

Sin  necesidad  de  penetrar  en  el  fondo  del  derecho  ni  de  aducir 
prácticas  muy  conocidas  para  justificar  el  retiro  del  permiso  con  que  el 
señor  Sehunck  ejercía  su  cargo  viceconsular,  pudiera  hallarse  una 
razón  concreta  del  procedimiento  en  el  artículo  10  del  Tratado  entre 
Venezuela  y la  Gran  Bretaña,  que  está  declarado  temporalmente  en 
vigor.  Allí  se  dice  que  los  Cónsules  nombrados  por  las  dos  partes 
para  la  protección  del  comercio,  serán,  antes  de  obrar  como  tales, 
a probados  y adm  itidos  en  la  forma  acostumbrada  por  el  Gobierno  al  cual 
fueren  enviados.  La  facultad  de  admitirlos  envuelve  rigurosamente  la 
posibilidad  de  rechazarlos ; y como  esto  último  es  mucho  más  lógico 
después  de  conocida  la  persona  que  antes  de  saberse  á qué  propósitos 
ha  de  subordinar  su  conducta  oficial,  el  derecho  de  retiro  usado  ahora 
no  viene  á ser  sino  , efecto  natural  de  aquella  misma  estipulación. 

Al  corresponder  así  en  lo  posible  á la  solicitud  contenida  en  la 
nota  del  18,  me  complazco  en  renovar  á V.  E.  las  protestas  y segu- 
ridades de  mi  consideración  más  alta  y distinguida. 

K.  López  Baralt. 

Al  Excelentísimo  señor  Bax-Irouside,  Ministro  Residente  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica. 
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(traducción) 

(L.  S.) 

Curucas:  23  (le  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Tengo  á honra  informar  á V.  E.  que  con  fecha  del  17  de  abril 
recibí  del  Dr.  Baralt,  predecesor  de  V.  E.,  una  nota  en  que  Su  Excelencia 
me  informaba  que  el  señor  Eudolpli  Schunclc,  Vicecónsul  Británico  en 
La  Guaira,  había  infringido  los  derechos  de  neutralidad  necesarios 
para  el  ejercicio  do  las  funciones  que  le  corresponden  en  su  carácter 
de  Vicecóusul. 

El  Doctor  Baralt  me  informó  también  que  el  Presidente  había 
determinado  al  propio  tiempo  retirarle  el  exequátur  al  señor  Scliuuck* 

En  la  Gaceta  Oficial  apareció  el  mismo  día  un  Decreto  por  el  cual 
se  le  retiraba  el  exequátur  al  señor  Scliuuck. 

El  día  siguiente  dirigí  una  nota  al  Doctor  Baralt  avisándole  el  re- 
cibo de  la  comunicación  en  que  me  informaba  del  retiro  del  exequátur 
del  señor  Scliuuck  y rogué  que  se  me  favoreciera  con  alguna  razón 
válida  para  el  proceder  del  Gobierno  Venezolano  en  este  punto. 

Con  fecha  del  22  del  mes  último  recibí  una  respuesta  de  (pie  no 
dejé  de  remitir  copia  á mi  Gobierno. 

En  la  nota  de  esta  fecha  no  hallo  ni  una  sola  prueba  ó testi- 
monio de  ninguna  especie  que  demuestre  (pie  el  señor  Sehunck  haya 
infringido  en  modo  alguno  los  derechos  de  neutralidad,  como  me  in- 
formó el  Dr.  Baralt  en  su  nota  del  17  de  abril  último. 

El  único  cargo  hecho  contra  el  señor  Scliuuck  en  la  nota  del  Doctor 
Baralt  parece  ahora  ser  que  “su  actitud  para  con  la  Aduana  era  agre- 
“ siva  y que  él  acostumbraba  frecuentemente  confundir  sus  caracteres 
“ consular  y comercial.” 

Mi  Gobierno  ha  tomado  esta  nota  en  consideración,  y,  en  vista 
de  la  insuficiencia  de  la  respuesta,  tengo  instrucciones  del  Marqués  de 
Lansdoivne  para  pedir  con  urgencia  al  Gobierno  de  V.  E.  plenas  prue- 
bas de  los  actos  del  señor  Scliuuck  de  que  se  ha  quejado  el  Gobierno 
Venezolano. 
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Válgome  do  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E,  la  seguridad 
do  mi  más  alta  consideración. 


OüTEAM  IjAX-IEONSIDE. 

Al  Excelentísimo  señor  Dr.  Alejandro  Urbaueja,  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  do  Relaciones  Exteriores.  — Dirección  de  Derecho  Público 

Exterior. — N?  GG9. — Caracas  : 29  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Sometí  á la  consideración  del  señor  Presidente  de  la  República 
la  nota  de  Y.  E.  del  23,  en  la  cual  se  piden  explicaciones  más  am- 
plias acerca  de  los  motivos  que  obraron  en  el  ánimo  del  Gobierno  para 
retirar  el  permiso  consular  del  señor  Eodolfo  Sclmnck.  No  pudo  menos 
de  apenar  en  grado  sumo  al  Jefe  del  Ejecutivo  la  insistencia  de  la 
Legación  respecto  de  un  punto  ya  suficientemente  tratado,  y que  no 
ofrece,  por  su  misma  naturaleza  sencilla  y definida,  ninguna  circuns- 
tancia ventilable  de  parte  del  Gobierno  de  Su  Majestad.  Trátase  de 
un  Agente  que  ejercía  funciones  consulares  en  un  puerto  de  la  Re- 
pública con  permiso  de  la  Autoridad  Superior  del  País.  Esa  Auto- 
ridad había  usado  al  aceptarlo  como  agente  de  otro  País  en  un  ramo 
determinado,  de  un  derecho  que  es  tan  legítimo  respecto  de  la  admi- 
sión como  en  lo  tocante  á la  repulsa.  Dicho  Agente  estuvo  en  el 
pleno  goce  de  sus  facultades  consulares  hasta  el  momento  en  que, 
por  su  propia  conducta,  se  hizo  incompatible  con  el  cargo  mismo  á 
él  conferido;  cargo  que  requiere  para  su  eficaz  acción  la  mayor  neu- 
tralidad respecto  de  todo  lo  que  se  roce  con  los  asuntos  interiores  del 
País  en  donde  se  ejerce,  y la  merecida  confianza  de  los  Poderes  locales 
con  quienes  se  hayan  de  tratar  los  asuntos  respectivos.  Incompren- 
sible sería  la  existencia  de  un  empleado  consular  capaz  do  promover 
dificultades  á la  Autoridad  misma  cuya  intervención  necesita  para  el 
despacho  de  sus  propios  negocios  oficiales.  La  institución  consular 
tiende  á estrechar  intereses,  no  á desunirlos ; y de  ahí  que  cada  Go- 
bierno se  reserve  la  facultad  de  señalar  los  puntos  en  donde  pueden 
admitirse  Agentes  de  esa  clase  y el  derecho  de  rechazar  á los  que 
no  juzgue  compatibles  con  la  norma  provista  para  la  seguridad  de 
los  fines  que  cada  cargo  consular  representa.  En  esa  norma  entran 
de  un  modo  provechosamente  acorde  los  propósitos  del  Gobierno  que 
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nombra  el  Agento  y los  deseos  amistosos  del  Gobierno  que  lo  admite. 
Oponerse  á esa  unidad  de  miras  sería  como  desposeer  á la  misma 
Institución  de  sus  mejores  atributos,  ó negar  sus  más  positivas  con- 
veniencias. Si  el  Agente  Consular  se  declara  hostil  por  algún  res- 
pecto al  Gobierno  que  lo  lia  reconocido,  sus  funciones  resultan  con- 
trarias á los  mismos  tiñes  vinculados  en  ellas.  Tal  es  el  caso  del  señor 
Sehunck  y tal  es  el  de  todos  los  demás  Agentes  de  ese  orden  cuyo 
Exequátur  lia  tenido  que  revocar  en  los  dos  años  últimos  el  Gobierno 
de  Venezuela,  sin  protesta  ni  objeción  de  las  Naciones  de  quienes  de- 
pendían los  retirados. 

En  la  nota  de  mi  antecesor  se  comunicaron  á V.  E.  algunos  de 
los  motivos  que  habían  determinado  el  retiro  del  permiso  consular  del 
señor  Schunck,  puesta  únicamente  la  mira  en  una  conveniencia  de  orden 
amistoso,  y no  porque  se  juzgase  el  paso  indispensable.  En  casos  se- 
mejantes, el  concepto  determinativo  del  retiro  compete  al  Gobierno  á 
quien  importa  asegurarse  de  la  neutralidad  del  Agente;  y como  eso 
concepto,  una  vez  formado,  pide  por  su  gravedad  misma  acción  iu me- 
diata en  el  sentido  de  evitar  mayores  perjuicios  é inconvenientes,  el 
uso' del  derecho  tiene  que  corresponder  en  premura  á la  necesidad  im- 
. puesta  por  las  circunstancias.  Si  V.  E.  se  sirviera  considerar  de  nuevo 
la  frase  en  que  uii  antecesor  le  dijo  qire  el  señor  Schunck  había  tra- 
tado de  estorbar,  en  más  de  una  ocasión,  valido  de  su  mismo  carácter 
consular,  la  acción  de  los  agentes  de  la  autoridad,  en  momentos  de 
posible  conflicto  para  la  seguridad  pública,  tal  vez  no  atribuiría  al 
concepto  del  Gobierno  la  escasa  significación  que  aparece  de  su  nota* 

En  previsión,  sin  duda,  de  emergencias  semejantes  á la  promo- 
vida por  el  señor  Schunck,  deja  el  Derecho  Internacional  á cada  Go- 
bierno la  plena  facultad  do  retirar  el  Exequátur  á los  Cónsules  que 
resulten  incompatibles  con  la  harmonía  de  intereses  á que  deben  tender 
las  relaciones  comerciales.  Apenas  habrá  Estadista,  antiguo  ó moder- 
no, que  no  reconozca  la  existencia  de  aquella  facultad  y la  conve- 
niencia de  conservarla.  En  los  Tratados  Públicos  figura  frecuentemente 
y en  la  vida  internacional  se  usa  á cada  paso. 

Pliillimore,  autor  relativamente  antiguo,  y E.  de  Marteus,  trata- 
dista moderno,  son  en  ese  punto  bien  categóricos;  y como  de  la  au- 
toridad de  ellos  no  podrá  dudar  la  Gran  Bretaña,  copio  aquí  sus  pala- 
bras. El  primero  dice  : 

“ They  cannot  enter  upon  the  discharge  of  their  fuuctions  with- 
out  the  permission  and  coufirmatiou  of  their  Commission  by  the  So- 
vereingn  of  the  country  to  which  they  are  deputed.  That  Com- 
mission is  termed  the  exequátur,  and  may  at  any  time  be  revoked 
by  such  sovereing.” — ( International  Law,  § CCXLYI-2). 
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El  se fior  do  Mar  ten  s so  expresa  así : “ Después  «lo  concedido  el 
Exequátur  puedo  sor  retirado  por  el  Gobierno,  si  éste  adquiero  la  con- 
vicción do  «pío  el  Cónsul  no  moroco  confianza  y perjudica  ¡i  los  ing- 
resos del  país,  oto. — (I).  I.,  Tom.  II,  Cap.  III,  Lib.  I,  $21.  Traducción 
española  d<‘  Fernández  Crida). 

lín  Venezuela  no  so  lia  dudado  nunca  do  la  legitimidad  de  eso 
derecho,  y como  él  so  apoya  en  máximas,  antecedentes  y estipulacio- 
nes «lo  aceptación  universal,  no  croo  el  señor  Presidente  que  él  pueda 
dar  margen  á diferencias  con  ningún  Gobierno  amigo,  y menos  aún 
cuando,  como  en  el  caso  del  señor  Scliunck,  la  medida  no  afecta  pri- 
vadamente á nadie  y emana  sólo  «lo  una  necesidad  pública,  de  esas 
á que  no  es  posible  desatender  sin  exponerse  á mayores  dificultades. 

El  Gobierno  fía  á la  serena  interposición  de  V.  E.  el  encamina- 
miento de  las  precedentes  observaciones,  nacidas  de  un  espíritu  do  cor- 
dialidad tan  amplio  como  conviene  al  trato  amistoso  de  dos  pueblos 
civilizados. 

Sírvaso  aceptar  V.  E.  las  renovadas  seguridades  de  mi  consideración 

más  alta  y distinguida. 

) 

Alejandro  U reañeja. 

Al  Excelentísimo  Señor  Bax-Ironside,  Ministro  Residente  de  S.  M.  Británica. 
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Convención  Comercial  con  la  República  Francesa, 
de  19  de  febrero  de  1902. 

E L P R É BIDENTE  CONST  I T U C ION  A L 

DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA, 

Por  cnanto  el  19  de  febrero  del  año  de  1902  se  ajustó  en  París 
entre  el  Plenipotenciario  de  Venezuela  y el  Ministro  de  Relaciones- 
Exteriores  de  la  República  Francesa  una  Convención  para  garantizarse 
recíprocamente  los  dos  Países  el  tratamiento  de  la  Ración  más  favo- 
recida en  lo  concerniente  á los  particulares  allí  mismo  especificados  5 
Convención  cuyo  tenor  literal  es  el  siguiente: 

“ El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  y el  Presi- 
dente de  la  República  Francesa,  igualmente  animados  del  deseo  de 
favorecer  el  desenvolvimiento  de  las  relaciones  comerciales  entre  los 
dos  Países,  ban  decidido  ajustar  una  Convención  al  efecto,  y nombrado 
por  sus  Plenipotenciarios;  á saber: 

“El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  al  señor  H. 
Maubourguet. 

“ Y el  Presidente  de  la  República  Francesa,  al  señor  Th.  Del- 
cassó,  Diputado,  Ministro  de  Regocios  Extranjeros  de  la  República 
Francesa, 

“ Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus  plenos  poderes 
respectivos,  hallados  en  buena  y debida  forma,  han  convenido  en  lo 
que  sigue : 

“ Artículo  I. 

“Venezuela  y Francia  se  garantizan  recíprocamente  el  tratamiento 
de  la  Ración  más  favorecida,  en  lo  que  concierne  al  establecimiento 
de  los  nacionales,  así  como  en  materia  de  comercio  y de  navegación, 
tanto  para  la  importación,  la  exportación  y el  tránsito,  y,  en  general, 
todo  lo  concerniente  á los  derechos  de  Aduana  y á las  operaciones 
comerciales,  como  para  el  ejercicio  del  comercio  ó de  las  industrias  ó 
para  el  pago  de  ios  impuestos  que  á ellos  se  refieren. 
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“Artículo  II. 


“ La  presento  Convención  será  ratificada  y las  ratificaciones  de  ella 
serán  canjeadas  en  Caracas  cuanto  antes  so  pueda  y á más  tardar  el 
primero  de  marzo  de  1003.  Ella  entrará  en  vigor  inmediatamente  des- 
pués del  canje  do  las  ratificaciones  y quedará  en  ejecución  liasta  la 
expiración  de  un  año,  contado  desde  el  día  en  que  la  haya  denun- 
ciado una  ú otra  de  las  Altas  Tartos  contratantes. 

“ lín  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  respectivos  han  firmado  la 
presente  Convención  y puesto  en  ella  sus  sellos. 

“ Hecho  en  duplicado  en  París,  el  19  de  febrero  de  1902. 


“(L.  8.) 

“ Firmado : 
“ Firmado: 


“II.  MAVnOÜllOUET. 


Deloa  ssé.” 


Y por  cuanto  el  Congreso  Nacional  en  uso  de  sus  atribuciones 
y mediante  Ley  de  15  de  abril  de  1902  dió  su  voto  aprobatorio  á la 
Convención  preinserta,  cuyas  ratificaciones  fueron  canjeadas  en  esta 
ciudad  anteayer  8 de  agosto,  ó sea  dentro  de  la  prórroga  estipulada 
por  los  dos  Gobiernos  el  21  de  febrero  último  para  efectuar  dicha 
formalidad. 

Por  tanto  dispone  que  se  publique  jaira  que  tenga  el  debido  cum- 
plimiento en  lo  que  á Venezuela  corresponde. 

Dado,  firmado,  sellado  con  el  Sello  del  Poder  Ejecutivo  Nacional 
y refrendado  por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en  Caracas,  á 
10  de  agosto  de  1903. — Año  93?  do  la  Independencia  y 45?  de  la  Fe- 
deración. 


(L.  S.) 


CIPRIANO  CASTRO. 


Refrendado. 


El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 


(L.  S.) 


Alejandro  Urraneja. 
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Correspondencia  con  la  Legación  de  Alemania. 

i 

Retiro  del  Exequátur  sí  los  Cónsules  de  Valencia  y Maracaibo. 


ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho 
nal  Privado. 


Internación 


Caracas:  17  de  abril  de  1903. 


Resuelto  : 

Por  cuanto  el  Gobierno  tiene  informes  de  que  el  Señor  Th.  Go- 
sewiscli,  Cónsul  de  Alemania  en  Valencia,  lia  quebrantado  el  deber  de 
neutralidad  inherente  al  puesto  que  desempeña,  el  Presidente  Consti- 
tucional de  la  República  ha  tenido  á bien  ordenar  el  retiro  del  Exe- 
quátur que  le  fué  expedido  á aquel  funcionario  en  5 de  noviembre  de 
1897  para  el  ejercicio  de  las  atribuciones  Consulares. 

Comuniqúese  y publíquese. 

Por  el  Ejecutivo  Federal, 

R.  López  Eakalt. 


ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  do  Derecho  Internacio- 
nal Privado. 

Caracas  : 17  de  abril  de  1903. 

Resuelto  : 

Por  cuanto  el  Gobierno  tiene  informes  de  que  el  Señor  Edward 
von  Jess,  Cónsul  de  Alemania  en  Maracaibo,  ha  quebrantado  el  deber 
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(le  neutralidad  ¡oliéronte  al  puesto  (pie  desempeña,  el  Presidente  Consti- 
tucional do  la  República  ha  tenido  á bien  ordenar  el  retiro  del  Exe- 
quátur que  le  fue  expedido  á aquel  funcionario  en  15  de  febrero  do 
1898  para  el  ejercicio  de  las  atribuciones  consulares. 

Comuniqúese  y publíqueso. 

Por  el  Ejecutivo  Federal, 

II.  López  Ííabalt. 


( TRADUCCIÓN  ) 


Legación  Imperial  do  Alemania  en  Veuezuela. — Número  4 LO. 

Caracas  : 12  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Habieudo  comunicado  al  Gobierno  Imperial  el  retiro  del  Exequá- 
tur del  Cónsul  del  Imperio  Señor  vou  Jess  en  Maracaibo  y del  Cón- 
sul Señor  Gosewisch  en  Valencia,  encárgaseme  ahora  de  Berlín  que 
declare  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  Veuezuela  que  la  omisión 
de  toda  comunicación  anterior  sobre  este  procedimiento  ha  dejado  olvidadas 
por  completo  las  consideraciones  guardadas  autes  de  una  manera  ge- 
neral. A efecto  de  dar  al  Gobierno  Imperial  oportunidad  de  tomar 
una  determinación  definitiva  con  respecto  á estos  sucesos,  podrían  pre- 
sentársele por  mi  órgano  los  otros  fundamentos  existentes  de  la  expre- 
sada sospecha  y los  demás  datos  sobro  los  medios  de  prueba  dispo- 
nibles. 

Aprovecho  al  propio  tiempo  esta  ocasión  para  reiterar  á V.  E. 
la  seguridad  de  mi  consideración  más  distinguida. 

Pelldram. 

Al  Excelentísimo  Señor  Doctor  Alejandro  Urbaueja,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público 

Exterior. — Número  583. — Caracas:  16  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro : 

Mucho  desearía  el  Ejecutivo  Venezolano  poder  convenir  con  V.  E. 
y con  el  Gobierno  Imperial  en  la  manera  de  apreciar  las  circunstan- 
cias del  acto  por  el  cual  quedaron  los  señores  von  Jess  y Gosewisch 
sin  Exequátur  para  seguir  ejerciendo  el  cargo  consular  que  respectiva- 
mente desempeñaban  en  Maracaibo  y en  Valencia.  Mas,  á pesar  de 
ese  deseo,  nacido  del  más  sano  espíritu  de  cordialidad,  no  se  halla  en 
el  derecho  usado  por  la  República  nada  que  requiera  las  manifesta- 
ciones previas  ni  la  exposición  de  razones,  insinuadas  en  las  atentas 
notas  del  24  de  abril  y de  12  del  presente. 

La  disposición  gubernativa  de  que  se  trata  no  os  sino  efecto  sen- 
cillo y natural  de  necesidades  interiores ; efecto  concordante  con  la 
jurisdicción  nacional  y previsto  por  todas  las  autoridades  de  Derecho 
Público,  tanto  como  por  el  mismo  Gobierno  Imperial  en  sus  Conve- 
nios Comerciales  La  admiuisión  de  los  Agentes  Consulares  corres- 
ponde de  manera  tan  íntima  á la  potestad  oficial  del  país  en  donde 
ellos  hayan  de  establecerse,  que  vano  fuera  buscar  un  antecedente 
siquiera  capaz  de  autorizar  en  ese  respecto  una  práctica  en  que  coli- 
diera  la  voluntad  del  Gobierno  de  quien  depende  el  nombrado  con  la 
do  aquél  á quien  corresponde  recibirlo.  Imposible  sería  comunicar  la 
menor  eficacia  á las  funciones  de  ese  ramo,  si  los  Agentes  encargados 
de  ellas  no  merecieran  toda  la  confianza  de  la  autoridad  ante  la  cual 
han  de  representar  los  intereses  comerciales  del  País  que  los 
elije. 

La  versación  de  V.  E.  en  puntos  de  ese  linaje  me  releva  de  in- 
vocar aquí  la  doctriua  y las  máximas  que  abonan  la  práctica  seguida  en 
ese  particular  por  Venezuela;  pero  no  parecerá  fuera  de  lugar,  aun  cuando 
no  sea  sino  por  vía  de  confirmación,  recordar  que  en  algunos  délos  Tra- 
tados Públcos  concertados  por  Alemania  con  otras  naciones,  como  en  la 
Convención  Consular  con  los  Estados  Unidos  de  10  de  diciembre  de 
1871  (artículo  2?)  y en  el  Pacto  ajustado  con  el  Brasil  el  10  de  ene- 
ro de  1882  (artículo  29),  se  previo  claramente  la  facultad  de  retirar  el 
Exequátur  cuando  alguna  de  las  partes  lo  juzgare  necesario  ó conve- 
niente. Tampoco  estará  de  más  decir  que  autoridades  tan  reputadas 
en  el  Imperio  como  Bluntschli  y Geflckeu  exponen  explícitamente  el 
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derecho  que  á cada  Gobierno  asisto  en  ese  respecto,  sin  necesidad  do 
determinar  los  motivos  que  para  el  retiro  del  permiso  pueda  tener 
por  el  momento.  1 Ce  aquí  el  concepto  del  primero  248). 

“Le  Goúvernoment  pout  ógalement  refuscr  l’exeqnatur  á une  per- 
“sonne  dont  le  clioix  no  lui  parait  pas  convenable  ou  qu’il  juge  in- 
“capable.” 

“1.  Le  refus  iVaccordcr  /’ exequátur  á une  personne  déterminnée  ida 
“pas  besoin  (Vvtre  motivé 

El  célebre  comentador  de  HcfFter  (Geficken)  es  aún  más  esplíci- 
to.  Al  referirse  al  Exequátur  dice : (Nota  G.) 

“Pour  entror  en  fonetion  le  Cónsul  á besoin  d’une  admission  specia- 
“le  du  Gouvernement  de  sa  résidence,  auquel  le  Ministre  du  pays  qu’il 
“represente  euvoie  le  brevet  de  nomination  en  demandan t do  voul- 
“oir  bien  accorder  l’exequatur.  Avant  d’avoir  requ  cette  permission 
“ollicielle,  qui  peut  étre  revoqeé  en  tous  temps , le  cónsul  no  peut  exer- 
“cer  aitcuue  fonetion.” 

De  esa  importante  opinión,  única  aplicable  en  bcnelicio  de  la 
misma  institución  consular,  participan  casi  todos  los  países;  y en  ella 
sin  duda  se  acaba  de  basar  el  respetable  Senado  de  Hamburgo  al 
negarse  categóricamente  á recibir  un  Cónsul  nombrado  allí  hace  me- 
ses por  esta  República,  el  Señor  Hugo  von  Peiu,  á pesar  de  las  fa- 
vorables circunstancias  que  en  dicha  persona  concurren  según  informes 
adquiridos  por  el  Gobierno  de  Venezuela.  Si  la  República  insistiera 
en  (pie  dicho  Señor  fuese  reconocido  en  tal  carácter  por  aquel 
honorable  Cuerpo,  no  sería  nunca  con  alegación  de  derecho  extricto 
sino  en  nombre  de  la  cordialidad  y atenta  la  circunstancia  de  no 
haber  podido  todavía  el  nombrado  hacerse  persona  ingrata  como 
empleado  Consular  de  Venezuela. 

Una  de  las  circunstancias  que  comunican  precisamente  mayor  fuerza 
al  acto  ejercido  por  el  Gobierno  de  la  República  respecto  de  los  se- 
ñores von  Jess  y Gosewisch,  es  la  de  haberse  dictado  ól,  no  como 
repulsa  á un  nombramiento  hecho,  sino  como  resultado  de  un  con- 
cepto formado  con  posterioridad  al  desempeño  de  las  funciones  que 
estaban  á dichos  señores  conferidas.  Si  no  es  discutible  en  un  Go- 
bierno la  facultad  de  la  inadmisión  en  cuanto  á un  individuo  que  acaba 
de  ser  nombrado  por  otro  Gobierno,  mucho  menos  podrá  serlo  la  de 
retirarle  el  permiso  después  de  apreciarse  bien  las  cosas  en  su  lógica 
relación  con  el  ejercicio  del  cargo.  Para  satisfacer  á V.  E.,  al  Go- 
bierno Imperial  y á las  mismas  personas  de  quienes  se  trata,  bastará 
manifestar  que  entre  las  razones  que  obraron  en  el  Gobierno  no  hay 
ninguna  capaz  de  afectar  fueros  particulares,  pues  no  se  obedeció  sino 
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á la  necesidad  de  consultar  otras  conveniencias,  relacionadas  con  los 
intereses  públicos  y de  muy  valioso  carácter. 

Anima  á este  Ministerio  la  esperanza  de  que  consideradas  por  V. v 
E.  en  toda  su  latitud  las  observaciones  que  preceden,  convendrá  con 
el  Gobierno  Venezolano  en  el  modo  de  apreciar  el  asunto  y hará  par- 
tícipe á su  propio  Gobierno  de  la  misma  convicción. 

Acepto  V.  E.  las  renovadas  protestas  y seguridades  de  mi  con- 
sideración más  alta  y distinguida. 

Alejandro  Urb  aneja. 

Al  Excmo.  Señor  Pelldraui,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario 
del  Imperio  Alemán. 


(traducción) 

Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela. — Número  482. 

Caracas  : 20  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro  : 

Tengo  á especial  honor  participar  á V.  E.  que  llevaré  á conoci- 
miento del  Gobierno  Imperial,  la  atenta  comunicación  del  16  del  pre- 
sente mes,  relativa  al  retiro  del  Exequátur  á los  Cónsules  Imperiales 
en  Maracaibo  y en  Valencia,  reservándome  por  tanto  las  observaciones 
en  contrario  á que  da  lugar  este  asunto. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  la  seguridad  de 
mi  consideración  más  distinguida.  \ 

Pelldram. 

A Su  Excelencia  el  señor  Doctor  Alejandro  Urbaueja,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


II 


II oiii ¡<*¡<1  ¡o  del  súbdito  alemán  Eduardo  Moyer. 

(TRADUCCION) 


Legación  Imperial  <1(5  Alemania  en  Venezuela. — I — Número  741. 

Caracas:  4 de  julio  <le  1003. 

Señor  Ministro  : 

Dos  matamientos  de  súbditos  alemanes  ocurridos  aquí  en  el  país 
han  quedado  hasta  ahora  impunes  y ya  me  veo  obligado  á presentar 
queja  sobre  otro  caso  muy  serio. 

Acabo  de  recibir  la  noticia  de  que  el  súbdito  alemán  Eduardo  Me- 
yer  fue  muerto  á eso  del  30  del  mes  último  en  Cari  pe,  cerca  de  Ca- 
rúpano,  sin  motivo  alguno,  por  el  oficial  Velázquez,  al  servicio  del 
Gobierno. 

Tengo,  por  tanto,  la  honra  de  dirigir  á V.  E.  la  urgente  súplica 
de  que : 

1?  Hagáis  efectuar  por  las  autoridades  constitucionales,  con  la 
mayor  brevedad  posible,  una  muy  amplia  averiguación  sobre  este 
delito  cometido  al  parecer  sin  provocación  alguna,  descubrir  los  cul- 
pables y castigarlos  con  todo  el  rigor  de  la  ley; 

2?  Procuréis  á los  sucesores  del  finado  la  indemnización  correspon- 
diente; * 

39  Hagáis  librar  prevenciones  enérgicas  contra  la  repetición  de 
eventuales  actos  de  terror  y para  que  los  oficiales  superiores  de  los 
culpados  ejerzan  una  severa  inspección  .sobre  sus  subalternos. 

Yo  agradecería  vivamente  una  atenta  comunicación  sobre  las  me- 
didas ordenadas  y su  resultado. 

Aceptad,  señor  Ministro,  la  expresión  de  mi  consideración  más  dis- 
tinguida. 

Pelldram. 

Al  Excuio.  señor  Doctor  Alejandro  Urbaneja,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 

de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Húmero  1.022. 


Señor  M inistro : 


Caracas:  8 de  julio  de  1903. 


Anteayer,  (i  del  presente,  se  recibió  en  esta  oficina  la  nota  de  V. 
E.  del  4,  relativa  á los  informes  llegados  á la  Honorable  Legación 
de  su  cargo  sobre  la  muerte  del  señor  Eduardo  Meyer,  ocurrida  el 
30  de  junio  en  Caripe,  cerca  de  Carúpano,  y atribuida,  según  los  in- 
formantes, á un  oficial  al  servicio  del  Gobierno  de  Venezuela. 

Para  poder  discernir  las  circunstancias  del  caso,  este  Ministerio 
recabará  del  de  Relaciones  Interiores  la  averiguación  consiguiente,  me- 
diante ol  concurso  de  las  autoridades  del  Estado  Sucre.  De  suerte  que 
los  dos  primeros  puntos  determinados  por  V.  E.  tendrán  que  subor- 
dinarse al  resultado  de  la  respectiva  inquisición  legal.  El  segundo  de 
esos  puntos,  si  se  trata  de  un  hecho  que,  además  de  requerir  la  acción 
penal  afecta  la  responsabilidad  civil  del  denunciado,  está  suficientemente 
previsto  por  la  Legislación  de  Venezuela. 

En  cuanto  al  tercer  punto,  V.  E.,  en  su  ilustrado  criterio,  conven- 
drá sin  duda  conmigo  en  que,  hechos  do  tal  suerte  lamentables  por 
lo  mismo  que  son  eventuales,  como  los  califica  V.  E.,  no  pueden  caber 
dentro  de  ninguna  previsión  gubernativa,  pues  si  así  fuera,  las  dis- 
posiciones del  Derecho  Penal  destinadas  á corregir  ó castigar  á los 
culpados,  serían  de  todo  punto  innecesarias,  ó quedarían  sustituidas 
por  simples  medidas  de  vigilancia  que  nunca,  ni  aquí  ni  en  país  al- 
guno, pudieran  ser  tan  eficaces  como  para  anticiparse  á hechos  que  nadie 
puede,  sin  razón,  presumir. 

Yo  agradecería  altamente  á V.  E.,  se  sirviera  indicarme  cuáles  son 
los  dos  casos  de  muerte  violenta  de  dos  súbditos  alemanes  en  que  los 
culpados  hayan  quedado  impunes,  á fin  de  averiguar  el  origen  ó cir- 
cunstancias de  un  hecho  que,  á primera  vista,  parece  inexplicable,  si 
se  consideran  las  condiciones  que  caracterizan  la  Legislación  Penal  de 
Venezuela. 

Sírvase  aceptar  V.  E.,  las  nuevas  protestas  y seguridades  de  mi  consi- 
deración más  alta  y distinguida. 


Alejandro  Urr  aneja. 


Al  Excmo.  señor  Pelhlram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario 
del  Imperio  Alemán. 


(tija  micción) 


Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela. — Número  777. 

Caracas:  í)  de  julio  de  1903» 


Señor  Ministro : 

Por  la  atenta  nota  del  8 del  corriente,  número  1.022,  he  sabido 
con  satisfacción  que,  respecto  del  matamiento  del  señor  Eduardo  Meyer 
se  lian  tomado  las  correspondientes  medidas. 

De  qué  especie  sea  la  satisfacción  que  ha  de  darse  á los  suce- 
sores aún  no  conocidos,  no  puede  decirse  por  ahora  porque  las  cir- 
cunstancias de  este  delito  no  han  llegado  todavía  ¡i  mi  conocimiento. 

Mi  proposición  de  que  se  tomen  medidas  contra  la  repetición  de 
sucesos  semejantes,  tiene  sólo  por  objeto  prevenir  futuras  dificultades. 
Prevenciones  de  esta  naturaleza  no  son  en  general  nada  raras  y,  se- 
gún -los  informes  que  lie  recibido,  se  han  expedido  con  buen  éxito 
para  evitar  saqueos  de  almacenes  y cosas  semejantes  durante  los  com- 
bates ya  casi  terminados  afortunadamente. 

Cuanto  á los  sucesos  anteriores,  la  nota  del  señor  General  Pachano, 
entonces  Ministro  de  Delaciones  Exteriores,  de  7 de  diciembre  de  1901 , 
número  1581,  se  refiere  al  asunto  del  súbdito  alemán  George  Schlüter. 

El  procedimiento  en  la  instancia  de  apelación  tardó  muy  largo 
tiempo.  El  abogado  empleado  por  los  sucesores,  señor  Doctor  Carlos 
León,  había  manifestado  la  esperanza  de  que  la  revocación  de  la  sen- 
tencia absolutoria  no  tardaría. 

El  20  de  marzo  de  este  año,  mientras  no  estaba  funcionando  la 
Legación  Imperial  aquí,  y en  ausencia  del  abogado  de  los  suceso- 
res, volvió  á pronunciarse  sentencia  absolutoria,  lo  cual  á la  verdad 
sólo  puede  explicarse  por  el  hecho  de  que  la  causa  de  George  Schlüter 
no  estuvo  defendida,  sin  comprenderse  por  qué. 

Respecto  del  matamiento  del  súbdito  alemán  Adam  Russell  en  las 
inmediaciones  de  Carayaca,  se  nombró  fiscal  tul  Inc  al  señor  Doctor 
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Carlos  León,  por  disposición  do  11  do  octubre  de  1!)02,  impresa  eu  la 
Gaceta  Oficial  del  misino*  día. 

Gracias  á sus  diligencias  fue  detenido  uno  de  los  culpables,  Rai- 
mundo Rizo,  mientras  que  la  orden  de  detención  dictada  el  4 de  di- 
ciembre del  año  último  contra  Antonio  Ramos  no  se  llevó  á ejecución 
sino  el  5 de  junio  de  este  año  después  de  múltiples  diligencias. 

No  obstante  todos  los  pasos  dados  hasta  ahora  por  el  señor  Fiscal 
en  la  causa,  aun  no  se  ha  pronunciado  la  decisión  judicial. 

Aceptad,  señor  Ministro,  eu  esta  ocasión  la  renovada  expresión  de 
mi  consideración  más  distinguida. 

Pelldram. 

Al  Excmo.  señor  Doctor  Alejandro  Urbanejn,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público 
Extern  r. — Número  1 .081 . 


Señor : 


Caracas  : 14  de  julio  de  1903. 


Con  satisfacción  he  visto  al  leer  la  atenta  nota  de  V.  E.  del  9, 
número  777,  que  en  las  causas  abiertas  con  motivo  de  la  muerte  de 
los  dos  súbditos  alemanes  á quienes  se  había  referido  V.  E.  en  la  del 
4,  no  ha  habido  omisión  evidente,  y ni  siquiera  presumible,  de  parte 
de  la  ley  penal,  como  tampoco  de  los  Magistrados  encargados  de  cum- 
plirla. Con  relación  á una  de  ellas  (la  de  George  Schlüter)  cita 
V.  E.  el  resultado  de  dos  instancias ; lo  cual  indica  (pie  los  respectivos 
Tribunales  no  anduvieron  remisos  ni  en  la  investigación  ni  en  sus 
efectos.  Si  ambos  fallos  fueron  absolutorios,  ello  no  dependería  sino 
de  la  aplicación  de  la  ley  misma  en  su  estrecho  é inexcusable  enlace 
con  las  circunstancias  del  proceso.  He  examinado  la  nota  del  señor 
General  Pachano  que  V.  E.  me  recuerda,  y no  hallo  en  ella  sino  la 
demostración  palmaria  de  la  necesidad  en  que  estaba  el  Ejecutivo  de 
dejar  á las  autoridades  judiciales  obrar  libremente  en  asuntos  de  su 
competencia  exclusiva,  sin  ingerirse  él  en  el  curso  de  un  proceso  que 
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seguía  su  trámite  regular.  En  el  mismo  expediente  consta  que  á esa 
Legación  1(5  fueron  atentamente  Suministrados  el  7 do  setiembre  de  11)01 
y el  14  de  marzo  de  1002  todas  las  actas  del  proceso. 

En  cuanto  á la  otra  causa  (la  abierta  con  motivo  del  suceso  de 
Carayaca)  bastaría  mencionar  el  bocho  del  nombramiento  de  un  fiscal 
ad  hoc  y el  de  haberse  efectuado  las  demás  diligencias  que  V.  E.  mismo 
menciona,  entre  ellas  la  efectiva  detención  de  dos  indiciados,  para  de- 
ducir que,  lejos  de  haber  habido  negligencia  de  parte  de  las  autori- 
dades, so  han  apurado  los  medios  para  impulsar  la  acción  penal  á 
pesar  de  las  dificultades  y obstáculos  opuestos  por  la  naturaleza  misma 
de  las  cosas.  La  Ley  venezolana  no  deja  de  cumplirse  en  ese  res- 
pecto, pues  la  imposibilidad  de  aprehender  á un  reo,  en  ciertos  casos, 
no  puede  suponer,  si  so  la  considera  imparcialmente,  ni  inacción  de 
parte  de  los  magistrados,  ni  deficiencia  en  los  Códigos  que  regla- 
mentan la  administración  de  la  justicia. 

Sírvase  aceptar  V.  E.  las  nuevas  protestas  y seguridades  de  mi  con- 
sideración más  alta  y distinguida. 

Alejandro  U reañeja. 

Al  Excelentísimo  señor  Pelldram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario del  Imperio  Alemán. 


(traducción) 


Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela. 


I.  p.  1.319,03. 


Caracas:  20  de  octubre  de  1903. 


Señor  Ministro : 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  del  10  de  este  mes, 
Derecho  Público  Exterior  número  1.081,  relativa  al  inatamiento  del  se- 
ñor Eduardo  Meyer. 

Por  los  anexos,  he  visto  que  está  completamente  inexplicado  por 
qué  motivo  en  un  caso  tan  serio  han  ocurrido  demoras  tan  iuexcusa- 
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bles.  Resulta  también  <le  ellos  que  el  matador,  el  oficial  Francisco 
Volásqucz,  después  de  efectuado  su  arresto,  fué  sacado  de  su  prisión, 
al  parecer  inadecuada,  porque,  según  se  dice,  las  guardias  no  tenían 
armas. 

Por  otra  parte  be  sabido,  empero,  que  el  matador  es  conocido,  desdo 
hace  ya  tiempo,  como  hombre  violento,  y aparece  por  tanto  como  una 
grave  falta  que  su  custodia  se  haya  efectuado  de  manera  tan  insu- 
ficiente. 

Como  al  tiempo  del  matamiento  había  tropas  en  las  inmediaciones, 
habría  sido  evidentemente  muy  fácil  tomar  las  medidas  convenientes 
para  impedir  semejante  fuga. 

Sobre  el  resultado  de  la  persecución  ordenada  nada  se  dice  en 
los  indicados  anexos.  Esta  habría  sido  tanto  más  fácil,  cuanto  según 
las  noticias  que  tengo  recibidas  el  padre  del  matador  está  residiendo 
en  Cari  pe. 

X 

Parece  en  alto  grado  probable  que  era  posible  volver  á prender 
al  fugitivo  delincuente  y que  esto  no  se  efectuó  porque,  por  motivos 
(pie  merecen  explicación,  se  procedió  sin  la  conveniente  energía. 

Es  de  considerarse  que  un  Estado  es  responsable  por  todos  los 
ataques  contra  los  súbditos  de  otro  Estado,  cuando  la  persecución  y 
el  castigo  de  los  agresores  no  se  efectúan  con  todos  los  medios  que 
se  tienen  al  alcance. 

En  las  actuales  circunstancias  debo  limitarme  hoy  á dirigir  de  nuevo 
á Y.  E.  la  muy  humilde  súplica  de  (pie  os  dignéis  obtener  de  las  au- 
toridades competentes,  que  de  todos  los  modos  posibles  y con  la  ma- 
yor severidad  efectúen  el  arresto  y el  castigo  del  matador,  que  al 
propio  tiempo  se  ha  hecho  también  culpable  de  deserción  del  ejército. 

Por  ahora  cúmpleme  abstenerme  de  pedir  más  hasta  recibir  otras 
noticias. 

V.  E.  empeñaría  muy  vivamente  mi  gratitud  dignándose  comuni- 
carme las  medidas  dictadas  y el  resultado  de  ellas.  También  me  sería 
muy  grato  que  se  me  informara  acerca  de  los  pormenores  del  mata- 
miento  revelados  por  el  sumario,  así  como  respecto  de  los  efectos  y 
papeles  que  dejó  el  muerto  señor  Eduardo  Meyer,  y de  si  no  podrían 
enviárseme  los  papeles  que  se  encuentre  ha  dejado. 

Válgome  al  propio  tiempo  de  esta  ocasión,  para  renovar,  señor  Mi- 
nistro, la  seguridad  de  mi  consideración  más  distinguida. 

Pelldiiam. 

Al  Excelentísimo  señor  JJr.  Alejandro  Urbaueja,  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.—  Direeeión  de  Derecho  l’úblico 

Exterior. — NV  1.810. — Curucas:  20  de  noviembre  de  1008. 

Señor  Ministro:  ' 

Al  acusar  recibo  de  la  nota,  de  Y.  E.  distinguida  con  el  número 
1.810,08  me  es  satisfactorio  siguí liearlo  que  esto  Ministerio  lia  solicitado 
por  el  Departamento  respectivo  los  datos  que  la  Legación  Imperial 
desea  poseer  acerca  de  los  pormenores  del  homicidio  cometido  en  la 
persona  del  señor  Eduardo  Meyer. 

Como  V.  E.  ha  tenido  ocasión  de  verlo  en  las  actas  que  se  le 
remitieron  junto  con  la  comunicación  de  este  Despacho  de  16  del  mes 
próximo  pasado,  la  Autoridad  judicial  ha  dictado  las  medidas  legales 
relativas  á la  captura  del  matador  de  Meyer;  podiendo  V.  E.  descan- 
sar en  la.  seguridad  de  que  los  funcionarios  públicos  harán  cuanto  sea 
posible  por  dejar  satisfechas  las  exigencias  de  la  vindicta  pública. 

El  suscrito  desea  valerse  de  esta  oportunidad  para  esclarecer  un 
concepto  adelantado  por  V.  E.  en  la  nota  (pie  hoy  tiene  á honra  con- 
testarle y concerniente  á la  responsabilidad  que,  en  casos  como  el 
del  señor  Meyer,  pueda  corresponderle  á los  Gobiernos. 

Si  bien  es  cierto  que  como  encargados  de  velar  por  la  tranquilidad  so- 
cial y de  castigar  á los  autores  de  hechos  dañosos,  los  Estados  están  obli- 
gados á hacer  efectiva  la  sanción  que  la  Ley  penal  consagra,  también  lo  es 
que  esa  sanción  no  puede  satisfacerse  sino  de  un  modo  uniforme,  así 
respecto  de  los  extranjeros  como  de  los  nacionales.  Siendo  de  carácter 
esencialmente  territorial  la  Ley  penal,  sus  provisiones  habrán  de  ser 
forzosamente  las  mismas  en  todos  los  casos  en  que  fuere  menester  pro- 
ceder al  castigo  de  un  reo.  La  consideración  de  que  la  persona  le- 
sionada sea  extranjera,  no  pediría  en  ningún  caso  determinar  ni  un 
castigo  mayor  ni  un  esclarecimiento  más  cuidadoso  que  cuando  se  tra- 
tase de  un  nacional  dañado.  En  una  y otra  circunstancia  la  ofensa 
al  cuerpo  social  ha  de  estimarse  con  el  mismo  criterio,  porque,  de  lo 
contrario,  las  prescripciones  de  la  justicia,  inspiradas  siempre  en  los 
dictados  de  la  equidad,  dejarían  de  cumplirse  con  detrimento  de  unos. 

V.  E.  no  ignora  que  para  la  época  en  se  efectuó  el  homicidio,  que 
como  el  que  más  lamenta  la  República,  el  imperio  del  orden  comen- 
zaba á restablecerse  en  la  región  en  donde  está  situado  Caripe  y que 
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no  ora  posible  esperar  que  las  autoridades  tuvieran  á la  mano  los  medios 
de  represión  de  que  generalmente  disponen  en  épocas  normales;  que 
la  fuerza  pública,  que  para  la  fecha  de  la  fuga  del  reo  pudo  haberse 
encontrado  cerca  de  aquella  población,  estaba  únicamente  destinada 
á las  operaciones  de  la  guerra;  y que  teniendo  que  obedecer  órdenes 
terminantes  dictadas  con  anterioridad  y que  seguir  combinaciones  que 
no  debían  alterarse,  los  Jefes  estaban  imposibilitados  para  distraer  con 
otros  fines  parte  alguna  de  sus  tropas. 

Asimismo,  no  es  de  olvidar  (pie  la  acción  de  la  justicia  no  puede 
dejarse  sentir  con  igual  eficacia  en  todos  los  lugares,  y que  en  las 
naciones  poco  pobladas,  donde  además  las  comunicaciones  son  tardías, 
los  procedimientos  judiciales  no  íograu  efectuarse,  con  la  misma  rapi- 
dez (pie  en  los  grandes  centros,  en  apartados  caseríos  ó aldeas  donde, 
por  otra  parte,  la  autoridad  no  posee,  como  en  las  poblaciones  de 
importancia,  los  medios  necesarios  para  asegurar  prontamente  sus  pro- 
videncias. ¿Acaso  no  se  ve  frecuentemente  en  países  europeos  de 
densa  población,  donde  se  goza  del  beneficio  de  una  paz  interna  inal- 
terable y se  dispone  de  un  servicio  de  policía  casi  perfecto,  que  en  oca- 
siones es  de  todo  punto  imposible  descubrir  al  autor  de  un  crimen 
ó evitar  la  fuga  de  un  reo  ? 

El  individuo  que  se  interna  en  un  país,  ya  sea  nacional  ó ex- 
tranjero, se  expone  necesariamente  á las  contingencias  que  este  acto 
suyo  le  acarree,  sin  (pie,  por  ningún  motivo,  puedan  los  Gobiernos 
estar  obligados  á asegurarle  á los  extraños  una  protección  mayor  de 
la  concedida  á los  naturales. 

En  el  asunto  de  Meyer,  las  autoridades  de  Caripe  se  han  valido 
de  los  medios  do  (pie  podían  disponer  para  esclarecer  el  hecho,  y si 
la  captura  del  indiciado  no  ha  podido  efectuarse  todavía,  no  obstante 
las  gestiones  practicadas,  no  podría  imputársele  á aquéllas  responsabi- 
lidad alguna  so  pretexto  de  que  pudieron  haberse  servido,  así  para 
evitar  la  fuga  del  procesado  como  para  reducirlo  de  nuevo  á prisión  ? 
de  las  tropas  que  para  esa  época  atravesaban  con  fines  especiales  el 
territorio  del  Estado  Maturíu. 

Aprovecho  esta  ocasión  para  renovar  á V.  E.  las  seguridades  de 
mi  más  distinguida  consideración. 

Gustavo  J.  Sanabria. 

Al  Excelentísimo  Señor  Pelldram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario del  Imperio  Alemán. 


(traducción) 


Locación  Imperial  do  Alemania  en  Venezuela. — Número  1.435. 

Caracas:  2<>  de  noviembre  de  1003. 


Señor  Ministro  : 

Por  la  atenta  nota  de  20  del  corriente,  de  Derecho  Público  Ex- 
terior número  1.840,  he  visto  con  satisfacción  que  se  han  tomado  pro- 
videncias para  obtener  informes  puntualizados  acerca  del  mntamionto  de 
Eduardo  Meyer. 

Estoy  enteramente  de  acuerdo  con  la  declaración  hecha  por  V.  E. 
de  qire  la  nacionalidad  del  agraviado  no  debe  tener  influencia  en  la 
medida  del  castigo.  En  mi  nota  del  20  del  mes  último,  había  dicho 
yo  que  un  Estado  ha  de  hacerse  responsable  de  todas  las  agresiones 
ejecutadas  contra  los  nacionales  de  otro  Estado,  cuando  la  persecución 
y el  castigo  del  agresor  no  se  han  puesto  en  obra  por  todos  los  me- 
dios disponibles. 

Lo  propio  es  verdad  respecto  de  las  agresiones  de  un  nativo 
contra  otro  nativo.  En  tal  caso  se  presentarían  quejas  por  parte 
de  los  nativos  presentes  ó de  los  amigos  del  agraviado  por 
negligencia  en  la  persecución  ; y hasta  cualquiera  miembros  del  Par- 
lamento interesados  en  ello  podrían  en  ocasión  dada  criticar  en  sesión 
pública,  de  las  Cámaras  Legislativas  la  conducta  de  las  autoridades 
políticas.  Como  los  nacionales  de  otro  Estado  no  gozan  generalmente 
de  tales  apoyos,  se  mitigan  en  cierto  grado  estas  desventajas  tratando 
la  representación  del  Estado  á que  pertenecía  el  agraviado  de  con- 
tribuir á la  estricta  ejecución  de  la  peualidad. 

Las  autoridades  mismas  del  Estado  Maturín,  como  no  habrá  pa- 
sado inadvertido  para  V.  E.,  han  reconocido  que  sólo  un  descuido  muy 
lamentable  ha  hecho  posible  la  fuga  del  homicida. 

Xo  se  ha  presentado  entre,  tanto  de  ninguna  manera  la  prueba 
de  que  la  persecución  del  homicida  se  haya  efectuado,  á lo  menos 
suplementariamente,  con  todos  los  recursos  disponibles,  y ademas  me 
ha  llegado  la  noticia  de  que  hasta  el  mes  pasado  se  hallaba  toda- 
vía el  homicida,  no  molestado  y completamente  libre,  en  Cariaco  por 
Casan  ay. 
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Aunque  en  la  atenta  nota  del  20  de  este  mes  mencionada  al 
principio  no  se  contienen  ningunos  informes  sobre  que  la  persecución  se 
haya  puesto  en  obra  sin  cesar  con  toda  la  energía  necesaria  por 
parte  de  las  autoridades  Venezolanas,  me  doy  á esperar  que  V.  E., 
con  toda  la  grande  influencia  de  que  goza,  contribuirá  seguramente  á 
que  el  culpable  sea  llamado  á cuenta. 

Yo  recibiré  con  particular  interés  los  ulteriores  informes  prome- 
tidos sobre  el  curso  de  este  asunto. 

/ 

Aceptad,  Señor  Ministro,  en  esta  ocasión  la  renovada  seguridad 
de  mi  especial  consideración. 

Pelldkam. 

AI  Excelentísimo  Sefíor  Gustavo  J.  Sanabria,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. —Dirección  de  Derecho  Público 

Exterior. — Número  1.942.— Caracas:  5 de  diciembre  de  1903. 

Señor  Ministro  : 

Con  suma  atención  se  ha  impuesto  el  suscrito  de  la  atenta  nota 
de  V.  E.  de  20  del  pasado  noviembre  relativa  á las  consideraciones 
que  á la  Legación  Imperial  le  han  merecido  ciertos  hechos  referen- 
tes al  homicidio  perpetrado  en  la  persona  del  súbdito  alemán  Eduar- 
do Meyer. 

Este  Despacho  siente  una  vez  más  tener  que  disentir  de  las  opi- 
niones de  V.  E.  Los  medios  que  han  de  ponerse  por  obra  con  el  fin 
de  que,  en  asuntos  como  el  de  el  señor  Meyer,  queden  satisfechos  los  re- 
clamos de  la  justicia,  no  pueden  ser  otros  que  los  pautados  en  la  Ley 
del  Estado.  Todo  apoyo  que  no  sea  de  los  que  en  la  Legislación 
figuran,  no  puede,  legítimamente,  ser  invocado.  Aquellos  á que  V.  E.  se 
refiere,  tales  como  las  gestiones  de  parientes  ó amigos,  ó las  críticas 
hechas  en  el  seno  del  parlamento,  no  se  cuentan  en  absoluto  en- 
tro las  que  la  legislación  interior  registra.  Ellos  tienen  un  carácter 
del  todo  particular  ú oficioso  y por  ese  motivo  no  es  dable  mencio- 
narlos en  estos  casos.  Y como  las  prescricioues  que  el  legislador  ha 
dictado  protejen  por  igual  al  venezolano  y al  extranjero,  lo  más  na- 
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tumi  y lógico  os  solicitar  entro  ollas  las  «pie,  on  eircuntaneiax  < le  ter- 
minadas, puedan  ponerse  on  práctica.  Ahora  bien,  corno  el  artículo 
50  del  Código  do  Enjuiciamiento  Criminal  dispone  (pie,  on  toda  causa 
do  acción  pública,  cualquier  particular,  agraviado  ó nó,  podrá  consti- 
tuirse acusador,  dicho  sé  está  que  en  la  causa  que  se  lo  sigue  al  autor 
del  homicidio  de  Moyer  puedo  intervenir,  con  el  carácter  de  acusador, 
la  persona  que  lo  estime  conveniente.  Esto  sería  el  único  medio  le- 
gal do  coadyuvar  con  el  Representante  del  Ministerio  Público  al  es- 
clarecimiento del  hecho  criminal  que  se  le  imputa  á Velázquez,  porque 
no  estaría  en  contradicción  y por  ende,  no  violaría  el  principio  de 
igualdad  quo  rijo  á nacionales  y extranjeros. 

De  las  actas  y documentos  que  este  Despacho  remitió  con  agrado 
á la  Legación  Imperial,  se  desprende  con  marcada  evidencia  que  la 
fuga  del  reo  se  debió  á la  situación  anormal  en  que,  por  (docto  de 
la  guerra,  se  encontraba  Cari  pe  por  aquellos  días.  Asimismo  V.  E. 
habrá  tenido  ocasión  de  observar  el  celo  y extremada  diligencia  con 
que  la  primera  autoridad  política  del  Estado  Maturín  mandó  abrir  las 
averiguaciones  del  caso  y $ capturar  al  reo  tan  pronto  como  tuvo  cono- 
cimiento del  crimen  y de  la  fuga  del  procesado. 

Cuanto  á la  responsabilidad  que  en  el  asunto  de  que  se  viene  ha- 
ciendo referencia  quiere  atribuírsele  al  Estado,  el  suscrito  no  puede 
menos  de  decla'rar  que,  conforme  á los  más  sanos  principios,  ella  ca- 
rece de  fundamento.  En  el  régimen  de  Gobierno  (pie  se  ha  dado 
Venezuela,  régimen  que  ha  logrado  implantarse  en  los  países  más 
cultos,  el  funcionario  público,  como  delegatario  que  es,  responde  siem- 
pre de  los  actos  que  ha  ejecutado  en  el  ejercicio  de  su  cargo.  Las 
leyes  de  Venezuela  preveen  convenientemente  esa  necesidad,  y siguien- 
do los  trámites  que  ellas  indican,  los  particulares  á quienes  haya  per- 
judicado la  negligencia  ó impericia  de  un  funcionario  podrán  fácil- 
mente obtener  su  castigo,  bien  así  como  una  justa  indemnización  por 
los.  daños  que  el  hecho  ó la  omisión  le  hubieren  ocasionado.  De  este 
modo  cumple  el  Gobierno  su  misión,  y como  quiera  que  él  .ofrece  á 
los  particulares  los  medios  adecuados  para  que  hagan  efectivos  sus 
derechos,  no  existe  razón  alguna,  de  parte  de  ellos,  para  exigirle  otra 
cosa.  La  regla,  para  que  sea  justa,  tiene  forzosamente  que  serle  apli- 
cada á venezolanos  y á extranjeros,  por  manera  que  los  segundos  no 
podrán  exigirle  á la  Nación  el  reconocimiento  de  un  recurso  que  ella 
no  le  acuerda  á sus  ciudadanos,  y cuyo  objeto  no  sería  otro  que  el 
de  convertirla  en  fiadora  de  la  buena  conducta  de  -las  personas  lia-, 
madas  por  la  ley  á impartir  justicia. 

Para  el  suscrito  es  motivo  de  alta  complacencia  suministrar  á 
V.  E.  todos  los  informes  concernientes  á la  causa  de  Velázquez;  y por 
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ello,  sin  poner  reparos,  le  será  grato  comunicarle  los  datos  que,  en  lo  ade- 
lante, obtuviere  sobre  este  asunto,  en  el  cual,  como  queda  demostrado  en 
esta  nota,  sólo  pueden  legalmente  intervenir,  el  Fiscal  del  Ministerio 
Público  y la  persona  que,  conforme  al  artículo  citado  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Crimina!,  se  constituyere  en  acusador. 

Cuanto  á lo  que  V.  E.  asienta  respecto  á captura  del  fugado,  séame 
permitido  decirle  que  la  Autoridad  Judicial,  según  consta  de  las  actas 
que  reposan  en  poder  de  la  Legación,  dictó  oportunamente  la  requi- 
sitoria que  la  ley  manda  librar  en  esos  casos ; y que  al  présenlo  deben 
estarse  poniendo  en  práctica  los  medios  adecuados  para  hacer  efectiva 
la  orden  del  Juez. 

Espera  el  infraescrito  que  V.  E.  habrá  de  quedar  satisfecho  con 
las  consideraciones  que  anteceden,  inspiradas  como  están  en  un  sen- 
timiento de  estricta  justicia. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  protestas  de  mi  más  alta  y distinguida 
consideración. 

•Gustavo  J.  Sanabbia. 

Al  Escmo.  señor  Pelldrain,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario 
del  Imperio  Alemán. 


(traducción) 


Legación  de  Alemania  eu  Venezuela. — Número  1.474. 

Caracas  : 10  de  diciembre  de  1003. 

Señor  Ministro  : 

Por  las  atentas  notas  de  V.  E.  del  5 de  este  mes,  Dirección  de 
Derecho  Público  Exterior,  número  1.942  y 7 del  corriente  de  la  Direc- 
ción de  Derecho  Público  Exterior,  número  1.955  he  sabido  con  placer  que  se 
han  dado  pasos  enérgicos  para  el  castigo  del  oficial  Velázquez,  mata- 
dor de  Eduardo  Meyer  y que  me  pondrá  en  conocimiento  del  curso 
ulterior  del  asunto. 

Con  relación  á la  primera  nota  del  5 de  este  mes  séame  dable 
volver  á llamar  la  benévola  atención  de  V.  E.  hacia  algunos  puntos. 
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Mi  deseo  en  el  asunto  tione  sólo  por  objeto  (pie  se  ejerza  la  más 
rigurosa  justicia  y nada  más.  Aunque  en  la  nota  se  diee  que  do  la 
influencia  del  parlamento  en  tales  asuntos  no  debe  hablarse,  el  hecho 
es  que  tal  influencia  existe. 

Además,  como  á posar  de  mis  reiteradas  solicitudes  á ello  enca- 
minadas, no  me  han  sido  presentados  los  papeles  dejados  por  el  finado, 
no  ha  podido  determinarse  aún  qué  persona  particular  tiene  inte- 
rés en  la  persecución  del  matador.  Precisamente  por  este  motivo  es 
tanto  más  necesaria  la  intervención  de  las  Autoridades  del  Estado. 

Por  último,  en  mi  nota  del  20  del  mes  último  no  me  referí  en 
modo  alguno  á la  condición  constitucional  del  Estado  Maturín,  sino 
que  sólo  dije  que  el  Gobierno  mismo  de  este  Estado  ha  reconocido  la 
existencia  de  lamentables  descuidos.  En  esto  respecto  me  refiero  á los 
anexos  de  la  nota  del  señor  Doctor  Alejandro  Urbaneja  del  10  de 
octubre  de  este  año,  de  la  Dirección  de  Derecho  Público  Exterior,  nú- 
mero 1.681. 

Válgome  de  esta  ocasión  para  renovaros,  señor  Ministro,  la  expre- 
sión de  mi  consideración  más  distinguida. 

Pelldkam. 

Al  Excino.  señor  Gustavo  J.  Sanabria,  Ministro  (lo  Relaciones  Exteriores  de  los 

Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Número  30. 


Caracas : G de  enero  de  1904. 


Señor  Ministro : 

Me  ha  sido  muy  grata  la  lectura  de  la  comunicación  de  V.  E. 
número  1.474,  porque,  como  era  natural  presumirlo,  las  solicitudes  que 
la  Legación  Imperial  ha  dirigido  á este  Despacho  con  ocasión  del  de- 
lito perpetrado  en  la  persona  de  Eduardo  Meyer,  no  reconocen  otra 
causa,  como  V.  E.  se  ha  servido  expresarlo,  sino  el  deseo  de  que  en 
el  asunto  indicado  se  ejerza  la  más  rigurosa  justicia.  Ese  deseo  es 
también  el  del  Gobierno  de  Venezuela ; y las  notas  que  en  el  curso 
de  ía  discusión  han  partido  de  este  Ministerio,  bien  así  como  las  de- 
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terminaciones  tomadas  por  las  autoridades  del  Estado  Maturín,  se  lo 
habrán  demostrado  suficientemente  á V.  E. 

Cuanto  á que  el  Gobierno  del  Estado  Maturín  haya  reconocido, 
como  lo  asegura  Y.  E.,  la  exigencia  de  lamentables  descuidos  en  el 
asunto,  es  punto  en  el  que  no  puedo  convenii.  Séame  permitido  re- 
cordar á V.  E.  que  de  las  actas  enviadas  á la  Legación  sólo  consta 
que  el  Presidente  del  Estado,  eu  vista  de  la  fuga  del  detenido,  dis- 
puso que  por  todos  los  medios  posibles  se  llevase  á cabo  la  captura, 
del  fugitivo ; y que  como  pudiera  suceder  que  la  persona  encargada 
de  la  custodia  de  los  presos  hubiese  procedido  con  negligencia  ó des- 
cuido, se  hacía  necesaria  uua  averiguación  especial  que  diera  á co- 
nocer la  parte  de  responsabilidad  que  á dicha  persona  le  cupiese  en 
el  hecho.  Nunca  es  dable  asegurar  la  culpabilidad  de  uua  persona 
sin  antes  conocer  las  circunstancias  que  rodearon  el  acto  ilícito  que 
se  le  imputa  y sin  que  los  encargados  de  impartir  justicia  hayan  dic- 
tado su  fallo.  Las  medidas  dispuestas  por  el  Presidente  del  Estado 
Maturín  sólo  pueden  indicarnos  el  grandísimo  celo  con  que  ha  pro- 
cedido y el  alto  interés  couque  procura  dejar  satisfechos  los  reclamos 
de  la  vindicta  pública.  Así,  Y.  E.  puede  estar  seguro  de  que  si  la 
captura  del  reo  no  se  ha  efectuado  aún,  es  debido  á causas  insupe- 
rables; y que  dado  el  interes  con  que,  como  de  costumbre,  proceden 
las  autoridades,  no  muy  tarde,  una  vez  que  el  fugitivo  sea  detenido, 
podrá  la  causa  incoada  seguir  el  curso  legal. 

Acepte  V.  E.  las  renovadas  expresiones  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

Gustavo  J.  Sanabria. 

Al  Exorno,  señor  Pelídram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario 

del  Imperio  Alemán. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Número  33. 

Caracas  : 11  de  enero  de  1901. 

Señor  Ministro  : 

Con  referencia  á la  nota  de  este  Despacho,  número  30,  del  6 
de  los  corrientes,  me  es  grato  hacer  saber  á Y.  E.  que  el  señor  Mi- 
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nislro  de  Relaciones  Interiores  me  acaba  do  participar  que  el  señor 
Presidente  del  listado  Maturín  lo  lia  comunicado  (pie  el  prófugo  Fran- 
cisco Ve  bizque/  lia  sido  capturado  por  las  autoridades  del  listado 
Nueva  Esparta,  las  cuales  lo  lian  puesto  á la  disposición  de  las  de 
Maturín. 

I)e  este  modo  queda  continuado  cuanto  este  Ministerio  ha  tenido 
la  honra  de  decir  á V.  E.  respecto  al  interés  conque  venían  proce- 
diendo en  este  asunto  los  funcionarios  de  Venezuela,  quienes  han  hecho 
efectivas  las  providencias  dictadas  por  ellos  para  asegurar  los  reclamos 
de  la  vindicta  pública  tan  pronto  como  desaparecieron  los  obstáculos 
naturales  (pie  se  oponían  al  cumplimiento  de  esas  providencias. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  renovadas  seguridades  de  mi  más  alta 
consideración. 


Gustavo  J.  San  abrí  a. 

Al  Exorno.  señor  Pelldrain,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Plenipotenciario 
del  Imperio  Alemán. 


III 


Visita  (le  una  división  de  la  Marina  de  Guerra  Imperial  á varios 
puertos  de  la  República. 


(traducción) 


Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela. — Número  1.475. 

Caracas : 10  de  diciembre  de  1903. 

Señor  Ministro  : 

Conforme  á encargo  del  Gobierno  Imperial,  tengo  á honra  pedir 
á V.  E.  que  se  digne  poner  en  conocimiento  del  Gobierno  Venezolano 
que  en  el  plan  de  viajes  de  la  división  de  cruceros  de  la  Marina  Im- 
perial está  el  propósito  de  visitar,  en  el  decurso  del  mes  próximo,  los 
siguientes  puertos  venezolanos. 
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1)  Una  nave  de  guerra  anclará  por  algunos  días  en  Ciudad  Bo- 
lívar del  25  de  enero  en  adelante. 

. ' / 

2)  La  nave  almirante  y varias  de  guerra  llegarán  á La  Guaira 
en  el  tiempo  corrido  del  24  al  2G  de  marzo  de  1904  y se  preveen  en 
ese  tiempo  visitas  por  naves  aisladas  á los  puertos  de  Puerto  Cabello, 
Carúpano,  etc. 

V á lgome  de  esta  ocasión  para  expresaros  de  nuevo,  señor  Minis- 
tro, la  seguridad  de  mi  consideración  más  distinguida. 


Pelldram. 

Al  Excelentísimo  señor  Gustavo  J.  Sanabria,  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res de  los  Estados  Unidos.de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.  — Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — Número  4.988. 


Caracas:  12  de  diciembre  de  1903. 


Señor  Ministro : 

El  infraescrito  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  délos  Estados  Uni- 
dos de  Venezuela,  tiene  á honra  acusar  á Y.  E.  el  recibo  de  su  nota  nú- 
mero  1.475  en  la  cual  se  sirve  participarle  que  en  el  plan  de  viajes  de 
la  división  de  cruceros  de  la  Marina  Imperial  está  el  propósito  de  vi- 
sitar los  puertos  venezolanos  de  La  Guaira,  Puerto  Cabello,  Carúpano  y 
Ciudad  Bolívar. 

La  admisión  de  buques  de  guerra  extranjeros  en  tiempo  de  paz 
está  sometida  en  la  República  á las  prescripciones  de  la  Ley  de  la 
de  mayo  de  1882,  de  la  cual  me  complazco  en  remitir  aquí  adjunto, 
un  ejemplar.  De  acuerdo  con  el  artículo  17  de  la  Ley  en  referencia, 
los  puertos  á donde  pueden  llegar  los  buques  de  guerra  de  otra  na- 
ción, son  únicamente  los  abiertos  al  comercio  exterior;  y como  quiera 
que  el  de  Ciudad  Bolívar  se  encuentra  cerrado  por  Decreto  de  27  de 
mayo  del  corriente  año,  menester  se  hace,  conforme  al  artículo  3?  de 
la  misma  Ley,  que  la  Legación  Imperial  solicite  el  permiso  corres- 
pondiente, para  lo  cual  se  servirá  indicar,  además,  el  motivo  fjue  de- 
termine la  visita  de  una  de  las  naves  de  la  división  al  puerto  de  Ciu- 
dad Bolívar. 
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Válgomo  de  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E.  las  seguridades 
de  mi  más  distinguida  consideración. 


Gustavo  3.  Sana  mu  a. 

Al  Excelentísimo  señor  Pelldram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario del  Imperio  Alemán. 


(TRADUCCIÓN) 


Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela. — Número  1.484. 

Caracas:  15  de  diciembre  de  1903. 

Señor  Ministro  : 

En  respuesta  á la  atenta  nota  de  12  de  este  mes,  Derecho  Pú- 
blico Exterior  número  1988,  tengo  á honra  comunicar  á V.  E.  que  las 
naves  de  la  Marina  Imperial  suelen  celebrar,  conforme  á uso  univer- 
sal, el  natalicio  de  Su  Majestad  el  Emperador  y Rey  en  un  puerto 
adecuado. 

Como  en  ese  día,  el  27  de  enero  de  1904,  se  halla  en  aque- 
llas aguas  una  nave  de  la  Marina  Imperial,  ha  aprobado  Su  Majes, 
tad  el  Emperador  y Rey  que  la  nave  referida  celebre  esta  fiesta  en 
Ciudad  Bolívar. 

Válgome  de  esta  ocasión  para  renovaros,  señor  Ministro,  la  expre- 
sión de  mi  consideración  más  distinguida. 

Pelldram. 

Al  Excelentísimo  señor  Gustavo  J.  Sanabria,  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
- res  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Número  2.012. 


Caracas:  10  de  diciembre  de  1903. 


Señor  Ministro : 

Se  ha  recibido  en  este  Despacho  la  atenta  comunicación  de  V.  E., 
número  1.484,  en  la  cual  se  sirve  participarme,  que  acostumbrando  los 
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buques  (le  !a  Marina  Imperial  celebrar  en  un  puerto  adecuado  el  na- 
talicio de  Su  Majestad  el  Emperador  y Rey,  éste' liar  aprobado  que  la 
nave  que  se  hallará  en  aguas  de  Ciudad  Bolívar  para  el  27  de  enero 
próximo  efectúe  en  dicho  puerto  la  mencionada  festividad. 

Me  permito  llamar  la  atención  de  V.  E.  hacia  el  contenido  de  mi 
nota  de  12  de  los  corrientes,  número  1-988.  En  ella  le  indiqué,  con- 
forme á las  reglas  á que  está  sujeta  la  admisión  de  naves  de  guerra 
extranjeras  en  los  puertos  de  Venezuela,  que  debe  obtenerse  previa- 
mente, y como  requisito  indispensable,  un  permiso  especial  del  Presi- 
dente de  la  República,  siempre  que  dichas  naves  necesitaren  visitar 
un  puerto  no  habilitado  como  Ciudad  Bolívar. 

No  obstante  que  la  nota  que  respondo  es,  en  concepto  de  V.  E., 
contestación  á la  mía  del  12  de  este  mes,  no  he  encontrado  en  ella 
lo  que  pueda  indicarme  que  V.  E.  se  sirvió  considerar  sus  términos. 
Con  el  objeto  de  que  Y.  E.  estuviese  en  condiciones  de  apreciar  de- 
bidamente las  prescripciones  de  la  Ley  Venezolana,  le  envié  el  ejem- 
plar de  la  Gaceta  Oficial  donde  corre  inserta.  Si,  como  es  de  espe- 
rarse, V.  E.  presta  al  asunto  la  atención  que  reclama  no  dudo  que 
el  procedimiento  pautado  en  la  Ley  de  1882  recibirá,  como  es  natural, 
su  más  cumplida  observancia. 

Sírvase  aceptar  V.  E.  las  nuevas  seguridades  de  mi  consideración 
más  distinguida. 

Gustavo  J.  Sanabkia. 

Al  Excelentísimo  señor  Pelldram,  Enviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario del  Imperio  Alemán. 


( traducción) 


Legación  Imperial  de  Alemania  en  Venezuela.— I.  Número  11. 


Señor  Ministro : 


Caracas:  5 de  enero  de  1904. 


Con  referencia  á la  atenta  nota  del  10  del  mes  último  N.  I.  De- 
recho Público  Exterior  número  2.012,'  tengo  á honra  comunicar  á V.  E. 
que  varios  buques  de  la  División  de  Cruceros  de  la  Marina  Imperial  de 
Alemania  que  se  halla  en  estas  aguas  han  sufrido  un  retardo  jues? 
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perado,  y que  en  tal  virtud  el  plan  de  vi  jije  antes  determinado  lia 
tenido  que  sufrir  una  alteración.  En  consecuencia  de  esto  es  lamen- 
table que  la  proyectada  visita  á Ciudad  Bolívar  por  uno  de  estos  bu- 
ques habrá  que  posponerla  provisionalmente. 

Válgome  al  propio  tiempo  de  esta  ocasión  para  renovaros,  Señor  Mi- 
nistro, l;i  expresión  do  mi  consideración  más  distinguida. 

Pboldram. 

Al  Excelentísimo  Seiior  Gustavo  J.  Sanabria,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores do 'los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.  —Dirección  de  Derecho  Público 
Exterior. — Numero  24. — Caracas  : 8 de  enero  de  1904. 

Señor  Ministro : 

Tengo  á honra  acusar  recibo  de  la  nota  de  V.  E.  fecha  5 de  los 
corrientes,  en  la  cual  se  sirve  participarme,  que  varios  buques  de  la 
División  de  Cruceros  de  la  Marina  Imperial  que  se  haya  en  estas 
aguas  han  sufrido  un  retardo  inesperado,  y que  la  proyectada  visita 
de  uno  de  estos  buques  á Ciudad  Bolívar  ha  sido  pospuesta  provisio- 
nalmente. Cuanto  al  último  de  los  puntos  mencionados,  ya  V.  E.  sabe 
cuáles  son  las  formalidades  que  previamente  deben  cumplirse,  caso  de 
que  el  Gobierno  Imperial  resolviere  más  tarde  que  una  de  sus  na- 
ves de  guerra  haga  viaje  á un  puerto  no  habilitado  de  la  Repú- 
blica. 

Me  es  grato  aprovechar  esta  oportunidad  para  renovar  á V.  E. 
la  expresión  de  mi  más  distinguida  consideración. 

Gustavo  J.  Sanabria. 

Al  Excelentísimo  Señor  Pelldram,  Euviado  Extraordinario  y Ministro  Pleni- 
potenciario del  Imperio  Alemán. 
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Correspondencia  con  la  Legación  de  Italia. 


Discusión  relativa  á la  Ley  que  define  los  derechos  y deberes 
de  los  extranjeros. 


( TRADUCCIÓN  ) 

Real  Legación  (le  Italia. — Número  1.583. 

Caracas:  29  de  octubre  de  1903. 

Nota  verbal. 

La  Real  Legación  de  Italia  tiene  á honra  informar  á ese  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores  que  habiendo  el  Gobierno  del  Rey  exa- 
minado atentamente  las  disposiciones  de  la  Ley  de  16  de  abril  de 
1903  concerniente  á los  extranjeros  residentes  en  Venezuela,  ha  que- 
dado bastante  desfavorablemente  impresionado  y se  ve  en  la  obligación 
de  llamar  al  Gobierno  de  la  República  la  atención  hacia  la  condición 
peligrosa  y anormal  que  allí  se  les  crea  á los  italianos  que  se  hallan 
de  tránsito  ó establecidos  en  la  República. 

El  artículo  6?  contiene  en  efecto,  en  los  números  3 y 5 normas  de 
excepcional  gravedad,  cuyo  peligro  es  tanto  más  evidente,  cuanto  son 
vagas  é indefinidas.  Tales  normas  podrían  tolerarse,  hasta  cierto  punto, 
en  circunstancias  de  agitaciones  políticas  internas,  y por  brevísimo 
período  de  tiempo,  mas  no  encontrarían  justificación,  si  se  las  quisiera  in- 
troducir en  la  Legislación  estable  de  un  Estado. 

El  artículo  7?  impone  á los  infractores  de  los  preceptos  del  artículo 
6?  domiciliados  en  la  República  la  pérdida  de  su  carácter  de  extranjeros, 
poniéndolos  bajo  la  potestad  de  las  autoridades  locales,  é imponiéndoles  res- 
ponsabilidades cuya  naturaleza  difícilmente  puede  concebirse.  El  artículo 
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9?  conmina  con  la  expulsión  a los  extranjeros  do  tránsito  que  hayan 
transgredido  el  artículo  G?. 

El  tratamiento  de  rigor  sancionado  por  estos  últimos  dos  artículos 
parece  inconciliable  con  el  artículo  3?  del  tratado  vigente  de  amistad, 
comercio  y navegación  celebrado  en  18G1  entre  Italia  y Venezuela. 
Para  excusar  tal  rigor,  sería  vano  invocar  la  independencia  legislativa 
del  Estado,  por  nadie  desconocida ; sería  superfina  la  objeción  do 
la  obediencia  debida  á las  leyes  locales,  á las  cuales  nadie  piensa  qui- 
tar el  respeto  de  que  están  rodeadas;  porque  la  legislación  local  no 
puede,  por  su  parte,  menguar  las  garantías  y derechos  estipulados  en 
los  tratados  y proclamados  por  el  derecho  de  gentes. 

Medidas  semejantes  á las  de  los  artículos  7?  y 9?  no  serían  tolera- 
bles, por  lo  demás,  aun  por  hechos  dignos  de  castigo  y represión,  sin 
la  existencia  y la  presentación  de  pruebas  evidentes,  exclusivas  de  toda 
excepción  por  parte  de  los  acusados. 

Aunque  universalmente  reconocido  como  uno  de  los  atributos  de 
la  soberanía,  el  derecho  de  expulsión  debe  hallarse  rodeado  de  caute- 
las que  protejan  la  libertad,  la  persona  y los  bienes  de  los  extran- 
jeros puestos  bajo  la  protección  de  los  tratados  y del  derecho  inter- 
nacional. 

El  deber  de  los  extranjéros  de  observar  extricta  neutralidad  en 
las  luchas  y guerras  intestinas  del  Estado  es  también  cosa  no  discu- 
tida,. mas  no  por  eso  se  abandona  al  absoluto  arbitrio  del  Estado  el 
determinar  los  hechos  y extremos  que  constituyen  la  violación  de  la 
neutralidad  y las  penas  que  tal  violación  lleva  consigo,  ni  es  tampoco, 
comprensible  cómo  y cuándo  sea  lícito  equiparar  en  todos  los  extran- 
jeros á los  nacionales  en  caso  de  supuesta  participación  en  la  política 
interna  del  país,  á efecto  de  eliminar  toda  protección  diplomática  en 
favor  de  éllos. 

El  artículo  12  ordena  una  providencia  absolutamente  nueva  y ex- 
traña, esto  es:  que  el  extranjero  debe  firmar,  so  pena  de  expulsión, 
una  declaración  de  que  acepta  la  ley  de  que  se  trata  como  también 
el  Decreto  de  13  de  febrero  de  1873  acerca  de  las  reglas  de  resar- 
cimiento de  los  extranjeros,  á las  cuales  las  Potencias  Extranjeras 
han  negado  generalmente  todo  valor.  Son  obvios  los  motivos  por  los 
cuales  no  podría  admitirse  que  los  súbditos  italianos  estén  abandona- 
dos completamente  en  manos  de  las  autoridades  locales,  en  sus  bieues 
y en  sus  personas,  en  fuerza  de  una  declaración  arrancada  con  penas 
ó amenazas,  la  cual,  por  lo  demás,  carecería  de  todo,  efecto  en  las 
relaciones  internacionales. 

El  artículo  14  está  en  abierta  contradicción  con  el  Tratado  Italo- 
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Venezolano,  que,  en  la  cláusula  17?  implícitamente  admite  que  los  fun- 
cionarios consulares  del  Reino  en  la  República  pueden  ser  comerciantes. 

No  es  de  dudarse  eu  modo  alguno,  que  respecto  de  esta  cuestión 
el  Gobierno  de  la  República  entiende  aplicar  el  artículo  18,  el  cual 
dispone:  “La  ley  no  perjudicará  los  acuerdos  contenidos  en  los  tra- 
tados públicos y que  no  se  opondrán  obstáculos  á la  organización 
de  los  consulados  en  Venezuela,  excluyendo  una  categoría  entera  de 
personas  admitidas  en  todos  los  países  al  desempeño  de  tales  cargos. 

El  Gobierno  del  Rey  no  está  dispuesto  á aceptar  las  restricciones 
generales  puestas  por  el  artículo  11  á la  intervención  diplomática  en 
materia  de  reclamaciones,  pues  en  muchos  casos  no  se  puede  esperar 
que  se  agoten  eu  un  lapso  indefinido  todos  los  medios  legales , á menudo 
ineficaces,  ante  las  autoridades  locales  competentes,  antes  de  hacer 
constar  si  ha  habido  denegación  de  justicia  ó injusticia  notoria  ó vio- 
lación evidente  de  los  principios  de  Derecho  Internacional. 

La  irresponsabilidad  del  Gobierno  Venezolano  sancionada  por  el 
artículo  17  por  daños  causados  por  agentes  revolucionarios  ó por  par- 
tidas armadas  al  servicio  de  cualquier  revolución,  está  allí  determi- 
nada de  modo  demasiado  genérico,  de  suerte  que  no  puede  exonerar 
al  Estado  de  resarcir  pérdidas  sufridas  por  negligencia  y culpa  directa 
ó indirecta  de  las  autoridades  constituidas  ó por  la  existencia  de  un 
estado  de  cosas  cuyo  origen  y consecuencias  sean  imputables  á las  mismas 
autoridades.  El  Real  Gobierno  cree  por  tanto  deber  hacer  las  más 
amplias  reservas  acerca  dé  los  efectos  de  los  artículos  11  y 17- 

Por  todos  estos  motivos  el  Real  Gobierno  se  halla  en  la  nece- 
sidad de  protestar,  como  protesta  por  medio  de  la  Real  Legación  en 
Caracas,  contra  la  aplicación  que  quiera  hacerse  de  la  Ley,  conside- 
rándola perjudicial  para  los  derechos  de  los  súbditos  italianos  garan- 
tidos por  los  tratados  y en  desacuerdo  con  toda  buena  regla  de  De- 
recho Internacional. 

La  Real  Legación,  siguiendo  las  instrucciones  que  ha  recibido  tiene 
la  honra  de  participar  á ese  Honorable  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores que  el  Gobierno  del  Rey  entiende  reservarse,  como  se  reserva, 
plena  libertad  de  examen,  de  juicio  y de  acción  en  todo  caso  com- 
prendido en  la  Ley  que  se  refiera  á la  persona  y á los  bienes  de  súb- 
ditos italianos. 

La  Real  Legación  acude  á la  habitual  cortesía  del  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores  y á su  alto  sentimiento  de  equidad  y de  justicia, 
rogándole  se  digne  tomar  en  consideración  las  razones  arriba  expuestas, 
acogerlas  favorablemente  é interponer  sus  buenos  oficios  cerca  de  este 
Gobierno,  con  la  firme  esperanza  de  que  las  dificultades  creadas  por 
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la  Ley  de  1<¡  de  abril  último  en  perjuicio  de  los  italianos  serán  re- 
movidas. 

El  Real  Encardado  de  Negocios  do  Italia  so  vale  de  esta  ocasión 
para  presentar  al  Exorno,  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  la 
expresión  de  su  alta  y muy  distinguida  consideración. 

Al  Honorable  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Caracas. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. — Dirección  de  Derecho  Público  Ex- 
terior.— Número  1851. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela  lia  tenido  á honra  considerar  la  nota  verbal  que  con  fecha 
29  del  mes  próximo  pasado  se  sirvió  dirigirle  el  señor  Encargado  de 
Negocios  del  Reino  de  Italia,  nota  encaminada  á llamar  la  atención 
del  Gobierno  de  la  República  hacia  la  condición  peligrosa  y anormal 
que,  á juicio  del  Gobierno  Italiano,  crea  á los  súbditos  del  Reino  la 
Ley  de  10  de  abril  de  1903,  concerniente  á los  extranjeros,  y á pro- 
testar contra  las  prescripciones  de  esa  Ley. 

Un  estudio  atento  y meditado  de  la  Ley  á que  se  refiere  la  ci- 
tada comunicación  le  permite  al  Ministerio  estimar  infuudada  la  alarma 
del  Gobierno  de  Italia.  En  efecto,  lo  que  el  Legislador  Venezolano 
se  propuso  y claramente  expresó  en  ella,  no  fue  más  que  la  justa  y 
necesaria  distinción  que  entre  regnícolas  y extranjeros  debe  existir.  El 
derecho  de  formular  semejante  distinción,  que  á un  tiempo  reclaman 
la  necesidad  que  tiene  el  Estado  de  velar  por  el  mantenimiento  de 
la  tranquilidad  social  y el  deber  de  conservar  intactas,  dentro  de  sus 
compromisos  internacionales,  todas  sus  prerrogativas  de  Nación  Sobe- 
rana-, no  puede,  en  verdad,  ser  discutida.  Lo  único  que  con  impe- 
riosa é irresistible  constancia  ha  solicitado  la  civilización  en  esos  casos 
es  el  reconocimiento  de  aquellos  derechos  necesarios  que  el  hombre 
debe  poseer  en  todas  partes  con  el  fin  de  desenvolver  las  facultades 
que  naturalmente  posee.  La  Ley  venezolana  de  16  de  abril,  al  reco- 
nocer ampliamente  y sin  restricciones  de  ningún  linaje  que  los  ex- 
tranjeros gozan  en  el  territorio  de  la  República  de  los  mismos  derechos 
civiles  que  los  venezolanos,  llenó  á cabalidad  los  fines  de  progreso  y 
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de  buena  harmonía  que  desde  su  fundación  viene  persiguiendo  Vene- 
zuela con  inquebrantable  empeño. 

Cumplido  de  tan  generosa  manera  el  reclamo  inoral  á que  se  ha 
aludido,  al  extranjero  no  le  es  permitido  ni  lícito  exigir  más.  Como  en 
ese  grupo  de  derechos  que  la  Ley  venezolana  garantiza  á los  extra- 
ños están  comprendidas  todas  aquellas  facultades  de  que  el  individuo 
ha  menester  en  sus  relaciones  privadas  en  cuanto  se  refiere  al  patri- 
monio, la  familia  y la  persona,  no  es  concebible  que,  salvando  ia  dis- 
tancia que  entre  nacionales  y extranjeros  crean  los  deberes  que  la  na- 
cionalidad impone  á los  ciudadanos,  puedan  los  extranjeros,  sin  someterse 
á dichos  deberes,  reclamar  beneficios  que  sólo  de  la  ciudadanía  pueden 
derivarse. 

“ La  igualdad  de  condición  entre  el  extranjero  y el  ciudadano, 
como  muy  bien  dice  el  italiano  Fiore,  sólo  puede  consistir  en  que, 
dentro  del  círculo  del  derecho  privado,  la  personalidad  jurídica  del  uno 
debe  ser  protegida  por  la  ley  lo  mismo  que  la  del  otro.  He  dicho 
dentro  del  círculo  del  derecho  privado , porque  las  facultades  que  se  de- 
rivan del  estado  público  que  se  establece  mediante  la  ciudadanía,  per- 
tenecen exclusivamente  á los  ciudadanos  del  Estado,  y sólo  pueden 
atribuirse  al  extranjero  en  el  caso  de  que  éste  haya  adquirido  la  ciu- 
dadanía con  arreglo  á la  Ley  del  Estado;  y no  debe  decirse  nada  más 
cuando  las  relaciones  sean  pacíficas.”  Esta  doctrina,  que  con  la  misma 
firmeza  sostienen  todos  los  tratadistas  de  Derecho  Internacional  y que 
constantemente  inspira  la  práctica  de  las  naciones  más  cultas,  es  la 
misma  que  el  Legislador  venezolano  adoptó  en  la  Ley  de  10  de  abril 
sobre  extranjeros.  Así,  con  las  normas  que  encierra  el  artículo  G?,  y 
de  las  cuales  sólo  á las  marcadas  con  los  números  3 y 5 ha  hecho 
reparos  la  Legación  de  Italia,  no  se  tuvo  otro  propósito  que  el  de 
fijar,  en  armonía  con  los  más  sanos  principios  del  derecho,  cuáles  son 
las  facultades  de  que  el  extranjero  está  privado  en  Venezuela.  Tanto 
el  desempeño  de  funciones  públicas  como  el  uso  de  la  palabra  con 
el  fin  de  discurrir  sobre  cuestiones  relacionadas  con  la  política  del  país, 
son  derechos  que  implican  en  quien  se  sirve  de  ellos  una  participa- 
ción directa  é interesada  en  el  Gobierno  ó dirección  del  Estado,  y 
deben,  por  tal  motivo,  considerarse  como  atributos  propios  del  ciuda- 
dano. Como  esos  atributos  no  pueden  ser  estimados-  sino  como  otras 
tantas  fuuciones  públicas,  y como  su  ejercicio  denota  un  grandísimo 
interés  por  cuanto  se  relaciona  con  iffs  asuntos  del  Estado,  claro  está 
que  si  el  extranjero  quiere  servirse  de  ellos  queda  colocado,  desde 
luego,  eu  la  misma  condición  del  nacional  y sujeto,  como  éste,  á los 
deberes  cívicos.  Si  los  derechos  políticos  corresponden  tan  sólo  al  ciu- 
dadano, dicho  está  que  el  extranjero  que  únicamente  puede  aspirar 
á que  se  le  garanticen  aquellos  atributos  que  como  criatura  humana  posee, 
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no  está  facultado  para  participar  de  la  vida  pública  de  otro  Estado 
sino  á condición  do  renunciar  tácita  ó expresamente  á los  favores  ó 
ventajas  que  su  condición  de  extranjero  le  proporcionare.  La  ideado 
derecho  es  insuperable  de  la  idea  do  deber;  y no  es  concebible  (pie 
quien  goza  de  un  beneficio  pretenda  libertarse  de  las  responsabilidades 
(pie  ese  favor  le  imponga  correlativamente. 

Es  así  como  la  Ley  Venezolana,  al  prescribir  en  su  artículo  7? 
que  los  extranjeros  domiciliados  que  violen  las  reglas  del  artículo  G? 
pierden  su  condición  de  extranjeros,  no  ha  hecho  más  que  formular 
una  simple  declaración  de  principios,  cuya  justicia  nadie  ha  discutido 
jamás.  Acojer  otro  concepto  equivaldría  á crearle  al  Estado  un  cons- 
tante peligro,  que  junto  con  la  del  sosiego'público,  acarrearía  la  ruina 
do  la  Nación. 

Aun  cuando  el  Estado,  que  es  el  principal  interesado  en  este  orden 
de  asuntos,  no  está  obligado  á consultar  eu  casos  parecidos  sino  su 
primordial  interés  de  conservación,  el  artículo  8?  de  la  Ley  de  Ex- 
tranjeros, á objeto  de  que  las  decisiones  á que  dé  margen  la  parti- 
cipación de  los  extraños  en  asuntos  de  la  exclusiva  incumbencia  de 
los  venezolanos  puedan  dictarse  con  pertecto  conocimiente  de  causa, 
ha  establecido  un  procedimiento  con  ayuda  del  cual  podrá  el  Eje- 
cutivo declarar,  en  cada  caso,  si  el  extranjero  ha  perdido  su  condición 
de  tal. 

La  situación  de  los  extranjeros  fuera  de  su  país  tiene  necesaria- 
mente y para  ciertos  efectos  que  ser  distinta,  según  que  el  individuo 
haya  ingresado  en  territorio  extraño  con  ánimo  de  detenerse  poco  tiempo 
en  él,  ó lleve  el  propósito  de  establecer  allí  el  centro  de  su  vida 
privada  y social.  En  el  segundo  caso,  como  la  adquisición  de  domi- 
cilio supone,  de  parte  del  extranjero,  la  voluntad  de  mezclarse  en  el 
movimiento  general  de  las  relaciones  privadas  arraigándose  en  el  país, 
la  realización  de  una  cualquiera  de  esas  facultades  de  orden  consti- 
tucional á que  se  ha  hecho  referencia  no  puede  traer  una  consecuencia 
más  lógica  que  la  de  identificarlo  por  completo  al  ciudadano.  No 
sucede  lo  propio  con  el  que  se  halla  en  el  país  transitoriamente 
y sin  la  firme  intención  de  permanecer  en  él.  Como  es  natural,  y 
á intento  de  salvar  á la  sociedad  de  elementos  perniciosos,  las 
autoridades  mantienen  activa  vigilancia  sobre  esta  clase  de  extran- 
jeros; por  modo  que  su  ingerencia  en  los  asuntos  públicos  de  la  Nación 
ha  de  ser  tanto  más  peligrosa  y dañina  cuanto  que  semejantes  indi- 
viduos, que  ningunos  víuculos  tienen  con  la  sociedad,  son  generalmente 
impulsados  á mezclarse  en  asuntos  políticos  por  motivos  ó causas  del 
todo  censurables. 


La  admisión  y estada  de  los  extranjeros  es  asunto  de  la  exclusiva 
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apreciación  de  los  Gobiernos  del  país  (pie  los  recibe  quienes,  por  razones 
de  orden  público,  sólo  permiten  que  se  domicilíen  en  el  territorio  aque- 
llos individuos  que  ofrezcan  las  prendas  de  moralidad  que  sean  com- 
patibles con  los  altos  fines  que  persigue  el  Estado  y con  los  benefi- 
cios de  una  amplia  y generosa  acogida.  La  Autoridad  Suprema,  guiada 
como  se  halla  por  estas  reglas  de  orden  tutelar,  está  siempre  auto- 
rizada para  impedir  la  entrada  de  aquellos  elementos  que  conceptúe 
perniciosos,  así  como  para  alejar  del  territorio  á los  que,  sin  haber 
obtenido  domicilio  en  la  República,  carezcan  de  las  cualidades  que 
ella  exije  y constituyan  un  obstáculo  para  el  sosegado  desenvolvimiento 
de  la  sociedad. 

Esta  facultad,  que  Venezuela,  al  igual  de  los  demás  Estados,  ha 
venido  ejerciendo  cuando  lo  ha  requerido  el  interés  público,  no  se  ha 
consagrado  en  la  República,  por  primera  vez,  en  la  Ley  que  se. viene 
considerando  en  esta  nota.  Cuando  la  Ley  de  G de  junio  de  1884 
declaró  que  el  territorio  de  la  República  estaba  abierto  á los  extran- 
jeros de  todas  las  naciones,  cuidadosamente  indicó  que  este  favor  le 
era  negado  al  que  por  algún  antecedente  ó motivo  especial  fuese 
exceptuado  por  el  Gobierno  de  la  República,  al  cual  se  autorizó  para 
que,  por  medio  de  una  declaratoria,  prohibiese  el  desembarco  del  ex- 
tranjero ú ordenase  sn  salida  del  país,  si  ya  lo  hubiese  .efectuado. 
La  Constitución  vigente,  á ejemplo  de  las  anteriores,  concedió  al  Eje- 
cutivo Federal  en  el  número  24  del  artículo  89  la  atribución  de  ex- 
pulsar del  territorio  de  la  Nación  á los  extranjeros  que  sean  notoria- 
mente perjudiciales  al  orden  público. 

Siendo  así  que  este  derecho  se  deriva  directamente  de  la  Soberanía 
del  Estado,  forzosamente  habrá  de  convenirse  en  que  la  Autoridad  Supre. 
ma,  en  ejercicio  de  una  función  de  alta  policía,  es  la  única  que  puede  estar 
llamada  á apreciar  debidamente  los  motivos  en  virtud  de  los  cuales 
procede.  Como  no  es  dable  suponer  que  el  Poder  Ejecutivo  haga  uso 
de  esta  facultad  sino  para  resguardar  el  interés  público,  único  elemento 
que  priva  en  la  materia,  no  se  alcanza  á comprender  que  pueda  dis- 
cutírsele ese  poder  de  que  legítimamente  está  investido,  sin  que  por 
el  mismo  hecho  se  niegue  uno  de  los  más  sagrados  atributos  de  la 
Nación.  El  Gobierno  de  Italia,,  del  mismo  modo  que  el  de  Venezuela, 
ha  sabido  conservar  incólume  ese  derecho,  por  nadie  controvertido,  y 
la  Ley  del  Reino,  de  23  de  diciembre  de  1888,  así  como  el  artículo 
90  de  la  Ley  de  seguridad  pública  del  mismo,  de  30  de  junio  de  1889, 
constituyen  su  confirmación  más  explícita  y categórica. 

Si  la  ley.  venezolana  en  referencia,  en  su  artículo  12,  exije  del  ex- 
tranjero domiciliado  la  declaración  de  que  se  somete  á todas  sus  pres- 
cripciones, es  por  uu  motivo  fácil  de  explicar.  Puesto  que  los  efec- 
tos de  la  ley,  en  cuento  al  espacio,  alcanzan  según  el  artículo  6? 
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<1H  Código  ('-¡vil  (concordante  con  l¡i  Mi1  disposición  preliminar  del 
Código  Civil  do  Italia)  á lodos  los  habitantes  do  la  República  inclusos 
los  extranjeros,  échase  do  vor  « j ut*,  por  el  solo  inolivo  do  quo  el  cuerpo 
legislativo  diele  un  precepto  cualquiera  <pie  no  sea  de  los  relativos  al  es- 
tado y capacidad  de  los  extranjeros,  éstos,  como  los  venezolanos,  es- 
tán en  la  obligación  do  observarlo,  sin  quo  para  ello  so  requiera  la 
aprobación  de  unos  y do  otros.-  Tal  aprobación,  por  la  naturaleza  mis- 
ma de  las  cosas,  existo  siempre,  y si  en  casos  excepcionales  como  el 
presente,  se  pido  una  constancia,  ello  no  es,  en  manera  alguna, 
pare,  desvirtuar  aquella  regla,  quo  de  este  modo  se  confirma,  sino  para 
evitar  en  lo  adelante  complicaciones  y iludas.  Libre  como  es  el  Estado 
de  dictar  las  bases  mediante  las  cuales  pueda  el  extranjero  entrar  en 
la  República  y establecerse  en  ella,  claro  está  que  aquél  no  posee 
en  caso  alguno  la  facultad  de  alterar  ó modificar  esas  bases.  Cuanto 
lo  corresponde  hacer,  cuanto  le  impone  el  respeto  que  todos  deben  al 
país  que  habitan,  es,  ó atenerse  á la  ley,  ó alejarse  del  territorio. 
La  ley  no  ha  querido  arrancarle  su  consentimiento  al  extranjero ; pero 
recordándole  la  obediencia  que  debe  á las  prescripciones  dictadas  por 
el  legislador,  le  ha  indicado  las  consecuencias  á que  lo  expondría  su 
i nj  ust  i I i ca  d a n ega  t i v a. 

El  Ministerio  siente  tener  que  discentir  de  la  opinión  emitida  por 
la  Real  Legación  respecto  á que  el  artículo  11  de  la  Ley  de  extran- 
jeros está  en  contradicción  con  la  cláusula  17  del  tratado  de  1!)  de  ju- 
nio de  1 S(i  1 . Bien  sabido  es  que  si  los  Gobiernos  poseen  la  facultad 
de  nombrar  Agentes  Consulares  suyos  en  el  extranjero,  la  autoridad 
territorial,  á su  vez,  se  halla,  autorizada  para  admitir  al  desempeño 
de  esos  cargos  sólo  á aquellas  personas  que,  á su  juicio,  no  sean  per- 
judiciales. Ahora  bien,  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores  no  cree 
que  los  Gobiernos  de  Venezuela  y de  Italia  hayan  renunciado  por  la 
cláusula  citada  al  derecho  que  legítimamente  poseen  para  negarle  el 
Exequátur  á los  Cónsules  (pie  respectivamente  nombraren  la  una  ó la 
otra  Nación.  Lo  que  en  realidad  expresa  la  cláusula  en  referencia 
es  que  siempre  que  uiio  de  los  dos  Estados  admita  un  Agente  Con- 
sular nombrado  por  la  otra,  este  gozará  de  los  privilegios  propios  de 
su  empleo;  por  modo  que  cada  parte  se  reservó  la  facultad  de  apre- 
ciar las  cualidades  del  nombrado,  á efecto  de  autorizarlo  ó nó  para 
el  ejercicio  de  su  cargo.  Y puesto  que  le  es  lícito  á los  Gobiernos 
proceder  de  este  modo,  no  so  alcanza  á comprender  por  qué  habría 
de  estarles  prohibido  que  de  antemano  diesen  á conocer  el  modo 
como  procederán  al  tratarse  de  personas  determinadas. 

Además,  la  ley  venezolana  se  ha  conformado  en  el  particu- 
lar al  común  sentir  de  los  tratadistas  y á las  prácticas  de  algunos 
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Gobiernos.  Dadas  las  delicadas  funciones  que  se  encomiendan  á los 
Cónsules,  (odos  han  pensado  que  cuando  e!  nombrado  ejerce  el  co- 
mercio se  encuentra  en  posición  desventajosa  y á veces  en  oposición 
manifiesta,  así  respecto  de  sus  compatriotas  y de  los  intereses  cuya 
guarda  tiene,  como  respecto  de  las  autoridades  del  país  donde  reside: 
“No  puedo  dejar  de  expresar  la  opinión,  decía  el  año  de  1833  en  el 
Congreso  de  los  Estados  Unidos  el  Secretario  de  Estado,  de  que 
“no  solamente  los  Cónsules,  como  los  demás  oficiales  del  Estado,  de- 
smidan estar  retribuidos  con  salarios  suficientes,  sino  que  debería 

“prohibírselos  el  ejercicio  del  comercio Comerciantes  deseosos  de 

“acrecentar  sus  negocios  y de  obtener  consignaciones,  ordinariamente 
“no  solicitan  un  puesto  Consular  sino  en  vista  de  la  influencia  que 
“procura  y á fin  de  extender  sus  asuntos  comerciales. ..  .Si  hay  rivali- 
dad entre  la  casa  de  comercio  del  Cónsul  y otras  casas  comerciales, 
“la  dignidad  del  oficial  público  sufrirá  con  ello  y su  influencia  cerca 
“de  las  autoridades  locales  se  destruirá  pronto.”  Fuera  de  estas  ra- 
zones, que  han  movido  á varias  naciones  á prohibirles  á sus  Cónsu- 
les, bajo  pena  de  destitución,  el  ejercicio  directo  ó indirecto  del  co- 
mercio, existe  la  muy  poderosa  consideración  de  que  en  la  República 
ha  venido  observándose  que  algunos  extranjeros,  validos  de  su  doble 
condición  de  cónsules  y de  comerciantes,  han  llevado  á cabo  ciertos 
actos  que,  al  par  que  han  comprometido  la  neutralidad  que  están 
obligados  á observar,  han  dado  margen  á no  pocas  discusiones  «pie 
el  Ministerio  habría  deseado  evitar  en  obsequio  de  las  buenas  rela- 
ciones (pie  Venezuela  desea  cultivar  con  todas  las  naciones. 

No  sin  exponerse  al  grave  peligro  de  que  un  grupo  de  extran- 
jeros llegase  á constituir  un  listado  dentro  del  Estado,  podría  éste 
permitir  que  aquellos  individuos  que  no  son  nacionales  suyos  se  ha- 
llasen en  capacidad  de  valerse,  para  ejercitar  sus  derechos,  de  fran- 
quicias y procedimientos  de  que  no  estuviesen  en  posesión  los  natu- 
rales. El  extranjero  (pie  se  establece  en  un  país  contrae  la  obliga- 
ción de  observar,  al  par  de  los  ciudadanos,  las  leyes  que  ese  país 
se  haya  dado;  y como  sería,  injusto  que  el  extranjero  solicitase  un 
tratamiento  de  preferencia,  en  ningún  caso  justificado,  necesariamente 
han  de  agotar  ellos  los  recursos  legales  por  esas  leyes  ofrecido 
(como  el  artículo  1 í de  la  Ley  de  Extranjeros  lo  dispone)  para  que, 
en  casos  de  denegación  do  justicia,  ó de  injusticia  notoria,  le  sea  li- 
citó solicitar  la  protección  diplomática.  En  las  leyes  venezolanas,  su- 
ficientemente amplias  y precisas  en  cuanto  á recursos  que  aseguren 
el  ejercicio  de  un  derecho,  encuentran  todos,  sin  dificultad  alguna,  los 
medios  que  los  principios  aconsejan.  Ni  prudente,  ni  razonable  sería 
permitirle  al  extranjero  que,  sin  haber  agotado  esos  medios,  pudiese  va- 
lerse de  la  protección  diplomática:  ni  de  la  práctica  constante  délas 
naciones,  ni  de  ninguna  doctrina  jurídica  respetable  podría  deducirse 
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semejante  y extraño  favor,  «|iio  sería  lauto  más  reprobable  cuanto  que  la 
legislación  local,  previsora  y justa,  abre  ancho  y libro  campo  á toda 
defensa. 

La  manera  como  el  artículo  17  de  la  citada  Ley  determinó  así 
para  los  venezolanos  como  para  los  extranjeros  la  no  responsabilidad 
del  Estado  en  lo  que  se  refiere  á daños  causados  por  revolucionarios, 
es,  en  opinión  del  Ministro,  cuteramente  conforme  á los  principios.  De 
entre  los  perjuicios  (pie  el  hombre  puede  sufrir  ó padecer,  unos  pro- 
vienen de  actos  voluntarios,  ejecutados  con  cabal  conocimiento,  en  tanto 
(pie  otros  son  motivados  por  causas  insuperables,  por  calamidades  de 
vario  orden.  Y así  como  es  necesario  proveer  al  resarcimiento  de  los 
primeros  y condenar  al  agente  al  pago  de  una  indemnización,  débese 
también,  para  ser  lógico,  excluir  toda  idea  de  responsabilidad  respecto 
de  los  segundos.  Las  pérdidas  ocasionadas  por  revoluciones  ó por 
grupos  armados  que  se  lian  sustraído  á la  obediencia  del  Gobierno  están 
en  el  último  de  los  casos  indicados  ; y no  valdría  alegar  en  perjuicio 
de  la  nación,  cuyo  interés  por  la  conservación  del  orden  público  no 
es  siquiera  discutible,  que  ha  habido  falta  de  diligencia  por  parte  de 
ella  al  no  impedir  que  tales  sucesos  se  efectuaran.  Aun  el  Gobierno 
más  vigilante  no  está  en  condiciones  de  prevenir  ocurrencias  parecidas, 
que  por  lo  general  estallan  repentinamente  y de  modo  inesperado, 
sobro  todo  en  aquellos  países  de  grande  extensión  territorial  y de 
escasa  población.  Las  pérdidas  (pie  experimentaren  los  habitantes  del 
país  en  semejantes  emergencias,  fuera  de  (pie  nunca  podrían  ser  obra 
de  la  negligencia  del  Gobierno,  quien  cumple  á cabalidad  sus  deberes 
atacando  y sofocando  la  insurrección,  sólo  deben  ser  tomadas  como 
insuperables  consecuencias  de  una  de  esas  calamidades  que,  como  las 
que  provienen  de  la  naturaleza,  no  es  dable  prevenir  ni  evitar. 

Atento  á la  consideración  de  (pie  hasta  ahora  ningún  Estado  ha 
reconocido  deber  compensación  alguna  á sus  nacionales  por  los  daños 
que  les  hubiese  causado  una  revolución,  y por  vía  de  refutación  á una 
teoría  semejante  á la  sostenida  por  la  Real  Legación  de  Italia  cu  la 
nota  que  motiva  esta  respuesta,  el  publicista  alemán  vou  Bar  se 
expresa  en  estos  términos:  “Si,  en  efecto,  se  les  reconociese  un  derecho 
semejante,  el  Estado  se  vería  obligado  á acordar  indemnizaciones  en 
casos  de  fractura,  de  asesinato,  sobre  todo  cuando  no  pudiera  impu- 
társele á la  persona  lesionada  ninguna  responsabilidad,  y,  en  casos  de 
inundación  ó de  incendio,  cuando  el  accidente  hubiera  podido  ser 
evitado,  gracias  á mejores  disposiciones  de  parte  de  la  policía.  De  esta 
manera,  el  Estado  crearía  en  cierto  modo  un  servicio  general  de  seguros, 
y es  permitido  preguntar  si  esta  realización  de  una  parte  del  pro- 
grama del  partido  socialista  contribuiría  al  bienestar  de  la  sociedad. 
Puede  afirmarse  (pie  en  tanto  (pie  los  Estados  nieguen  á sus  propios 
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súbditos  semejantes  compensaciones,  no  deben  acordárselas  tampoco  á 
los  extranjeros.  Indemnizar  á los  extranjeros  solamente  sería  crear  un 
privilegio  in  justificado,  y cuando  Drusa  alega-  que  los  extranjeros  <¡ue  se 
establecen  en  un  país  traeir  á ese  Estado  grandes  ventajas,  puedo  res- 
pondérsele que  esos  extranjeros  no  obran  jamás  sino  en  su  propio 
interés,  aun  cuando  funden  fabricas  y establecimientos  comerciales; 
que  lo  que  ellos  buscan  es,  ó medios  de  existencia  que  quizás  no  hallan 
en  su  patria,  ó grandes  beneficios,  ó en  ti n colocación  ventajosa  para  sus 
capitales.  ¿Acaso  la  rata  del  interés  no  es  á menudo  más  elevada  en 
un  país  sumido  en  el  desorden  y cuya  situación  política  no  ofrece  nin- 
guna garantía,  y muchos  europeos  no  se  han  hecho  millonarios  en 
regiones  exóticas,  que  son  teatro  de  revoluciones  incesantes  ? Debe, 
pues,  decidirse:  el  que  se  establece  en  un  país  extranjero  acepta  las 
probabilidades  de  fortuna  ó de  desdicha  (pie  ese  país  ofrece  á sus  habi- 
tantes y no  puede  exigir,  á título  de  extranjero,  una  protección  par- 
ticular y privilegiada  que  el  Estado  en  cuestión  no  acuerda  siquiera  á 
sus  propios  súbditos.” 

Cuanto  en  casos  análogos  aconseja  la  justicia  es  dejarle  al  dañado 
la  vía  expedita  para  que,  como  lo  previene  el  artículo  17  de  la  Ley, 
intente  su  acción  personal  contra  los  autores  de  los  daños  y perjuicios 
sufridos. 

El  señor  Presidente  de  la  República,  cuyas  instrucciones  ha  seguido 
el  Ministerio  en  la  contestación  (pie  se  ha  dado  á la  nota  verbal  del 
Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  del  Reino  de  Italia,  espera  (pie 
tanto  la  Honorable  Legación  como  el  Gobierno  del  Rey  se  servirán 
acojer  las  explicaciones  que  anteceden,  con  las  cuales  desea  el  Despacho 
de  Relaciones  Exteriores  alejar  toda  errada  inteligencia  acerca  de  la 
Ley  de  Extranjeros,  y llevar  al  ánimo  del  Gobierno  de-una  Nación  con  la 
cual  se  cultivan  cordiales  relaciones,  la  seguridad  de  que  sus  súbditos 
hallarán  siempre  en  la  República  las  garantías  necesarias  para  sus  perso- 
nas é intereses. 

Válese  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  esta  oportunidad 
para  significar  al  señor  Encargado  de  Negocios  del  Reino  de  Italia  las 
protestas  de  su  consideración  más  distinguida. 


Caracas : 21  de  noviembre  de  1903. 
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Reconocimiento  de  la  República  de  Panamá. 


JOSE  AGUSTIN  ARANGO,  TOMAS  ARIAS  Y FEDERICO  HOYO, 

MIEMBROS  DE  UA  JUNTA  I)E  GOBIERNO  PROVISIONAL 
DE  LA  REPÚBLICA  DE  PANAMÁ 


A Su  Excelencia:  Cipriano  Castro , Presidente  de  los  Estados  Unidos  de 

Venezuela. 

' Gratule  y Buen  Amigo: 

Deseosos  de  obtener  el  reconocimiento  oliciaI_.de  la  República  de 
Panamá  por  todas  sus  hermanas  de  la  América  Latina,  nos  permitimos 
dirigiros  la  presente  carta  en  la  esperanza  de  alcanzar  respuesta  favorable 
á nuestro  propósito. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  nuestra  República  envió 
al  del  mismo  ramo  de  la  vuestra,  el  10  de  noviembre  último,  una 
nota  en  la  que  por  su  medio  ponía  en  conocimiento  de  vuestro  Go- 
bierno que  el  día  3 de  ese  mes  el  Departamento  de  Panamá,  por 
medio  de  acción  popular  incruenta,  se  separó  de  la.  República  do  Co- 
lombia y se  constituyó  en  Nación  independiente  bajo  la  denominación 
de  “ República  de  Panamá,”  quedando  su  Gobierno  á cargo  de  un 
triunvirato  denominado  “Junta  de  Gobierno  Provisional.” 

En  la  nota  citada  se  exponía  que  como  todas  las  poblaciones  del 
territorio  panameño  aceptaban  unánimemente  esa  transformación  po- 
lítica y no  existía  oposición  ninguna  á ella  dentro  de  la  República 
de  Panamá,  reinando  el  orden  más  completo ; que  como  el  nuevo  Go- 
bierno ajustaba  sus  actos  á las  prácticas  de  las  Naciones  civilizadas 
y cumplía  y estaba  dispuesto  á cumplir  todos  los  Tratados  Públicos 
que  hasta  el  3 de  noviembre  existían  entre  Colombia  y los  otros  países, 
en  cuanto  pudieran  ser  cumplidos  sin  afectar  la  soberanía  é indepen- 
dencia de  la  República;  y,  finalmente,  que  como  las  únicas  tropas 
colombianas  (pie  hubieran  podido  oponerse  al  movimiento  se  retiraron 
voluntariamente  de  nuestro  territorio  el  o del  mismo  mes,  era  de  es- 
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perarse  que  vuestro  Gobierno  reconociera  oficialmente  la  existencia  de 
la  República  de  Panamá,  lo  que  se  solicitaba  formalmente,  y entrara 
en  relaciones  con  ella,  como  lo  habían  hecho  ya  los  listados  Unidos 
de  América. 


Con  posterioridad  al  reconocimiento  de  los  Estados  Unidos,  lo  han 
efectuado  sucesivamente,  Francia,  Austria-Hungría,  China,  Alemania, 
Rusia,  Dinamarca,  Bélgica,  Perú,  Inglaterra,  Cuba,  Italia,  Costa  Rica, 
Japón,  Suecia  y Noruega,  Suiza,  Nicaragua  y Guatemala, 

Creemos  que  reconocida  nuestra  República  por  tantos  países,  rei- 
nando en  ésta  el  orden  más  completo  y teniendo  el  invariable  pro- 
pósito de  vivir  en  paz  con  todas  las  otras  naciones  y cultivar  las 
más  amistosas  relaciones  con  Venezuela,  coniiamos  en  que  su  Gobierno, 
tan  atinadamente  encomendado  á vuestra  distinguida  personalidad,  satis- 
fará nuestras  justas  esperanzas. 


Dada  en  Panamá  á los  diez  y nueve  días  del  mes  de  enero  del  año  de 
mil  novecientos  cuatro. 

Vuestros  Buenos  Amigos, 

J.  A.  Arando. 


Federico  Boyo. 


Tomas  Arias. 


El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 

F.  V.  DE  LA  ESPRIELLA. 


CIPRIANO  CASTRO, 

PRESIDENTE  CONSTITUCIONAL  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA, 

A ios  Excelentísimos  Señores  Miembros  de  la  Junta  de  Gobierno  Provi- 
sional de  la  República  de  Panamá. 

Grandes  y Buenos  Amigos: 

/ 

Suma  atención  me  ha  merecido  la  Carta  por  medio  ríe  la  cual 
os  habéis  servido  participarme  que  el  Departamento  de  Panamá,  en 
virtud  del  querer  unánime  de  sus  ciudadanos,  se  ha  separado  de  la 
República  de  Colombia  y eonstituídose  en  Estado  Independiente. 
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101  carácter  general  (|iic  lia  revestido  el  movimiento  político  de 
que  me  informáis,  no  monos  (¡no  iu  doclaración  formal  deque  ol  lis- 
tado do  Panamá  acopla  los  alíos  deberos  inlieronles  á la  personalidad 
internacional  (pie  asumo,  me  olVecon  serios  motivos  para  apreciar  de- 
bidamente ol  trascendental  paso  realizado  por  ol  Pueblo  del  Istmo. 

Los  Estados  Unidos  do  Venezuela,  al  manifestaros  por  mi  órgano 
estar  dispuestos  á entrar  en  relaciones  do  amistad  con  la  nueva  Na- 
ción, proceden,  como  los  demás  Estados  que  antes  de  esta  fecha  han 
reeonoeido  la  República  de  Panamá,  en  vista  de  los  hechos  consumados 
á (pío  hacéis  referencia,  hechos  que  ponen  de  manifiesto  la  firme  é 
inquebrantable  voluntad  de  los  naturales  de  esa  región  do  ser  y per- 
manecer libres  é independientes. 

Al  significaros  que  el  Gobierno,  cuya  Jefatura  tengo  la  honra  de 
ejercer,  reconoce  oficialmente  la  República  de  Panamá,  me  lisonjea  la 
esperanza  de  que  las  relaciones  iniciadas  desdo  luego  por  los  dos  lis- 
tados habrán  de  desenvolverse  al  influjo  de  los  poderosos  lazos  que 
entre  ellos  crean  la  comunidad  de  origen  y la  similitud  de  institu- 
ciones políticas. 

Al  par  que  hago  los  más  fervientes  votos  por  la  prosperidad  de 
la  Nación  Panameña,  expreso  aquí  el  testimonio  de  mis  deseos,  por 
la  ventura  personal  de  Vuestras  Excelencias. 


Palacio  Federal  del  Capitolio  en  Caracas,  á fres  de  febrero  del  Ano 
del  Señor  de  mil  novecientos  cuatro. 


Grandes  y Buenos  Amigos, 

Vuestro  Buen  Amigo, 


CIPRIANO  CASTRO. 


Refrendado. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 


Gustavo  J.  Sana  huta. 


Nota  de  la  Cancillería  Argentina. 


República  Argentina.— Ministerio  <lc  Relaciones  Exteriores  y Culto. 

Buenos  Aires,  diciembre  20  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Itc  recibido  el  telegrama  de  V.  E.,  fecha  20  del  corriente,  relativo  a 
los  sucesos  últimamente  ocurridos  entre  el  Gobierno  de  la  República  de 
Venezuela  y los  de  la  Gran  Bretaña  y la  Alemania.  Según  los  informes 
de  V.  E.  el  origen  del  conflicto  debe  atribuirse  en  parte  á perjuicios 
sufridos  por  súbditos  de  las  naciones  reclamantes  durante  las  revoluciones 
y guerras  que  recientemente  lian  tenido  lugar  en  el  territorio  de  aquella, 
República  y en  parte  también  á que  ciertos  servicios  de  la  deuda  externa 
del  Estado  no  han  sido  satisfechos  en  la  oportunidad  debida. 

Prescindiendo  del  primer  género  de  reclamaciones,  para  cuya  ade- 
cuada apreciación  habría  que  atender  siempre  las  leyes  de  los  respectivos 
países,  este  gobierno  ha  estimado  de  oportunidad  trasmitir  á V.  E. 
algunas  consideraciones  relativas  al  cobro  compulsivo  de  la  deuda  pú- 
blica, tales  como  las  han  sujerido  los  hechos  ocurridos. 

Desde  luego  se  advierte,  á este  respecto,  que  el  capitalista  que 
suministra  su  dinero  á un  estado  extranjero,  tiene  siempre  en  cuenta 
cuáles  son  los  recursos  del  país  en  que  va  á actuar  y la  mayor  ó menor 
probabilidad  de  que  los  compromisos  contraídos  se  cumplan  sin  tropiezo. 

Todos  los  gobiernos  gozan  por  ello  de  diferente  crédito,  según  su 
grado  de  civilización  y cultura  y su  conducta  en  los  negocios  y estas  cir- 
cunstancias se  miden  y se  pesan  antes  de  contraer  ningún  empréstito, 
haciendo  más  ó menos  onerosas  sus  condiciones,  con  arreglo  á los  datos 
precisos  que  en  ese  sentido  tienen  perfectamente  registrados  los  banqueros 

Luego  el  acreedor  sabe  que  contrata  con  una  entidad  soberana  y es 
condición  inherente  de  toda  soberanía  que  no  puedan  iniciarse  ni  cum- 
plirse procedimientos  ejecutivos  contra  ella,  ya  que  ese  modo  de  cobro 
comprometería  su  existencia  misma,  haciendo  desaparecer  la  independen- 
cia y la  acción  del  respectivo  gobierno. 
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Luego  el  acreedor  sabe  que  contrata  con  una  entidad  soberana 
y es  condición  inherente  do  toda  soberanía  que  no  [Hiedan  iniciarse 
ni  cumplirse  procedimientos  ejecutivos  contra  ella,  ya  que  ese  modo 
do  cobro  comprometería  su  existencia  misma,  haciendo  desaparecer  la 
independencia  y la  acción  del  respectivo  gobierno. 

Entre  los  principios  fundamentales  del  derecho  público  internacio- 
nal que  la  humanidad  lia  consagrado,  es  uno  de  los  más  preciosos  el 
que  determina  (pie  todos  los  Estados,  cualquiera  (pie  sea  la  fuerza  de 
(pie  dispongan,  son  entidades  de  derecho,  perfectamente  iguales  entre 
sí  y recíprocamente  acreedoras,  por  ello,  á las  mismas  consideraciones 
y respeto. 

El  reconocimiento  de  la  deuda,  la  liquidación  de  su  importe,  puede 
y debe  ser  hecha  por  la  nación,  sin  menoscabo  de  sus  derechos  pri- 
mordiales como  entidad  soberana,  pero  el  cobro  compulsivo  é inme- 
diato, en  un  momento  dado,  por  medio  de  la  fuerza,  no  traería  otra 
cosa  que  la  ruina  de  las  naciones  más  débiles  y la  absorción  de  su 
gobierno  con  todas  las  facultades  que  le  son  inherentes,  por  los  fuertes 
de  la  tierra.  Otros  son  los  principios  proclamados  en  este  continente 
de  América.  “Los  contratos  entre  una  nación  y los  individuos  par- 
ticulares son  obligatorios,  según  la  conciencia  del  soberano,  y no  pue- 
den ser  objeto  de  fuerza  compulsiva,  decía  el  ilustre  llamilton.  Xp 
confieren  derecho  alguno  de  acción  fuera  de  la  voluntad  soberana.” 

Los  Estados  Unidos  han  ido  muy  lejos  en  ese  sentido.  La  en- 
mienda undécima  de  su  constitución  estableció,  en  efecto,  con  el  asen- 
timiento unánime  del  pueblo,  que  el  poder  judicial  de  la  nación  no 
se  extiende  á ningún  pleito  de  ley  ó de  equidad  seguido  contra  uno 
de  los  estados  unidos  por  ciudadanos  de  otro  estado,  ó por  ciudada- 
nos ó súbditos  de  un  estado  extranjero.  La  República  Argentina  ha 
hecho  demandables  á sus  provincias  y aún  ha  consagrado  el  princi- 
pio de  que  la  nación  misma  pueda  ser  llevada  á juicio  ante  la  su- 
prema corte  por  los  contratos  que  celebra  con  los  particulares. 

Loque  no  ha  establecido,  lo  que  no  podría  de  ninguna  manera  admitir, 
es  que,  una  vez  determinado  por  sentencia  el  monto  de  lo  que  pudiera 
adeudar,  se  le  privé  de  la  facultad  de  elegir  eL  modo  y Ja  oportu- 
nidad del  pago,  en  el  que  tiene  tanto  ó más  interés  que  el  acreedor 
mismo,  porque  en  ello  están  comprometidos  el  crédito  y el  honor  co- 
lectivos. 

Uo  es  ésta,  de  ninguna  manera,  la  defensa  de  la  mala  fé,  del 
desorden  y de  la  insolvencia  deliberada  y voluntaria.  Es  simple- 
mente amparar  el  deepro  de  la  entidad  pública  internacional  que  no 

14 


106 


DOCUMENTOS 


* 


puede  ser  arrastrada  así  á la  guerra,  con  perjuicio  de  los  altos  fines 
que  determinan  la  existencia  y libertad  de  las  naciones. 

El  reconocimiento  de  la  deuda  pública,  la  obligación  definida  de 
pagarla,  no  es,  por  otra  parte,  una  declaración  sin  valor  porque  el 
cobro  no  pueda  llevarse  á la  práctica  por  el  camino  de  la  violencia. 

El  estado  persiste  en  su  capacidad  de  tál  y,  más  tarde  ó más 
temprano,  las  situaciones  obscuras  se»  resuelven,  crecen  los  recursos, 
las  aspiraciones  comunes  de  equidad  y justicia  prevalecen  y se  satis- 
facen los  más  retardados  compromisos.  v 

El  fallo,  entonces,  que  declara  lá  obligación  de  pagar  una  deuda- 
ya  sea  dictado  por  los  tribunales  del  país  ó por  los  de  arbitraje  in, 
ternacional,  los  cuales  expresan  el  afilíelo  permanente  de  la  justicia 
como  fundamento  de  las  relaciones  políticas  de  los  pueblos,  constituye 
un  título  indiscutible  que  no  puede  compararse  al  derecho  incierto  de 
aquel  cuyos  créditos  no  son  reconocidos  y se  ve  impulsado  á apelar 
á la  acción  para  que  ellos  le  sean  satisfechos. 

Siendo  estos  sentimientos  de  justicia,  de  lealtad  y de  honor,  los 
que  animan  al  pueblo  argentino,  y han  inspirado  en  todo  tiempo  su 
política,  V.  E.  comprenderá  que  se  haya  sentido  alarmado  al  saber 
que  la  falta  de  pago  de  los  servicios  de  la  deuda  pública  de  Vene- 
zuela se  indica  como  una  de  las  causas  determinantes  del  apresamiento 
de  su  flota,  del  bombardeo  de  uno  de  sus  puertos  y del  bloqueo  de 
guerra  rigurosamente  establecido  para  sus  costas.  Si  estos  procedi- 
mientos fueran  definitamente  adoptados,  establecerían  un  precedente 
peligroso  para  la  seguridad  y la  paz  de  las  naciones  de  esta  parte 
de  América. 

El  cobro  militar  de  los  empréstitos  supone  la  ocupación  territorial 
para  hacerlo  efectivo  y la  ocupación  territorial  significa  la  supresión 
ó subordinación  de  los  gobiernos  locales  en  los  países  á que  sé  ex- 
tiende. 

Tal  situación  aparece  contrariando  visiblemente  los  principios  mu- 
chas veces  proclamados  por  las  naciones  de  América  y muy  particu- 
larmente la  doctrina  de  Monroe  con  tanto  celo  sostenida  y defendida 
en  todo  tiempo  por  los  Estados  Unidos,  doctrina  á que  lá  República 
Argentina  ha  adherido  solemnemente  ántes  de  ahora. 

Dentro  de  los  principios  que  enuncia  el  memorable  mensaje  de  2 
de  diciembre  de  1823,  se  contienen  dos  grandes  declaraciones  que  par- 
ticularmente se  refieren  á estas  repúblicas,  á saber:  “Los  continentes 
americanos  no  podrán  en  adelante  servir  de  campo  para  la  colonización 
futura  de  las  naciones  europeas”  y “reconocida  como  lo  ha  sido  la 
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independencia  de  los  gobiernos  do  Amóricu,  im  | m »•  I r;\  mirarse  la  in- 
terposición de  parto  de  ningún  podar  europeo,  con  el  propósito  de 
oprimirlos  ó de  controlarlos  de  cualquier  manera,  sino  como  la  ma- 
nifestación de  sentimientos  poco  amigables  para  'os  litados  Unidos.” 

La  abstención  de  nuevos  dominios  e.lonialets  en  los  territorios  de 
este  continente,  ha  sido  muchas  veces  aceptadas  por  los  hombres  pú- 
blicos de  Inglaterra.  A su  simpatía  puede  decirse  que  so  debió  el  gran 
éxito  que  la  doctrina  de  Monroe  alcanzó  apenas  promulgada. 

Tero  en  los  últimos  tiempos  se  ha  observado  una  tendencia  mar: 
cada  en  los  publicistas  y en  las  manifestaciones  diversas  de  la  opi- 
nión europea,  que  señalan  estos  países  como  campo  adecuado  para  las 
futuras  expansiones  territoriales.  Pensadores  de  la  más  alta  jerarquía 
han  indicado  la  conveniencia  de  orientar  en  esta  dirección  los  grandes 
esfuerzos  que  las  principales  potencias  do  Europa  han  aplicado  á la 
conquista  de  regiones  estériles,  con  un  clima  inclemente,  en  las  más 
apartadas  latitudes  del  mundo.  Son  muchos  ya  los  escritores  europeos 
(pie  designan  los  territorios  de  Sud  América  con  sus  grandes  rique- 
zas, con  su  cielo  feliz  y su  clima  propicio  para  todas  las  producciones, 
como  el  teatro  obligado  donde  las  grandes  potencias,  que  tienen  ya 
preparadas  las  armas  y los  instrumentos  de  la  conquista,  han  de  dis- 
putarse el  predominio  en  el  curso  de  este  siglo. 

La  tendencia  humana  expansiva,  caldeada  así  por  las  sugestiones 
de  la  opinión  y de  la  prensa,  puede,  en  cualquier  momento,  tomar 
una  dirección  agresiva,  auu  contra  la  voluntad  de  las  actuales  clases 
gobernantes.  Y no  se  negará  que  el  camino  más  sencillo  para  las 
apropiaciones  y la  fácil  suplantación  de  las  autoridades  locales  por 
los  gobiernos  europeos,  es  precisamente  el  de  las  intervenciones  finan- 
cieras, como  con  muchos  ejemplos  podría  demostrarse. 

No  pretendemos  de  ninguna  manera  que  las  naciones  sudameri- 
canas queden,  por  ningún  concepto,  exceatas  de  las  responsabilidades 
de  todo  orden  que  las  violaciones  del  derecho  internacional  comportan 
para  los  pueblos  civilizados. 

No  pretendemos  ni  podemos  pretender  que  estos  países  ocupen  una 
situación  excepcional  en  sus  relaciones  con  las  potencias  europeas,  que 
tienen  el  derecho  indudable  de  proteger  á sus  súbditos  tan  amplia- 
mente como  en  cualquier  otra  parte  del  globo,  contra  las  persecuciones 
ó las  injusticias  de  que  pudieran  ser  víctimas. 

Lo  único  que  la  República  Argentina  sostiene  y lo  que  vería  con 
gran  satisfacción  consagrado  con  motivo  de  los  sucesos  de  Venezuela, 
por  una  nación  que,  como  los  Estados  Unidos,  goza  de  tan  grande 
autoridad  y poderío,  es  el  principio  ya  aceptado  de  que  no  puede  ha- 
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ber  expansión  territorial  europea  en  América,  ni  opresión  de  los  pue- 
blos de  este  continente,  porque  una  desgraciada  situación  financiera 
pudiese  llevar  á alguno  de  ellos  á diferir  el  cumplimiento  de  sus  com- 
promisos. En  una  palabra,  el  principio  que  quisiera  ver  reconocido, 
es  el  de  'que  la  deuda  pública  no  puede  dar  lugar  á fii  intervención 
armada,  ni  menos  á la  ocupación  material  del  suelo  de  Jas  naciones 
americanas  por  una  potencia  europea. 

El  desprestigio  y el  descrédito  de  los  estados  que  dejan  de  satis- 
facer los  derechos  de  sus  legítimos  acreedores,  trae  consigo  dificulta- 
des de  tal  magnitud,  que  no  hay  necesidad  de  que  la  intervención 
extranjera  agrave  con  la  opresión,  las  calamidades  transitorias  de  la 
insolvencia. 

La  República  Argentina  podría  citar  su  propio  ejemplo  para  de- 
mostrar lo  innecesario  de  las  intervenciones  armadas  en  estos  casos. 

El  servicio  de  la  deuda  inglesa  de  1824  fue  reasumido  espontá- 
neamente por  ella,  después  de  uua  interrupción  de  treinta  años  oca- 
sionada por  la  anarquía  y las  convulsiones  que  conmovieron  profunda- 
mente al  país  en  ese  período  de  tiempo,  y se  pagaron  escrupulosa- 
mente todos  los  atrasos  y todos  los  intereses,  sin  que  los  acreedores 
hicieran  gestión  alguna  para  ello. 

Más  tarde,  una  série  de  acontecimientos  y contrastes  financieros 
completamente  fuera  del  control  de  sus  hombres  gobernantes,  la  pu- 
pusierou  por  un  momento  en  situación  de  suspender  do  nuevo,  tem- 
poralmente, el  servicio  de  la  deuda  externa.  Tuvo,  empero,  el  pro- 
pósito firme  y decidido  de  reasumir  los  pagos  inmediatamente  que  las 
circunstancias  se  lo  permitieran  y así  lo  hizo,  en  efecto,  algún  tiempo 
después,  á costa  de  grandes  sacrificios,  pero  por  su  propia  y espon- 
tánea voluntad  y sin  la  intervención  ni  las  conminaciones  de  ninguna 
potencia  extranjera.  Y lía-sido  por  sus  procedimientos  perfectamente 
escrupulosos,  regulares  y honestos,  por  su  alto  sentimiento  de  equidad 
y de  justicia  plenamente  evidenciado,  que  las  dificultades  sufridas,  en 
vez  de  disminuir,  han  acrecentado  su  crédito  en  los  mercados  europeos. 
Puede  afirmarse  con  entera  certidumbre  que  tan  halagador  resultado 
no  se  habría  obtenido,  si  los  acreedores  hubieran  creído  conveniente 
intervenir  de  un  modo  violento  en  el  período  de  crisis  de  las  finanzas, 
que  así  se  han  repuesto  por  su  sola  virtud. 

No  tememos  ni  pedemos  temer  que  se  repitan  circunstancias  se- 
mejantes. 

En  el  momento  presente  no  nos  mueve,  pues,  ningún  sentimiento 
egoísta  ni  buscamos  el  propio  provecho  al  manifestar  nuestro  deseo  de 
que  la  deuda  pública  de  los  estados  no  sirva  de  motivo  para  una 
agresión  militar  de  estos  países. 
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No  abrigamos,  tampoco,  respecto  de  las  naciones  europeas  ningún 
sentimiento  de  hostilidad.  Antes  por  el  contrario,  mantenemos  con  to- 
das ellas  las  más  cordiales  relaciones  desdo  nuestra  emancipación,  muy 
particularmente  con  Inglaterra,  á la  cual  liemos  dado  recientemente 
la  mayor  prueba  de  la  confianza  que  nos  inspira  su  justicia  y su  ecua- 
nimidad, entregando  á su  fallo  la  más  importante  de  nuestras  cues- 
tiones internacionales,  (pie  ella  acaba  de  resolver  fijando  nuestros  lí- 
mites con  Chile  después  de  una  controversia  de  más  do  sesenta  años. 

Sabemos  que  donde  la  Inglaterra  vá,  la  acompaña  la  civilización  y 
so  extienden  los  beneficios  de  la  libertad  política  y civil.  Por  eso  la 
estimamos,  lo  que  no  quiere  decir  que  adhiriéramos  con  igual  simpatía 
á su  política  en  el  caso  improbable  de  que  ella  tendiera  á oprimir 
las  nacionalidades  del  continente,  que  luchan  por  su  progreso,  que  ya 
han  vencido  las  dificultades  mayores  y triunfarán  en  definitiva  para 
honor  de  las  instituciones  democráticas.  Largo  es,  quizás,  el  camino 
que  todavía  deberán  recorrer  las  naciones  sudamericanas.  Pero  tienen 
fe  bastante  y la  suficiente  energía  y virtud  para  llegar  á su  desen- 
volvimiento pleno  apoyáudose  las  unas  en  las  otras. 

Y es  por  ese  sentimiento  de  confraternidad  continental  y por  la 
fuerza  que  siempre  deriva  del  apoyo  moral  de  todo  un  pueblo,  que 
me  dirijo  al  señor  Ministro,  cumpliendo  instrucciones  del  Excelentísimo 
señor  Presidente  de  la  República,  para  que  trasmita  al  gobierno  de 
los  Estados  Unidos  nuestra  manera  de  considerar  los  sucesos  en  cuyo 
desenvolvimiento  ulterior  va  á tomar  una  parte  tan  importaute,  á fin 
de  que  se  sirva  tenerla  como  la  expresión  sincera  de  los  sentimientos 
de  una  nación  que  tiene  fé  en  sus  destinos  y la  tiene  en  los  de  todo 
este  continente,  á cuya  cabeza  marchan  los  Estados  Unidos,  actuali- 
zando ideales  y suministrando  ejemplos. 

Quiera  el  señor  Ministro  aceptar  las  seguridades  de  mi  conside- 
ración distinguida. 


Luis  M.  Dkaoo. 
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PERSONAL 

DEL 

MINISTERIO  DE  RELACIONES  EXTERIORES 

DE  LOS 

ESTADOS  UNIDOS  DE  VENEZUELA 


NOMBRE 


Señor  Gustavo  J.  Sanabria  .. . 
Señor  Doctor  Fernando  Arvelo 
Señor  Doctor  Angel  César  Ricas 
Señor  Doctor  Luis  Clnirión . . . 
Señor  Manuel  C.  Correa 


Señor  Bachiller  M.  Figueredo 


Eizaguirre 


Señor  Bachiller  Delicio  Abzueta 
Señor  Gustavo  E.  Michelena. . . . 

Señor  Julio  Suito 

Señor  Francisco  J.  Narvarte.. 

Señor  Claudio  Viana 

Señor  Guillermo  Ramírez 

Señor  R.  Montes 

Señor  Juan  Jackson 


Señor  Emigdio  Jackson 


CARACTER 


Ministro. 

Consultor. 

Abogado  Coadjutor. 

Director  de  Derecho  Público  Exte- 
rior. 

Director  de  Derecho  Internacional 
Privado. 

introductor  de  Ministros  Públicos. 

Traductor  é Intérprete. 

Archivero. 


Calígrafo. 


Oficial  de  1?  clase. 
Oficial  de  U1  clase. 
Oficial. 

Oficial. 

Primer  Portero. 
Segundo  Portero. 


gencias  Diplomáticas  de  Venezuela  en  el  Exterior. 
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Legaciones  residentes  en  Caracas. 

(20  DE  FEBRERO  DE  1904) 

NOMBRE 

CARÁCTER 

/ 

Excelentísimo  Señor  Don  Fran- 
cisco J.  Herboso 

Señor  Don  Manuel  Amunátegui 

y Solar 

Excelentísimo  Señor  Herbert  W. 
Bowen 

Señor  Marbury  Jolmston 

Capitán  Chauncey  P.  Humpbrey 

9 Excelentísimo  Señor  Carlos  Wie- 
1 ner 

Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario de  la  República  de  Cbile. 

Secretario  de  la  Legación  de  Chile. 

Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario de  los  Estados  Unidos. 

Agregado  Naval  á la  Legación,  (ali- 
sen'e). 

Agregado  Militai  á la  Legación,  (au- 
sente). 

Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario de  la  República  Francesa. 

Del  personal  de  la  Legación  de  Francia. 

Enviado  Extraordinario  y Ministro  Ple- 
nipotenciario del  Imperio  Alemán. 

Secretario  de  la  Legación  Alemana. 

Empleado  en  la  Cancillería  de  la  Lega- 
ción de  Alemania. 

Ministro  Residente  de  la  República  Do- 
minicana. 

Ministro  Residente  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica. 

Encargado  de  Negocios  del  Reino  de 
Italia. 

Encargado  de  Negocios  del  Reino  de 
los  Países  Bajos. 

Encargado  de  Negocios  del  Reino  de 
Bélgica. 

Encargado  de  Negocios  ad-interim  del 
Reino  de  España. 

Señor  Pené  Benoist  (ausente).. 

Excelentísimo  Señor  A.  Pelldram 
/ 

Señor  Doctor  Barón  von  Liittwitz 

Señor  A.  Simmross 

Excelentísimo  Señor  Don  Rober- 
to López 

Excelentísimo  Señor  Outram 
Bax-Ironside 

Honorable  Señor  Barón  Carlos 
Aliotti 

Honorable  Señor  J.  H.  J.  Ha- 
melberg  

Honorable  Señor  J.  Wolters. . . . 

Honorable  Señor  Don  José  Gil 
Delgado  y Olazabal 

I )()(!( I .M  ION 'ros 


Cónsules  Generales,  Cónsules  y Vicecónsules  de  la  República 
en  las  Naciones  Extranjeras. 


ALEMANIA 

Manuel  Pimentel  Coronel,  Cónsul  General,  resi- 


dente en Hambnrgo. 

Adolfo  Nacliod,  Cónsul  en Berlín. 

Carlos  A.  Jacobi,  Cónsul  en Bromen. 

David'Simon,  Cónsul  en  Mannheim. 

Antonio  Arp,  Cónsul  en Riel. 

Siegmund  Friedmann,  Cónsul  en Breslau. 

Peter  Jos  Stolhvcrck,  Cónsul  en Colonia. 

Arturo  Philips,  Cónsul  en Maguncia. 

E.  Frankenfcld,  Cónsul  en Alionar 

Alejandro  Lüder,  Cónsul  en Liibeck. 

Henrich  Krolin,  Vicecónsul  en id. 

C.  Yóetter,  Cónsul  en.. Stuttgart. 

Adolph  B.  Goldscbmidt,  Cónsul  en Francfort. 

Eloy  Palacios,  Cónsul  General  en Miinicb. 

Siegfried  Ballin,  Cónsul  cu id. 

Tbeodor  Pee,  Cónsul  en Tettin. 

Gustavo  B.  Tiederaann,  Cónsul  en Dresde. 

Cari  Dallmeicr,  Cónsul  en.. Diisseldorff. 

Otto  Harrassowitz,  Cónsul  en. Leipzig. 

Hahns  Kótters,  Cónsul  en Barmen. 

Emilio  Utz  Jr,  Cónsul  en Karlsrulie. 
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A U STRI  A-HUjSTG  RIA 

Doctor  E.  J.  Weisl,  Vicecónsul  en - 

Alej  Schrüder,  Cónsul  en 

BELGICA 

# f 

Albert  Van  Oye,  Cónsul  en 

Simón  de  Schryver,  Vicecónsul  en 

Antonio  Pietri  Daudet,  Cónsul  en 

Théodor  Berns,  Vicecónsul  en 

León  Hye,  Cónsul  en 

Edgardo  Rodigas,  Vicecónsul  en 

León  Jowa,  Cónsul  en 

Albert  Dallemagne,  Vicecónsul  en 

Jean  de  Brorvver,  Cónsul  en 

Mauricio  Bockstael  de  Fresuel,  Cónsul  en 

Gustavo  Goetzblaetz,  Cónsul  en 

Luis  Julien,  Cónsul  en 

Eugenio  Defraiteur,  Vicecónsul  en 

BRASIL 

Emilio  do  Barros,  Cónsul  General  en 

Rodolfo  Ferreira  JVunes,  Vicecónsul  en 

Eduardo  Martins  do  Barros,  Cónsul  en 

Doctor  Pedro  de  Alcántara  Baptista  Moreira,  Vice- 
cónsul en 

Barón  de  San  Raimundo,  Cónsul  en 

Joaquim  dos  Santos  Azevedo,  Cónsul  en 

Aureliano  Antonio  Eirado,  Cónsul  en 

Antonio  Machado  Coelho,  Cónsul  en 

Benjamín  Antúnez  d’ Oliveira,  Cónsul  en 

Apolinario  Jansen  Ferreira,  Cónsul  en 

Josó  Gongalves  d’  Araujo  Rozas,  Cónsul  en 

Pedro  d’Acevedo  Machado,  Cónsul  en 

Joao  de  Lima  Eston,  Vicecónsul  en 

Eduardo  Gómez  Ribeiro,  Cónsul  en 


r 


Viena. 

Trieste. 


Bruselas. 

id. 

Amberes. 

id. 

Gante. 

id. 

Lieja. 

id. 

Brujas. 

Ostende. 

Hasselt. 

Verviers. 

id. 


Río  de  Janeiro, 
id. 

t 

Pernambuco. 

id. 

Bahía. 

San  Paulo. 

Para. 

Fortaleza. 

Río  Grande  del  U. 
San  Luis  (Estado  Ma- 
ranhao). 

Manaos. 

Río  Grande  del  Sur. 
Pelotas. 

Porto  Alegre. 
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MOLI  VIA 

Benedicto  Goytía,  Cónsul  General  en  Bolivia La  Paz. 

«Juan  \\\  Cliacón,  Cónsul  en . . Potosí. 

CONFEDERACION  1 1 ELV ET 1 C A 

/ 

E.  de  Ilesse  Wartegg,  Cónsul  en Berna. 

Edmundo  Googg,  Cónsul  en >.  Ginebra. 

COSTA  RICA 

Felipe  J.  Al  varado,  Cónsul  en Puerto  Limón. 

CHILE 

Evaristo  A.  Soublette,  Cónsul  en Valparaíso. 

DINAMARCA  Y SUS  COLONIAS 

Sophus  Pontoppidan,  Cónsul  en Copenhague. 

Cristóbal  Daniel,  Cónsul  en  ...  Sautomas  (Autillas 

Danesas). 

ECUADOR 

Manuel  Jijón  Larrea,  Cónsul  en Quito. 

EL  SALVADOR 

Doctor  Rafael  Reyes,  Cónsul  en San  Salvador. 

Doctor  Máximo  Brizuela,  Cónsul  en San  Miguel. 

ESPAÑA 

Doctor  Francisco  A.  Rísquez,  Cónsul  General,  resi- 
dente en Madrid. 

Angel  Alonso  y Rodríguez,  Vicecónsul  en id. 

Francisco  García  Borrón,  Cónsul  en Cádiz. 

Enrique  Villaverde  y Cortés,  Vicecónsul  en id. 

Pedro  Galiana  y García,  Cónsul  en Valencia. 

José  Breva  y Ezpeleta,  Vicecónsul  en id. 

Jerónimo  Cerizola,  Cónsul  en Huelva. 

José  Martínez  Espejo,  Cónsul  en ✓ Almería. 

Ezequiel  Fernández  de  Miranda,  Cónsul  en La  Coruña. 

Salvador  Güel  y Mercader,  Cónsul  en Tarragona. 
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Luis  R. Cabanzón,  Cónsul  en Santander. 

Doctor  José  Ignacio  Cárdenas,  Cónsul  en Sevilla. 

Juan  Gutiérrez  Echeverría,  Vicecónsul  en id. 

Antonio  Carrasco,  Cónsul  en San  Sebastián. 

Julio  Guillen  Sáeuz,  Cónsul  en Valladolid. 

Pedro  Martín  Molins,  Cónsul  en.  Vigo.* 

Manuel  Sitia  y Coca,  Vicecónsul  en id. 

Antonio  de  Martos  y Chinchilla,  Vicecónsul  en  ...  Linares. 

Doctor  Juan  Moneva  y Pujol,  Cónsul  en........  Zaragoza. 

José  Menéndez  Alvarez,  Vicecónsul  cu Gijón. 

José  Rivera  Guaruez,  Vicecónsul  en Alicante. 

Francisco  Muñoz  y Laserna,  Cónsul  en Granada. 

Leoncio  de  Castro  y Belmente,  Cónsul  en Cartagena. 

Alfredo  Gallego,  Cónsul  en Murcia. 

Luis  de  Abaria,  Cónsul  en Vinaroz. 

Doctor  Francisco  Belmonte,  Cónsul  en Córdoba. 

Rosendo  Puig  y Murgués,  Cónsul  en Villanueva.y  Geltrú. 

M.  A.  Franchy,  Cónsul  en Santa  Cruz  de  Tene- 

rife (Canarias). 

Julio  Hardisson  y Espou,  Vicecónsul  en id. 

Rafael  Gutiérrez  Brito,  Cónsul  en.. Las  Palmas  (Cana- 

rias). 

Luis  Falcón  y Quevedo,  Vicecónsul  en id. 

José  Macías,  Vicecónsul  en La  Gomera  (Cana- 

rias). 

Luis  Rodríguez  Figueroa,  Vicecónsul  en La  Orotava  (Cana- 

rias). 

Doctor  Melchor  Oliver  y Montaner,  Vicecónsul  en. . La  Palma  (Baleares). 

Antonio  Cabrera  de  las  Casas,  Cónsul  en Santa  Cruz  de  la 

Palma  (Canarias). 

José  de  las  Casas  Paz,  Vicecónsul  en id.  id. 

ESTADOS  UNIDOS  Y SUS  DEPENDENCIAS 

Pedro  Rafael  Rincones,  Cónsul  General  en Nueva  York. 

Marcial  Salas,  Vicecónsul  en id- 

Eugéne  Alexander  Bresler,  Cónsul  en Detroit. 

F.  Salcedo  Ochoa,  Cónsul  en Filadeífia. 

Winfield  S.  Bird,  Vicecónsul  en id. 
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Franz  Müller,  Cónsul  en Jersey  City. 

II.  Moste,  Encargado  del  Consulado  ens Galvcston. 

.1.  L.  Horras,  Cónsul  en... Pensacola. 

Otón  Grinuner,  Cónsul  en Nueva  Orleans. 

Hugo  Arual,  Cónsul  en Norfolk  y New  l’ort 

Nevas. 

Pedro  Alvizua,  Cónsul  en Chicago. 

Joseph  M.  Pottqeisor,  Cónsul  en Saint  Paul. 

Adolfo  Canal,  Cónsul  en San  Francisco  de  Ca- 

lifornia. 

Mariano  Yeloso  del  Rosario,  Cónsul  en Cebú  (Filipinas). 

Eduardo  Díaz  Lecuna,  Cónsul  en San  Juan  de  Puerto 

Rico. 

Alejandro  Bravo,  Vicecónsul  en Mayagüez. 

.José  Miguel  Morales  Al  varado,  Vicecónsul  en ... . Ponce. 

José  Angel  Francesclii,  Vicecónsul  en Guayanilla. 

Honorato  Berga  y Pastor,  Vicecónsul  en Arecibo. 

REPÚBLICA  DE  CUBA 

Emiliano  Mazón,  Cónsul  en .. . La  Habana. 

Rafael  Martínez  Mendoza,  Vicecónsul  eu id. 

Joaquín  de  Miranda  y Cotilla,  Cónsul  en Santiago  de  Cuba. 

Juan  Silva,  Cónsul  en Manzanillo. 

FRANCIA  Y SUS  COLONIAS 

Eduardo  Blanco,  hijo,  Cónsul  en Burdeos. 

Jacinto  Rafael  Pachano,  Cónsul  en Havre. 

Alberto  Leblond,  Vicecónsul  en.. id. 

Carlos  Chapé,  Vicecónsul  en  Nantes. 

Benjamín  Lagrange,  Cónsul  en Saint  Nazaire. 

Leopoldo  Gabard,  Vicecónsul  en id. 

Carlos  G.  Watjeu,  Cónsul  en Argel  (Posesiones 

Francesas). 

Leopoldo  Bares,  Cónsul  en Tolosa. 

Alberto  Puech,  Vicecónsul  en Cette. 

Feuelón  Vié,  Cónsul  en  Martinica Fort  de  France. 

Salomón  Levy,  Cónsul  en Oran  (Posesiones 

Francesas). 
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Juan  Antonio  Rafíalli,  Cónsul  en.... 

Pierri  Mariani,  Vicecónsul  en..í 

Domingo  Campi,  Cónsul  en 

Carlos  J.  Lebean,  Cónsul  en 

G.  Busch,  Vicecónsul  en 

» 

Augusto  H.  Rodanet,  Vicecónsul  en. 

Manuel  Felipe  Tovar,  Cónsul  en 

Federico  Segond,  Vicecónsul  en 

Miguel  Rivas,  Cónsul  en 

Antonio  Fioravanti,  Cónsul  en . 


Bastía  (Córcega). 

id.  id. 

Aja-ecio  id. 

Boulogne  Sur  Mer. 
id. 

Rocbefort. 

Marsella. 

id 

Liburna. 

La  Isla  Roja  (Cór- 


cega). 

Evaristo  Carranza,  Cónsul  en Agen. 

^-León  Fiorentino,  Cónsul  en Túnez  (Posesiones 

Francesas). 

Charles  Postel,  Vicecónsul  en Clierburgo. 

Emilio  Pothier,  Cónsul  en Vicliy. 

Honoró  Rodríguez,  Cónsul  en Point-á-Pitre. 

G.  Coloinb,  Vicecónsul  en id. 

Doctor  A.  Parra  Bolívar,  Cónsul  en Niza. 


GRAN  BRETAÑA  Y SUS  COLONIAS 
Doctor  José  Gil  Fortoul,  Cónsul  General  en  Inglate- 


rra, residente  en Liverpool. 

Tomás  Nickels,  Vicecónsul  en id. 

N.  J.  H.  Scliotborgh,  Cónsul  en Londres. 

M.  Wernberg,  Cónsul  en Nottingham. 

Josepli  Tennell,  Cónsul  en Manchester. 

Rodolph  Dux,  Vicecónsul  en id. 

Frederick  Sternberg,  Cónsul  en Birmingham. 

Doctor  Elias  Martínez  Oramas,  Cónsul  en Southamptou. 

A.  C.  Dnnlop,  Vicecónsul  en id. 

Juan  B.  Taylor,  Cónsul  en Dundee. 

F.  J.  Sewel,  Cónsul  en Grimsby. 

Josepli  J.  Sewel,  Vicecónsul  en id. 

George  Shaddiclc,  Cónsul  en Swansea. 

James  II.  Burgess,  Vicecónsul  en id. 

W.  C.  Macnaughtan,  Cónsul  en Glasgow. 

Abelardo  Aldaua,  Cónsul  en Card¿ff. 


DOUUMRNTOS 


Edward  L.  Downing,  Vicecónsul  en. 

William  E.  Heard,  Cónsul  en 

10.  L.  Melville  Hoard,  Vicecónsul  en 

Maximilicn  Aren,  Cónsul  en 

Feliciano  Requena,  Cónsul  en 

Filis  Grell,  Vicecónsul  en 

Karl  Litliman,  Cónsul  en 

John  Duft’,  Cónsul  en.  

Simón  Sontar,  Vicecónsul  en 

Samuel  Galbrazth,  Cónsul  en 

Martín  Andersen,  Cónsul  en 


Pedro  Fortoult  Hurtado,  Cónsul  en 

N.  E.  Parravieino,  Vicecónsul  en 

Samuel  Mountford  Gilbs,  Cónsul  en 

S.  Micallef  Eynaud,  Cónsul  en.... 

Thimothy  Vinceut  Riordan,  Cónsul  en . . . 

George  I.  Dawson,  Cónsul  en 

James  Hugo  Campbell,  Vicecónsul  en  . . . 
Andrés  Bosano,  Cónsul  en 

Francisco  Vásquez,  Vicecónsul  en 

GRECIA 


Vicente  Serpieri,  Cónsul  en 

GUATEMALA 

Atibo  R.  de  Andreis,  Cónsul  en. 

HAITÍ 

Harris  Lipschitz,  Vicecónsul  en 

Lutece  ¿V:  Gómez,  Cónsul  en 

Manuel  Monsanto,  Cónsul  en 

L.  Kampmeyer,  Cónsul  en 

Mario  Pensó,  Cónsul  en..  

Alfredo  Detjen,  Vicecónsul  en 


1 11» 


Js’owport. 

id. 

Gravesend. 

Trinidad. 

id. 

Oapc-Town  (Posesio- 
nes Británicas). 

Kingston. 

id. 

Antigua. 

Granada,  San  Vicen- 

te  y Santa  Lucía 

(Windward  Islands). 

Barbada. 

id. 

Melbourno  (Posesio- 
nes Británicas). 

Malta  id. 

Dublin  (Irlanda). 

Quecnstown. 

id. 

Gibraltar  (Posesiones 
Británicas), 
id. 


Atenas. 


Guatemala. 


Los  Cayos. 

Port-au-Prince. 

Jacmel. 

Petit  Goáve. 
Cabo  Haitiano, 
id. 
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Rafael  Sánchez,  Vicecónsul  en Gonaive. 

Máximo  Gautier,  Vicecónsul  en Port  de  Raix. 


HOLANDA  Y SUS  COLONIAS 

S.  Vas  Días,  Vicecónsul  en La  Haya. 

Rufino  Blanco  Fombona,  Cónsul  en Amsterdan. 

Jac  Boscb,  Vicecónsul  en id. 

I.  Van  Alphen,  Cónsul  en... Rotterdam. 

M.  C.  Teves,  Cónsul  en ííarlingen. 

Pedro  Sinith,  Cónsul  en Flessingue. 

H.  A.  P.  H.  Ravenswaaij,  Agente  Comercial  en.. . Samarang  (Java)  (Po- 
sesiones Neerlan- 
desas). 

José  Rodríguez,  Agente  Comercial  en Paramaribo  (Guaya- 

na  Holandesa). 

Carlos  B.  Figueredo,  Agente  Comercial  en Curasao. 

Doctor  A.  Osorio  B.,  Agente  Comercial  en Aruba. 

Cristóbal  A.  Raven,  Encargado  de  la  Agencia  Co- 
mercial en „ Bouaire. 

ITALIA 


Antonio  de  Cesare,  Vicecónsul  en Roma. 

Giuseppe  Anselmi,  Cónsul  en ¿ Nápoles. 

Francisco  Lamberti,  Vicecónsul  en id. 

F.  C.  Milano,  Vicecónsul  en Milán. 

Carlos  E.  Hahn,  Cónsul  en Genova. 

Jacinto  Ratto,  Vicecónsul  en id. 

A.  Modoni,  Cónsul  en Bolonia. 

Eduardo  Mussiacco,  Cónsul  en Brindisi. 

Ñatale  Marangolo,  Cónsul  en Mesina. 

Doctor  Carlos  Guetta,  Cónsul  en Veneeia. 

Agustín  Anselmi,  Cónsul  en Liorna. 

Carlos  F.  Delfino,  Cónsul  en Cosenza. 

Carlos  Fazio,  Cónsul  en Palermo. 

Enrique  Laugier,  Cónsul  en Turín. 

Alberto  Roversi,  Cónsul  en Massa  y Currara. 

Alfredo  Ripárbelli,  Cónsul  en Florencia. 

Giovauni  di  Salvo,  Vicecónsul  en id. 


Adolfo  Sdielini,  Vicecónsul  Ancolia. 

Midióle  l)o  Noto,  Vicecónsul  «.mi Taranto. 

L1  BEBIA 


C.  T.  O.  Ring,  Cónsul  en Monrovia. 

MARRUECOS 

Samuel  II.  Bendelac,  Vicecónsul  en Tetuán. 

Vicina  Zaguri,  Cónsul  en Casa  Blanca. 

ESTADOS  UNIDOS  MEXICANOS 

Enrique  Pérez  Valencia,  Cónsul  en México. 

Enrique  Rivero  Sustacba,  Vicecónsul  en id. 

Joaquín  G.  Castilla,  Cónsul  en Tauqueo. 

Luis  G.  Dozal,  Cónsul  en . Veraeruz. 

Ingeniero  Eudoro  Urdancta,  Cónsul  en Puebla. 

MONACO  (PRINCIPADO  DE) 

i 

E.  Viard,  Cónsul  en Monaco. 

NICARAGUA 

Doctor  Luciano  Gómez,  Cónsul  en Managua. 

Abraham  Cardoze,  ^Cónsul  en M asaya. 

PERU 

Doctor  F.  Miguel  Girbau,  Cónsul  en Lima. 

PORTUG.AL 


Antonio  Ferreira  de  Zerpa,  Cónsul  en Lisboa. 

Clemente  Gairaud,  Vicecónsul  en id. 

Doctor  Elíseo  de  Souza  Drummond,  Cónsul  en.  ...  Funchal  (Isla  de  Ma- 
dera). 

C.  F.  Chambers,  Cónsul  en Oporto.  V 

REPUBLICA  ARGENTINA 

Doctor  Fernando  Pérez,  Cónsul  en..... Buenos  Aires. 

1G 
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REPUBLICA  DOMINICANA 

Doctor  Manuel  M.  Duran,  Cónsul  General,  resi- 
dente en Santo  Domingo. 

Julio  Sénior,  Cónsul  en id. 

Heinrich  Schumaker,  Cónsul  en San  Pedro  de  Ma- 

corís. 

Luis  S.  Arzeno,  Cónsul  en Puerto  Plata. 

Julio  Coen,  Vicecónsul  en Azua. 

SUECIA  Y NORUEGA 

Williem  Wester,  Cónsul  en Stockliolmo. 

A.  O-  Haueborg,  Cónsul  en Cristianía. 

John  Rieber,  Vicecónsul  en  Bergen. 


Agentes  Consulares  de  las  Naciones  extranjeras  en  el 
Territorio  de  la  República. 

ALEMANIA 

Max  W.  Rehbein,  Encargado  del  Consulado  en. . . Maracaibo. 

Albert  Lentz,  Cónsul  en  . La  Guaira. 

Adolfo  Mestern,  Encargado  del  Consulado  en Puerto  Cabello. 

L.  Brokmann,  Cónsul  en Ciudad  Bolívar. 

Señor  Grosser,  Cónsul  interino  en San  Cristóbal. 

Señor  Moller,  Encargado  del  Viceconsulado  en....  Carúpano. 

AUSTRI A-HUNGRÍ  A 

Gustavo  Vollmer,  Cónsul  General,  residente  en — Caracas. 

Ernest  Wuest,  Cónsul  en — Maracaibo. 

O.  Baascb,  iCóusul  en Puerto  Cabello. 

BOLIVIA 

Carlos  Zuloaga,  Cónsul  General,  residente  en Caracas. 


DOCUMENTOS  12JI 

Antonio  Martínez  Espino,  Cónsul  en id. 

Halad  Nonos,  Cónsul  en. Maraca  i bo. 

BRASIL 

Francisco  Kerdd,  Vicecónsul  en. Valencia. 

Gabriel  Núñoz,  Vicecónsul  en Maturín. 

BELGICA 

Ch.  R.  Rókl,  Cónsul  en Caracas. 

C.  Perret,  Cónsul  en La  Guaira. 

C.  Bogeler,  Cónsul  cu Maraeaibo. 

L.  Brolcmann,  Cónsul  en Ciudad  Bolívar. 

Gustavo  Noblot,  Cónsul  en Puerto  Cabello 

Benjamín  Lenfant,  Cónsul  en Puerto  Cabello,  con 

jurisdicción  en  los  Estados  Lara,  Carabobo 
y Zamora. 

COSTA  RICA 

Manuel  M‘?  Villalobos,  Agente  Consular  en La  Guaira. 

CHILE 

Alfredo  de  la  Sota,  Cónsul  Geueral  interino  en  Ve- 
nezuela, residente  en Caracas. 

Ricardo  Muskus,  Cónsul  interino  en Puerto  Cabello. 

DINAMARCA 

N.  P.  W.  Stiirup,  Cónsul  General,  residente  en. . . Caracas. 

G.  H.  T.  Witzke,  Cónsul  en Maraeaibo. 

J.  M.  Móller,  Vicecónsul  en 7.....  id. 

Gustavo  Barnewitz,  Vicecónsul  en Ciudad  Bolívar. 

Williem  Eskildsen,  Vicecónsul  en Puerto  Cabello. 

ECUADOR 

* S.  de  John  Ricardo,  Cónsul  General,  residente  en . . Caracas. 

Juan  P.  Izquierdo,  Cónsul  en " id. 

Víctor  M.  Ariza,  Cónsul  en ' Maraeaibo. 

Antonio  Lujan  Larrazábal,  Vicecónsul  en Campano. 

Antonio  María  Martínez,  Cónsul  en La  Guaira. 
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Federico  Winckelman,  Vicecónsul  en id. 

Luis  Daniel  Berrizbeitia,  Vicecónsul  en Puerto  Cabello. 

ESPAÑA 

Carlos  Sánchez  C.,  Vicecónsul  en ...  Valencia. 

Julio  A Hez,  Vicecónsul  en Maracaibo. 

Luis  Puncel,  Vicecónsul  en Puerto  Cabello. 

Tomás  Machado,  Vicecónsul  en.... Ciudad  Bolívar. 

Jacob  A.  Levy,  Vicecónsul  en Barcelona. 

Jerónimo  Cerizola,  Vicecónsul  en Campano. 

Celestino  Fraile  y García,  Vicecónsul  en.  Barquisimeto. 

Enrique  García  Permuy,  Vicecónsul  en Güiria. 

ESTADOS  UNIDOS 

Riulolf  Dolge,  Agente  Consular  en Caracas,  (interino). 

Silvio  A.  Braschi,  Agente  Consular  en Valencia. 

E.  II.  Plumacher,  Cónsul  en Maracaibo. 

Hendrik  P.  de  Vries,  Vicecónsul  en id. 

Roberto  T.  Minios,  Subcónsul  en id. 

J.  Blasiui,  Agente  Consular  interino  en Campano. 

Luis  Goldsclnuidt,  Cónsul  en  La  Guaira La  Guaira. 

Frederick  A.  William,  Procónsul  en Maracaibo. 

Thomas  J.  Cummins,  Cónsul  en Puerto  Cabello. 

Robert.  Heuderson,  Agente  Consular  en Ciudad  Bolívar. 

Ignacio  II.  Baíz,  Agente  Consular Barcelona. 

J.  G.  Núñez  Eomberg,  Agente  Consular  en Cumaná. 

Josiah  L.  Sénior,  Agente  Consular  en Coro. 

FRANCIA 

León  Chaumette,  Agente  Consular  en Campano. 

M.  J.  Doyeux,  Agente  Consular  en La  Guaira  (interino). 

Señor  Loeb,  Agente  Consular  interino  en Barquisimeto. 

Luis  Auné,  Agente  Consular  en Puerto  Cabello. 

Ch.  Boissellier,  Agente  Consular  en Cumaná. 

Domingo  Savelli,  Agente  Consular  en Barcelona. 

GRAN  BRETAÑA 

O.  Kolster,  Encargado  del  Vicecousulado  en Puerto  Cabello. 


DOUUiWlONTOS 


William  A.  Andral,  Cónsul  interino  en Caracas. 

Knriqüe  (Jarcia  Permuy,  Vicecónsul  en (Jimia. 

Macquard  Bódecker,  Vicecónsul  en Maracaibo. 

Samuel  Dean,  Vicecónsul  interino  en Ciudad  Bolívar. 

Malinas  Brewer,  Vicecónsul  interino  en.. La  Guaira. 

C.:;  :<  1 \ 

inocente  Palacios  llornáinU  i reral,  resi- 
dente en Caracas.. 

GL  A i' AMALA 

\V.  Carias  Pérez,  Cónsul  General,  residente  en Caracas. 

Miguel  1.  Leicibabaza,  Cóusul#cn id. 

José  Agustín  Tarnayo,  Cónsul  en Valencia. 


HAITÍ 

Simón  Planas  Suárez,  Encargado  del  Consulado  en  Caracas. 

HOLANDA 


N.  F.  Hellmund,  Cónsul  en Caracas. 

M.  H.  C.  Henríquez,  Vicecónsul  en Maracaibo. 

C.  A.  Hellmund,  Cónsul  en La  Guaira. 

C.  Merea,  Vicecónsul  en >...  Puerto  Cabello. 

Gustavo  Barnewitz,  Vicecónsul  en Ciudad  Bolívar. 

G.  B.  da  Costa  Gómez,  Cónsul  en Barcelona. 


ITALIA 

Gióvauui  BattistaBartolucci  Godolini,  Vicecónsul eu.jOaracas. 

Luis  Fossi  Ferrini,  Cónsul  eu Maracaibo. 

Francisco  Fossi  Ferriui,  Vicecónsul  en id. 

Mariano  de  Guilio,  Agente  Consular  ed La  Guaira. 

Carlos  II.  Gramko,  Encargado  provisionalmente  del 

Consulado  en Puerto  Cabello. 

Carmelo  Brandi,  Cónsul  interino  eu id. 

Eugenio  Barleta,  Agente  Consular  eu Ciudad  Bolívar. 

Constantino  Valeri,  Agente  Consular  eu Mérida. 

Daniel  De  Caro,  Agente  Consular  en Barcelona. 


-(Señor  Savelli,  Encargado  del  Consulado  por  ausencia 
del  señor  De  Caro). 
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HONDURAS 

Simón  Planas  Suárez,  Cónsul  General  en 

Doctor  Roberto  García,  Vicecónsul  en 

Aligue!  Castillo  Rivas,  Vicecónsul  en 


REPUBLICA  1)E  PIPERIA 


José  Domingo  Sosa,  Cónsul  General  en  Venezuela, 
residente  en 


MEXICO 


Cari  Meyer,  Cónsul  General,  residente  en 

, • 

Evaristo  Díaz,  Vicecónsul  en  

Jerónimo  Cerisola,  Vicecónsul  en  


NICARAGUA 

• 

Simón  Planas  Suárez,  Cónsul  General  en  Vene- 
zuela, residente  cu 

Enrique  Galiudo,  Cónsul  en 

Tomás  Montes,  Cónsul  en 

PARAGUAY 


Antonio  Malaussena,  Cónsul  General,  residente  en. 
Francisco  P.  Jiménez  Arraiz,  Cónsul  en 

, PERÚ 

Alfredo  Pardo,  Cónsul  General,  residente  en 

Manuel  Felipe  de  Gurruceaga,  Encargado  del  Con- 
sulado en 


PORTUGAL 

Federico  Alvarez  Benítez,  Cónsul  en  Venezuela, 

residente  en 

Adolfo  Dupouy,  Vicecónsul  en 

REPUBLI CA  ARGENTINA 


Caracas. 

id. 

La  Guaira,  (interino 
Henrique  Galiudo)’ 


Caracas. 

Caracas. 
La  Guaira. 
Campano. 


Caracas. 

La  Guaira. 
Ciudad  Bolívar. 


Caracas. 

Barquisimeto. 

Caracas. 

Puerto  Cabello. 


Caracas. 
La  Guaira. 


Carlos  Soto,  Cónsul  General,  residente  en 


Caracas. 


nocinvncNTos 


Olí. ‘irlos  K.  líiihl,  (’óiisul  General  honorario,  resi- 
dente   

Francisco  Ilorrcru  Vegas,  Cónsul  en 

Juan  Dalí  Orso,  Encargado  del  (Consulado  en 

11.(1.  Eómer,  Encargado  del  Consulado  en 

Oscar  Moncli,  Cónsul  en 

Jaeobo  Myorston,  Cónsul  en 

REPÚBLICA  DOMINICA 

David  llicardo,  Cónsul  General,  residente  en 

Jesús  M;.1  Herrera  Irigoyen,  Cónsul  en 

Luis  Moreau,  Cónsul  en 

John  Perret,  Vicecónsul  en 

J.  M.  S.  Monsanto,  Cónsul  en 

Josiali  Nalir  Henríquez,  Cónsul  en 

SUECIA  V NORUEGA 

Guillermo  Valentiner,  Cónsul  General,  residente  en.. 

George  Wallis,  Vicecónsul  en 

George  Oscar  Kóclc,  Vicecónsul  en 

URUGUAY 

Silvestre  Tovar  Toro,  Cónsul  General,  resínente  en 
Eduardo  Sanabria,  Cónsul  interino  en 

REPÚBLICA  DE  CUBA 

Henrique  Galindo,  Encargado  del  Consulado  en  ... . 
Leopoldo  Rojas,  Cónsul  en 


id. 

id. 

Maraeaibo. 
Puerto  Cabello. 
Ciudad  Bolívar. 
Coro. 


Caracas. 

id. 

La  Guaira, 
id. 

Puerto  Cabello. 
Coro. 

Caracas. 

La  Guaira. 
Puerto  Cabello. 

Caracas . 

id. 

La  Guaira. 
Puerto  Cabello. 
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